
 

 

 

 

 

 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS  

 

CASO NORÍN CATRIMÁN Y OTROS  

( DIRIGENTES , MIEMBROS  Y ACTIVISTA  DEL PUEBLO INDÍGENA MAPUCHE)   

VS . CHILE  

 

SENTENCIA DE 29 DE MAYO  DE 201 4  

(FONDO, REPARACIONES Y COSTAS)  

 

En el caso  Norín Catrimán y otros,  

 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante ñla Corte Interamericanaò, ñla Corteò, 

o ñel Tribunal ò), integrada por los siguientes jueces1:  

 

Humberto Antonio Sierra Porto , Presidente;  

Roberto F. Caldas , Vicepresidente ;  

Manuel E. Ventura Robles , Juez;  

Diego García -Sayán , Juez ;  

Alberto Pérez Pérez, Juez, y 

Eduardo Ferrer Mac -Gregor Poisot , Juez.  

 

presentes además,  

 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y  

Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta,  

 

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(en adelante ñla Convenci·n Americanaò o ñla Convenci·nò) y con los art²culos 31, 32, 65 y 67 del 

Reglamento de la Corte (en adelante ñel Reglamentoò o ñReglamento de la Corteò), dicta la 

presente Sentencia que se estructura en el siguiente orden:  

                                           

1  El Juez Eduardo Vio Grossi, de nacionalidad chilena, no participó en el conocimiento y deliberación de la presente 
Sentencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.1 del Reglamento  de la Corte.  
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I  - INTRODUCCIÓN DE LA C AUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA  

1.  El caso sometido a la Corte. -  El 7 de agosto de 2011, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 51 y 61 de la Convención Americana y el artículo 35 del Reglamento de la Corte, la 

Comisi·n Interamericana de Derechos Humanos (en adelante ñla Comisi·n Interamericanaò o ñla 

Comisi·nò) someti· a la jurisdicci·n de la Corte Interamericana el caso ñSegundo Aniceto Norín 

Catrimán, Juan Patricio Marileo Saravia, Víctor Ancalaf Llaupe  y otros (Lonkos 2, diri gentes y activistas 

del pueblo ind²gena Mapuche) respecto de la Rep¼blica de Chileò (en adelante, ñel Estadoò o ñChileò).  

Según la Comisión, e l caso se refiere a la alegad a ñviolaci·n de los derechos consagrados en los 

artículos 8.1, 8.2, 8.2.f, 8.2.h, 9, 13, 23 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, en 

perjuicio de  Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime 

Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Sara via, Juan Ciriaco 

Millacheo Licá n, Patricia Roxana Troncoso Robles y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, debido a su 

procesamiento y condena por delitos terroristas, en aplicación de una normativa penal contraria al 

principio de legalidad, con una serie de irregularidades que afectaron el debido proceso y tomand o 

en consideraci·n su origen ®tnico de manera injustificada y discriminatoriaò. Seg¼n la Comisi·n, el 

caso se inserta dentro de ñun reconocido contexto de aplicaci·n selectiva de la legislaci·n 

antiterrorista en perjuicio de miembros del pu eblo indígena Ma puche en Chileò. 

2.  Trámite ante la Comisión. ï El trámite ante la Comisión fue el siguiente:  

a)  Peticiones. ï El presente caso comprende cuatro peticiones 3 que, por  solicitud expresa del 

Estado , fueron  resueltas  por la Comisión de manera conjunta en el Informe de F ondo 176/10 4. 

Dichas peticiones fueron las siguientes:  

i.  Petición presentada el 15 de agosto de 2003 por Segundo Aniceto Norín Catrimán, 

representado por los abogados Jaime Madariaga De la Barra y Rodrigo Lillo Vera  (Caso 

12.576 Petición No. 619/03) . 

ii.  Petición presentada el mismo día  por Pascual Huentequeo Pichún Paillalao  (señalada con 

iguales números de caso y petición que la anterior) . 

iii.  Petición presentada el  13 de abri l de 2005 por Juan Patricio Marileo Saravia , Florencio Jaime 

Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco  Millacheo Licá n y Patricia 

Roxana Troncoso Robles  (Caso 12.611 Petición No. 429/05) . 

iv.  Petición presentada el 20 de mayo de 2005  por 69 dirigentes del Pueblo indígena M apuche y 

por los abogados Ariel León Bacian, Serg io Fuenzalida Bascuñán y José Alywin Oyarzún, en 

representación de Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  (Caso 12.612, Petición No. 581/05 ) . 

b)  Informes de Admisibilidad. ï Los días 21 de octubre de 2006 y 2 de mayo de 2007 la 

Comisión aprobó los Informes de Admisibil idad No. 89/06  (Petición No. 619/03) , No. 32/07  

(Petición No. 429/05 )  y No. 33/07  (Petición No. 581/05 ),  en los cuales  determinó  que era 

competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre las presuntas 

                                           

2  ñLonkosò son los dirigentes principales de las comunidades Mapuche. Ver infra párr. 78.  

3  Cfr. Petición 619 -03 Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún Paillalao; Petición 429 -05 Juan Patricio Marileo Saravia, 
Florencio Jaime Marileo Saravia, Patricia Roxana Troncoso Robles, José Benicio Huenchunao Mariñán y Juan Ciriaco Millacheo Licán, 
y Petición 581 -05 Víctor Manuel Ancalaf Llaupe y demás dirigentes mapuches (expediente anexos al Informe de Fondo 176/10, 

apéndice 1, folios 96 a 126, 1734 a 1775 y 2536 a 2578).  

4  Cfr.  Informe de  Fondo No. 176/10, Caso Segundo Aniceto Norín Catrimán, Juan Patricio Marileo Saravia, Víctor Ancalaf 
Llaupe y otros Vs. Chile, 5 de noviembre de 2010 (expediente de fondo, tomo I, folios 9 a 109).  
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violaciones de los artículos 8, 9 y 24 de la Convención, en relación con las obligaciones generales 

consagradas en los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumen to , y que las peticiones eran admisibles por 

encontrarse conforme s con los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención 5.  

c)  Informe de Fondo. -  En los términos del artículo 50 de la Convención, el 5 de noviembre de 

2010 la Comisión emiti · el Informe de Fondo No. 176/10 (en adelante tambi®n ñel Informe de 

Fondoò o ñel Informe No. 176/10ò)6,  en el cual llegó a una serie de conclusiones y formuló varias 

recomendaciones a Chile:  

¶ Conclusiones. -  La Comisión concluyó que el Estado era responsable por la violación de los 

siguientes derechos consagrados en la Convención Americana:  

i) ñel principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones 
establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de [las ocho presuntas víctimas del presente 
caso]ò; 

ii) ña la igualdad ante la ley y no discriminación, establecido en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de [las ocho presuntas v²ctimas del presente caso]ò; 

iii) ña la libertad de expresi·n y los derechos políticos establecidos en los artículos 13 y 23 de la Convención Americana, 
en relación con las obligaciones consagradas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de [las ocho 
presuntas v²ctimas del presente caso]ò; 

iv) ñel principio de responsabilidad penal individual y presunción de inocencia, bajo los artículos 8.1, 8.2 y 9 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de [las ocho presuntas 
v²ctimas del presente caso]ò; 

v) ñel derecho de defensa de los Lonkos Aniceto Norín Catrimán y  Pascual Pichún, y del Werké n Víctor Ancalaf Llaupe , 
específicamente su derecho a interrogar los testigos presentes en el tribunal bajo el artículo  8.2.f de la Convención 
Americana, en relación con las ob ligaciones establecidas en los art²culos 1.1 y 2 del mismo instrumentoò;  

vi) ñel derecho a recurrir del fallo consagrado en el art²culo 8.2 h) de la Convenci·n Americana, en relaci·n con las 
obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo ins trumento, en perjuicio de  [las ocho presuntas víctimas 
del presente caso] ò7;  

vii) ñel derecho a un juez imparcial consagrado en el art²culo 8.1 de la Convenci·n en relaci·n con el art²culo 1.1 del 
mismo instrumento, en perjuicio de [las ocho presuntas víc timas del presente caso]ò, y  

viii) ñ[l]as violaciones de los derechos humanos consagrados en los art²culos 8, 9, 24, 13 y 23 tuvieron un impacto 
consecuencial sobre la integridad sociocultural del pueblo Mapuche como un todoò. 

Adicionalmente, la Comisión estableci· que ñChile no viol· los derechos a un juez competente e independiente, ni la 
prohibición de doble enjuiciamiento penal, consagrados en los artículos 8.1 y 8.4 [de la Convención Americana] 
respectivamenteò. 

La Comisión determinó que las presuntas  víctimas eran las ocho personas siguientes: Segundo 

Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 

Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Sara via, Juan Ciriaco Millacheo Licá n, Patricia 

Roxana  Troncoso Robles y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe.  

¶ Recomendaciones. La Comisión hizo al Estado las siguientes recomendaciones:  

i)  ñEliminar los efectos de las condenas por terrorismo impuestas a [las ocho presuntas v²ctimas del presente caso]ò;  

                                           

5  Cfr . Informe de Admisibilidad No. 89/06 (Petición 619 -03), Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún Paillalao Vs. Chile, 21 
de octubre de 2006; Informe de Admisibilidad No. 32/07 (Petición 429 -05), Juan Patricio Marileo Saravia y otros Vs. Chile, 2 de 
mayo de 2007, e Informe de Admisibilidad No. 33/07 (Petición  581 -05), Víctor Manuel Ancalaf Llaupe Vs. Chile, 2 de mayo de 
2007 (expediente anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 629 a 646, 1608 a 1620 y 2337 a 2349).  

6  Cfr.  Informe de Fondo No. 176/10, supra  nota 4 (expediente de fondo, tomo I, folios 9 a 109).  

7  Mediante escrito de 16 de agosto de 2013, la Comisi·n aclar· que ñen su Informe de [F] ondo analizó la aplicación de los 

artículos 373 y 374 del Código de Proceso Penal, estableciendo que la misma fue violatoria del derecho a recurrir el  fallo. En ese 
sentido, dado que al señor Ancalaf [Llaupe] no le fueron aplicadas dichas normas, la conclusión del Informe de Fondo debe 
entenderse respecto de las dem§s v²ctimas del casoò (expediente de fondo, Tomo IV, folio 2285). 
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ii)  ñ[s]i las [presuntas] víctimas así lo desean, deberán contar con la posibilidad de que su condena sea revisada, a 
través de un procedimiento que se lleve a cabo de conformidad con el principio de legalidad, la prohibición de 
discriminación y las garantías del debido  proceso, en los t®rminos descritos en el [é] [I]nforme [de Fondo]ò; 

iii)  ñ[r]eparar a las [presuntas] v²ctimas tanto en el aspecto material como moral por las violaciones declaradas en el 

presente informeò;  

iv)  ñ[a]decuar la legislaci·n antiterrorista consagrada en la Ley 18.314, de manera que sea compatible con el principio 
de legalidad establecido en el art²culo 9 de la Convenci·n Americanaò;  

v)  ñ[a]decuar la legislaci·n procesal penal interna, de manera que sea compatible con los derechos consagrados en los 
art²culos 8.2 f) y 8.2 h) de la Convenci·n Americanaò, y  

vi)  ñAdoptar medidas de no repetici·n, para erradicar el uso de prejuicios discriminatorios con base  en el origen étnico 
en el ejercicio del poder público y, en particular, en la administraci·n de justiciaò. 

d)  Notificación al Estado. ï El 7 de diciembre de 2010, la Comisión notificó al  Estado el Informe 

de F ondo y le solicitó que  informar a sobre el cumplimiento de las recomendaciones  dentro de un 

plazo de dos meses, que a  solicitud de Chile  fue prorrogado por  un mes, hasta el 1 de abril de 

2011. En esta  fecha el Estado presentó un informe sobre las medidas adoptadas para dar 

cumplimiento a algunas de las recomendaciones allí formulada s y controv irtió ciertas conclusiones 

del I nforme de Fondo.  El 7 de abril de 2011 Chile solicitó una nueva prórroga, que  la Comisión 

concedió por cuatro meses. El 7 de julio de 2011 el Estado presentó un informe y el 5 de agosto de 

2011 present· ñun nuevo informe reiterando, en lo sustantivo, su informe de 7 de julio de 2011ò.  

e)  Sometimiento a la Corte. ï El 7 de agosto de 2011 la Comisión sometió a la jurisdicción de la  

Corte Interamericana la totalidad de los hechos y violaciones de derechos humanos descrit os en el 

Informe de Fondo  ñpor la necesidad de obtenci·n de justicia para las [presuntas] v²ctimas ante el 

incumplimiento de las recomendaciones por parte del Estado de Chileò. La Comisión designó como 

delegados a la Comisionada  Dinah Shelton y al entonces  Secret ario  Ejecutivo Santiago A. Canto n, y 

design ó como asesoras y asesor legales a las señoras Elizabeth Abi -Mershed, Secretaria Ejecutiva 

Adjunta, Silvia Serrano Guzmán y María Claudia Pulido  y al señor Federico Guzmán Duque , 

abogadas y abogado de la Se cretaría Ejecutiva . La Comisión indicó quiénes eran los representantes 

de las ocho presuntas víctimas y aportó los respectivos poderes de representación y referencias de 

contacto 8.   

3.  Solicitud de la Comisión Interamericana. ï Fundándose en  lo anterior, la Comisión 

Interamericana solicitó al Tribunal que declarara la responsabilidad internacional de Chile por las 

violaciones indicadas en las referidas  conclusiones de su Informe de F ondo  (supra  párr. 2) . 

Adicionalmente, solicitó al Tribunal que ordenara al Es tado dete rminadas medidas de reparación . 

 

II  ï PROCEDIMIENTO ANTE L A CORTE  

4.  Designación de dos intervinientes comunes de los representantes  de las presuntas víctimas . -  

Los representantes de las ocho presuntas víctimas no llegaron a un acuerdo sobre la desi gnación de 

un interviniente común. Al respecto, la Corte autorizó la designación de más de un interviniente 

común, en aplicación del artículo 25.2 de su Reglamento. Los representantes comunicaron que el 

Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (en  adelante ñCEJILò) y la Federaci·n Internacional 

                                           

8  1) ñJaime Madariaga De la Barra e Ylenia Hartog, en representación de Segundo Aniceto Norín Catrimán y de Pascual 
Huentequeo Pich¼n Paillalaoò; 2) ñJos® Aylwin Oyarz¼n, Sergio Fuenzalida y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(CEJIL), en representación de Víct or Manuel Ancalaf Llaupeò, y 3) ñ[la] Federaci·n Internacional de Derechos Humanos y Alberto 

Espinoza Pino, en representación de Florencio Jaime Marileo Saravia, José Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Sara via, 
Juan Ciriaco Millacheo Licá n y Patrici a Roxana Troncoso Roblesò. Cfr . Escrito de sometimiento del caso ante la Corte 
Interamericana.  
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de Derechos Humanos (en adelante la ñFIDHò) actuar²an como intervinientes comunes en 

representación de todas las presuntas víctimas 9. 

5.  Notificación al Estado y a los representantes . ï El sometimiento del caso  por parte de la 

Comisión fue notificado por la Corte al Estado el 28 de octubre de 2011  y a los dos intervinientes 

comunes (CEJIL y la FIDH)  el 31 de octubre de 2011 . 

6.  El 30 de diciembre de 2011  la señora Ylenia Hartog presentó una solicitud para participa r 

como tercera interviniente común y para que se le otorgara un nuevo plazo para presentar un escrito 

de solicitudes, argumentos y pruebas. La Corte Interamericana decidió denegar dichas solicitudes, 

tomando en cuenta el momento procesal en que fueron pres entadas, con posterioridad a la 

notificación del sometimiento del caso a los dos intervinientes comunes designados y faltando un día 

para el vencimiento del plazo para que los intervinientes comunes presentaran los escritos de 

solicitudes y argumentos  10 . 

7.  Escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de CEJIL . ï El 30 de diciembre de 2011 CEJIL, 

interviniente común de los representantes de las presuntas víctimas, presentó ante la Corte su 

escrito de solicitudes, argumentos y pruebas (en adelante el ñescrito de solicitudes y argumentos de 

CEJILò), conforme al artículo 40 del Reglamento de la Corte. CEJIL coincidió sustancialmente con lo 

alegado por la Comisión, solicitó al Tribunal  que declarara  la responsabilidad internacional del Estado 

por la alegada violac ión de los mismos artículos de la Convención Americana señalados por la 

Comisión Interamericana,  y agregó que Chile también hab ía violado los derechos contenidos en los 

artículos 5, 8.1 (deber de motivación), 8.2.c, 8.2.d, 8.5 y 17 de la Convención America na , en 

relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, y los contenidos en los artículos 7.1, 7.3, 7.5, en 

relaci·n con ñel principio de inocencia [artículo 8.2]ò y los art²culos 1.1 y 2 del referido instrumento, 

en perjuicio del señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe. CEJIL sostuvo asimismo que la violación de los 

derechos contenidos en los artículos 5 y 17 de la Convención hab²a sido tambi®n en perjuicio de ñ[la] 

esposa [del se¶or Ancalaf Llaupe, se¶ora] Karina Prado y sus 5 hijos/asò, quienes no fueron incluidos 

por la Comisión como presuntas víctimas en su Informe de Fondo. En consecuencia , requirió a la 

Corte que ordenara  diversas medidas de reparación , así como el pago de costas y gastos . Asimismo, 

en dicho escrito presentó la solicitud de la presunta víctim a Ancalaf Llaupe para acogerse a l Fondo de 

Asistencia Legal de V²ctimas de la Corte Interamericana (en adelante ñel Fondo de Asistencia de la 

Corteò). 

8.  Escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de la FIDH . ï El 31 de diciembre de 2011 la 

FIDH, inte rviniente común de los representantes de las presuntas víctimas, presentó ante la Corte su 

escrito de solicitudes, argumentos y pruebas (en adelante el ñescrito de solicitudes y argumentos de 

la FIDHò). La FIDH coincidió sustancialmente con lo alegado por la Comisión, solicitó al Tribunal que 

se declare la responsabilidad internacional del Estado por la alegada violación de los mismos artículos 

de la Convención Americana señalados por la Comisión Interamericana, y agregó que Chile también 

habría violado los  derechos contenidos en los artículos 5  y 7 de la Convención Americana , en relación 

con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de los señores Segundo Aniceto Norín 

                                           

9  Adicionalmente, remitieron copias de poderes de representación otorgados por las presuntas víctimas Pascual Huentequeo 
Pichún Paillalao y Segundo Aniceto Norí n Catrimán a favor de la FIDH.  

10   El 28 de diciembre de 2011 las presuntas víctimas Patricia Roxana Troncoso Robles y Segundo Aniceto Norín Catrimán 
comunicaron al Tribunal su decisión de sustituir la representación que habían otorgado a la FIDH y presenta ron nuevos mandatos 
de representación a favor de la abogada Ylenia Hartog. Respecto a las solicitudes hechas el 30 de diciembre de 20 11 por la 
abogada Ylenia Hartog , el Tribunal consideró que, de acuerdo a los principios de celeridad y preclusión del proce so, no resultaba 
adecuado atender esas solicitudes en el momento procesal en que fueron presentadas, debido a que ello conllevaría reabrir la 
decisión relativa a la autorización de participación de más de un interviniente común que adoptó la Corte en el mo mento procesal 
oportuno, así como también implicaría ampliar el término improrrogable dispuesto en el Reglamento de la Corte para la fase 
relativa a la presentación de los escritos de solicitudes, argumentos y pruebas de los intervinientes comunes. La Cort e recordó, 

inter alia , que corresponde a los dos intervinientes comunes autorizados a intervenir en este caso facilitar a todos los demás 
representantes la información sobre el estado del proceso ante la Corte y recibir y canalizar las solicitudes, argumen tos y pruebas 
que quieran hacer llegar al Tribunal.  
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Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Ciriaco Millacheo Licá n, Juan Patricio Marileo 

Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia y José Benicio Huenchunao Mariñán. La FIDH sostuvo, 

asimismo, que la violación de los derechos contenidos en el artículo 5 había sido también en perjuicio 

de los familiares de las presuntas vícti mas, quienes no fueron incluidos por la Comisión en su 

Informe de Fondo. En consecuencia, requirió a la Corte que ordene diversas medidas de reparación, 

así como el pago de costas y gastos.  En dicha fecha, la FIDH también remitió un escrito por medio 

del c ual presentó la solicitud de las presuntas víctimas Pichún Paillalao y Jaime Marileo Saravia  para 

acogerse al  Fondo de Asistencia de la Corte .  

9.  Acogimiento al Fondo de Asistencia Legal  de la Corte . ï El 18 de mayo de 2012 el Presidente 

de la Corte (en adela nte ñel Presidenteò) emiti· una Resoluci·n11 , mediante la cual declaró 

procedentes las solicitudes de tres presuntas víctimas de acogerse al Fondo de Asistencia Legal de 

Víctimas ( supra  párrafos 7 y 8 )  y realizó determinaciones al respecto.  

10.  Escrito de contestación. ï El 25 de mayo de 2012 Chile presentó ante la Corte su escrito de 

contestación al sometimiento del caso y observaciones a los escritos de solicitudes y argumentos (en 

adelante ñescrito de contestaci·nò)12 . En dicho escrito, ñrechaz[·] todas y cada una de las violaciones 

a los derechos humanos que se le imputan en el Informe de Fondo de la Comisión, y en los escritos 

de Solicitudes, Argumentos y Pruebas de los representa ntes de las presuntas v²ctimasò. El Estado 

designó como Agente s a l señor Mi guel Ángel González Morales, Embajador de la República de Chile 

ante la República de Costa Rica , y al señor Juan Francisco Galli Basili , y como agentes alternos a los 

señores Luis Petit -Laurent Baldrich, Jorge Castro Pereira y Alejandro Rojas Flores 13 .  

11.  Escritos de supuesto ñdesistimientoò. ï El 13 de septiembre de 2012 la Secretaría comunicó la 

decisi·n de la Corte de ñno otorgar efectos jur²dicosò a los escritos, recibidos el 19 de junio de 2012, 

supuestamente suscritos el 7 de mayo de 2012 por  las presuntas víctimas Segundo Aniceto Norín 

Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao , en los cuales estarían comunicando  de su 

ñdesistimiento de toda acci·n relacionada con el presente casoò. Previo a adoptar esa decisión, la 

Corte recibió observaci ones de dichas presuntas víctimas, sus representantes y del Estado, en las 

cuales los representantes efectuaron diversos cuestionamientos sobre la validez de esos supuestos 

documentos de desistimiento y los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao manifes taron que no 

era su voluntad desistir de su calidad de presuntas víctimas en este proceso. La Corte determinó  que 

los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao seguirían siendo considerandos como presuntas 

víctimas  tomando en cuenta tales cuestionamientos y otorgando  valor primordial a su últi ma 

manifestación de voluntad de julio de 2012, que permitió afirmar con certeza que n o era su voluntad 

desistir de la  calidad de presuntas víctimas en este proceso 14 . 

                                           

11   Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Lonkos, dirigentes y activistas del pueblo indígena Mapuche) Vs. Chile . Resolución del 
Presidente de la Corte de 18 de mayo de 2012, la cual puede ser consultada en la página web del Tribunal en el siguiente enla ce: 
http://corteidh.or.cr/docs/fondo_victi mas/norin_fv_12.pdf . 

12   De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corte, los Estados cuentan con un plazo improrrogable 
de dos meses para presentar el escrito de contestación. Sin embargo, debido a que en el presente caso los repre sentantes 
designaron más de un interviniente común, el Presidente del Tribunal determinó que, de conformidad con los artículos 25.2 y 4 1.1 
del Reglamento de la Corte y en aras de resguardar el equilibrio procesal de las partes, Chile tenía derecho a presen tar su escrito 
de contestación en el plazo improrrogable de tres meses.  

13   Posteriormente, mediante escrito de 16 de mayo de 2016 Chile también designó como agente del Estado al señor 
Hernán Quezada Cabrera.  

14   Los días 30 de julio y 28 de agosto de 2012 l a señora Ylenia Hartog, representante de las presuntas víctimas Segundo 
Aniceto Norín Catrimán y Patricia Roxana Troncoso Robles, presentó dos escritos en los cuales, inter alia , solicitó que se le 
permitiera participar como interviniente com¼n, ñ[a]nte la situaci·n de indefensi·n y el cambio de circunstanciasò en referencia al 
ñsupuesto desistimiento presentadoò. Mediante notas de la Secretar²a de 13 de septiembre de 2012, siguiendo instrucciones de la 
Corte, se reiteró a la señora Hartog lo que fue indica do con anterioridad por el Presidente de la Corte, en el sentido de que, de 
conformidad con el artículo 31.3 del Reglamento del Tribunal, contra las resoluciones de la Corte no procede ningún medio de 

impugnación y, por lo tanto, la decisión de la Corte, c omunicada a través de notas de la Secretaría del Tribunal de 20 de febrero de 
2012, mediante la cual denegó la solicitud de la señora Hartog de participar como tercera interviniente común en el presente caso, 
no es susceptible de reconsideración. Asimismo , siguiendo instrucciones de la Corte, la Secretaría del Tribunal indicó a la señora 

http://corteidh.or.cr/docs/fondo_victimas/norin_fv_12.pdf
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12.  Fallecimiento de la presunta víctima Pascual Huentequeo Pichún Paillalao .-  El 31 de marzo de 

2013 la FIDH informó a la Corte, entre otras cosas , que el 20 de ese mes ocurrió el fallecimiento del 

señor Pascual Huentequeo Pichún Paillalao . 

13.  Convocatoria a Audiencia. -  El 30 de abril de 2013 el Presidente de la Corte emitió una 

Resolución 15 , mediante la cual convocó a una audiencia pública a la Comisión Interamericana, a los 

intervinientes comunes de los representantes y al Estado ( infra  párr. 15 ) , para escuchar los aleg atos 

finales orales de los intervinientes comunes y del Estado, y las observaciones finales orales de la 

Comisión, sobre el fondo y las eventuales reparaciones y costas. Asimismo , se convocó a declarar en 

la audiencia pública a  dos presuntas víctimas, dos testigos y tres peritos . Además,  el Pres idente 

precisó el destino y el objeto específicos de la asistencia del Fondo de Asistencia Legal de Víctimas 

(supra  párr. 9 ) . El Presidente también ordenó recibir las declaraciones juradas escritas (affidávits)  de 

cinco presuntas víctimas, dos de las cuales fueron convocadas de oficio por él, así como las 

declaraciones juradas escritas (affidávits)  de veintinueve testigos y once peritos.  

14.  Los días 21 y 22 de mayo de 2013 CEJIL remitió el dictamen pericial de Ruth Vargas Forman 

con respecto al señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, así como los dictámenes periciales de Mauricio 

Duce Julio, Claudio Fierro Morales y Manuel Cancio Meliá, y las dec laraciones de los testigos Matías 

Ancalaf Prado y Karina del Carmen Prado. Los días 22 y 24 de mayo de 2013, la FIDH remitió las 

declaraciones de tres presuntas víctimas ( Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán 

y José Benicio Huenchunao  Mariñá n), y de diecisiete testigos 16 , y los dictámenes periciales de Carlos 

Felimer del Valle  Rojas , Fabie n Le Bonniec, así como el dictamen pericial de  Ruth Vargas F orman con 

respecto a las presuntas víctimas  Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio  Jaime  Marileo 

Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñá n, Juan Patricio Marileo Saravia y Juan Ciriaco  Millacheo 

Licán. El 27 de mayo de 2013 la señora Ylenia Hartog, representante de las presuntas víctimas 

Segundo Aniceto Norín Catrimán y Patricia Roxana Troncoso Robles 17 , presentó las declaraciones 

escritas de éstas 18 . Los días 23 y 27 de mayo de 2013 fueron recibidos en la Secretaría de la Corte 

los peritajes de Rut h Vargas Forman con respecto a las presuntas víctimas  Norín Catrimán y a la 

señora Troncoso R obles. El 28 de mayo de 2013 la Comisión presentó los dictámenes periciales de 

Jan Perlin y de Rodolfo Stavenhagen.  

15.  Audiencia pública .-  La audiencia pública fue celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013, 

durante el 99º Período Ordinario de Sesiones de la  Corte llevado a cabo en su  sede 19 . En la audiencia 

                                                                                                                                        

Hartog que cuando el Tribunal le otorgó oportunidad de presentar observaciones al supuesto desistimiento del señor Norín 
Catrimán, lo hizo de manera excepcional, porque consideró pertinente y útil conocer su parecer específicamente sobre ese asunto. 
Por consiguiente, se le recordó que las comunicaciones dirigidas a esta Corte deben ser remitidas a través de los intervinientes 
comunes de los r epresentantes de las presuntas víctimas.  

15   Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Lonkos, dirigentes y activistas del pueblo indígena Mapuche) Vs. Chile . Resolución del 
Presidente de la Corte de 30 de abril de 2013, la cual puede ser consultada en la página we b del Tribunal en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/norincatriman_30_04_2013.pdf . 

16   El día 22 de mayo de 2013: Flora Collonao Millonao, Carlos Pich ún, Rafael Pichún, Pascual Alejandro Pichún Collonao, 
Claudia Espinoza Gallardo, Soledad Angélica Millacheo Licán, Lorenza Saravia Tripaillán, Freddy Johnatan Marileo Marileo, Juv elina 
Ñanco Marileo, Juan Julio Millacheo Ñanco,  Gloria Isabel Millacheo Ñanco, Luis Hernán Mill acheo Ñanco, Zulema Marta Mariñá n 
Millahual, y Mercedes Huenchunao Mariñán . El día 24 de mayo de 2013: Sandra Jelves Mella, Pablo Ortega Manosalva y Luis 
Rodríguez -Piñero Royo.  

17   La señora Ylenia Hartog es la representante de las presuntas víctimas Segundo Ancieto Norín Catrimán y Patricia Roxana 
Troncoso Robles , pero no fue aprobada su participación como interviniente común en este proceso ( supra  párr. 6 y notas al pie 10 
y 12). D ebido a que en la Resolución de convocatoria a audiencia el Presidente ordenó de oficio que  se presentaran las 
declaraciones de esas dos presuntas víctimas, la señora Hartog presentó tal prueba.  

18   El 29 de mayo de 2013 la representante Ylenia Hartog pres entó un escrito y sus anexos, por medio de los cuales solicitó 
determinadas medidas de reparación para las presuntas víctimas Segundo Ancieto Norín Catrimán y Patricia Roxana Troncoso 
Robles, así como solicitó la admisión de varios documentos y un CD.  

19   A esta audiencia comparecieron: a) por la Comisión Interamericana: Comisionada Rose Marie B. Antoine, Delegada, 
Elizabeth Abi -Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y Silvia Serrano Guzmán, asesora de la Secretaría; b) por intervinientes 
comunes de los repr esentantes de las presuntas víctimas, por CEJIL: Liliana Tojo, Juliana Bravo Valencia, Gisela de León y Sergio 

http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/norincatriman_30_04_2013.pdf
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se recibieron las declaraciones de dos presuntas víctimas, las declaraciones de dos testigos y los 

dictámenes de tres peritos, así como los alegatos y las observaciones finales orales de las partes y  

de la  Comisión Interamericana 20 . Durante la audiencia, la Corte solicitó a las partes y a la Comisión 

la presentación de determinada información para mejor resolver.  

16.  Solicitud de prueba y explicaciones para mejor resolver . -  El 10 de junio de 2013, siguiendo 

instrucciones del Presidente, se requirió al Estado y a la Comisión que presentaran, para mejor 

resolver, determinada documentación, información y explicaciones 21 . 

17.  Escritos en calidad de amici curiae . ï De conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 

(Pla nteamientos de amicus curiae ) del Reglamento de la Corte, f ueron presentados los siguientes 

cinco escritos en calidad de amici curiae : i) el 2 de marzo de 2012 presentó un escrito el abogado 

Vicente Laureano Bárzana Yutronic; ii) el 24 de mayo de 2012 pres entó un escrito la organización 

Minority Rights Group International 22 ;  iii) el 14 de junio de 2013 presentó un escrito el Centro de 

Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales 23 ; iv) el 14 de junio de 2013 presentó un escrito  

la señora Claudia Gutiérre z Olivares, Profesora de Ética y Filosofía Política de la Universidad de Chile, 

y v) el 14 de junio de 2013 presentó un escrito el señor Osvaldo Javier Solís M ansilla, abogado e 

investigador . 

18.  Alegatos y observaciones finales escritos y prueba y explicacion es para mejor resolver . -  Los 

días 28 y 29 de junio de 2013 los intervinientes comunes remitieron sus alegatos finales escritos 24  y 

presentaron la información solicitada por la Corte durante la audiencia pública como prueba para 

mejor resolver, e in formació n sobre costas y gastos 25 . E l 28 de junio de 2013 el Estado presentó sus 

alegatos finales escritos, en los que incluyó su respuesta a la solicitud de información y prueba para 

mejor resolver y el 10 de julio presentó parte de los documentos solicitados. El 30 de junio de 2013 

la Comisión Interamericana presentó sus obser vaciones finales escritas . El 16 de agosto de 2013 la 

                                                                                                                                        

Fuenzalida Bascuñan; por la FIDH: Myriam del Pilar Reyes, Jimena Reyes y Jaime Madariaga de la Barra, y c) por el Estado: Mig uel 
Ángel González, Embajador de la República de Chile en Costa Rica, Agente, Juan Francisco Galli, abogado, Co -agente, Milenko 
Bertrand -Galindo Arriagada, abogado del Ministerio de Justicia, Jorge Castro, Bernardita Vega, Paula Badilla, Camila Palacios, 
Felipe Rayo, María Ja raquemada y Alejandro Rojas.  

20   La grabación de la audiencia pública realizada los días 29 y 30 de mayo de 2013 se encuentra disponible en línea a través 
del siguiente enlace: https://vimeo.com/album/2409874  

21   A la Comisión Interamericana se le solicitó aclarar si la copia de los expedientes judiciales en las causas seguidas ante 
tribunales nacionales contra los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao y Patricia Roxana 
Tronc oso y contra los señores José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo  Licán , Florencio Jaime Marileo Saravia y 
Juan Patricio Marileo Saravia y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles, aportada dentro del expediente del procedimiento ante 
ese ó rgano (apéndice 1 ), comprendía la totalidad de los expedientes que el Estado detalló y remitió a la Comisión mediante nota 
de 3 de noviembre de 2008 y, de ser el caso, remitir esa documentación de forma completa. Al Estado se le solicitó, inter alia ,: a) 
copia íntegra de los expedientes de los procesos penales seguidos contra siete  de las presuntas víctimas; b) respecto del 
expediente del proceso seguido contra el señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe revisar la copia de los cuadernos reservados apor tada 
por l a Comisión y, en caso de faltar alguna parte del expediente aporte una copia completa; c) aportar copia íntegra de 
determinados documentos que corresponden a dichos procesos; d) aportar determinados documentos y explicaciones con respecto 
a las medidas de reserva de identidad de testigos en los procesos penales seguidos contra los señores Segundo Aniceto Norín 
Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles, y contra el señor Víctor Manuel 
Ancalaf Llaupe; e) aportar  copia de determinada normativa interna chilena; f) aportar certificaciones que acrediten el tiempo que 
las presuntas víctimas del presente caso estuvieron detenidas en condición preventiva y el tiempo total que estuvieron cumpli endo 
su condena de privació n de libertad y las condenas accesorias, así como los documentos que comprueben lo afirmado en su escrito 
de contestaci·n respecto de los ñbeneficios intrapenitenciariosò. 

22   El escrito fue presentado por la señora Carla Clarke, Head of Law  de la organización Minority Rights Group International  con 
la colaboración de Answer Styannes y Javier Dávalos.  

23   El escrito fue presentado por las señoras Judith Schönsteiner, Directora del Centro de Derechos Humanos de la Universidad 
Diego Portales, y Camila de la Maza, Abogada de la Clínica de Acciones de Interés Público de dicha Universidad.  

24   El 2 de julio de 2013 la representante Hartog remitió un escrito de alegatos finales. Mediante nota de la Secretaría del 

Tribunal de 22 de julio de 2013 se le informó que la admisibilidad de dicho documento sería determinada por la Corte en el 
momento procesal oportuno.  

25   El 22 de julio de 2013 la FIDH presentó ñel anexo de los gastosò en los que habr²a incurrido. 

https://vimeo.com/album/2409874
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Comisión respondió a la solicitud de explicaciones y aclaraciones efectuadas por la Corte y su 

Presidente para mejor resolver . Los días 1 6 de agosto , 6, 16, 23 y 27  de septiembre, y 17 y 23 de 

octubre de 2013, en respuesta a los requerimientos efectuados por la Corte o su Presidencia , el 

Estado remitió  otra parte  de los documentos y explicaciones solicitados para mejor resolver 26  (supra  

párr s. 15 y 16 ) . 

19.  Solicitud de incorporación de documentos al acervo probatorio .-  Los días 2 y 16 de agosto y 6 

de septiembre de 2013 los dos intervinientes comunes solicitaron, fundándose en el artículo 57.2 del 

Reglamento de la Corte, la incorp oración al acervo probatorio el Informe  preliminar del Relator 

Especial sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en 

la lu cha contra el terrorismo emitido  el 30 de julio de 2013 en relación con la visita que realizó a 

Chile  del 17 al 30 de julio de ese año y las Observaciones finales sobre los Informes periódicos 19° a 

21°  de Chile aprobados por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial en su 83° 

período de sesiones realizado entre los días 12 y 30 de agosto de 2013, e indicaron los enlaces 

electrónicos en los que se encuentran dichos documentos 27 . Los días 6, 17 y 19 de septiembre de 

2013 el Estado y la Comisión remitieron sus observaciones respecto a dichos ofrecimientos realizados 

por los intervinientes comu nes.  El 2 de octubre de 2012 CEJIL presentó observaciones a determinada 

ñargumentaci·nò expuesta por el Estado en esas observaciones . Posteriormen te, el  9 de mayo de 

2014 la FIDH solicit· a la Corte que, con base en el art²culo 57.2 del Reglamento, ñincorpore al 

acervo probatorio el Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la promoción y 

protecci·n de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo [é] 

relativo a la misión del Relator a Chile [en julio de 20 13], publicado el 14 de abril [de] 2014ò. CEJIL y 

Chile  present aron  observa ciones a tal solicitud .  

20.  Observaciones a la prueba y explicaciones para mejor resolver . -  Los días 2 y 16 de agosto de 

2013 CEJIL y la FIDH presentaron, respectivamente, sus observa ciones a la documentación 

presentada por el Estado el 28 de junio de 2013 en respuesta a la solicitud de prueba para mejor 

resolver ( supra  párrs. 15, 16 y 18 ). El 30 de agosto de 2013 los intervinientes comunes presentaron 

sus observaciones a la documentación, información y explicaciones presentadas por el Estado el 16 

de agosto de 2013. El 16 de septiembre de 2013 CEJIL presentó sus observaciones a la 

documentación, información y explicaciones presentadas por el Es tado el 6 de septiembre de 2013 . 

El 19 de septiembre de 2013 la Comisión presentó sus observaciones en relación con la prueba para 

mejor resolver aportada por el Estado los días 16 de agosto y 6 de septiembre de 2013 , y el 26 de 

septiembre de 2013 indic· que ñno t[en²a] observaciones adicionales que formularò respecto a la 

documentación presentada por el Estado los día s 16 y 23 de septiembre de 2013 . El 2 de o ctubre de 

2013 la FIDH presentó  sus observaciones a la prueba para mejor resolver presentada por el Estado 

los día s 16 y 23 de sept iembre de 2013 , y el 9 de octubre de 2013 inform· que no ñt[en²a] 

observaciones adicionales respecto de los documentos presentados por el Estado [é] el 27 de 

septiembre de 2013ò.  

21.  Erogaciones en aplicación del Fondo de Asistencia.  ï Chile no presentó obser vaciones a la 

información sobre las erogaciones efectuadas en aplicación del Fondo de Asistencia Legal de 

Víctimas, que le fue remitida según lo dispuesto en el artículo 5 del Reglamento de la Corte sobre el 

Funcionamiento del referido Fondo.  

 

III  ï COMPET ENCIA  

22.  La Corte Interamericana es competente, en los términos del artículo 62.3 de la Convención, 

para conocer el presente caso, en razón de que  Chile es Estado Parte de la Convención Americana 

                                           

26   En su escrito presentado el 16 de agosto de 2013, el Estado también presentó observaciones generales sobre los alegatos 
finales de la FIDH.  

27   En su escrito, la FIDH también incluyó observaciones generales sobre los alegatos finales escritos del Estado.  
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desde el 21 de agosto de 1990 y reconoció la competencia conten ciosa de la  Corte en esa misma 

fecha.  

 

IV  ï CONSIDERACIONES PREV IAS  

23.  Antes de examinar los hechos pertinentes y la aplicación de las normas de la Convención 

Americana a tales hechos, es necesari o realizar algunas consideraciones previas sobre la 

determinación de las presuntas víctimas, la delimitación del marco fáctico y ciertos alegatos 

presentados  extemporáneamente.  

A)  Determinación de las presuntas víctimas  

24.  Los intervinientes co munes de los representantes solicitaron  que se considera presuntas 

víctimas a personas que no fueron consideradas como tales por la Comisión Interamericana en el 

Informe de Fondo. A continuación se reseñarán los argumentos de las partes a ese respecto y se 

expondrán la s razones por las cuales la Corte sólo considerará víctimas a las personas mencionadas 

en tal carácter en el Informe de Fondo . 

1.  Argumentos de las partes  

25.  CEJIL incluyó como presuntas víctimas en su escrito de solicitudes y argumentos a la cónyuge 

e hijos de la presunta víctima Víctor Manuel Ancalaf Llaupe , por considerar que Chile violó en su 

perjuicio los derechos consagrados en los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal) y 17 

(Protección d e la Familia) de la Convención.  En cuanto al hecho de que la C omisión no hubiera 

incluido a dichos familiares como presuntas v²ctimas, CEJIL se¶al· que ñaproximadamente 2 a¶os 

antes de la aprobaci·n del Informe de Fondo[é], los peticionarios del se¶or Víctor Ancalaf Llaupe  

comunicaron a la Comisión Interamericana los  miembros de la familia Ancalaf que se vieron 

afectados a ra²z de los hechos del presente caso[, é] detallando en forma individual las afectaciones 

que sufrieronò y solicitando que se les considerara como presuntas v²ctimas. En sus alegatos finales 

escrito s, CEJIL insistió en que puso en conocimiento de la Comisión dicha información en el momento 

procesal oportuno y que se la reiteró cuando le solicitó el envío del caso a la Corte. Asimismo, agregó 

que ñ[ l] a Corte IDH tiene la oportunidad de saldar la grave  omisi·n cometida por la C[omisi·n]ò y 

sostuvo que no se configur· ninguna afectaci·n del derecho de defensa del Estado puesto que ñha 

tenido l [ a]  oportunidad de conocer y responder ïsi así lo hubiera considerado -  los argumentos de 

esta parte respecto a la  calidad de víctimas de la familia de[l señor ] Ancalafò. 

26.  La FIDH expuso en su escrito de solicitudes y argumentos que ñlos familiares de las 

[presuntas] víctimas directas  del [c]aso [é], tambi®n revisten la calidad de [presuntas] v²ctimas, en 

virtud de la [supuesta] violación al artículo 5 de la Convención Americana que fue oportunamente 

alegada respecto de ®stosò. La FIDH presentó ante la Corte una lista en la cual individualizó a los 

familiares de seis de las presuntas víctimas.  La FIDH también expresó qu e, ñ[e]n caso de que no 

sean consideradas víctimas del caso los familiares antes individualizados, solicita  [é] a la Corte que 

inste al Estado  a reparar a ®stos familiaresò. Adicionalmente, la  FIDH solicitó que ñsea considerado 

sujeto de reparación [el señ or] Juan Carlos Huenulao Llelmil, mapuche que fue condenado por los 

mismos hechos base del presente casoò. Indic· que, ñpese a que [el se¶or Huenulao Llelmil] no ha 

sido considerado una  víctima ante la Comisión Interamericana, esto no impide que lo sea ant e esta 

instanciaò, ya que ñel Estado tiene pleno conocimiento de su existencia y su situaci·nò puesto que se 

ñenc[ontr·] privado de libertad al igual que las otras v²ctimas del caso por los mismos hechos que 

fundan este casoò.  

27.  El Estado  no formuló ningún argumento en relación a la determinación de las presuntas 

víctimas de este caso ante la Corte.  
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2.  Consideraciones de la Corte  

a.  Familiares de las presuntas víctimas  

28.  En su Informe de Fondo la Comisión señaló como presuntas víctimas a los señores Segundo 

Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 

Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Víctor Manuel 

Ancalaf Llaupe, y a la señora Patricia Roxana Tronco so Robles . En el escrito de sometimiento del caso 

a la Corte la Comisión se refirió a esas mismas ocho person as como las presuntas víctimas.  

29.  El artículo 35.1 del Reglamento de l a Corte dispone que el caso le será sometido mediante la 

presentaci·n del Informe de Fondo, que deber§ contener ñla identificaci·n de las presuntas v²ctimasò. 

Corresponde pues a la Comisión identificar con precisión y en la debida oportunidad procesal a las 

presuntas víctimas  en un caso ante la Corte 28 , de modo que después del Informe de Fondo no es 

posible añadir nuevas presuntas víctimas, salvo en las circunstancias excepcional es contemplad as en 

el artículo 35.2 del Reglamento de la Corte 29 , que no es aplicable en el presente caso, pues se refiere 

a las situaciones en las que no sea posible ñidentificar a alguna o algunas presuntas v²ctimas de los 

hechos del caso por tratarse de casos de violaciones masivas o colectivasò. Por lo tanto, en aplicaci·n 

del artículo 35, cuyo conten ido es inequívoco, es jurisprudencia constante de esta Corte que las 

presuntas víctimas deben estar señaladas en el Informe de Fondo previsto  en el artículo 50 de la 

Convención 30 .  

30.  No existen argumentos valederos que permitan fundar un apartamiento del claro  texto del 

Reglamento y de la jurisprudencia constante de la Corte . 

31.  En particular, no es suficiente con que se hayan presentado oportunamente ante la Comisión 

elementos que le habrían permitido considerar como presuntas víctimas a otras personas (como 

ocur rió respecto de los familiares del señor Víctor Ancalaf Llaupe 31 , pero no de los familiares de las 

otras siete presuntas víctimas), pues la Comisión no los incluyó en su Informe de Fondo . 

32.  No es excepción a la señalada jurisprudencia constante la mención hec ha en casos anteriores 

por esta Corte al deber de los repr esentantes de ñse¶alar a todas las presuntas v²ctimas durante el 

tr§mite ante la Comisi·n y evitar hacerlo con posterioridad a la emisi·n del Informe de Fondoò32 , 

pues, lejos de admitir que no se cum pla con lo dispuesto en el artículo 35.1 del Reglamento, significa 

que los representantes sólo pueden solicitar que se considere como presuntas víctimas a 

determinadas personas antes de la emisión del Informe de Fondo . Una vez que la Comisión haya 

emitido dicho Informe, sólo se podrá considerar como presuntas víctimas a las personas incluidas en 

él. Estas consideraciones son aplicables a la situación de los familiares del señor Víctor Manuel 

                                           

28   Cfr.  Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 1 de 
julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 98, y Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 27 
de n oviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 23.  

29   El artículo 35. 2 del Reglamento de la Corte dispone que ñ[c]uando se justificare que no fue posible identificar a alguna o 
algunas presuntas víctimas de los hechos del caso por tratarse de casos de violaciones masivas o colectivas, el Tribunal deci dirá en 
su oportunidad si las considera v²ctimasò. Cfr.  Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia 
de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258 , párr. 34, y Caso J. Vs. Perú , párr. 23. Mutatis mutandi, bajo el anterior Reglamento de 
la Corte: Caso Radilla Pacheco Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 23 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 209, párr. 110, y Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y costas . Sentencia de 13 
de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 42.  

30   Cfr. Caso García Prieto y Otro Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 20 de 
noviembre de 2007. Serie C No . 168, párr. 65,  y Caso J. Vs. Perú , párr. 23.  

31   Después de emitido el Informe de Admisibilidad No. 33/07 y más de dos años antes de la emisión del Informe de Fondo, el 
representante del señor Víctor  Manuel  Ancalaf  Llaupe  remitió elementos para la consideración de la Comisión respecto de que los 
familiares del señor Ancalaf deberían ser considerados como  presuntas víctimas de una eventual violación de derechos humanos, 

en un escrito que la Comisión afirma que transmitió a Chile, lo cual no ha sido controvertido por el Estado. ( expediente de anexos 
al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 2095 a 2099 ).   

32   Caso Ga rcía y Familiares Vs. Guatemala , párr. 35 , y Caso J. Vs. Perú , párr. 24.   

http://joomla.corteidh.or.cr:8080/joomla/es/casos-contenciosos/38-jurisprudencia/1951-corte-idh-caso-garcia-y-familiares-vs-guatemala-fondo-reparaciones-y-costas-sentencia-de-29-noviembre-de-2012-serie-c-no-258
http://joomla.corteidh.or.cr:8080/joomla/es/casos-contenciosos/38-jurisprudencia/1951-corte-idh-caso-garcia-y-familiares-vs-guatemala-fondo-reparaciones-y-costas-sentencia-de-29-noviembre-de-2012-serie-c-no-258
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Ancalaf Llaupe , pues, si bien se aporta ron a la Comisión elementos  que pretendían  fundamentar la 

condición de presuntas víctimas de dichas personas, éstas no fueron incluidas en el  Informe de 

Fondo, ni siquiera al resumir la posición de los peticionarios sobre las distintas violaciones alegadas.  

33.  En consecuencia, la Cort e determina que sólo se considerará como presuntas víctimas a las 

ocho personas que la Comisión i ncluyó con tal carácter en el Informe de Fondo No. 176/10:  señores 

Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime Marileo  

Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo 

Licán y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, y señora Patricia Roxana Tronco so Robles . Consecuentemente, 

la Corte no se pronunciará sobre los argumentos formulados po r los intervinientes comunes sobre las 

alegadas violaciones de los artículos 5 y 17 de la Convención en perjuicio de los familiares de las 

presuntas víctimas.  

34.  Lo antedicho no excluye la posibilidad de que el Estado, en caso de comprobarse los hechos 

perti nentes, pueda discrecionalmente adoptar medidas reparatorias a su favor . 

b.  Persona condenada por hechos análogos a los de las presuntas 

víctimas  

35.  Tampoco existen razones suficientes para hacer lugar a la solicitud de la FIDH de que el señor 

Juan Carlos Huenulao Llelmil sea considerado como presunta víctima ( supra  párr. 26 )  por haber sido, 

según se afirma, condenado por los mismos hechos que las presuntas víctimas de este caso. Ninguna 

de las peticiones ante la Comisión que dieron origen a este caso (supra  párr. 2 .a ) fue presentada por 

el señor Huenulao Llelmil o en su representación, ni se alegó en ellas la responsabilidad de Chile en 

relación con presuntas violaciones de derechos humanos en perjuicio de aquél. Ninguno de los tres 

Informes de Admisibi lidad (supra  párr. 2.b) se pronuncia sobre el señor Juan Carlos Huenulao 

Llelmil, y la Comisión tampoco lo identificó como presunta víctima en el Informe de Fondo. De la 

prueba a la que hace referencia la FIDH 33 , la Corte ha constatado que, al igual que cin co de las 

presuntas víctimas de este caso, el señor Juan Carlos Huenulao Llelmil fue condenado como autor del 

delito de incendio de carácter terrorista 34  en relación con el incendio ocurrido el 19 de diciembre de 

2001 en el predio forestal ñPoluco Pidencoò ( infra  párr. 81.e ) . Sin embargo, el señor Juan Carlos 

Huenulao Llelmil fue condenado en una sentencia posterior y distinta a la sentencia condenatoria de 

las referidas presuntas víctimas ( infra  párr . 126).  

36.  Con anterior idad la Corte ha declarado que la situ ación de que otras personas  se encuentre n 

de alguna forma vinculada s a los hechos del caso no es suficiente para que la Corte pueda 

considerarlas como presuntas víctimas y eventualmente declarar violaciones en su perjuicio 35 . Si bien 

es cierto que los proce dimientos en el marco d el derecho internacional de los derechos humanos  no 

pueden ser de un formalismo rígido pues  su principal y determinante cuidado es la debida y completa 

protección de esos derechos 36 , también es cierto que determinados aspectos procedi mentales 

permiten  preservar las condiciones necesarias para que los derechos procesales de las partes no 

sean disminuidos o desequilibrados 37 . Por lo tanto, no es posible prescindir del procedimiento ante la 

                                           

33   Cfr. Sentencia emitida el 3 de mayo de 2005 por el Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al 
escrito de solicitudes  y argumentos de la FIDH, anexo 42, folios 1544 -1595).  

34   Seg¼n lo estipulado en el art²culo 476 NÁ3 del C·digo Penal y los art²culos 1 NÁ1, 2NÁ1 y 3 bis de la Ley NÁ 18.314 (ñLey 
Antiterroristaò).  

35   Cfr.  Caso Gonzále z y otras (ñCampo Algodoneroò) Vs. Méxi co. Resolución de la Corte Interamericana de 19 de enero de 
2009. Solicitud de ampliación de presuntas víctimas y negativa de remisión de prueba documental, Considerando 35.  

36   Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Senten cia de 4 de septiembre de 1998. Serie C No. 
41, párr. 77; Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie C No. 177, párr. 
12, y Caso Gonz§lez y otras (ñCampo Algodoneroò) Vs. M®xico. Resolución de la Corte Int eramericana de 19 de enero de 2009. 

Solicitud de ampliación de presuntas víctimas y negativa de remisión de prueba documental, Considerando 45.  

37  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares.  Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr s. 33 y 34; 
Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. 
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Comisión contemplado en los artículos 48 a 50 de la Convención, toda vez que cumple determinadas 

funciones que van en beneficio tanto de los peticionarios individuales como de los Estados 38 . 

37.  Fundándose en las anteriores razones, la Corte estima improcedente la solicitud de considerar 

al señor Juan Carlos Huenulao Llelmil como presunta víctima de este caso. De todos modos, ello no 

excluye la posibilidad de que el Estado, en caso de comprobarse la semejanza con los hechos del 

presente caso, pueda discrecionalmente adoptar medidas reparatorias a su favor 39 . 

B)  De terminación del marco fáctico  

38.  Según el artículo 35.1 del Reglamento de la Corte, el sometimiento de un caso por la 

Comisi·n se har§ ñmediante la presentaci·n del informe al que se refiere el art²culo 50 de la 

Convención, que contenga todos los hechos supue stamente violatoriosò, y que ñ[p] ara que el caso 

pueda ser examinado, la Corte deberá recib ir la siguiente informaci·n: [é] e. las pruebas que 

recibió, incluyendo el audio o la transcripción, con indicación de los hechos y argumentos sobre 

los cuales versa nò.  En consecuencia, el marco fáctico del proceso ante la Corte está constituido por 

los hechos contenidos en el Informe de Fondo sometidos a consideración de l Tribunal . En el plano 

jurídico, las presuntas víctimas y sus representantes pueden invocar la vi olación de otros derechos 

distint os a los comprendidos en el I nforme de F ondo, siempre y cuando se atengan a los hechos 

contenidos en dicho documento, en tanto son las presuntas víctimas las titulares de todos los 

derechos consagrados en la Convención 40 . 

39.   En lo tocante al marco fáctico, en cambio, no es admisible que las partes aleguen nuevos 

hechos distintos de los contenidos en dicho informe, sin perjuicio de exponer aquellos que permitan 

explicar, aclarar o desestimar los que hayan sido mencionados en el mismo y hayan sido sometidos a 

consideración de la Corte 41 . En el presente caso, en los alegatos de los intervinientes comunes se 

invocan hechos que no fueron incluidos en el Informe de Fondo o, si lo fueron, no fueron expuestos 

de forma detallada. En las s ecciones  siguientes se analizará si se puede considerar que los hechos así 

invocados son explicativos,  aclaratorios o desestima torios de los contenidos en el I nforme de fondo.  

1.  Sobre las medidas de privación preventiva de la libertad personal  

40.  En los escritos de solicitudes y argumentos, los intervinientes comunes de los representantes 

alegaron la violación de los derechos a la libertad personal y al principio de presunción de inocencia, 

protegidos en los artículos 7 y 8.2 de la Convención, con respecto a las medidas de prisión 

preventiva a las que fueron sometidas las presuntas víctimas.  

41.  La Comisión no se pronunció sobre e l derecho a la libertad personal  en su Informe de Fondo , 

en el cual  se refiri· ¼nicamente a la ñprivaci·n de libertad preventivaò impuesta a los se¶ores Pascual 

Huentequeo Pichún Paillalao  y Segundo Aniceto Norín Catrimá n. En los escritos de solicitudes y 

argumentos, CEJIL hizo referencia a la privación preventiva de libertad del señor Víctor Manuel 

Ancalaf Llaupe , y la FIDH a la de los señores José Benicio Huenchunao Mariñán, Florencio Jaime 

                                                                                                                                        

Serie C No. 184, párr. 41, y Caso Gonz§lez y otras (ñCampo Algodoneroò) vs. M®xico. Resolución de la Corte Interamericana de 19 
de enero de 2009. Considerando 45.  

38   Cfr. Asunto de Viviana Gallardo y otras . Decisión de la Corte de 13 de noviembre de 1981. Serie A No. 101/81, párrs. 22 a 
25, y Caso Gonz§lez y otras (ñCampo Algodoneroò) vs. M®xico. Resolución de la Corte Interamericana de 19 de enero de 2009. 
Considerando 45.  

39   Cfr.  Caso Radilla Pacheco Vs. México , párr. 111 y Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de n oviembre de 2010. Serie C No. 219, p árr. 252.  

40   Cfr. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 

98, párr. 153, y Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 21 
de mayo de 2013. Serie C No. 261 , párr. 19.  

41   Cfr. Cas o "Cinco Pensionistas" Vs. Perú , párr. 153, y Caso J. Vs. Perú , párr. 27.  
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Marileo  Saravia , Juan Ciriaco Millacheo  Licán , Pascual Huetequeo Pichún Paillala o y  Segundo Aniceto 

Norín Catrimán .  

42.  Chile no presentó argumentos ni objeciones preliminares o de fondo respe cto del marco 

f§ctico del caso. En su contestaci·n se¶al·, en t®rminos generales, que rechaza ñtodas y cada una de 

las violaciones a los derechos humanos que se le imputan en el Informe de Fondo de la Comisión, y 

en los escritos de Solicitudes, Argumentos y Pruebas de los representantes de las presu ntas 

v²ctimasò y no presentó argumentos que controvirtieran la alegada violación del artículo 7 de la 

Convención. En sus alegatos finales escritos el Estado se refirió a la normativa procesal penal en 

Chile que r egula la prisión preventiva, sin aludir a los casos concr etos de las presuntas víctimas . El 

Estado tampoco efectuó objeción alguna relacionada con la prueba pericial propuesta por los 

intervinientes comunes cuyo objeto abarcó el tema de la prisión preventi va 42 . 

43.  El presente caso presenta la particularidad de que en el Informe de Fondo la Comisión 

Interamericana resolvió de manera conjunta las cuatro peticiones sobre las cuales ve rsa el caso 

sometido a la Corte, con lo cual en el referido i nforme se realizó un a breve descripción de los 

procesos penales seguidos contra las ocho presuntas víctimas. Dicha descripción fue detallada y 

completada por los intervinientes comunes. En opinión de la Corte, los hechos descritos por los 

intervinientes comunes en sus escrito s de solicitudes y argumentos sobre las medidas de prisión 

preventiva a las cuales fueron sometidas las presuntas víctimas constituyen hechos que 

complementan y detallan las determinaciones fácticas incluidas en el Informe de Fondo, en la medida 

en que las  detenciones preventivas fueron decretadas en el marco de los procesos penales seguidos 

contra las presuntas víctimas descritos por la Comisión Interamericana. En consecuencia, esos 

hechos se consi derarán parte del marco fáctico, y la Corte lo s analizará r especto de las ocho 

presuntas víctimas tomando en cuenta la prueba documental relativa a los tres expedientes penales 

internos.   

2.  Sobre las detenciones iniciales y su control judicial  

44.  En las declaraciones rendidas por las presuntas víctimas Florencio Jaime Marileo Saravia y 

Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  en la audiencia pública celebrada en el presente caso  formularon 

afirmaciones sobre hechos relacionados con la legalidad de las detenciones iniciales de algunas de las 

presuntas víctimas y el tiempo que transcurrió entre dichas detenciones y el respectivo control 

judicial.  

45.  En el Informe de Fondo no se hizo re ferencia alguna a esos aspectos fácticos, y ni la Comisión 

ni los intervinientes comunes presentaron argumentos específicos sobre el fondo en relación con la 

legalidad de la detención inicial. Por otra parte, cabe destacar que, si bien las detenciones inic iales 

son medidas dictadas en el marco de las investigaciones que forman parte de los procesos penales 

de este caso, para analizar si se configuraron posibles violaciones de los derechos consagrados en los 

artículos 7.2 y 7.4 de la Convención es preciso ex aminar el cumplimiento de requisitos formales a 

cuyo respecto no se aportaron a la Corte medios probatorios suficientes para efectuar tal examen. En 

consecuencia , esos hechos  no integran el marco fáctico del presente caso y la Corte no se 

pronunciará respe cto de ellos .  

                                           

42   Cfr. Declaración rendida el 17 de mayo de 2013 por el perito Claudio Alejando Fierro Morales ante fedatario público 
(affidávit)  sobre: ñlas [alegadas] afectaciones al debido proceso y a las garantías judiciales de las personas procesadas bajo el 
régimen regulad o en la [L]ey antiterrorista; las características del antiguo sistema de procedimiento penal y la compatibilidad de 
los referidos marcos legales con los est§ndares internacionales en la materiaò, y declaraci·n rendida el 15 de mayo de 2013 por el 
perito Ma uricio Alfredo Duce Julio ante fedatario público (affidávit)  sobre ñlos alcances de las reglas constitucionales y legales de la 

prisión preventiva en Chile y su uso en la práctica por los tribunales de justicia. En particular, [se referirá a la] previsi ón normativa 
de la causal ópeligro para la seguridad de la sociedadôò (expediente de declaraciones de las presuntas víctimas, testigos y peritos, 
folios 3 y 37 a 80).  
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3.  Alegaciones de violencia en la detención inicial y condiciones de detención 

indignas  

46.  Algunos de los argumentos de los intervinientes comunes sobre la alegada violación del 

artículo 5 de la Convención se refieren a supuestos hechos relativos a  la ñdeten[ci·n de las presuntas 

víctimas] en vastos operativos poli cialesò y a los supuestos ñviolentos allanamientos a las 

comunidadesò, as² como la supuesta ñforma violentaò en la cual fue realizada la ñprimera detenci·n 

[de Víctor Manuel Ancalaf Llaupe ] por Carabineros de Chileò. Asimismo, en sus argumentos sobre la 

alegada violaci·n de dicha norma, CEJIL incluy· hechos generales relativos a las ñcondiciones de 

detenci·n indignas a las que se somet²a a las personas [é] alojadasò en el Centro Penitenciario El 

Manzano, en el cual se encontró recluido el señor Ancalaf Llaupe . CEJIL no estableció hechos 

concretos sobre las condiciones de detención del señor Ancalaf Llaupe ni explicó en sus argumentos 

cómo las condiciones generales expuestas sobre dicho centr o penitenciario afectaron a la presunta 

víctima.  

47.  En su Informe de Fondo, la Comisión no se refirió a la forma cómo se efectuaron las 

detenciones iniciales de las presuntas víctimas ni consta referencia alguna respecto de sus 

condiciones de detención en los  centros penitenciarios. En consecuencia, los supuestos hechos de 

violencia en la detención inicial de las presuntas víctimas y los alegados allanamientos a las 

comunidades durante su detención no pueden considerarse explicativos, aclaratorios  o 

desestimat orios  de los hechos presentados en el Informe de Fondo, sino que introducen aspectos 

nuevos. Por lo tanto, no forman parte del marco fáctico del presente caso.  

C)  Argumentos presentados de manera extemporánea  

48.  La Corte ha constatado que en sus ob servaciones y alegatos finales así como  en escritos 

posteriores, la Comisión y las partes presentaron argumentos nuevos sobre las alegadas violac iones 

a los artículos 2, 9, 8.2.f y 24 de la Convención 43 . Habida cuenta de que fueron presentados en 

forma extemporánea,  la Corte no se pronunciará al  respecto 44 .  

 

V ï PRUEBA  

49.  De conformidad con lo establecido en los artículos 50, 57 y 58  del Reglamento y en 

consonancia con su jurisprudencia constante respecto de la prueba y su apreciación 45 , el Tribunal  

examinará y valorará los el ementos probatorios documentales remitidos por las partes y la Comisión 

en diversas oportunidades procesales, las declaraciones de presuntas víctimas y testigos rendidas en 

la au diencia pública ante la Corte, mediante affidávit  o declaración escrita , los d ictámenes periciales 

                                           

43   En sus alegatos finales escritos la FIDH introdujo un argumento nuevo sobre la presunta v iolación del principio de legalidad 
referid o a la supuesta aplicación de una  norma sobre reserva de identidad de testigos aun cuando la misma no estaba vigente al 
momento de oc urrencia de los hechos por los que fueron juzgados.  Igualmente, con posterioridad a la presentación de sus 
alegatos finales, la FIDH remiti· un nuevo argumento referido a que ñla decisi·n que toma el Ministerio P¼blico de ocultar la 
identidad de un testigo no puede ser apeladaò (expediente de fondo, tomo V , folio  2247).  La Comisión y CEJIL presentaron por 
primera vez en sus alegatos finales argumentos sobre alegada violación del principio de legalidad en razón de la imposición d e las 
penas accesorias establecidas en el artículo 9 de la Constitución Política  de Chile (expediente de fondo, tomo IV, folios 1937 y 1938 
y tomo V, folios 2092 y 2093). La FIDH solicit· a la Corte en sus alegatos finales escritos ñtomar en cuenta, en particular de cara a 
las garantías de no repetición, que sigue [vigente] la persecu ción penal discriminatoria a través de la utilización de la Ley 
antiterrorista a los Mapucheò para ñperseguir la protesta socialò y efectu· un an§lisis del 2005 al 2013. En lo que respecta al 
alegado incumplimiento de deber de adoptar disposiciones de dere cho interno en relación con el derecho de la defensa de 
interrogar a los testigos (artículo 8.2.f de la Convención), la FIDH afirmó dicha violación en su escrito de solicitudes y ar gumentos, 
pero recién en los alegatos finales incluyó fundamentos específic os al respecto.  

44   Cfr. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana . Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . 
Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C No. 240, párr. 280, y Caso J. Vs. Perú , párr. 282.  

45   Cfr. Caso de la ñPanel Blancaò (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo . Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C 
No. 37, párrs. 69 al 76, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de enero de 201 4. Serie C No. 276, párr. 23.  



-18 -  

 

rendidos en dicha audiencia o mediante affidávit o declaración escrita , así como las pruebas para 

mejor resolver solicitadas por la Corte y su Presidente ( supra  párrs. 15 y 16 ) , así como los 

documentos procurados e incorporados de oficio por el Tribunal . Para su valoración, se atendrá a los 

principios de la sana crítica, dentro del marco normativo correspondiente 46 .  

A)  Prueba documental, testimonial y pericial  

50.  Se recibieron  diversos documentos presentados como prueba por la Comisión In teramericana 

y las partes, adjuntos a sus escritos principales ( supra  párrs.  1, 7, 8 y 10 ) o en respuesta a las 

solicitudes de prueba para  mejor resolver efectuadas por l a Corte en la audiencia pública o por su 

Presidente ( supra  párrs. 15 y 16 ).  

51.  Asimismo, se recibieron las declaraciones rendidas ante fedatario público ( affidávit ) de: Juan 

Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, José Benicio Huenchunao Mariñán, presuntas 

víctimas propuestas por la FIDH;  Carlos Felimer del Valle  Rojas , Fabien Le Bonniec, Federico Andreu -

Guzmán , peritos propuestos por la FIDH, Manuel Cancio Meliá, Claudio Alejandro Fierro Morales, 

Mauricio Alfredo Duce Julio, peritos propuestos por CEJI L, y Ruth Vargas Forman perito propuesta 

por ambos intervinientes comunes ;  Flora C ollonao  Millano , Carlos  Patricio  Pichún Collonao, Rafael  

Genaro  Pichún Collonao, Pascual  Alejandro  Pichún Collonao, Claudia Ximena Espinoza Gallardo, 

Soledad Angélica Millacheo Licán, Lorenza Saravia Tripaillán, Freddy Jonathan Marileo  Marileo , 

Jove lina Rosario Ñanco Marileo, Juan Julio Millacheo Ñanco, Gloria Isabel Millacheo Ñanco, Luis 

Hernán Millacheo Ñanco, Zulema Marta Mariñ án Millahual, Sandra Jelves Mella, Mercedes  María  

Huenchunao Mariñán, Pablo Osvaldo Ortega Manosalva  y Luis Rodríguez -Piñero Royo, testigos 

propuestos por la FIDH; Matías Ancalaf Prado y Karina del Carmen Prado  Figueroa  testigos 

propuestos por CEJIL ; así como las declaraciones escritas de Rodolfo Stavenhagen perito propuesto 

por la Comisión Interamericana y la FIDH y de Jan P erlin  perito propuesto por la Comisión 

Interamericana. También se recibieron declaraciones escritas de las presuntas víctimas Segundo 

Aniceto Norín Catrimán y Patricia Roxana Troncoso Robles convocadas de oficio por el Presidente del 

Tribunal . 

52.  En cuanto a la prueba rendida en audiencia pública, la Corte escuchó las declaraciones de las 

presuntas víctimas Florencio Jaime Marileo Saravia propuesto por la FIDH y Víctor Manuel Ancalaf 

Llaupe propuesto por CEJIL, de los testigos Juan Pichún Collonao propuesto po r la FIDH y Juan 

Domingo Acosta Sánchez propuesto por el Estado, y de los peritos Martin Scheinin propuesto por 

ambos intervinientes comunes, Jorge Contesse propuesto por CEJIL y Claudio Fuentes Maureira 

propuesto por el Estado.  

53.  La FIDH no presentó once de claraciones que había propuesto y que según lo resuelto por el 

Presidente de la Corte ( supra  párr. 13 ) debían  ser rendidas mediante affidávit 47 . El Estado desistió de 

la declaración del testigo Jaime Arellano Quintana, convocado por el Presidente pa ra declarar 

mediante affidávit.  

B)  Admisión de la prueba  

1.  Prueba documental  

54.  En el presente caso , la Corte  otorga valor probatorio a aquellos documentos presentados por 

las partes y la Comisión en la debida oportunidad procesal y que no fueron controvertidos ni 

                                           

46   Cfr. Caso de la ñPanel Blancaò (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo , párr. 76, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. 
Suriname , párr. 23.  

47   Testimonios de Juan Carlos Huenulao Llelmil, José Necul Cariqueo, Margarita Ester  Millacheo Nanco, Patricia Raquel 
Millacheo Nanco, Cristina Rosalía Millacheo Nanco, José Pedro Millacheo Na nco, Belén Catalina Huenchunao Reinao, Juan Lorenzo 
Huenchunao Santi, y José Fernando Díaz Fernández, y los peritajes de Raúl David Sohr Bliss y Edu ardo Mella Seguel.  
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objetados, ni cuya autenticidad fue puesta en duda 48 , en la medida en que en la sean pertinentes y 

útiles para la determinación de los hechos y sus eventuales consecuencias jurídicas 49 .  

a)  Respuesta a pedidos de inf ormación y prueba para mejor resolv er  

55.  Respecto  a la  documentación presentada por las partes junto con sus alegatos finales escritos 

y por el Estado mediante escritos de 10 de julio, 16 de agosto y 6, 17, 23 y 27 de septiembre y 17 y 

23 de octubre de 2013 , en respuesta a los pedidos de información y pr ueba para mejor resolver 

realizados por la Corte durante la audiencia pública y por su Presidente mediante notas  de Secretaría 

de 10 de junio, 23 de agosto y 11 de septiembre de 2013 ( supra  párrs. 15, 16 y 18 ), la Corte estima 

procedente admitir los documentos aportados por las partes, de conformidad con el artículo 58.b del 

Reglamento, los cuales serán valorados dentro del contexto del acervo probatorio.  

b)  Objeciones a prueba del Estado  

56.  CEJIL y la FIDH presentaron objeciones en cuanto a la falta de rel ación directa con el objeto 

del presente caso de determinada prueba aportada por el Estado al responder al pedido para mejor 

resolver 50 . También presentaron observaciones sobre la confiabilidad de la fuente y los errores y 

omisiones en la información aporta da por el Estado en relación con los datos estadísticos respecto a 

los procesos en aplicación de la Ley A ntiterrorista  entre los años 2000 a 2013. La Corte estima 

procedente admitir esta parte de los documentos aportados por el Estado, de conformidad con e l 

artículo 58.b del Reglamento, los cuales serán valorados dentro del contexto del acervo probatorio, 

teniendo presentes las observaciones de los intervinientes comunes y las reglas de la sana crítica.  

c)  Extractos de sentencia presentados con alegatos  

57.  En los  escritos de presentación de prueba para mejor resolver y de observaciones a la misma , 

el Estado y la FIDH , respectivamente,  formularon observaciones a los alegatos finales escritos de la 

contraparte. Dichas  observaciones son inadmisibles por no estar prev istas reglamentariamente ni 

haber sido solicitadas por la Corte o su Presidencia . En esos escritos, los intervinientes comunes y el 

Estado también incluyeron extractos de sentencias internas que resuelven recursos de nulidad 

interpuestos en otros casos que  resultan útiles para pronunciarse sobre las alegadas violaciones a los 

artículos 8.2.h y 2 de la Convención. Por lo tanto, en aplicación del artículo 58.a de su Reglamento, 

la Corte admite dichos extractos de sentencias.  

d)  Notas de prensa  

58.  Los intervinientes  comunes presentaron  también  notas de prensa . Esta Corte ha considerado 

que las notas de prensa podrán ser apreciadas cuando recojan hechos públicos y notorios o 

declaraciones de funcionarios del Estado o cuando corroboren aspectos relacionados con el caso 51 . 

Por tanto,  la Corte decide admitir los documentos de esa índole que se encuentren completos o que, 

por lo menos, permitan constatar su fuente y fecha de publicación, y los valorará tomando en cuenta 

el conjunto del acervo probatorio, y las reglas de la sana crítica 52 .  

e)  Documentos señalados mediante enlaces electrónicos  

59.  Las partes y la Comisión también han señalados algunos documentos por medio de enlaces 

electrónicos. En su jurisprudencia la Corte ha determinado que si una parte o la Comisión 

                                           

48   Cfr . Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988.  Serie C No. 4 párr. 140, y Caso 
Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 25.  

49   Cfr.  Caso Velásque z Rodríguez Vs. Honduras. Fondo , párr. 140, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272, párr. 45.  

50   Prueba presentada por el Estado con el objeto de ñevidenciar la plena aplicaci·nò del Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) y sobre la normativa vigente en materia indígena.  

51   Cfr . Caso Velásquez  Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 146, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 27 . 

52   Cfr . Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 146, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 27.  
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Interamericana proporciona al menos el enlace electrónico directo del documento que cita como 

prueba y es posible acceder a éste no se ve afectada la seguridad jurídica ni el equilibrio procesal, 

porque es inmediatamente localizable por la Corte y por las otras partes 53 . En consecuencia, se 

admitirán los documentos así señalados . 

f)  Documentos emitidos con posterioridad a la presentación de los escritos 

de solicitudes y argumentos  

60.  Según los artículos 35.1, 36.1, 40.2 y 41.1  del Reglamento de la Corte, la prueba debe ser 

presentada u ofrecida junto con los escritos de sometimiento del caso, de solicitudes, argumentos y 

pruebas o de contestación, según corresponda. Fuera de esas oportunidades procesales, no será 

admisible, sal vo en los casos excepcionales previstos en el artículo 57.2, es decir, si se justificare 

adecuadamente que por fuerza mayor o impedimento grave no se presentó u ofreció dicha prueba en 

los momentos procesales mencionados  o si se tratare de un hecho ocurrid o con posterioridad a los 

citados momentos procesales 54 .  

61.  El 19 de noviembre de 2012 CEJIL solicitó que, con base en lo dispuesto en el artículo 57.2 

del Reglamento de la Corte, el libro ñSeminario internacional: terrorismo y est§ndares en derechos 

humanosò55, ñacompa¶e la prueba documental ya aportada, teniendo en cuenta la importancia y la 

utilidad que reviste para la discusi·n y an§lisis del [presente] casoò, y aclar· que ñsi bien los plazos 

procesales para aportar prueba ya se [habían] cumpli[do], hubo una  imposibilidad material de 

aportar el libro [junto con su escrito de solicitudes y argumentos], por las fechas de edici·nò, ya que 

ñel seminario se llev· a cabo en noviembre de 2011 y solo hasta junio de 2012 sali· la primera 

edici·nò. CEJIL se¶al· el enlace electrónico en el cual se encontraría disponible el libro. El Estado 

solicit· que se rechazara la referida prueba puesto que ñen el caso particular no se verifican los 

requisitos básicos del artículo 57.2 del [R]eglamento para que [la] Corte autorice en  forma 

excepcional la incorporaci·n extempor§nea de prueba adicional al procesoò. La Corte constata que la 

edición del libro del referido seminario ocurrió con posterioridad a la presentación del escrito de 

solicitudes y argumentos de CEJIL, con lo cual esta prueba documental cumple con los requisitos 

formales para su admisibilidad de conformidad con el artículo 57.2 del Reglamento, y se incorporará 

al acervo probatorio para su valoración, la cual será segú n las reglas de la sana crítica.  

62.  CEJIL y la FIDH  solicitaron, en su escrito de observaciones a la prueba para mejor resolver 

presentada por el Estado y mediante comunicación de 6 de septiembre de 2013 ( supra  párr.  19 ),  

que se incorporaran dos documentos: el Informe del Relator Especial sobre la promoció n y la 

protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

sobre su visita a Chile emitido  el  30 de julio de 2013, y las Observaciones finales sobre los informes 

periódicos 19º a 21º de Chile, aprobadas por el Com ité para la Eliminación de la Discriminación 

Racial en su 83º período de sesiones ( realizado del 12 al 30 de  agosto de 2013) 56 . Los intervinientes 

comunes invocaron el art²culo 57.2 del Reglamento y fundamentaron su ofrecimiento en ñla reciente 

publicación de [los documentos], su difusión pública y por la evidente utilidad y relevancia que 

representa para el análisis de los hechos que se han debatido en la c ausaò.   

                                           

53   Cfr. Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, 
párr. 26,  y Caso J. Vs. Perú , párr. 42.  

54   Cfr. Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre 
de 2012 Serie C No. 253, párr. 40, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 28.  

55   Este libro fue el producto de la ñrecopila[ción] y difu[sión de] once ponencias de académicos y expertos nacionales e 
internacionales, autoridades del Estado y miembros de la sociedad civilò que participaron en un seminario sobre terrorismo y 
estándares de derechos humanos que organizó  ñel Instituto Nacional de Derechos Humanos de Chile y la Oficina Regional del 
Alto Comisiona do de Naciones Unidas para los D erechos Humanos, realizado el 15 de noviembre de 2011ò. 

56   UN Doc. CERD/C/CHL/CO/19 -21, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones finales  sobre los 
informes periódicos 19º a 21º de Chile, aprobadas por el Comité en su 83º período de sesiones del 12 al 30 de agosto de 2013,  
párr .5.  
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63.  El Estado  se opuso a dichos ofrecimientos fund§ndose en que se trata de ñdocumentos 

preliminar es que deberán seguir un proceso regular antes de convertirse e n un documento 

definitivoò. Asimismo, sostuvo que, al ser documentos preliminares, ñs·lo recoge[n] impresiones 

que, siguiendo su curso regular, deberán posteriormente ser cotejadas con datos y comentarios del 

Estado y otros actores, dentro del proceso de elaboraci·n de [un documento] definitivoò. La Comisión  

presentó observac iones extemporáneas al respecto . CEJIL presentó observaciones a la oposición del 

Estado, que no serán admitidas en tanto n o fueron solicitadas por la Presidencia ni están 

contempladas en el Reglament o de la Corte . 

64.  Posteriormente, el 9 de mayo de 2014 la FIDH  solicitó a la Corte que, con base en el artículo 

57.2 del Reglamento, ñincorpore al acervo probatorio el i nforme del Relator Especial de las Naciones 

Unidas sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la 

lucha contra el terrorismo [é] relativo a la misi·n del Relator a Chile [en julio de 2013] , publicado el 

14 de ab ril [de] 2014ò. En sus observaciones CEJIL  manifest· que ñno t[en²a] ninguna objeci·n para 

considerar [la] inclusi·n [del referido informe] como parte del acervo probatorio, pues [é] la 

situación se acomoda al supuesto señalado en el artículo [57.2 del Reg lamento de la Corteò. En sus 

observaciones, Chile solicitó a la Corte no admitir la incorporación del referido documento, con base 

en que la FIDH no justific· la incorporaci·n de ese documento y que el mismo ñno constituye prueba 

en s² misma [é] por cuanto  no da cuenta de los hechos que son materia de esta causaò. 

Subsidiariamente, indicó que en el evento de que la Corte estimara pertinente y útil incorporar dicho 

documento considera ñde suma relevancia que esta comprenda adem§s los elementos faltantes del 

proceso de diálogo constructivo relativos a la visita a Chile del Relator Emmerson, cuales son :  la 

respues ta del Estado de Chile a dicho I nforme y la intervenció n oral con ocasión de la adopción de 

ese informeò.  

65.  Los dos informes emitidos por el Relator Es pecial sobre la promoción y la protección de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo  relativos a la visita 

que efectuó a Chile del 17 al 30 de julio de 2013 se trata n de documento s oficiales emitido s con 

posteri oridad a la presentación por parte de los intervinientes comunes de los representantes de sus 

escritos de solicitudes y argumentos. El documento publicado el 30 de julio de 2013 se trataba de la 

ñ[e]valuaci·n preliminarò del Relator sobre dicha visita y, posteriormente, en abril de 2014 se publicó 

su informe final al respecto 57 . Por consiguiente, esta  prueba documental cumple con los requisitos 

formales para su admisibilidad como prueba sobre un hecho superviniente, conforme al artículo 57.2 

del Reglamento,  y se incorpora rá  al acervo probatorio para su valoración, según las reglas de la sana 

crítica y tomando en consideración las ob serva ciones formu ladas por Chile 58 . Con respecto a estas 

últimas, es preciso señalar que la Corte puede tener en cuenta dicho inf orme por los elementos 

probatorios que pudiere aportar en lo relativo a la comprensión del contexto necesario para analizar 

el presente caso, aún cuando no tuviera por objeto referirse a la aplicación de la Ley Antiterrorista en 

los procesos penales de las  ocho presuntas víctimas del mismo, sino un objeto má s amplio y general 

relacionado con ñla utilización de la legislac ión antiterrorista en relación con  las protestas de 

activistas mapuche  por la r eivindicación de sus tierras  ancestrales y afirmación de su  derecho al 

                                           

57   ñInforme preliminarò del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la promoci·n y la protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales sobre la visita que realizó a Chile del 17 al 30 de julio de 2013, 30 de julio de 2003, 
disponible en: http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=13598&LangID=S ; y UN Doc. 
A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Info rme del Relator Especial sobre la promoción y 
protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson, Adición, 
Misión a Chile (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587) . Este último  fue prese ntado al Consejo de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas el 10 de marzo de 2014 en el 25° período de sesiones. La referida visita del Relator Especial a Chile se 
centr· ñen la aplicaci·n de la legislaci·n antiterrorista en conexi·n a las protestas de activistas Mapuche por la reivindicación 
de sus territorios ancestrales y afirmación de su derecho al reconocimiento colectivo como pueblo indígena y el respeto por 
su cultura y tradicionesò.  

58   Cfr. Cas o "Cinco Pensionistas" Vs. Perú , párr. 84, y Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca 
del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 20 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 270, párr. 49.  

http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=13598&LangID=S
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reconociminto colectivo como pueblo ind²gena y el respeto por su cultura y tradicionesò59 . El Tribunal 

considera adecuada  la solicitud del Estado de incorporar al acervo probatorio su respuesta a dicho 

informe, lo cual la Corte realiza en aplica ción del a rtículo 58.a) de su Reglamento 60 . 

66.  Sobre la solicitud de incorporar l as Observaciones finales sobre los informes periódicos 19º a 

21º de Chile, aprobadas por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial en su 83º 

período de sesiones ( realizado del 12 al 30 de  agosto de 2013)  (supra  párr. 19 ), la Corte ha 

constatado que se trata de observaciones aprobadas con posterioridad a la presentación por parte de 

los intervinientes comunes de los representantes de sus escritos de solicitudes y argumentos . Por lo 

tanto , dicho  document o cumple con los requisitos formales para su admisibilidad como prueba sobre 

hecho superviniente, conforme al artículo 57.2 del Reglamento, y se incorpora rá  al acervo probatorio 

para su valoración, según las reglas d e la sana crítica y tomando en cuenta las observaciones de 

Chile 61 . Es preciso señalar  que, si  bien el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 

solicit· al Estado que ñpresent[ara] informaci·n sobre el curso dado a las recomendacionesò hechas 

en dichas observaciones  finales , éstas, como su nombre lo indica,  no tienen carácter preliminar sino 

que hacen un análisis conclusivo respecto de los informes periódicos 19º a 21º presentados por Chile 

ante dicho Comité.  

g)  Escritos presentados directamente por la representante Ylenia Hartog  

67.  En relación con los escritos presentados ante la Corte directamente por la representante 

Ylenia Hartog los días 29 de mayo y 2 de julio  de 2013 y los anexos al primero de ellos ( supra  notas 

al pie de página 18 y 24 ),  la Corte reitera que correspondía  a CEJIL y la FIDH, los dos intervinientes 

comunes autorizados a intervenir en este caso, recibir y canalizar las solicitudes, argumentos y 

pruebas que los demás representantes quieran hacer llegar al Tribunal. Por consigui ente, al no haber 

sido presentados a través de los intervinientes comunes ni haber sido solicitados como prueba para 

mejor resolver por la Corte o su Presidencia , la Corte  no considerará dichos escritos y anexos en su 

decisión.  

h)  Documentos procurados de of icio por el Tribunal  

68.  De conformidad con el artículo 58.a) de l Reglamento , ñ[e]n cualquier estado de la causa la 

Corte podrá: a. Procurar de oficio toda prueba que considere ¼til y necesariaò. La Corte estima que 

los siguientes documentos son útil es o neces arios  para el análisis del presente caso , por lo cual los 

incorpora de oficio al acervo probatorio del presente caso en aplicación de la referida disposición 

reglamentaria:  a) ñS²ntesis de resultados  del  XVII Censo de Población y VI de Vivienda ò, realizado  en 

Chile en el 2002 62 ;  b) Estudio del Problema de l a Discriminación contra las Poblaciones Indígenas, 

por José R. Martínez Cobo Relator Especial de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y 

Protección a las Minorías. Volumen V, Conclusiones, Propuestas y Recomendaciones 63 ; c) informe 

presentado por el Gobierno de Chile ante el Comité de Derechos Humanos en el 2008  en relación con 

                                           

59   UN Doc. A/HRC/25/59/Ad d.2, 14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la 
promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson,  
Adición, Misión a Chile, párr. 9  (exp ediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587) . 

60   UN Doc. A/HRC/25/59/Add.3, 11 de marzo de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Comentarios del Estado de Chile al  
Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la luc ha 
contra el terrorismo, Ben Emmerson . Adición, Misión a Chile.  

61   Cfr. Cas o "Cinco Pensionistas" Vs. Perú , párr. 84, y Caso de las  Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca 
del Río Cacarica ( Operación Génesis) Vs. Colombia , párr. 49.  

62   Disponible en la página web del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), XVII Censo Nacional de Población y Vivienda 
realizado en abril  de 2002, ñS²ntesis de Resultadosò, Santiago de Chile, marzo 2003, p§g 23, a través del siguiente enlace:  

http://www.ine.cl/cd2002/sintesiscensal.pdf . 

63   José R. Martínez Cobo, Estudio del problema de la discriminación contra las poblaciones indígenas , Volumen V, 
conclusiones, propuestas y recomendaciones, Nueva York, Organización de las Naciones Unidas, 1987.  

http://www.ine.cl/cd2002/sintesiscensal.pdf
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observaciones formula das relativas a la Ley N° 18 .314 64 , y d) comentarios del Estado de Chile al 

informe de la visita  realizada en julio de 2013 por el Relator Especial sobre la promoción y protección 

de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo 65 . 

2.  Admisión de las declaraciones de presuntas víctimas, y de la prueba 

testimonial y pericial  

69.  En cuanto a las declar aciones de las presuntas víctimas, los testigos y los dictámenes 

periciales rendidos en la audiencia pública y mediante declaraciones juradas ( affidávit) , la Corte los 

estima pertinentes solo en aquello que se ajuste al objeto que fue definido por el Presidente de la  

Corte en la Resolución mediante la cual ordenó recibirlos (supra párr. 13 ).   

70.  Conforme a la jurisprudencia de esta Corte, las declaraciones rend idas por las presuntas 

víctimas no pueden ser valoradas aisladamente sino dentro del conjunto de las pruebas del proceso, 

ya que son útiles en la medida en que pueden proporcionar mayor información sobre las presuntas 

violaciones y sus consecuencias 66 . Fund ándose en lo  anterior , la Corte  admite dichas declaraciones, 

cuya valoración se hará de conformidad a los criterios señalados . 

71.  Con base en lo antes expuesto, la Corte admite los peritajes señalados en cuanto se ajusten 

al objeto ordenado y los valorará con juntamente con el resto del acervo probatorio y de conformidad 

con las reglas de la sana crítica 67 . 

72.  Con posterioridad a la celebración de la audiencia pública, el perito Claudio Fuentes Maureira 

remitió una versión escrita de su peritaje rendido en la audiencia pública, respecto de la cual se 

otorgó oportunidad a los intervinientes comunes de presentar observaciones en sus alegatos  finales 

escritos, si lo estimab an pertinente. La Corte constata que dicho documento se refiere al objeto 

oportunamente defi nido por su Presidente para dicho dictamen pericial ( supra  párr. 13 ), y lo admite 

porque lo estima útil para la presente causa y no fue objetado, ni su autenticidad o veracidad 

puestas en duda.  

 

VI  ï HECHOS  

73.  En el presente capítulo, la Corte , fundándose en el acervo probatorio de este proceso,  

establecerá los hechos principales  que tiene por probados. Sin perjuicio de ello, en los capítulos de 

fondo precisará con mayor detalle los hechos según sea necesario para evaluar las alegadas 

violaciones.  

A)  Sobre las pr esuntas víctimas de este caso  

74.  Las ocho presuntas  víctimas de este caso son los señores  Segundo Aniceto Norín Catrimán, 

Pascual Huentequeo Pichún  Paillalao , Víctor Manuel Ancalaf Llaupe , Juan Ciriaco Millacheo Licá n, 

Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la 

señora Patricia Roxana Troncoso Robles . Todos ellos  son chilenos . Siete de ellos son o eran a la 

época de los hechos del caso autoridades tradicionales o miembros del Pueblo indígena Mapuche y la 

                                           

64   UN Doc. CCPR/C/CHL/CO/5/Add.1, 22 de enero de 2009, Comité de Derechos Humanos, Examen d e los informes 
presentados por los Estados Partes de conformidad con el artículo 40 del Pacto. Chile. Información proporcionada por Chile 
el 21 de octubre de 2008 en relación con la implementación de las observaciones finales del Comité de Derechos Humanos ò, 
pág. 7.  

65   UN Doc. A/HRC/25/59/Add.3, 11 de marzo de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Comentarios del Estado de Chile al  
Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la luc ha 
contra el terrorismo, Ben Emmerson . Adición, Misión a Chile.  

66   Cfr.  Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33,  párr. 43, y Caso Liakat 
Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 31.  

67   Cfr.  Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo , párr. 43, y Caso J. Vs. Perú , párr. 49.  
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otra es  activista por la reivindicación de los derechos de dicho pueblo. Contra ellos se abrieron 

procesos penales por hechos ocurridos en los años 2001 y 2002 en las VIII y IX Regiones de Chile  

( infra  párr s. 81 y 106 a 151 ) , en los cuales fueron conden ados como autores de delitos calificados de 

terroristas ( infra  párrs.  116 a 118, 126, 128, 146 y 151 ) en aplicación de la Ley 18.314 que 

ñ[d]etermina conductas terroristas y fija su penalidadò (conocida como ñLey A ntiterrorista ò). En 

ninguno de los hechos por los cuales fueron juzgados  (relativos a incendio de predio  forestal , 

amenaza de incendio y quema de un camión  de una empresa privada)  resultó afectada la integridad 

físi ca ni la vida de alguna persona .  

B)  Contexto  

1.  El Pueblo indígena M apuche  

75.  Socialmente , el Pueblo indígena M apuche está organizado en comunidades llamadas Lof , las 

que están compuestas de grupos familiares y se congregan en varias entidades territoriales 68 . 

Geográficamente los mapuche  se encuentran concentrados en el sur del país, especialme nte en las 

Regiones VIII  (Biobío) , IX  (Araucanía)  y X  (Los Lagos , de la que en el 2007 se separó la provincia de 

Valdivia para formar la actual Región XIV de  Los Ríos) 69 , y también tienen una presencia importante 

en el área metropolitana de Santiago. Actualmente, la Región VIII (Biobío ) se divide en las provincias 

de Arauco, Biobío, Concepción y Ñuble; y la capital es Concepción; y la Región IX (Araucanía ) se 

divide en las  provincias de Cautín y Malleco y la capital  es Temuco . Según los datos del censo  de 

2002 70 , el 4, 6% de la población total de Chile se consideraba perte neciente a algún grupo étnico  y, 

dentro de ese porcentaje, el 87, 31% (o algo más del 4% de la población total) correspondía al 

Pueblo indígena M apuche 71 .  

76.  Las condiciones socioeconómicas  de los mapuche  en la época de los hechos eran inferiores al 

promedio nacional y a las de la población no indígena de Chile, situándose en  niveles de pobreza, 

que asimismo se refleja ban en dificultades para acceder a servicios como la educación y la salud 72 .  

                                           

68   Cfr . UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile (expediente de anexos al Infor me de Fondo 176/10, anexo 5, folios 250 
y 252 a 254) , e Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato,  Volumen III, Tomo II, Capítulo II, pág. 717 (expediente 
de prueba para mejor resolver presentada por el Estado los días 10 de julio, 16 de agosto , 17, 23 y 27 de septiembre, 17 y 23 de 
octubre de 2013 , folio 766) . 

69   Región VIII: Biobío (provincias de Arauco, Biobío, Concepción y Ñuble; capital: Concepción); Región IX: Araucanía 
(provincias de Cautín y Malleco; capital: Temuco); Región X: Los Lagos  (provincias de Chiloé , Llanquihue , Osorno  y Palena ; 
capital: Puerto Montt ). Hasta el 2 de octubre  de 2007 , la X Región de Los Lagos también incluía a la provincia de Valdivia , que fue 
segregada para formar la actual XIV Región de Los Ríos . 

70   Cfr . Instituto Nacional de Estadísticas (INE), XVII Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en abril de 2002, 
ñS²ntesis de Resultadosò, Santiago de Chile, marzo 2003, p§g 23. Disponible en: http://www.ine.cl/cd2002/sintesiscensal.pdf .  

71   Los datos del censo de 2012 registran un pronunciado aumento de la cantidad de personas que se consideran a sí 
mismas indígenas, de aproximadamente el 150%. El 11,1% de los chilenos mayores de cinco años (1.714.677) se siente 
parte de alguna de las once etnias incluidas en el cuestionario, y la mayoría de ellos (84,11%, es decir, aproximadamente 
1.442.215) declaró ser mapuche.  Esta información no figura actualmente en la página oficia l del Ins tituto Nacional de 
Estadísticas (http://www.censo.cl/ ), en la que s e encuentra una ñdeclaraci·n p¼blicaò en la que se indica que ñdesde el 27 
de ma rzo de 2014, [é] ha procedido a deshabilitar el acceso a información de l Censo de Población y Vivienda 2012ò, ya que 
en razón de ciertos cuestionam ientos ha decidido realizar u na ñauditor²a t®cnica a la base de datos censal. 

72   Cfr . UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, folios 247 

y 248) ; UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Esp ecial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 7 y 8 ( expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 12, folios 429 y 430) , e Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el 
encargo que le hiciera el Senado ñrespecto del conflicto mapuche  en relación con el or den público y la seguridad ciudadana en 
determinadas regiones ò, Boletín No. S -680 -12, 9 de julio de 2003, pág. 144 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
anexo 4, folio 226).  

http://es.wikipedia.org/wiki/Provincia_de_Chilo%C3%A9
http://es.wikipedia.org/wiki/Provincia_de_Llanquihue
http://es.wikipedia.org/wiki/Provincia_de_Osorno
http://es.wikipedia.org/wiki/Provincia_de_Palena
http://es.wikipedia.org/wiki/Puerto_Montt
http://es.wikipedia.org/wiki/2_de_octubre
http://es.wikipedia.org/wiki/2007
http://es.wikipedia.org/wiki/Antigua_provincia_de_Valdivia
http://es.wikipedia.org/wiki/Regi%C3%B3n_de_Los_R%C3%ADos
http://www.ine.cl/cd2002/sintesiscensal.pdf
https://www.corteidh.or.cr/owa/redir.aspx?C=13tE_yTxv0yNtGh6ZnIXMxFKJx7NfNEItrkjW9O7qahrgLct-QFHXI17aCTzq5VPfC1hWwsztcM.&URL=http%3a%2f%2fwww.censo.cl%2f
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En el informe elaborado en 2009 por James Anaya,  Relator E special de las Naciones Unidas sobre la 

situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas 73 , señaló que si 

bien a esa fecha hab²an ñavances en la situaci·n socioecon·mica de los pueblos ind²genasò, en Chile 

ña¼n persisten [é] severas brechas de desigualdad en el goce de los derechos económicos y de la 

salud y educaci·n de [estos] pueblosò, as² como una ñmarcada discriminaci·n en los ingresos entre 

personas indígenas y no ind²genasò.  

77.  En lo que respecta a ñ[ l]os problemas actuales de los pueblos ind²genasò, Rodolfo 

Sta venhagen en su informe como Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de los indíge nas,  enfatizó que aquellos ñno pueden 

entenderse sin una referencia a la historia de sus relaciones con la sociedad chilenaò, porque ñ[ l] a 

situación actual de los indígenas en Chile es el producto de una larga historia de marginación, 

discriminación y exclusión, vinculada principalmente a diversas formas opresivas de explotación y 

despojo de sus tierras y recursos que se remontan al siglo XVI y que llega hasta nuestros d²asò74 .  

78.  La dirigencia de las comunidades mapuche la ejercen los ñLonkosò y los ñWerk énò, 

autoridades tradicionales  electas para representar a una o múltiples comunidades . Los Lonkos son 

los líderes principales de sus respectivas comunidades tanto en materia de gobierno como en 

aspectos espirituales, son considerados depositarios de la sab iduría ancestral y encabezan los 

procesos de toma de decisiones así como también presiden importantes ceremonias religiosas. Los 

Werkén , cuyo nombre significa  ñmensajeroò, asisten a los Lonkos y cumplen un rol complementario 

de liderazgo, son portavoces de  diversos temas como los políticos y cul turales ante otras 

comunidades m apuche y ante la sociedad no m apuche 75 . Las presuntas víctimas Aniceto Norín 

Catrimán y Pascual Pichún eran Lonkos  y la presunta víctima Víctor Ancalaf era Werkén .  

2.  La protesta social d el Pueblo indígena M apuche  

79.  A inicios de la década de los 2000, época en que ocurrieron los hechos por los cuales fueron 

conden adas penalmente las presuntas víctimas de este caso, existía en el sur de C hile  (Regiones 

VIII , IX y X) , fundamentalmente en la IX Región (de la Araucanía) , una situación social de 

numerosos reclamos, manifestaciones y protestas soci ales por parte de miembros del P ueblo 

                                           

73   UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relat or Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 7  y 8 (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 12, folios 429 y 430).  

74   El referido Relator Especial explicó, entre otros aspectos, que durante la época de la conquista española  se lograron 
acuerdos que ñrespeta[ban] su soberan²a territorial al sur del r²o Biobioò y que, a¼n cuando ñ[d]urante la primera mitad del siglo 
XIX la Rep¼blica [de Chile] mantuvo la misma relaci·n con la naci·n mapuche [é] poco a poco las incursiones chilenas en la región 
fueron debilitand o la soberan²a ind²gena y generando diversos conflictosò. Se¶al· que ñ[f]inalmente, en 1888 Chile emprendi· la 
conquista militar de la Araucan²a, conocida en la historiograf²a oficial como la óPacificaci·n de la Araucan²aôò, cuyo principal 
resultado para l os pueblos originarios ñse refleja en la p®rdida progresiva de sus territorios y recursos as² como de su soberan²a, y 
un acelerado proceso de asimilación impuesto por las políticas y las instituciones de la república, en el cual se desconoció a las 
cultura s y lenguas ind²genas con sus identidades propias ò. Agreg· que ñ[l]a sociedad chilena en su conjunto y la clase pol²tica en 
lo particular ignoraban, cuando no negaban, la existencia de los pueblos originarios como parte de la naci·n chilena[, é lo cual] s e 
acentuó durante la construcción de un estado altamente centralizado y duró, salvo excepciones, has ta fines de la d®cada de 1980ò. 
Cfr  UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la resolución 
2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile,  párrs. 8 a 10 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, folio 
251  y 252).  

75   Cfr . Declaraciones  rendida s por la presunta víctima Víctor Manuel Ancalaf Llaupe y por el testigo Juan Pichún Collonao ante 
la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 ; declaración rendida el 17 de  mayo de 
2013 por el perito Fabien Le Bonniec ant e fedatario público (affidávit), y declaración  escrita  rendida el 26 de mayo de 2013 por el 
perito Rodolfo Stavenhagen (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio s 321  y 698 ),y Mella 
Seguel, Eduardo y Le Bonniec, ñMovimiento mapuche y justicia chilena en la actualidad: reflexiones acerca de la judicializaci·n de 

las reivindicaciones mapuche en Chile ò en Aylwin, Jos® (Editor), ñDerechos Humanos y Pueblos Ind²genas: Tendencias 
Internacionales y Contexto Chilenoò, Instituto de Estudios Ind²genas Universidad de la Frontera, Temuco, 2004 (expediente de 
anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo C 10, folio 2356).  
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indígena M apuche, líderes y organizaciones del mismo, con el fin de que fueran atendidas  y 

solucionadas sus reivindicaciones, fundamentalmente referidas a la  recuperación de sus territorios 

ancestrales y al respeto del uso y goce de dichas tierras y sus recursos naturales 76 .  

80.  La protesta  social en la zona se vio incrementada por el impacto de que, desde finales del 

siglo XX , se permitiera una mayor  explotación por empresas forestales y la construcción de proyectos 

de desarrollo en parte de las tierras que las comunidades mapuche consideran que constituyen sus 

territorios tradicionales 77 . Ello tr ajo como consecuencia que ñ[l]as cada vez m§s reducidas tierras 

comunales se [é] enc[uentren] aisladas dentro de propiedades de particulares, [ afectando el] acceso 

a los bosques que son el tradicional medio  de subsistencia de los mapuche ò78 . Además, la 

construcci·n de ñgrandes proyectos de desarrolloò en la primera d®cada del siglo XXI, como centrales 

hidroeléctricas y carreteras,  gener· una serie de ñconflictos sociales en torno a los efectos sobre los 

derechos humanos de los ind²genasò79 . L a construcción de la central hidroeléctrica Ralco en la 

Provincia de B ío Bí o, VIII Región, tuvo particular impacto y oposición de las comunidades indígenas 

por las miles de hectáreas de tierra que serían inundadas y comunidades trasladadas 80 .  

81.  En el contexto  de esa  protesta social se incrementó el nivel de conflictividad en dichas 

regiones. Aparte de las m ovilizaciones sociales  y de otras medidas de presión como la ocupación de 

las tierras demandadas, se presentaron algunas acciones de hecho y violentas  calif icadas como 

ñgravesò, tales como la ocupación de tierras no ligadas a procedimientos de reclamación en curso, 

incendio de plantaciones forestales , cultivos, instalaciones  y casas patronales , destrucción de 

equipos , maquinaria  y cercados, cierre de vías de comunicación y enfrentamientos con la fuerza 

                                           

76   Cfr.  Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, Volumen III, Tomo II, Capítulo II Territorio y Tierras Mapuche 
(expediente de prueba para mejor resolver presentada el Estado, folios 999 y 1000); declaración rendida el 24 de mayo de 2013  
por el test igo Luis Rodríguez -Piñero Royo ante fedatario público ( affidávit ) (expediente de declaraciones de las presuntas víctimas, 
testigos y peritos, folios 337 -338); sentencia absolutoria emitida el 9 de noviembre de 2004 por la Sala Segunda Tribunal de Juicio 
Oral en lo Penal Temuco (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos  de la FIDH, a nexo 50, folio 1839 y 1840); 
declaración escrita rendida el 27 de mayo de 2013 por el perito Rodolfo Stavenhagen (expediente de declaraciones de las 
presuntas v íctimas, testigos y peritos, folio 697); Milla Seguel, Eduardo, ñLos mapuche ante la justicia. La criminalizaci·n de la 
protesta ind²gena en Chileò, Chile, Santiago. LOM Ediciones, 2007, pág. 145 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y 
argumentos  de CEJIL, anexo D5, folios 3286 -3288); UN Doc.  A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril de 2014, Consejo de Derechos 
Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos hu manos y las libertades fundamentales 
en la lucha contra el t errorismo, Ben Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 27 y 49 (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 
a 2587),  y UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las liber tades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, folio 
260).  

77   Cfr . UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las recomendaciones he chas por el Relator Especial anterior , (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
anexo 12, folio 437), y declaración rendida el 24 de mayo de 2013 por el testigo Luis Rodríguez -Piñero Royo ante fedatario público 
(affidávit ) (expediente de declaraci ones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 338).  

78   Cfr . UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile , párr. 22 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, 
folio 255).  

79   Cfr . UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe  del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile , párr. 22 (expediente de anexos al Informe de Fo ndo 176/10, anexo 5, 
folio 255) ; Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, Volumen III, Tomo II, Capítulo II, pág. 950 y 951 (expediente 
de prueba para mejor resolver presentada el Estado, folios 999 y 1000), y declaración rendida el 24 de mayo de 2013 por el 
testigo Luis Rodríguez -Piñero Royo ante fedatario público ( affidávit ) (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y 
peritos, folios 337 a 339).  

80   Cfr . D eclaración rendida el 24 de mayo de 2 013 por el testigo Luis Rodríguez -Piñero Royo ante fedatario público ( affidávit ) 

(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 338 , e  Informe de la Comisión Verdad Histórica y 
Nuevo Trato, Volumen III, Tomo II, Capítulo II, pág s. 950 y 951 (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el 
Estado, folios 999 y 1000).  
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pública 81 . En ese contexto ocurrieron los hechos por los cuales fueron procesadas penalmente las 

ocho presuntas víctimas del presente caso :  

a)  incendio ocurrido el 12 de diciembre de 2001 en el predio forestal Nancahue y en la 

casa del administrador del predio, por el cual resultaron absueltos los Lonkos Segundo 

Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún Paillalao ( infra  párrs . 106, 112 y 116 );  

b)  hechos de ñamenazasò de quemar el predio San  Gregorio ñocurrid[o]s  durante el año 

2001ò por los cuales fue condenado el Lonko Segundo Aniceto Norín Catrimán ( infra  

párrs . 106, 116 y 118 );  

c)  incendio ocurrido el 16 de diciembre de 2001 en el predio forestal San Gregorio, por el 

cual resultaron absuelto s los Lonkos Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún 

Paillalao ( infra  párrs . 106, 112 y 116 );  

d)   hechos de ñamenazasò de incendio del predio Nancahue ñocurrid[o]s durante el año 

2001ò por los cuales fue condenado el Lonko Pascual Pichún Paillalao  ( infra  párrs . 106, 

112 y 116 );  

e)  incendio ocurrido el 19 de diciembre de 2001 en los fundos Poluco y Pidenco, propiedad 

de la empresa forestal Mininco S.A ., por el cual fueron condenados Juan Patricio Marileo 

Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Be nicio Huenchunao Mariñán, Juan 

Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Roxana Troncoso Robles ( infra  párrs. 120, 126 y 128 );  

f)  quema  de tres camiones y una retroexcavadora propiedad de la e mpresa Fe Grande 

(que trabajaba en la construcción de la represa Ralco) lo s días 29 de septiembre de 

2001 y 3 de marzo de 2002 en el sector Alto Bío Bío, por los cuales resultó absuelto el 

Werkén Víctor Ancalaf Llaupe ( infra  párrs . 133 y 147 ),  y 

g)  quema  de un camión propiedad de la e mpresa constructora Brotec S.A. (que trabajaba 

en la construcción de la represa Ralco) el 17 de marzo de 2002 en el sector Alto Bío Bío, 

por el cual fue condenado el Werkén Víctor Ancalaf Llaupe ( infra  párrs . 133, 147, 150 y 

151 ).  

82.  Al respecto,  según indicó el Relator Especial Stavenhagen  sobre la situación de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales de los indígenas  en relación con su visita a Chile en el 2003 , 

hacia ese año se había producido  un ñincremento en el nivel de conflictividad en la zona mapuche 

incluyendo en las Regiones VIII [,]  IX y X ò. Sostuvo que  

Según indicó el Relator Especial  

La mayor parte de los conflictos reportados tienen su origen en reclamaciones agrarias de los mapuche y en 
términos generales pueden quedar descritos bajo tres tipos de conflictos:  

a)  Movilizacion es sociales como medidas de presión por parte de los interesados que han presentado 
demandas de ampliación o restitución de tierras que no han sido satisfechas;  

b)  Ocupación de las tierras demandadas, como acciones de presión directa y de propaganda;  

c)  Ocupación de tierras no ligadas a procedimientos de reclamación en curso, que implican acciones de 
hecho calificadas como graves (incendio de plantaciones forestales y de instalaciones, destrucción de equipos y 
cercados, cierre de vías de comunicación) y e nfrentamientos con la fuerza pública.  

Añadió que :  

los  límites entre estos tres tipos de conflictividad no son precisos y en algunos casos se puede observar un 

tránsito entre ellos según se retardan o dificultan las soluciones a las demandas de ampliación y restitución 
agraria. Cabe además hacer notar que el tercer tipo de conflictividad, el más grave, se concentra especialmente 

                                           

81   Cfr.  UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades  fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile , párr. 28 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, 
folio 257 ), y  UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las recomendaciones he chas por el Relator Especial anterior , párr. 57 (e xpediente de anexos al Informe de Fondo, 
Anexo 12, folio 443).   
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en las provincias que muestran mayor concentración indígena e índices de pobreza más elevados y que fueron 
objeto, entre 1973 y 1990, de procesos de reversión de las medidas adoptadas en aplicación de la Reforma 
Agraria 82 . 

83.  A partir d el año 2001 se incrementó significativamente el número de dirigentes y miembros 

de comunidades mapuche investigados y juzgados por la comisión de delitos ordinarios en relación 

con actos violentos asociados a  la referida protesta social. En una minoría de casos se les ha 

investigado y/o condenado por delitos de carácter terrorista en aplicación de la Ley 18.314 (Ley 

Antiterrorista)  ( infra  párrs. 98 y 99 ) 83 . En su informe final sobre la visita que realizó a Chile en julio 

de 2013, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la promoción y la protección de los derechos 

humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo resaltó que la ñopinión política ò 

en Chile coincide en que la aplicación de la Ley Antiterrorista a los mapuche  en el contexto de la 

referida protesta social es ñinsatisfactoria e inconsistenteò84 . Asimismo, entre el 2000 y el 2013 el 

Ministerio Público formalizó un total de 19 ca usas bajo la Ley Antiterrorista , de las cuales 12 se 

relacionan con r eivindicaciones de tierras del Pueblo indígena M apuche  ( infra  párr. 217) .  

84.  En el 2003 la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por encargo del 

Senado chileno elaboró  un informe sobre ñel orden público y la seguridad ciudadana, 

fundamentalmente en la VIII y IX Regiones, vinculados con las reiteradas acciones de violencia 

cometidas por algunas organizaciones mapuchesò. En sus conclusiones sostuvo que: 

                                           

82   Cfr.  UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las l ibertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile, párr. 28 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, 
folio 257). El Relator Espec ial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James 
Anaya, tambi®n se refiri· al tema, y dijo entre otras cosas, que ñdesaprueba el recurso a actos de violencia como medio de 
protesta, inclusive en aquellas  situaciones relacionadas con reivindicaciones leg²timas de los pueblos y comunidades ind²genasò, 
pero que ñla comisi·n de eventuales actos de violencia no justifica en caso alguno la violaci·n de derechos humanos de la 
población indígena por parte de los agentes policiales del Estadoò. Cfr . UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , 
Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Jame s 
Anaya, Adición, La situación de los pueblo s indígenas en Chile: seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial 
anterior , párr. 40 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 12, folio 439).  

83   Cfr.  UN Doc. CCPR/C/CHL/C0/5, 17 de abril de 2007,  Comité de Derechos Humanos, Examen de los Informes presentados 
por los Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos , Chile, párr. 7 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 8, foli o 312); UN Doc.  A/HRC/6/17/Add.1, 28 de noviembre de 2007, 
Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Martin Scheinin, Adición,  párr. 9 ( expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, anexo 10, folio 370); UN Doc.  A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la 
situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Ana ya, Adición, La situación de los 
pueblos indígenas en Chile: seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 46 (expediente de 
anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 12, folio 441); UN Doc.  CERD/C/CHL/ C0/15 -18, 7 de septiembre de 2009,Comité para 
la Eliminación de la Discriminación Racial, Examen de los Informes presentados por los Estados partes de conformidad con el 
Artículo 9 de la Convención, Observaciones finales del Comité para la Eliminación de l a Discriminación Racial,  Chile, párr. 15 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 14, folio 502); Aylwin Oyarzú n, Jos® Antonio, Informe en Derecho, ñLa 
aplicaci·n de la Ley NÁ 18.314 que ódetermina conductas terroristas y fija su penalidadô a las causas que involucran a integrantes 
del pueblo mapuche por hechos relacionados con sus demandas por tierras y sus implicaciones desde la perspectiva de los 
derechos humanosò, agosto de 2010 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo C 2, folios 
2080 a 2086), declaración rendida por el perito Jorge Contesse ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada  los 
días 29 y 30 de mayo de 2013; documento aportado por el Estado indicando que se trata de ñLista con registro histórico de 
formalizados por la Ley Antiterrorista entre los añ os 2000 y 2013 en todo Chileò(expediente de prueba para mejor resolver 
presentada por el Estado, folios 52 a 55) ; y Art²culo de V²ctor Toledo Llancaqueo, ñPrima ratio  Movilización mapuche y política 
penal. Los marcos de la política indígena en Chile 1990 -2007ò, en Revista Observatorio Social de Am®rica Latina, a¶o VIII, 
n°  22, septiembre de 2007, Buenos Aires (Anexo n° 9 del Escrito de solicitudes, a rgumentos y pruebas  de la FIDH), en cuya 
p§gina 263 de dicha revista se incluye un ñGr§ficoò titulado ñRegiones VIII y IX. Querellas presentadas por el Gobierno por 
actos de protesta mapuche, 1997 -2003ò en el cual se indica que la fuente de informaci·n es un ñOficio del Ministerio del 
Interior seg¼n informe del Senado (2003) y estad²sticas judiciales INEò. 

84   Cfr.  UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre 
la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben 
Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 20 y 22  (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587) . 
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No obstante lo con flictivo de su situación, las Comunidades Mapuches en su inmensa mayoría están 
integradas por ciudadanos pacíficos, honrados y trabajadores; respetuosos del derecho, de la democracia y 
de la autoridad constituida, que, no obstante los graves problemas y ca rencias sociales que les afligen y su 
legítimo derecho a exigir el respeto a sus tradiciones, cultura e identidad, descartan la violencia como 

método para exponer o hacer efectivas sus aspiraciones, cuya solución exigen en ocasiones con vehemencia, 
pero si n violencia 85 .  

85.  Las acciones de las fuerzas de seguridad del Estado (miembros de Carabineros de Chile y de 

la Policía de Investigación) en este contexto de protesta social han dado lugar a alegaciones sobre 

abusos, violencia (física y verbal) o maltrato ejercidos en contra de  los miembros del  Pueblo indígena 

Mapuche  (incluyendo niños, mujeres y ancianos) cuando realizan registros, allanamientos y ejecutan 

ordenes de aprehensión de sospechosos . Han resultado heridos o muertos, entre ellos incluso 

personas menores de edad. Al respe cto, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la promoción y 

protección de  derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo sostuvo 

que ñes un hecho innegable que algunos miembros de los Carabineros [é] ejercieron un uso excesivo 

y potencialmente letal de la fuerza durante las operaciones  realizadas en las comunidades M apucheò, 

lo cual consideró como una ñpr§ctica habitual e incluso sistem§ticaò, aunado a ñla casi total ausencia 

de rendición de cuenta s por los delitos supuestamente cometidos por los agentes del ordenò86 .  

86.  El 18 de enero de 2001 se creó, mediante Decreto Supremo  del Presidente de la República 

Ricardo Lagos  Escobar , la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas, a la  

cual se le asign· la funci·n de ñasesorar al Presidente [é], en el conocimiento de la visión de [los] 

Pueblos Indígenas [de  Chile] sobre los hechos históricos de[l] país y a efectuar recomendacio nes 

para una nueva política de E stado, que permita avanzar h acia el nuevo trato de la sociedad chilena y 

su reencuentro con los pueblos originariosò87  ( infra  párr. 87 ) . Para efectuar el trabajo asignado,  la 

referida Comisi·n organiz· ñGrupos de Trabajo Tem§ticos y Territoriales ò, entre ellos la ñComisi·n 

de Trabajo Autónomo  Mapuche ò.  La investigación de esta última da cuenta de que  a principios del 

siglo XXI se habían  ñresuelto en las regiones VIII y IX un importante número de conflictos y 

demandas de tierras planteados por las comunidades mapuches de diversas comuna s de 

[ determinadas ]  provincias  [, é] mediante la compra de tierrasò, pero persistía n ñvariados conflictos y 

demandas de tierras no resueltosò. Éstos  se relacio naban  con ñla historia de usurpación y pérdida  de 

tierras a la que han sid o sometidas las comunid ades [é]ò. Tambi®n afirm· que ñcomo parte de la 

demanda de tierras ò se destacaba  ñla recuperación de aquellas que formaron parte de las 

                                           

85   Cfr.  Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el encargo que le hiciera el 
Senado respecto del conflicto mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas regiones, 
Boletín No. S -680 -12, 9 de julio de 2003, pág. 144 (expediente de anexos al Informe de Fondo 1 76/10, anexo 4, folios 225 y 
226) . 

86   Cfr.  UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile: 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr s. 42, 43 y 62 (expediente de anexos al Informe 
de Fondo 176/10, anexo 12, folios 440 y 444); UN Doc. CERD/C/CHL/C0/15 -18, 7 de septiembre de 2009,Co mité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial, Examen de los Informes presentados por los Estados partes de conformidad con el Artículo 
9 de la Convención, Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  Chile, párr . 19 (expediente de 
anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 14, folio 503), UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril  de 2014, Consejo de Derechos 
Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 69 a 79  (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 
a 2587) . 

87   Los artículos 2 y 3 de dicho Decreto estipulan las tareas y composición de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con 
los Pueblos Indígenas. Cfr.  Decreto Supremo N° 19, del 18 de enero de 2001, que crea la Comisión de Verdad y Nuevo Trato, 
contenido en  el Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato  con los Pueblos Indígenas entregado el 28 de octubre de 

2003 al entonces Presidente de la República Ricardo Lagos Escobar , editado por el  Comisionado Presidencial para Asuntos 
Indígenas, primera edi ción, Santiago de Chile, octubre 2008, págs. 16 a 18. Disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/tablas/27374.pdf .  

http://www.corteidh.or.cr/tablas/27374.pdf
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comunidades mapuche durante la reforma agraria y las que son reivindicadas como parte de las 

tierras ancestrales previas  al proceso de reducci·nò88
.  

87.  En su Informe de 2003, la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas 

efectuó diversas ñpropuestas  y recomendacionesò relacionada s con las reivindicaciones del Pueblo 

Mapuche, entre las cuales indicó que debían ñgenerarse mecanismos de reparación y, en lo posible, 

de restitución de las tierras mapuches cuando, en conformidad a los antecedentes, hubiere mérito 

para elloò, as² como que ñ[e]s deber del [ E]stado [é] instituir mecanismos a trav®s de los cuales 

esas demandas puedan ser evaluadas y, cuando hubier e m®rito para ello, satisfechasò y ñ[r]esolver 

las reclamaciones ind²genas respetando la integridad patrimonial de los actuales propietariosò. Al 

respecto, insisti· en que la atenci·n de ñlos reclamos de tierras de los pueblos y comunidades 

ind²genasò deb²a ser efectuado de forma pronta, de lo contrario se ñalentar²a conflictos frecuentes y 

permanentesò89 .  

88.  A inicios de la década del  2000 se encontraba vigente la Ley N° 19.253 , den ominada ñLey 

Ind²genaò, la cual fue aprobada  en 1993 y establece normas ñsobre protecci·n, fomento y desarrollo 

de los ind²genasò. Por medio de esa ley se regularon cuestiones relativas a la propiedad, cultura, 

educación, participación política, desarrollo y mecanismos pa ra el acceso a tierras y aguas indígenas, 

así como la creación de la Corporación Nacional de Desarrollo (CONADI), a cargo de la 

administraci·n del fondo de tierras y aguas ind²genas. Dicho fondo ñfunciona a trav®s de dos 

mecanismos [é] a) el subsidio a la compra de tierras para su ampliación; y b) la compra directa de 

ótierras en conflictoôò90 .  

89.  El 15 de septiembre de 2008 Chile ratificó el Convenio N° 169 de la Organiza ción 

Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tr ibales en países independientes . Según el 

informe de James Anaya como  Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los 

Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de los Indígenas, la ratificación y entrada en 

vigencia de este Convenio ñayuda[ron] a consolidar un marco normativo para garantizar derechos y 

guiar las pol²ticas p¼blicas del Estado en torno a los pueblos ind²genasò91 .  

90.  A pesar de la existencia del referido marco legal y de las acciones estatales emprendidas a 

través del mismo, como la compra de tierras y su entreg a a comunidades mapuche , varios órganos y 

procedimientos especiales de l as Naciones Unidas  y la referida Comisión Verdad Histórica y Nuevo 

Trato con los Pueblos  Indígenas, así como diferentes medios de prueba coinciden en afirmar q ue la 

respuesta estatal a  las reiv indicaciones territoriales del Pueblo indígena M apuche ha sido lenta y 

carente de un mecanismo efectivo 92 . En este  sentido, en su informe final sobre la visita que realizó a 

                                           

88   Cfr.  Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, Volumen III, Tomo II, Capítulo II, pág. 717 (expediente de 
prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folio 958).  

89   Cfr.  Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato entregado el 28 de octubre de 2003 al entonces Presidente de 
la República Ricardo Lagos Esco bar , págs. 575, 576 y 578.  

90   Cfr.  Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el encargo que le hiciera el 
Senado ñrespecto del conflicto mapuche  en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas regiones ò, 
Boletín No. S -680 -12, 9 de julio de 2003, pág. 144 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 4, folios 226 y 
227), y UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubr e de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relato r Especial anterior , párr. 24 (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 12, folio 434).  

91   Cfr.  UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundame ntales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile: 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 6 (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 12, folio 429).  

92   Cfr.  UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 

seguimient o a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 24 (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 12, folios 434 y 435); UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial 
sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado 
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Chile en julio de 2013, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la pr omoción y protección de los 

derechos humanos en la lucha contra el terrorismo resaltó que es urgente que el Estado resuelva 

tanto las manifestaciones de violencia en la región de la Araucan ía como sus  causas . Resaltó que 

ñ[d]esde el regreso a la democracia en Chile, ningún gobierno le ha dado a este asunto la 

importancia que requiereò y que es deber del Estado promover una soluci·n justa y pac²fica a los 

reclamos de los mapuche . Según el referido Relator, representantes de los intereses comerciales en 

la zo na se quejan de la falta de voluntad política del gobierno central para buscar y proveer una 

solución duradera al problema 93 .  

91.  En diciembre de 2011 la CONADI asumió el pago del precio convenido para la adquisición de 

aproximadamente 2,500  hectáreas, las cuales fueron repartidas entre tres comunidades indígenas : la 

comunidad Ricardo Nahuelpi Ñu Choyun, la  comunidad  Antonio Ñirripil  y la comunidad Didaico , de 

estas dos últimas eran  Lonkos , respectivamente,  Segundo Aniceto Norín Catrimán y  Pascual 

Huentequeo Pichún  Paillalao , quienes estuvieron presentes en el acto  de ñentrega de las tierras ò94 .  

92.  Además de los procesos penales relativos al presente caso ante la Corte Interamericana, las 

presuntas víctimas Patricia Troncoso  Robles , Pascual Pichú n Paillala o y  Segundo Aniceto Norín 

Catrimán y otras cinco personas fueron juzgadas por el delito de ñasociación ilícita terrorista ò. Fueron 

acusados de haber conformado una organización para ejecutar delitos de carácter terrorista que 

actuaba ñal amparoò de la organizaci·n ind²gena ñCoordinadora  Arauco -Mallecoò (CAM). El Tribunal 

de Juicio Oral  en lo Penal de Temuco emitió sentencia absolutoria el 9 de noviembre de 2004, en la 

cual concluyó, entre otras cosas , que   

 [é] en la especie nunca ha existido un cuerpo u organización alguno, con fisonomía, características 
y particularidades propias, privativas de ella, que le diferencien de la Coordinadora Arauco Malleco y 
respecto de la cual pueda aceptarse además la afirmación de  que operaba al amparo de esta última. Por el 
contrario, toda la prueba aportada por los acusadores revela que se trata de una sola y única entidad, que 
no es otra que la tantas veces nombrada Coordinadora Arauco Malleco, que ha venido operando tanto en la  
8ª como en la 9ª Regiones del país, desde el año 1998 adelante, y cuyo ideario, procedimientos y acciones 
son lo s que ha difundido mediante su página web, su revista Weftun y los medios de comunicación social. 
[é]95 . 

                                                                                                                                        

de conformidad con la resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile  (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 5, folio 2 47); UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del 
Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el  
terrorismo, Ben Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 10, 25 y 16;  UN Doc. CCPR/C/CHL/C0/5, 17 de abril de 2007,  Comité de 
Derechos Humanos, Examen de los Informes presentados por los Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto, 
Observaciones finales del Comité de Derechos Human os, Chile, párr. 19  (expediente de anexos al Informe de Fo ndo 176/10, 
anexo 8, folios 310 a 315 );  UN Doc. CERD/C/CHL/CO/19 -21, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones 
finales  sobre los informes periódicos 19º a 21º de Chile, a probadas por el Comité en su 83º período de sesiones del 12 al 30 de 
agosto de 2013,  párrs. 12 a 14; Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, Volumen III, Tomo II, Capítulo II, págs. 
950 a 954 (expediente de prueba para mejor resolver presenta da por el Estado, folios 999 a 1003); Aylwin Oyarzún, José Antonio, 
Informe en Derecho, ñLa aplicaci·n de la Ley NÁ 18.314 que ódetermina conductas terroristas y fija su penalidadô a las causas que 
involucran a integrantes del pueblo mapuche por hechos relacionados con sus demandas por tierras y sus implicaciones desde la 
perspectiva de los derechos humanosò, agosto de 2010 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, 
anexo C 2, folio 2080), y declaración rendida el 24 de mayo d e 2013 por el testigo Luis Rodríguez -Piñero Royo ante fedatario 
público ( affidávit ) ( expediente de declaraciones de las presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 337).  

93   Cfr. UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2, 14  de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos,  Informe del Relator Especial sobre 
la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben 
Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 24 a 28  (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587) . 

94   Cfr.  Registros de p ropi edad emitidos el 25 de enero de 2012 por el Notario y Conservador de Bienes Raíces José Apolonio 
Peña Meza en relación con los contratos de compraventa de predios a favor de las Comunidades Indígenas Antonio Ñirripil, 
Didaico, Ric ardo Nahuelpi Ñi Po Choyún efectuados ante e l mismo notario mediante escrito s de 23 de diciembre de 2011 
(expediente de anexos al escrito de contestación, folios 137 a 157). El Estado también aportó fotografías sobre la entrega de  
tierras a las comunidades  indígenas y planos de los predios entregados (expediente de anexos al escrito de contestación, folios 
125 a 136).  

95   Cfr. Sentencia emitida el 9 de noviembre de 2004 por la Sala Segunda del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Temuco, 
considerando décimo  noveno (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 50, folios 1721 a 
1852).  
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93.  La Corte recibió prueba pericial 96 , test imonial 97  y documental 98 , así como informes de 

expertos de Naciones Unidas 99 , que da n cuenta de la existencia en medios de comunicación social y 

en partes de la sociedad chilena de estereotipos desfavorables y la concepción de lo que denominan 

como ñla cuesti·n mapucheò, el ñproblema mapucheò o el ñconflicto mapucheò que deslegitima n la 

reivindicación de los derechos territoriales del P ueblo indígen a Mapuche o califican su protesta social 

de forma generalizada como violenta o la presentan  como generadora  de un conflicto entre dicho 

pueblo y el resto de la población de la zona 100 .  

                                           

96   Cfr. Declaración rendida por el perito Jorge Contesse ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 
29 y 30 de mayo de 2013 ; declaraciones rendidas ante fedatario público  (affidávit ) el 17  de mayo de 2013 por el perito Carlos del 
Valle Rojas; el 17 de mayo de 2013 por el perito Fabien Le Bonniec; el 15 de mayo de 2013 por la perito Ruth Vargas Forman , y 
declaración escrita rendida el 26 de mayo de 2013 por el perito Rodolfo Stavenhagen, (expediente de declaraciones de las 
presuntas víctimas, testigos y peritos, folios 288 a 298, 327, 328, 400, 407, 697 y 698).  

97  Cfr. Declaración rendida por la presunt a víctima Víctor Manuel Ancalaf Llaupe ante la Corte Interamericana en la audiencia 
pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 ; declaraciones rendidas ante fedatario público (affidávit ) el 17 de mayo de 
2013 por la presunta víctima José Benicio  Huenchunao Mariñán;  el 24 de mayo de 2013 por el testigo Luis Rodríguez Piñero;  el 17 
de mayo de 2013 por Matías Ancalaf Prado ;  el 14 de mayo de 2013 por la presunta víctima Juan Patricio Marileo Saravia ;  el 14 de 
mayo de 2013 por la presunta víctima Juan Cir iaco Millacheo Licán ;  el 16 de mayo de 2013 por Carlos Pichún ;  el 17 de mayo de 
2013 por Pascual Alejandro Pichún Collonao ;  el 20 de mayo de 2013 por Cla udia Ximena Espinoza Gallardo;  el 14 de mayo por 
Freddy Jonathan Marileo Marileo, y declaraciones escri tas rendidas el 27 de mayo de 2013 por las presuntas víctimas Patricia 
Roxana Troncoso Roblesy Segundo Aniceto Norín Catrimán (expediente de declaraciones de las presuntas víctimas, testigos y 
peritos, folios  35,  183, 196, 204 , 221, 235, 238, 256,  339, 430, 638 y 642).  

98   Cfr. Eduardo Milla Seguel, ñLos mapuche ante la justicia. La criminalizaci·n de la protesta ind²gena en Chileò, Chile, 
Santiago. LOM Ediciones, 2007, pág. 145 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo D5, folio 
3359); Pablo A. Segovia Lacoste, ñSem§ntica de la guerra en el conflicto mapucheò (expediente de anexos al escrito de solicitudes 
y argumentos de la FIDH, anexo 12, folios 443 a 455); Myrna Villegas Díaz, ñEl Mapuche como enemigo en el Derecho (Penal). 
Consideraciones desde la biopol²tica y el derecho penal del enemigoò, Portal Iberoamericano de las Ciencias Penales (expediente de 
anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo C 6, folios 2181, 2182 y 2187); Eduardo Mella Seguel y L e Bonniec, 
ñMovimiento mapuche y justicia chilena en la actualidad: reflexiones acerca de la judicializaci·n de las reivindicaciones mapuche en 
Chileò en Aylwin, José (editor), Derechos Humanos y Pueblos Indígenas: Tendencias Internacionales y Contexto Chi leno, Temuco, 
Instituto de Estudios Indígenas y Universidad de la Frontera, 2004 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argument os de 
CEJIL, anexo C 10, folios 2357 -2361), y Human Rights Watch. ñIndebido Proceso: Los juicios antiterroristas, los tribunales 
militares y los Mapuche en el sur de Chileò, octubre de 2004 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la 
FIDH, anexo 14, folios 528 y 529), art²culo period²stico publicado en el diario ñEl Mercurio, edici·n digitalò el 2 marzo de 2000 
titulado ñConflicto Mapuche Bordea el Terrorismoò; art²culo period²stico publicado en el diario ñEmol.Chileò el 23 de enero de 2001 
titulado ñPiden aplicar la ley antiterrorista en la Aracucan²aò; artículo periodístico publicado en el diario ñEmol.Chileò el 2 de febrero 
de 2001 titulado ñP®rez Walker: Gobierno no se impone ante conflicto mapucheò; art²culo period²stico publicado en el diario ñEl 
Mercurio, edici·n digitalò el 14 diciembre de 2000 titulado ñAtentados de grupos armados: Zald²var, partidario de Ley 
antiterroristaò; art²culo period²stico publicado en ñEl Mercurio, edici·n digitalò el 15 julio de 2002 titulado ñS·lo un mapuche cumple 
presidioò; art²culo period²stico publicado en el el diario ñEl Mercurio, edici·n digitalò el 6 de diciembre de 2002 titulado ñConflicto en 
la IX Regi·n: Ejecutivo pide ley antiterrorista contra mapuchesò; art²culo period²stico publicado en el diario ñEl Mercurio, edici·n 
digitalò el 30 de julio de 2005 titulado ñJuicio a Mapuchesò; artículo periodístico p ublicado en el diario ñEl Mercurio, edici·n digitalò 
el 6 de noviembre de 2004 titulado ñV²ctimas contra fallo absolutorio de Mapuches: ellos quedan como inocentes y nosotros con 
casas quemadasò (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexos 60.3,  60.4  60.5, 60.7, 60.8, 
60.10, 60.19 y 60.21, folios 1968 a 197 3,  1975, 1976, 1977, 1979, 1988, 1990), y artículo periodístico publicado en 
ñpiensaChile.comò el 19 de marzo de 2008 titulado ñJueza y fiscal avalan tortura y montajes en juicio por atentado contra Forestal 
Minincoò (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, ap®ndice 1, folios 2822 a 2824). 

99   Cfr.  UN Doc. E/CN.4/2004/80/Add.3 , 17 de noviembre de 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la 
resolución 2003/56 de la Comisión, Adició n, Misión a Chile  (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 5, folio 
259); UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los pueblos indígenas en Chile : 
seguimiento a las  recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior ,párrs. 7 y 8 (expediente de anexos al Informe de Fon do 
176/10, anexo 12, folio 259),  y UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2,  14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del 
Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el  
terrorismo, Ben Emmerson, Adición, Misión a Chile, párrs. 27 y 49 ( expediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587) . 

100   A este respecto, el libro de autor²a de Eduardo Milla Seguel, presentado por CEJIL, afirma, entre otras cosas, que ña 
través de los medios de comunicación se ha configurado un discurso dominante, basado en prejuicios y en la defensa de la 

propiedad priva da de empresas forestales y agricultores asentados en territorio ancestral mapuche, que tiende a negar ólos 
derechos ind²genasô, influyendo sobre la sociedad nacional, regional, y sobre los procesos judiciales que afectan hoy en d²a a 
comuneros mapucheò. Cfr.  Eduardo Milla Seguel, ñLos mapuche ante la justicia. La criminalizaci·n de la protesta ind²gena en 
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C)  Marco jurídico interno  

94.  En los procesos penales a que estuvieron sujetas las presuntas víctimas  de este caso se 

aplicaron normas de la Constitución Política,  la legisla ción penal (Código Penal y ley  penal  especial  

sobre ter rorismo) y  la legislación procesal penal (Código de Procedimiento Penal de 1906 y Código 

Procesal Penal de 2000 , y Código de Justicia Militar), las cuales se detallan a continuación, previo a 

ser analizadas en lo s correspondientes capítulos sobre el fondo . 

1.  Constitución Política  

95.  La Constitución Política de la República de Chile 101  contiene  en su artículo 9 disposiciones 

relativas a la persecuci·n penal de ñconductas terroristasò y penas accesorias a la privativa de 

libertad . Asimismo, el  artículo 19, N° 7, literal e )  contiene regulaciones relativas a l derecho a  la 

libertad personal y ñla detenci·n o la prisi·n preventivaò.  

Artículo 9º. -El terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia contrario a los derecho s humanos.  

Una ley de quórum calificado determinará las conductas terroristas y su penalidad. Los responsables de estos 
delitos quedarán inhabilitados por el plazo de quince años para ejercer funciones o cargos públicos, sean o no 
de elección popular, o de  rector o director de establecimiento de educación, o para ejercer en ellos funciones 
de enseñanza; para explotar un medio de comunicación social o ser director o administrador del mismo, o 
para desempeñar en él funciones relacionadas con la emisión o difu sión de opiniones o informaciones; ni 
podrán ser dirigentes de organizaciones políticas o relacionadas con la educación o de carácter vecinal, 
profesional, empresarial, sindical, estudiantil o gremial en general, durante dicho plazo. Lo anterior se 
entiend e sin perjuicio de otras inhabilidades o de las que por mayor tiempo establezca la ley.  

Los delitos a que se refiere el inciso anterior serán considerados siempre comunes y no políticos para todos 
los efectos legales y no procederá respecto de ellos el in dulto particular, salvo para conmutar la pena de 
muerte por la de presidio perpetuo.  

El a rtículo 19, N° 7, literal es e)  y f) dispone  lo siguiente:  

Artículo 19. ï La Constitución asegura a todas las personas:  

[é]  

N° 7. ï El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.  

En consecuencia:  

[é] 

e)  La libertad provisional procederá a menos que la detención o la prisión preventiva sea 
considerada por el juez como necesaria  para las investigaciones del sumario o para la seguridad del ofendido o 

de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.  

                                                                                                                                        

Chileò, Chile, Santiago. LOM Ediciones, 2007, pág. 145 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, 
anexo D5, folio 3325).  En similar sentido, el escrito presentado en calidad de amicus  curiae  por  la señora Claudia Gutiérrez 
Olivares, Profesora de Ética y Filosofía Política de la Universidad de Chile, al referirse, inter alia , a ñla miradaò y ñel discursoò 
de los medidas masiv os de comunicaci·n hacia el pueblo mapuche sostuvo que ñlo m§s frecuente [é] es que los medios de 
comunicaci·n instal[e]n un lenguaje discriminatorio y excluyente del pueblo mapucheò, al ser presentados como ñgrupos 
reducidos que obstaculizan el desarrollo ò en raz·n de su ñmovilizaci·n socialò fundada en ñla oposici·n a proyectos 
productivos y energ®ticos que pretenden desarrollarse en territorios ind²genas o aleda¶osò. En ese sentido, sostuvo que ñ[l]a 
cobertura periodística del tema mapuche se realiza may oritariamente bajo el enfoque del conflicto mapuche ò, abordando las 
noticias sobre dicha situaci·n ñclaramente a favor de uno de los actoresò, siendo estos los ñempresariosò o ñdue¶os de 
empresas forestales [o de] fundosò. Al respecto, hizo referencia al artículo de la señora Fresia Andrea Amolef Gallardo 
titulado ñLa alteridad en el discurso medi§tico: Los Mapuches y la prensa Chilenaò, indicando que en el mismo la autora 
sintetiza el trato dado a los mapuche en un diario de importante circulación en Chile , que utiliza ñconceptos y expresionesò 
basados ñcasi exclusivamenteò en ñcaracter²sticas negativas, peyorativas y discriminadorasò, as² como una descripci·n de 
ñlas consecuencias negaticasò de ñlas acciones que realizanò los mapuche. Afirm· que la referida autora muestra que ña 
través de la prensa, se genera un clima hostil a la demanda social del pueblo mapuche, contribuyendo a su deslegitimación, 
as² como a la generaci·n de desconfianza y temor en la poblaci·nò (expediente de fondo, tomo IV, folios 1854 a 1864).  

101   Cfr.  Constituci·n Pol²tica de Chile de 8 de agosto de 1980 y sus reformas. El Estado indic· que la versi·n de la ñConstituci·n 
Política de Chile vigente al momento de los hechos por los cuales fueron procesadas las presuntas víctimas del presente cas oò se 

encu entra disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=7129&idVersion=2001 -08 -25 .  

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=7129&idVersion=2001-08-25
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La resolución que otorgue la libertad provisional a los procesados por los delitos a que se refiere el  artículo 9º, 
deberá siempre elevarse en consulta. Esta y la apelación de la resolución que se pronuncie sobre la 
excarcelación serán conocidas por el Tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por 
miembros titulares. La resolución que apru ebe u otorgue la libertad requerirá ser acordada por unanimidad. 

Mientras dure la libertad provisional el reo quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la 
autoridad que la ley contemple.  

f)  [é] La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el 
juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La Ley 
establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.  

2.  Legislación penal  

a) Código Penal  

96.  El Código Penal de Chile  (que data de 1874 y ha tenido varias modificaciones)  es pertinente 

en la medida  en que la Ley A ntiterrorista hace refe rencia a varios tipos penales  previstos en él, así 

como a las penas correspondientes 102 . 

97.  Entr e las penas que prevé en su  artículo  21 figuran las de ñ[i] nhabilitación absoluta perpetua 

para cargos y oficios públicos, derechos polí ticos y profesiones titularesò y la de ñ[i] nhabilitación 

absoluta temporal para cargos y oficios p¼blicos y profesiones titularesò. 

b) Ley Antiterr orista  

98.  En 1984 fue promulgada la Ley 18.314 (Ley Antiterrorista) que ñ[d]etermina conductas 

terroristas y fija su penalidadò103 . Esta ley ha sido modificada en 1991, 2002, 2003, 2005, 2010 y 

2011 104 . La modificación efectuada en el 2010 eliminó la parte del te xto del artículo 1 que establecía una 

                                           

102   Cfr.  Código Penal de Chile de 12 de noviembre de 1874 y sus reformas. El Estado indicó que el ñC·digo Penal vigente al 
momento de los hechos por los cuales fueron procesadas las presuntas v²ctimas del presente casoò se encuentra disponible en: 
http://www.leychile. cl/Navegar?idNorma=1984&idVersion=2001 -06 -05  

103   Cfr.  Ley NÁ 18.314 que ñdetermina conductas terroristas y fija su penalidadò, publicada en el Diario Oficial de 17 de mayo 
de 1984 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 1, folios 5 a 11, exp ediente de anexos al escrito de solicitudes 
y argumentos de CEJIL, anexo B 1.1, folios 1740 a 1746, expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FID H, 
anexo 27, folios 817 a 823, y anexos al escrito de contestación del Estado, anexo 3,  folios 84 a 87). Esta ley también se encuentra 
disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29731&tipoVersion=0  

104   La Ley N° 18.314 fue modificada mediante las siguientes leyes:  

i)  Ley N° 19.027  de 24 de enero 1991 que ñ[m]odifica la Ley NÁ18.314, que determina conductas terroristas y su penalidadò 
(expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 29, folios 825 a 827).  

ii)  Ley N° 19.806  de 31 de mayo de 2002 sobre ñ[n]ormas adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penalò, 
la cual introduce regulación sobre el secreto de la identidad de testigos  (expediente de anexos al escrit o de solicitudes y 
argumentos de CEJIL, anexo B.2, folios 1776 a 1829 y expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la 
FIDH, anexo 30, folios 828 a 881);  

iii)  Ley N° 19.906  de 13 de noviembre de 2003 que ñ[m]odifica la Ley NÁ18.314, sobre conductas terroristas, en orden a 
sancionar más eficazmente la financiación del Terrorismo, en conformidad con lo dispuesto por el Convenio Internacional 
para la Represi·n de la Financiaci·n del Terrorismoò (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, 
anexo 31, folio 882);  

iv)  Ley N° 20.074  de 14 de noviembre de 2005 que ñ[m]odifica los C·digos Procesal Penal y Penalò (expediente de anexos al 
escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, ane xo B.1.2, folios 1747 a 1758);  

v)  Ley N° 20.467  de 8 de octubre de 2010 que ññ[m]odifica disposiciones de la Ley NÁ18.314, que determina conductas 
terroristas y su penalidadò. Esta ley, inter alia , eliminó la presunción de la finalidad terrorista por el uso de de ter minados 
med ios y estableció expresamente ñla exlusi·n de los menores de edad de la aplicaci·n de la Ley Antiterroristaò al disponer 
que ñ[s]i las conductas o leyes fueren ejecutadas por menores de dieciocho a¶os, por el principio de especialidad se aplicar§n 
siempre el pro cedimiento y las rebajas de penas contempladas en la Ley N° 20.084, que establece un sistema de 
responsabilidad penal adolescente ò (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 2, folios 12 a 15, expediente 

de anexos al escrito de solicitudes y argumentos d e CEJIL, anexo B.1.3, folios 1759 a 1774, expediente de anexos al escrito 
de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 32, folios 883 a 1309 y expediente de anexos al escrito de contestación del 
Estad o, anexo 4, folios 84 a 87), y  

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1984&idVersion=2001-06-05
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29731&tipoVersion=0
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presunci·n de ñla finalidad de producir [é] temor en la poblaci·n en generalò. En la época de los hechos 

por los cuales fueron juzgadas las presuntas víctimas de este caso, y en lo tocante a la materia 

penal, los artíc ulos de dicha ley aplicados en el presente caso disponían lo siguiente :  

Artículo 1°. ï Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando en ellos concurriere 
alguna de las circunstancias siguientes:  

1ª Que el delito se cometa con la  finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor 
justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios 
empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o 
grupo determinado de personas.  

Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, 
por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de g ran poder 
destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o 
mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.  

2ª Que el delito sea cometido para arrancar resol uciones de la autoridad o imponerle exigencias.  

Artículo 2°. ï Constituirán delitos terroristas, cuando reunieren algunas de las características señaladas en el 

artículo anterior:  

1. -  Los de homicidio sancionados en los artículos 390 y 391; los de lesiones  penados en los artículos 395, 
396, 397 y 399; los de secuestro, sea en forma de encierro o detención, sea de retención de una persona en 
calidad de rehén, y de sustracción de menores, castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de efectos 
explosiv os del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, reprimidos en los artículos 474, 475, 476 y 480; 
las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316; el de descarrilamiento, 
contemplado en los artículos 323, 324, 325 y 326, tod os del Código Penal.  

2. -  Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público 
en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o 
tripulantes . 

3. -  El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, 
judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos.  

                                                                                                                                        

vi)  Ley N° 20.519  de 21 de junio de 2011 que ñ[m] odifica disposiciones de la Ley NÁ18.314 y otro cuerpo legal, excluyendo de 
su aplicaci·n a conductas ejecutadas por menores de edadò. De acuerdo con lo se¶alado por el Estado en su escrito de 
contestaci·n, ñcon el objeto de evitar ciertas interpretaciones de la norma [relativa a la exclusión de los mejores de edad de 
la aplicación  de la Ley Antiterrorista incluida  en la Ley N° 20.467,] que no necesariamente se condecía n con el espíritu de la 
mismaò, debi· emitir una esta nueva ley la cual concreta dicha exclusi·n y adecua la Ley Antiterrorista a ñlos principios del 
derecho penal especial de adolescentesò (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo 
B.1.11, folio 1775, expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 33, folio 1310 y 
expediente de anexos al escrito de contestación del Estado, anexo 5, folios 88 a 112).  

Las referidas leyes también se encuentran disponibles en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29731&tipoVersion=0  

En relación con las modificaciones de la Ley Antiterrorista ver también: declaraciones  rendida s ante fedatario público 
(affidávit ) el 21 de mayo de 2013 por el perito Manuel Cancio Meliá , y el 27 de mayo de 2013 por el perito Federico Andreu -
Guzmán  (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folios 115 a 166 y 601 a 624) . 

Las huelgas de hambre llevadas a cabo entre 2002 y 2007 por los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual 
Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia y José Benicio Huenchunao Mariñán , y 
por la señora P atricia Roxana Troncoso Robles por diversos motivos relacionados con su detención y procesamiento y con la 
utilización de la Ley Antiterrorista incidieron para que se presentara un proyecto de modificación de dicha ley, concretado e n 
octubre de 2010 median te la promulgaci·n de la Ley Nę 20.467, que elimin· la presunci·n de la finalidad terrorista por el uso de 
determinados medios. Cfr . Oficio 09.01.03.55/02 de 7 de agosto de 2002 suscrito por el Alcalde  del Centro de Detención 
Preventiva de Traiguén dirigid o al Jefe de Departamento de Seguridad de Genchi, Santiago;  Oficio 09.01.01 -223/02 de 16 de 
febrero de 2002 suscrito por el Alcalde  del Centro de Detención Preventiva de Ango l dirigido al Magistrado del Juzgado de Garantía 
de la Ciudad de Traiguén; Oficio 09.01.03.23/02 de 20 de marzo de 2002 suscrito por el Alcalde  del Centro de Detención 
Preventiva de Traiguén dirigido al Jefe de Departamento de Seguridad de Genchi, Santiago; Oficio 08 de 13 de octubre de 2003 
suscrito por el Alcalde  del Centro de Cumplim iento Penitenciario de Victoria (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
apéndice 1, folios 4391, 4438, 4541, 9196); declaraciones rendidas ante fedatario público (affidávit)  el 14 de mayo de 2013 por la 
presunta víctima Juan Patricio Marileo Sara via,  y el 24 de mayo de 2013 por el testigo  Luis Rodríguez -Piñero Royo; declaración 

escrita rendida el 27 de mayo de 2013 por la presunta víctima P atricia Roxana Troncoso Robles (expediente de declaraciones de 
presuntas víctimas, testigos y peri tos, folios  191, 342 650 a 652), y  declaración rendida por la presunta víctima Florencio Jaime 
Marileo Saravia ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 . 

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29731&tipoVersion=0
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4. -  Colocar, lanzar o disparar b ombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o 
puedan afectar la integridad física de personas o causar daño.  

5. -  La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse de terroristas 
conforme a los números anteriores y al artículo 1°.  

Artículo 3°. - Los delitos señalados en los números 1. - y 3. - del artículo 2° serán sancionados con las penas previstas para 
ellos en el Código Penal, o en la ley N° 12.927, en sus respectivos casos, aumen tadas en uno, dos o tres grados.  
Los delitos contemplados en el número 2. - del artículo 2° serán sancionados con presidio mayor en cualquiera de sus 
grados. Si a consecuencia de tales delitos resultare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulant es o pasajeros 
de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, el delito será considerado como de estragos y 
se penará conforme a los artículos 474 y 475 del Código Penal, en sus respectivos casos, y al inciso primero de este 
artícul o. 
Los delitos señalados en el número 4. - del artículo 2° serán penados con presidio mayor en cualquiera de sus grados.  
El delito de asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penado conforme a los artículos 293 y 294 del 
Código Penal, y  las penas allí previstas se aumentarán en dos grados, en los casos del artículo 293 y en un grado en los 
del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código.  

Artículo 3° bis. - Para efectuar el aumento de penas con templado en el artículo precedente, el tribunal determinará 
primeramente la pena que hubiere correspondido a los responsables, con las circunstancias del caso, como si no se 
hubiere tratado de delitos terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda.  
Dentro de los límites de las penas imponibles, además de las reglas generales del Código Penal, el tribunal tomará 
especialmente en consideración, para la determinación final de la pena, la forma innecesariamente cruel de su ejecución y 
la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos semejantes por parte del reo, atendidos los antecedentes 
y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso sobre las circunstancias y móviles del delito.  

[é] 

Artículo 5°. - Sin perjuicio  de las penas accesorias que correspondan de acuerdo con las normas generales, a los 
condenados por alguno de los delitos contemplados en el artículo 1° y 2° les afectarán las inhabilidades a que se refiere el 
artículo 9° de la Constitución Política del Es tado.  
[é] 

Art ículo 7°.  ï La tentativa de comisión de un delito terrorista de los contemplados en esta ley será sancionada con la pena 
mínima señalada por la ley para el delito consumado. Si esta última constare de un solo grado, se aplicará lo dispuesto en 
el artículo 67 del Có digo Penal y se impondrá a la tentativa el mínimo de ella.  
La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los mencionados delitos, será castigada como tentativa del mismo.  
La conspiración respecto de los mismos delitos se castigará con la pena correspon diente al delito consumado, rebajada en 
uno o dos grados.  

99.  Además, e l artículo 10 establecía que las investigaciones por hechos calificados como 

terroristas ñse iniciarán de oficio por los Tribunales de Justicia o por denuncia o querella, de 

acuerdo con las  normas generales [o] podrán iniciarse por requerimiento o denuncia del Ministro 

del Interior, de los Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes 

de Guarnici·nò. Esa norma hac²a aplicable ciertas disposiciones de la Ley 12.927 ñSobre Seguridad 

del  Estadoò que, a su vez, remit²a a normas de trámite del Código de Justicia Militar 105 .  

100.  Las presuntas víctimas de este caso fueron condenadas como autores de delitos de carácter 

terrorista en aplicación de la Ley 18.314 vigente al momento de los hecho s por los que fueron 

procesados  ( infra  párrs. 116, 118, 126, 128, 147, 150 y 151) . 

3.  Legislación procesal penal  

101.  Chile modernizó su legislación procesal penal en el año 2000 . En efecto, el 29 de septiembre 

del año 2000 el Congreso promulgó la Ley N° 19.696, que estableció el Código Procesal Penal en 

remplazo del Código de Procedimiento Penal de 1906 106 .  

                                           

105   Cfr. Decreto 890 mediante el cual se ñfija texto actualizado y refundido de la Ley 12.927, sobre seguridad del Estadoò de 26 
de agosto de 1975 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo B.4., folio 1845 a 1857).  

106   Cfr.  Ley NÁ 19.696 que ñ[e]stablece el C·digo Procesal Penalò, publicada en el Diario Oficial el 12 de octubre de 2000 
(expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folio 1067) , disponible en:  

http://www.leychile.cl/N avegar?idNorma=176595&buscar=19696 , y  Ley NÁ 1853 ñC·digo de Procedimiento Penalò, publicada el 
19 de febrero de 1906 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo B.5., folios 185 8 a 2006),  
disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=22960&buscar=ley+1853  

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=176595&buscar=19696
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=22960&buscar=ley+1853
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102.  El nuevo Código implicó, de acuerdo a la prueba que obra en el expediente, el paso de un 

sistema procesal penal de tendencia inquisi tiva a uno de corte acusatorio 107 . Dicho sistema se 

caracteriza por la centralidad del juicio oral y público ante tribunales de juicio oral en lo penal 108 . Los 

principios de oralidad y publicidad están regulados, respectivamente, en los artículos 291 y 289 de 

dicho Código. Asimismo, la actividad probatoria está regida por el principio de inmediación, lo que 

implica que, por regla general, la misma tiene que ser practicada en la audiencia del juicio oral, salvo 

las excepciones previstas por ley.  

103.  El nuevo Código fue entrando gradualmente en vigencia en las distintas regiones  de Chile . En 

su artículo 484 estableció las fechas a partir de las cuales entraría en vigencia para cada una de las 

regiones. El proceso penal seguido contra el señor Víctor Ancalaf Llaupe se tramitó en aplicación del 

Código de Procedimiento Penal de 1906  (Ley N° 1853) , porque los hechos por los que se le juzgó 

ocurrieron en la Región del Bío Bío en una fecha anterior a la entrada en vigencia del nuevo Código 

Procesal Penal en esa región. En ca mbio, los procesos penales seguidos contra las otras siete 

presuntas víctimas de este caso se rigieron por el Código Procesal Penal de 2000  (Ley N° 19.696 ) , 

porque  los hechos por los cuales fueron juzgadas ocurrieron en la Región de la Araucanía con 

poster ioridad a la entrada en vigencia del referido código en esa región.  

104.  El Código de Procedimiento Penal de 1906 109  establecía en su artículo 78 el secreto de las 

actuaciones del sumario  y en su artículo 189 contenía disposiciones sobre la reserva de  identidad  de 

testigos ñrespecto de tercerosò y ñmedidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigoò 

( infra  párr. 235 ) . El Código Procesal Penal de 2000 dispone en su artículo 182 el secreto de las 

actuaciones de la investigación para los terceros ajenos al procedimiento  y la posibilidad de disponer 

el secreto de ñdeterminadas actuaciones, registros o documentos [é] respecto del imputado o de los 

dem§s intervinientesò. Asimismo, en los artículos 307 y 308 se regulan, respectivamente, las 

facultades del ñtribunalò de decretar la ñprohibici·nò de ñdivulgarò la ñidentidadò del testigo y de 

ñdisponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigoò que lo solicitare ( infra  

párr . 232.a ) . La Ley N° 18.314  vigente al momento de los hechos del presente caso regula ba en el 

art²culo 15 las facultades del Ministerio P¼blico de disponer ñmedidas especiales de protecci·n [é 

p]ara proteger la identidad de los que intervengan en el procedimientoò, las cuales pueden ser 

revisadas por el juez de gara ntía a solicitud de los intervinientes en el proceso, en el artículo 16 la 

facultad del tribunal de ñdecretar la prohibici·n de revelar [é] la identidad de testigos o peritos 

protegidosò (infra  párr . 232.b ).   

105.  En lo que respecta al recurso contra la sentenc ia penal condenatoria, el Código Procesal Penal 

de 2000 establece en el Título IV el ñrecurso de nulidadò ñpara invalidar el juicio oral y la sentencia 

definitiva, o solamente ®sta, por las causales expresamente se¶aladasò en la misma (infra  párrs. 

271 -273 ).  

 

                                           

107   Cfr.  Declaración rendida por el perito Claudio Fuentes Maureira ante la Corte Interamericana en la audiencia pública 
celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 , y declaración rendida el 17 de mayo de 2013 por el perito Claudio Alejandro Fierro 
Morales ante fedatario público ( affidávit ) (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos , folio 3). En el 
mismo sentido:  Caso Palamara Iribarne Vs. Chile . Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C 
No. 135, párr. 122.  

108   Se trata de tribunales colegiados con salas de decisión de tres magistrados. Cfr.  Sentencia s emitidas el 27 de septiembre 
de 2003, el 14 de abril de 2003, y el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al 
Informe de Fondo 176/10, anexos 15, 16 y 18, folios 508 a 554, 555 a 574 y, 607 a 687), y declaración rendida por el perito 

Claudio F uentes Maureira ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 . 

109   Código de Procedimiento Penal promulgado el 13 de febr ero de 1906 (expediente de anexos al escrito de solicitudes, 
argumentos y prueba de CE JIL, anexo B5, folios 1858 a 2006).  
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D)  Los procesos penales seguidos contra las presuntas víctimas  

1.  El proceso penal contra los Lonkos Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual 

Huentequeo Pichún Paillalao, y contra la señora Patricia Roxana Troncoso Robles  

Imputación  

106.  Los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao , Lonkos 

de las comunidades ñLorenzo Nor²nò de Didaico y ñAntonio ¤irripilò de Telememu, respectivamente, y 

a la señora Troncoso Robles fueron sometidos a proceso  penal  en el que se imputó ser aut ores de los 

siguientes delitos 110 :  

a)  el delito de ñincendio terrorista ò por el incendio ocurrido el 12 de diciembre de 2001 en 

la casa del administrador del fundo Nancahue ;  

b)  el delito de ñamenazas de incendio terrorista ò de quemar el predio Nancahue  ocurrid as 

ñdurante el a¶o 2001ò en perjuicio de los propietarios y los  administrador es de ese 

predio ;  

c)  el delito de ñincendio terrorista ò por el incendio ocurrido el 16 de diciembre de 2001 en 

el predio forestal San Gregorio;  

d)  el delito de ñamenazas de incendio terrori staò de quemar el predio San Gregorio  

ocurridas ñdurante el a¶o 2001ò en perjuicio de ñlos propietarios y administradoresò de 

ese predio.  

 

Investigación, secreto y reserva de identidad  

107.  Se realizó una investigación en la cual el Ministerio Público decretó e l secreto de algunas 

actuaciones de conformidad con e l artículo 182 del Código Procesal Penal y se decretaron medidas 

para la reserva de identidad de testigos de conformidad con  los artículos 15 y 16 de la Ley N° 

18.314. La referida investigación fue cerra da el 24 de agosto de 2002 111 .  

Prisión preventiva y detención anterior  

108.  El señor Norín Catrimán estuvo detenido desde el 3 de enero de 2002 y fue sometido a prisión 

pr eventiva del 11 de enero de ese año al 9 de abril de 2003. E l señor Pichún Paillalao estuvo 

detenido del 21 al 24 de diciembre de 2001 y fue sometido a prisión preventiva del 4 de marzo  de 

2002 al 9 de abril de 2003 . La señora Patricia Troncoso Robles estuvo detenida preventivamente 

entre el 13 de septiembre de 2002 y el 21 de febrero de 2 003 112 .  

                                           

110   Cfr.  Acusación formulada por el Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Traiguén en contra de Pascual Huentequeo Pichún Paillalao 
y Segundo Aniceto Norín Catrimán; acusación formulada por el Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Traiguén en contra de Patric ia 
Roxana Troncoso Robles (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 357 a 424); Sentencia s 
emitida s el 14 de abril de 2003  y el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de 
anexos al Inf orme de Fondo 176/10, anexo s 15 y 16, folios 509 a 511  y 556 a 558).  

111   Cfr. Resoluciones emitidas el 15 de febrero, 29 de agosto y 3 de septiembre de 2002 por el Juez de Garantía de Traiguén 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, fo lios 4427 a 4434, 4408 a 4414 y 4424), y Oficio de 24 de 
agosto de 2002 emitido por el Fiscal Jefe de Traiguén, en relación con el cierre de la investigación Ruc 0100083503 -6 (expediente 
de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folio 4406 y 4407).  

112   Cfr. Certificación emitida el 17 de abril de 2008 por el Juzgado de Garantía de Traiguén en relación con el período de prisión 
preventiva de Patricia Roxana Troncoso Robles; Resolución emitida el 4 de marzo de 2002 por el Juzgado de Garantía de Traigué n 
que ñdecreta la prisi·n preventivaò de Pascual Huentequeo Pich¼n Paillalao; Orden de aprehensi·n en contra de Pascual 
Huentequeo Pichún Paillalao de 21 de diciembre de 2001 suscrita por la Policía de Investigaciones de Chile dirigida al Juzgad o de 
Garant ía de Traiguén; Resolución emitida el 21 de diciembre de 2001 por el Juzgado de Garantía de Traiguén en relación con la 
detención de Pascual Huentequeo Pichún Paillalao; Resolución emitida el 24 de diciembre de 2001 por el Juzgado de Garantía de  
Traiguén q ue ordena la libertad de Pascual Huentequeo Pichún Paillalao por no existir formalización alguna en su contra; Orden de 
aprehensión en contra de Segundo Aniceto Norín Catrimán de 3 de enero de 2003 suscrita por la Policía de Investigaciones de 

Chile dirigi da al Juzgado de Garantía de Traiguén; Resolución emitida el 3 de enero de 2002 por el Juzgado de Garantía de 
Traiguén en relación con la detención de Segundo Aniceto Norín Catrimán; Resolución emitida el 11 de enero de 2002 por el 
Juzgado de Garantía de T raigu®n que ñmantiene la prisi·n preventivaò del se¶or Segundo Aniceto Norín Catrimán  (expediente de 
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Acusaci ones  

109.  El Min isterio Público formuló acusaciones 113  contra Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual  

Huentequeo  Pichún Paillal ao y Patricia  Roxana  Troncoso Robles, solicitando la aplicación de las 

siguientes penas: con respecto a l señor  Norín Catrim án, diez años y un día  de presidio mayor en su 

grado medio , con penas accesorias  legales y costas , por el delito de incendio terrorista del Fundo San 

Gregorio, más  la pena de cinco años y un día  de presidio mayor en su grado mínimo , con penas 

accesorias  legales y costas , por el delito de amenaza de atentado terrorista en perjuicio de los 

propietarios y administradores del Fundo San Gregorio . Con respecto a l señor  Pichún  Paillalao , solicitó 

la pena de diez años y un día  de presidio mayor en su grado medio , con penas accesorias  legales y 

costas , por el delito de incendio terrorista de la casa habitación del administrador del Fundo 

Nancahue, más  la pena de cinco años y un día  de presidio mayor en su grado mínimo,  con penas 

accesorias  legales y costas  por el de lito de amenaza de atentado terrorista en perjuicio de los 

propietarios y el administrador del Fundo Nancahue, y respecto de la señora  Troncoso  Robles , solicitó 

las mismas penas para los mismos delitos que para los otros dos procesados, menos para el delit o de 

amenazas de atentado terrorista contra los propietarios y administradores del Fundo San Gregorio(y 

la correspondiente pena).   

Juicio oral  

110.  El juicio oral se inició  el 31 de marzo  de 2003 y continuó  los días 2 al 9 de abril. Intervinieron 

como acusadore s el Ministerio Público, las querellantes Intendencia Regional Novena Región  (de la 

Araucanía) , y Gobernación Provincial Malleco, y el querellante Juan Agustín Figueroa  Elgueta , 

administrador  del Fundo Nancahue 114 . Los defensores de los imputados expresaron que la acusación 

carecía de fundamentos fácticos y que no era precisa en cuanto a los hechos que se atribuían a cada 

uno de los acusados, ni era claro cuál era el título de participación de aquellos en los hechos. 

Igualmente argumentaron que los hechos no cumplían con los requerimientos jurídicos necesarios 

para ser calificados como delitos terroristas con arreglo a la Ley  N° 18.314.  

111.  Durante el proceso se practicó y refrendó la pr ueba ofrecida por la acusación . La defensa de 

los acusados se abstuvo de ofrecer prueba en el proceso 115 .  

a) Sentencia absolutoria emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de 

Juicio Oral  en lo Penal de Angol 116  

112.  El 14 de abril de 2003 el Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Angol 117  emitió sentencia 

absolutoria respecto de los tres imputados en relación con todos los extremos de la acusación. El 

                                                                                                                                        

anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4853, 4469 a 4481, 5037, 5038, 5040 a 5044, 5047 a 5053, 5071, 5072, 
5075 a 5080, 5105 a 5127), y Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folio 553).  

113   Cfr. Acusación formulada por el Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Traiguén en contra de Pascual Huentequeo Pichún Paillalao 
y Segundo Aniceto Norín Catrimán; acusación formulada por el Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Traiguén en contra de Patric ia 
Roxana Troncoso Robles (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 357 a 424),y Sentencia 
emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 16,  folios 558 y 559).  

114   Cfr. Sentencia de 14 de abril de 2003 emitida por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol , considerando tercero  
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, Apéndice 1, folios 262 a 26 5).  

115   Cfr.  Resumen del registro de los audios de la audiencia de juicio oral celebrada entre el 31 de marzo y el 8 de abril de 2001 
ante el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, foli os 425 
a 444), y Sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, considerando séptimo 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 16, folio 566).  

116   Angol es una ciudad y comuna de Chile, capital de la Provi ncia de Malleco en la Región de la Araucanía.  

117   Cfr.  Sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de  Angol, considerando décimo y 
décimo  primero y resolutivo primero (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 16, folios 569, 571 y 574).  
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tribunal afirmó que de la prueba podía concluir que habían ocurrido los hechos delictivos y que tenían 

una finalidad terrorista, indicando, entre otras cosas , que:  

[é] las acciones que originaron esos ilícitos evidencian que la forma, métodos y estrategias empleadas, 
ten²an una finalidad dolosa de causar un estado de temor generalizado en la zona [é] se trata de un grave 
conflicto entre parte  de la etnia mapuche  y el resto de la población [y que es tos ilícitos ] están insertos en un 
proceso de recuperaci·n de tierras del pueblo mapuche [é] que se ha llevado a efecto por v²as de hecho, 
sin respetar la institucionalidad y la legalidad vigente, re curriendo a acciones de fuerza previamente 
planificadas, concertadas y preparadas por grupos radicalizados que buscan crear un clima de inseguridad, 
inestabilidad y temor en diversos sectores de la octava y novena regiones.  

113.  Seguidamente,  el tribunal analiz ó la eventual  participación de los señores Pichún Paillala o y  

Norín Catrimán y  de la señora Troncoso Robles en los hechos y concluy ó que la prueba ñno re un [ ía]  

los estándares probatorios necesarios en grados de calidad, certeza y suficiencia, para afectar la 

presunción constitucional y legal de inocencia que ampara a los acusados, circunstancia que permite 

a estos sentenciadores llegar perentoriamente a la convi cción de que no fue probada  la participación 

como autores materiales de los referidos Pichún, Troncoso y Norín, en los delitos que les fueron 

imputados, seg¼n [é] las acusaciones de que fueron objetoò.  

b) El recurso de nulidad ante la Corte Suprema de Jus ticia  

114.  Los días 23 y  24 de ab ril de 2003, respectivamente, los querellantes y el Fiscal Adjunto del 

Ministerio P úblico de la ciudad de Traiguén  interpusieron recursos de nulidad contra la sentencia 

absolutoria del  Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Ang ol  (supra  párrs. 112  y 113 ) . Se alegó, entre 

otras cosas , la falta de ponderación de la prueba para acreditar la participación de los encausados en 

los hechos y la existencia de contradicciones e inconsistencias en la sentencia recurrida. Asimismo, 

se aleg · que ñla sentencia definitiva desestim· o concluy· que la declaraci·n del testigo con 

identidad reservada N°  1 era de ónula fiabilidadô, sin expresar la o las razones para arribar a dicha 

conclusi·nò. En los tres recursos se solicit· que la Corte Suprema invalidara el juicio oral y  la 

sentencia absolutoria y ordenara la celebración de un nuevo juicio oral. Mediante resolución de 3 de 

junio de 2003 se declararon admisibles los referidos  recurso s para su estudio y la vista de estos se 

llevó a cabo una audien cia pública los días 11 y 12 de ese mes y año 118 . 

115.  El 2 de julio de 2003 la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia emitió sentencia, en la 

cual, por mayoría, acog ió los recursos de nulidad deducidos por la causal absoluta del artículo 374, 

literal e) de l Código Procesal Penal, decretó la nulidad de la sentencia de 14 de abril de 2003 ( supra  

párrs. 112 y 113 )  y estableció la procedencia de un nuevo juicio. La Sala consideró que la decisión 

del  Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Angol no cumpl²a ñni remotamenteò con los requisitos de 

fundamentación y análisis probatorio exigibles a los jueces de acuerdo a los artículos 297 y 36 del 

Código Procesal Penal, y que trata superficialmente algunos aspectos probatorios pertinente s119
. 

c) Sentencia parcialmente condenatoria emitida el 27 de septiembre de 

2003 por el Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Angol  

116.  El Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Angol conoció, en nuevo juicio, la causa seguida 

contra los señores Norín Catrimán y  Pichú n Paillala o y  la señora Troncoso. El t ribunal  estuvo 

conformado por tres magistrados distintos a los que emitieron la sentencia absolutoria de 14 de abril 

                                           

118   Cfr. Recurso de nulidad interpuesto el 23 de abril de 2003 por el querellante Juan Agustín Figueroa Elgueta contra la 
sentencia absolutoria emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de An gol; Recurso de nulidad 
interpuesto el 24 de abril de 2003 por la Intendencia Regional de la IX Región de la Araucanía y la Gobernación provincial de  
Malleco contra la sentencia absolutoria emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en l o Penal de Angol; Recurso 
de nulidad interpuesto el 24 de abril de 2003 por el Fiscal Adjunto del Ministerio Público de la ciudad de Traiguén contra la  
sentencia absolutoria emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol  (expediente de prueba para 
mejor resolver presentada por el Estado, folios 445 a 515), y Sentencia emitida el 2 de julio de 2003 por la Sala Segunda de la 

Corte Suprema de Justicia (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 17, folios 575 a 6 06).  

119   Cfr. Sentencia emitida el 2 de julio de 2003 por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (expediente de anexos al 
Informe de Fondo 176/10, anexo 17, folios 575 a 606).  
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de 2003 ( supra  párrs. 112 y 113 ).  El 27 de septiembre de 2003 emitió sentencia 120 . En lo que se 

refiere  a la señora Patricia Troncoso, declaró que no se desvirtuó su presunción de inocencia , que ñno 

concurr[ió] ningun antecedente directo que la vincule con una posible autoría en los delitos por los 

cuales fue acusadaò y, en consecuencia, la absolvió de los delitos que le fueron imputados. El t ribunal  

arribó a la misma conclusión en cuanto a la alegada responsabilidad penal de los señores Pichún 

Paillala o y  Norín Catrimán por los  delito s de ñincendio terrorista ò, pero los conden· como autores ñdel 

delito de a menazas [de incendio] terroristaò aplicando la presunción legal de intención de infundir 

temor 121 . Al señor Pichún Paillalao lo conden· ñcomo autor del delito de amenazas terrorista en 

perjuicio del administrador y due¶os del Fundo Nancahueò, y al señor Norín Catrimán lo condenó 

como ñcomo autor del delito de amenazas terrorista en perjuicio de los propietarios del predio San 

Gregorioò, ñambos hechos ocurridos durante el a¶o 2001 en adelante en la Comuna de Traigu®nò. 

117.  A cada uno de ellos le im puso las siguientes penas:  

a)  cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo 122 ,  

b)  las penas accesorias de ñinhabilitaci·n absoluta perpetua para cargos y oficios p¼blicos 

y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares m ientras 

dure la condenaò; 

c)  las penas accesorias de ñinhabilita[ci·n] por el plazo de quince años para ejercer 

funciones o cargos públicos, sean o no de elección popular, o de rector o director de 

establecimiento de educación, o para ejercer en ellos funcion es de enseñanza; para 

explotar un medio de comunicación social o ser director o administrador del mismo, o 

para desempeñar en él funciones relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o 

informaciones; ni podrán ser dirigentes de organizaciones polít icas o relacionadas con 

la educación o de carácter vecinal, profesional, empresarial, sindical, estudiantil o 

gremial en general, durante dicho plazoò123 , y  

d)  asimismo, les impuso el pago de las costas del juicio y desestimó la demanda civil 

interpuesta por e l querellante  Juan Agustín Figueroa Elgueta 124 .  

118.  Los recursos de nulidad interpuestos contra dicha sentencia fueron desestimados por la Sala 

Segunda de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 15 de diciembre de 2003 ( infra  párrs. 276 

                                           

120   Cfr.  Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de 
anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 508 a 554).  

121   En el considerando dé cimo  tercero, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal d e Angol indicó  que  ñ[s]ustenta lo anterior la 
presunción legal contemplada en el inciso segundo de la disposición 1ª del artículo 1º de la [L]ey 18.314, actualmente modifi cada 
por los nuevos principios de valoración de la prueba señalados en los artículos 295 y siguientes del Código Procesal Penal. En 
efecto, actualmente y de acuerdo al principio de la lógica el temor justificado de la [p]oblación o de una parte de ella de s er víctima 
de delitos de la misma especie se encuentra acreditado por el hecho de ha ber sido amenazados de ser perjudicados por la 
comisi·n de un delito que se perpetrar²a mediante artificios incendiariosò. Cfr.  Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por 
el Tribunal de Juicio Oral en lo  Penal de Angol, considerando dé cimo  tercero ( expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
anexo 15, folio 540).  

122   Según el artículo 32 del Código Penal de Chile, la pena de presidio se diferencia de las penas de reclusión y prisión en que 
la primera involucra al reo en la realización de los trab ajos prescritos en el respectivo reglamento del centro penitenciario.  

123   Cfr. Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de 
anex os al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 217 y 218), y  declaración rendida por Juan Pichún Collonao ante la Corte 
Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29  y 30 de mayo de 2013.  

124   ñ[E]l querellante [é] dedujo demanda civil en contra de[l se¶or] Pascual Pich¼n Paillalao y de [la se¶ora] Patricia Roxana 
Troncoso Robles y [é] peticion· que fueran condenados, cada uno de ellos, al pago de $10.000.000 por su responsabilidad en los 

daños y perjuicios sufridos a consecuencia de su participación en los de litos motivo de [dicho] juicioò. Cfr.  Sentencia emitida el 27 
de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
anexo 15, folio 513).  
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y 277 ) , la cual mant uvo la sentencia parcialmente condenatoria de los señores Norín Catrimán y 

Pichún Paillalao 125 .  

d) Cumplimiento de las condenas de presidio  

119.  El señor Pichún Paillalao inició el cumplimiento de la pena de presidio el 14 de enero de 2004 

y se le concedió un abono por concepto del tiempo que había estado en prisión preventiva . El señor 

Norín Catrimán comenzó a cumplir su condena el 16 de enero de 2004 126 , y se le concedió un abono 

en virtud del tiempo que estuvo en prisión  preventiva . En junio, septiembre y novi embre de 2006 se 

les concedieron los siguientes beneficios  intrapenitenciarios: ñsalida dominicalò, ñsalida de fin de 

semanaò y ñsalida controlada al medio l ibreò. Mediante el decreto del Ministerio de Justicia No. 132 

de 9 de enero de 2007 se concedió al señor Norín Catrimán una reducción de nueve meses del 

tiempo de su condena inicial, po r lo que quedó en libertad el 13  de enero de 2007 . Mediante el 

Decreto del Ministerio de Justicia No. 648 de 15 de febrero de 2007 se concedió al señor Pichún 

Paillalao una reducción de nue ve meses del tiempo de su condena inicial, por lo que fue puesto en 

libertad el 4 de marzo de 2007 127 .  

2.  El proceso penal contra Juan Patri cio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo 

Saravia, José Benicio Hu enchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia 

Roxana Troncoso Robles  

Imputación  

120.  Los señores Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio 

Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán, todos ellos miembros del Pueblo Mapuche, y la 

señora Patr icia Roxana Troncoso Robles, activista, fueron juzgados ante el Tribunal de Juicio Oral  en 

lo Penal de Angol . Se les imputó como autores del delito de incendio terrorista por el incendio 

ocurrido el 19 de diciembre de 2001 en el predio Poluco Pidenco, prop iedad de l a empresa forestal 

privada  Mininco S.A. , ubicado en la comuna de Ercilla, en la IX Región 128 , en el cual resultó afectada 

una superficie de  107 hectárea s ñcompuestas de bosque s de pino , eucalipt us nitens , matorrales  y 

áreas de protección ò129 .  

                                           

125   Los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao interpusieron recursos de nulidad contra  la sentencia parcialmente 
condenatoria de 27 de septiembre de 2003, solicitando la anulación del juicio con respecto a los delitos por los cuales fuero n 
condenados y la realización de un nuevo juicio. Subsidiariamente , realizaron las siguientes solicitude s: la anulación de la sentencia 
y la emisión de una sentencia de reemplazo en la cual se absolviera  a los condenados; que se declare que los delitos no tenían 
carácter terrorista, y la modificación de la pena. Cfr.  Recurso s de nulidad interpuesto s el 8 de octubre de 2003 por Pascual 
Huentequeo Pichún Paillao y Aniceto Segundo Norín Catrimán contra la Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el 
Tribunal de Ju icio Oral en lo Penal de Angol (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el E stado, folios 543 a 601), 
y Sentencia emitida el 15 de diciembre de 2003 por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (expediente de anexos al 
Informe de Fondo 176/10, folios 58 a 68 y expediente de prueba para mejor resolver presentada po r el Estad o, folios 602 a 609).  

126   Cfr. Copia del acta sesión consejo técnico No . 19 realizada el 24 de noviembre de 2006; Copia acta sesión extraordinaria 
consejo técnico No . 9 realizado en  el 21 de junio de 2006; Copia a cta sesión ordinaria consejo técnico No . 15 realizada  en el 15 de 
septiembre de 2006, y  Decreto 132 de 9 de enero de 2007 emitido por el Ministerio de Justicia de Chile (expediente de prueba 
para mejor resolver presentada por el Estado , folios 1203 a 1222 ).  

127   Cfr. Copia acta sesión e xtraordinaria consejo técnico No. 9 realizada el 21 de junio de 2006; Copia acta sesión ordinaria 
consejo técnivo N°15 realizada el 15 de septiembre de 2006; Copia acta sesión ordinaria consejo técnico N°19 realizada el 24 de 
noviembre de 2006; Decreto Exe nto N° 132 de 9 de enero de 2007 emitido por el Ministerio de Justicia de Chile; Decreto Exento 
N° 648 de 15 de febrero de 2007 emitido por el Ministerio de Justicia de Chile; Informe sobre condiciones de reclusión de las  
personas relacionadas con el Caso Norín Catrimán y otros Vs. Chile  (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el 
Estado, folios 63 a 66, 1203 a 1222 , 1422 y 1423 ), y  Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral 
en lo Penal de Angol, resolutivo tercero (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folio 553).  

128   Cfr . Auto de apertura a juicio oral emitido el 28 mayo de 2004 por el Juez de Garantía (expediente de prueba para mejor 

resolver presentada por el Estado, folios 67 -127) . 

129   Cfr . Sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, considerando décimo 
cuarto  (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, 608 a 610).  



-43 -  

 

Investigación, prisión preventiva y anterior detención  

121.  El 28 de enero de 2003 se efectuó la audiencia de formalización de la investigación contr a 

José Benicio Huenchunao Mariñá n, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licá n y 

Patricia Roxa na Troncoso Robles, decretándose en dicha oportunidad su prisión preventiva ( infra  

párr. 328 ). Con respecto a Juan Patricio Marileo Saravia se efectuó la audiencia de control de la 

detención y de formalización de la investigación el 16 de marzo de 2003, de cretándose en dicha 

oportunidad su prisión preventiva ( infra  párr. 329 ) 130 .  

Acusación  

122.  El 23 de junio de 2003 el Ministerio Público presentó acusación contra Juan Patricio y 

Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Milla cheo Licán y 

Patricia Roxana Troncoso Robles, como autores del delito de incendio enmarcado en la Ley No. 

18.314 (delito de incendio terroris ta) en relación con los hechos ocurridos el  19 de diciembre de 

2001  (supra  párr. 120) , de acuerdo con el artículo 476 numeral 3º del Código Penal y los artículos 1 

numeral 1º y 2 numeral 1º de la Ley No. 18.314, y solicitó la imposición de la pena de diez años y un 

día de presidio  mayor en su grado medio . La Go bernación Provincial de Mallec o-Angol se adhirió a l a 

acusación  del Ministerio Público . La empresa Forestal Minico S.A. formuló acusación particular 131 .  

123.  En relación a los hechos ocurridos el 19 de diciembre de 2001 en el predio Poluco Pidenco  

(supra  párr. 120) , también se presentaron acu saciones en contra de otras personas distintas a las 

presuntas víctimas del presente caso , y sus  procesamientos fueron decididos en sentencias 

independientes 132 . El señor Juan Carlos Huenulao Lielmil fue condenado en mayo de 2005 como 

autor del delito de inc endio terrorista. El señor José Belisario Llanquileo Antileo fue condenado en el 

2007 como autor del delito de incendio, sin contemplar el carácter de terrorista, en virtud de que 

ñ[ a]  juicio de [los] sentenciadores los hechos asentados no cubren ninguna d e las hipótesis de 

terrorismo establecidas en la leyò133 .  

Juicio oral  

124.  El auto de apertura de juicio oral se dictó el 28 de mayo de 2004. Entre los días 29 y 30 de 

julio de 2004 se efectuó la audiencia oral pública ante el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol 

relativa a la causa seguida en contra de los señores Juan Patricio y Florencio Jaime Marileo Saravia, 

José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco M illacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso 

Robles. Intervinieron como acusadores el Ministerio Público, la querellante Empresa Forestal Mininco 

S.A., propietaria del predio Poluco Pideco y la querellante Gobernación Provincial de Malleco. En la 

defensa de los acusados participaron defensores públicos y abogados privados , quienes, entre otras 

cosas, negaron la participación de los acusados en los hechos.  Las partes ofrecieron prueba 

testimonial, documental y pericial 134 .  

                                           

130   Cfr. Resoluci·n sobre ñaudiencia de formalizaci·n de la investigaci·nò emitida el 28 de enero de 2008 por el Juez de 
Collipulli, y Resoluci·n sobre ñaudiencia de control de la detenci·n y de formalizaci·n de la investigaci·nò emitida el 16 de marzo 
de 2003 por el Juez de Collipulli (expediente de anexos al Info rme de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 8652 a 8677 y 7804 a 
7808).  

131   Cfr . Auto de apertura a juicio oral emitido el 28 mayo de 2004 por el Juez de Garantía (expediente de prueba para mejor 
resolver presentada por el Estado, folios 67 -127), y Sentencia em itida el 22 de agosto de 2004 por Tribunal de Juicio Oral en lo 
Penal de Angol, considerandos segundo y tercero (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, 608 a 611).  

132   Cfr . Auto de apertura a juicio oral emitido el 28 mayo de 2004 por el  Juez de Garantía (expediente de prueba para mejor 
resolver presentada por el Estado, folios 67 -127).  

133   Cfr . Sentencia emitida el 3 de mayo de 2005 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, resolutivo primero, y 
Sentencia emitida el 14 de febre ro de 2007 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, reso lutivo primero y considerando 

décimo  séptimo (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo s 41  y 42 , folios 1467 a 1 596 ).  

134   Cfr.  Sentencia emitida el 22 d e agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, considerandos primero, 
segundo y quinto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 607 a 687).  
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125.  Los procesados estuvieron dete nidos preventivamente entre el 28 de enero de 2003 y el 13 

de febrero de 2004, con la excepción de Juan Patricio Marileo , cuya prisión preventiva se decretó 

desde el 16 de  marzo de 2003 ( supra párr. 121 ) , y de José Huenchunao Mariñá n quien , pese a haber 

tenido ñorden de inmediata libertadò desde el 13 de febrero de 2004 (infra  párr. 332),  estuvo  

detenido hasta el 20 de febrero de 2004. Adicionalmente, la señora Troncoso Robles y los hermanos 

Marileo Saravia estuvieron detenidos entre el 17 y 22 de agosto de 2004 , fecha en que inició la 

ejecu toria de la sentencia. Ese tiempo les fue abon ado para el cumplimiento de la condena de 

presidio 135 .  

a) Sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral  

en lo Penal de Angol  

126.  El 22 de agosto de 2004  el Tribunal de Juicio Oral  en lo Penal de Angol emitió sentencia 136 , en 

la cual conden· a los imputados como ñautores del delito de incendio terroristaò, por el ñhecho 

cometido durante el día 19 de diciembre de 2001, en el fundo Poluco Pidenco de la comuna de 

Ercillaò137 . Les impuso la pena de diez años y un día de pres idio mayor en su grado medio y las 

penas accesorias de ñinhabilitaci·n absoluta perpetua para cargos y oficios p¼blicos y derechos 

políticos e inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condenaò. Tambi®n 

acogió la demanda civil y los condenó solidariamente a pagar a la empresa Forestal Minico S.A. la 

suma de $424.964.798 pesos chilenos por concepto de daños materiales.  

b) Sentencia emitida el 13 de octubre de 2004 por  la  Corte de Apelaciones 

de Temuco  

127.  Los cinco condenados interpusieron individualmente recursos de nulidad contra la sentencia 

que los declaró culpables del delito de incendio terrorista del predio Poluco Pidenco 138 . Solicitaron que 

                                           

135   Cfr.  Sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, resolutivo tercero 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 607 a 687); Resoluci·n sobre ñaudiencia de formalizaci·n de 
la investigaci ·nò emitida el 28 de enero de 2008 por el Juez de Collipulli;  Resoluci·n sobre ñaudiencia de control de la detenci·n y 
de formalizaci·n de la investigaci·nò emitida el 16 de marzo de 2003 por el Juez de Collipulli; Resoluci·n sobre ñaudiencia para 
revisar medida cautelar de prisión preventiva emitida el 13 de febrero de 2004 por el Juez Titular del Juzgado de Letras y Garantía 
de Collipulli; Orden de libertad emitida el 13 de febrero de 2004 por el Juez de Garantía Titular del Juzgado Mixto de Collip ulli; 
Oficio N° 179 emitido el 17 de febrero de 2004 por el Juez Titular del Juzgado Mixto de Alcazar, Collipulli dirigido al Alcald e del 
Centro de Detenci·n Preventiva de Angol en la cual le comunic· que ñse ha decretado oficiar a Ud. A fin de comunicarle que José 
Benicio Huenchunao Mari¶§n [é] deber§ permanecer en ese centroò; Resoluci·n emitida el 20 de febrero de 2004 por el Juez de 
Collipulli en relación con la solicitud urgente de la defensa de José Benicio Huenchunao Mariñán, y Oficio N° 201  emitido el 20 d e 
febrero de 2004 por el Juex Titular del Juzgado Mixto de Collipulli dirigido al Alcalde del Centro de Detención Preventiva de  Angol 
en el cual le comunic· que ñse ha dejado sin efecto oficio 179 de fecha de 17 de febrero de 2004ò en relaci·n con Jos® Benicio 
Huenchunao Mariñán (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 8652 a 8677, 7804 a 7808, 9671 a 
9677, 9681, 9697 a 9699, y 9733 a 9736).  

136   Cfr.  Sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Pe nal de Angol, resolutivos primero y 
quinto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 607 a 687).  

137   El tribunal tuvo por probado que ñel 19 de diciembre de 2001, un grupo compuesto por aproximadamente 50 personas 
provenientes de l as comunidades Mapuche de Tricauco, San Ramón y Chequenco, ingresaron al predio denominado Poluco Pidenco 
[é] y procedieron a prender una cantidad superior a 80 focos de fuego en dos sectores del interior del fundoò. Producto de lo 
anterior, se produjeron ñdos grandes incendios dentro del predio se¶aladoò uno de ellos afect· una superficie aproximada  de 18 
hect§reas de [é] bosques de pino, eucaliptus nitens, matorrales y §reas de protecci·nò, y el otro ñuna superficie aproximada de 89 
hectáreas compuestas p or bosques de pino, de eucaliptus nitens y §reas de protecci·nò. Adem§s, tuvo por probado que hubo 
obstrucción y agresiones a los brigadistas forestales y a los miembros de la policía que concurrieron al predio a extinguir e l 
siniestro; y que los acusados habían sido vistos iniciando algunos de los mencionados focos y, concretamente, que el señor José 
Benicio Huenchunao Mari¶§n ñdirig²a e indicaba la forma de prender el fuego y los lugares donde hacerloò. Cfr.  Sentencia emitida el 
22 de agosto de 2004 por e l Tribunal de Juicio Oral en lo  Penal de Angol, considerando dé cimo  cuarto (expediente de anexos al 
Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 673 y 674).  

138   Cfr. Recursos de nulidad interpuestos por Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao  Mariñán, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Roxana Troncoso Robles contra la sentencia emitida el 22 de agosto d e 

2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de prueba para mejor resolver presen tada por el Estado, folios 
208 a 321 y 1166 a 1199), y Sentencia emitida el 13 de octubre de 2004 por la Corte de Apelaciones de Temuco desestimatoria de 
recurso de nulidad (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 19, folios 688 a 716).  
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se anulara el juicio y se orde nara la realización de uno nuevo o, subsidiariamente, que se anulara la 

sentencia y se dictara otra en la que se declarara que el delito de incendio no tiene carácter terrorista 

y se aplicara u na pena de cinco años y un día .  

128.  El 13 de octubre de 2004 la Corte de Apelaciones de Temuco emitió sentencia, en la cual 

desestimó los recursos de nulidad y mantuvo la sentencia condenatoria en todos sus extremos.  En 

cuanto a la intención terrorista, l a conden a se fundó en la presunción legal de la intención de infu ndir 

temor en la población en general.  En la sentencia que resolvió el recurso de nulidad interpuesto por 

la defensa, respondiendo al agravio sobre la indebida acreditación del carácter terrorista de los 

hechos que les fueron imputados, la Corte de Apelaci ones de Temuco expresó que la acusación fue 

hecha con base en la presunción de intención terrorista del artículo 1 de la Ley No. 18.314, 

aclarando con esto la ausencia de motivación del Tribunal Oral que emitió sentencia 

condenatoria 139 .  

c) Cumplimiento de l as condenas de presidio  

129.  Los señores Florencio Jaime y Juan Patricio Marileo Saravia iniciaron su condena el 17 de 

agosto de 2004 140 , recibiendo un abono por concepto del tiempo que habían estado en prisión 

preventiva. Durante el tiempo de su condena se les c oncedieron diversos beneficios 

intrapenitenciarios , tales como: ñsalida dominicalò (con respecto a Juan Patricio Marileo Saravia) , 

ñsalida de fin de semanaò y ñsalida controlada al medio libreò (con respecto a Florencio Jaime Marileo  

Saravia ) . El 20 de dic iembre de 2010 ambos obtuvieron el beneficio de  ñlibertad condicionalò por 

Resolución E xenta No. 456 de la Secretarí a Regional Ministerial de Justicia de la Región de la 

Arauca nía. Por último, mediante los Decretos No. 3928 y 3 929 del Ministerio de Justici a de 5 de 

septiembre de 2011, se rebajó la condena inicial de los señores Marileo Saravia en 14 meses, 

quedando en libertad el 10 de septiembre de 2011 141 .  

130.  La señora Tronco so Robles inició su condena el 17  de agosto de 2004, concediéndosele un 

abono por el tiempo que había pasado en prisión preventiva. Durante el cumplimiento de s u condena 

se le concedieron los beneficios intrapenitenciarios  de ñsalida de fin de semanaò y ñsalida controlada 

al medio libreò. Le fue concedido el beneficio  de libertad condicional mediante la Resolución Exent a 

N°  379 de 14 de diciembre de 201 0 emitida por la Secretarí a Regional Ministerial de Justicia de la 

Región de la Aucaranía; y por medio de comunicación de la misma fecha el  Capitán de Gendarmería 

Jefe del Centro de Educación y Trabajo de  Angol dispuso que la libertad condicional sería controlada  

por el Centro de Detención Preventiva de Angol. Mediante D ecreto No. 2 857  del Ministerio de Justicia 

                                           

139   Cfr . Sentencia de 13 de octubre de 2004 de la Corte de Apelaciones de Temuco (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, Anexo 19, folio 695).  

140   Cfr . Transcripción acta consejo técnico C.D.P. de Angol reunión extraordinaria correspondiente al 14 de marzo de 2008; 
Transcripción acta consejo técnico C.D.P. de Angol reunión ordinaria correspondiente al 31 de julio de 2008;  Decreto 3928 de 5 de 
septiembre de 2011 emitido por el Ministerio de Justicia (expediente de prueba para mejor resolver presentada p or el Estado los 
días 10 de julio, 16 de agosto y 6 de septiembre de 2013).  
141   Cfr.  Transcripción del acta del consejo técnico del Centro de Detención Preventiva de Angol realizada el 14 de marzo de 
2008; Transcripción del acta del consejo técnico del Cent ro de Detención Preventiva de Angol realizada el 31 de julio de 2008; 
Transcripción del acta de consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo de Vicún realizada el 30 de agosto de 2007; 
Transcripción  del acta de consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo de Vicún realizada el 13 de diciembre de 2007; 
Transcripción del acta de reunión del consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo Semi -Abierto de Victoria realizada el 22 de 
agosto de 2008; Resolución Exenta N° 456 emitida el 20 de diciembre  de 2010 por la Secretaría Regional Ministerial de Justicia de 
la Región de la Araucanía; Decreto Exento N° 3928 de 5 de septiembre de 2011 emitido por el Ministerio de Justicia de Chile; 
Decreto Exento N° 3923 de 5 de septiembre de 2011 emitido por el Min isterio de Justicia de Chile ; Informe sobre condiciones de 
reclusión de las personas relacionadas con el Caso Norín Catrimán y otros Vs. Chile  (expediente de prueba para mejor resolver 

presentada por el Estado, folios 63 a 66, 1232 a 1235, 1237 a 1252, 1479 a 1484, 1485 a 1487, 1488 a 1491, 1445 a 1447, 
1494,1495) , y Sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, resolutivo tercero 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 608 a 687 ).  
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de 15 de junio de 2011  se redu jo su condena inicial en 14 meses, quedando en libertad el 1º  de julio 

de 2011 142 .  

131.  El señor Huenchunao Mariñán estuvo prófugo por aproximadamente dos años y siete meses, 

entre agosto de 2004 y marzo de 2007 143 . Comenzó el cumplimiento de su condena el 20 de m arzo 

de 2007, recibiendo el tiempo de abono por el que estuvo sometido a prisión preventiva. El 4 de 

junio de 2009 se le concedió la ñsalida trimestralò como ñbeneficio intrapenitenciarioò. Asimismo, el 

17 de marzo de 2011 le fue concedido el beneficio de la ñsalida de fin de semana ò. Mediante 

Resolución E xenta No. 217 de la Secretaría Regional Ministeri al de Justicia de la Región de l a 

Araucanía de 23 de junio de 2011 se le concedió el beneficio  de ñlibertad condicionalò. Finalmente, 

por Resolución E xenta No. 311 de la misma autoridad, emitida el 24 de agosto de 2011, se autorizó 

que el control semanal de su libertad condicional fuera efectuado por los Carabineros de Chile de la 

comuna de Tirúa y en la Comisaria Los Dominicos de Carabineros de Chile de la c omuna de Las 

Condes, Santiago , donde reside su familia. El término de su condena está previsto para el 4 de 

marzo de 2016 144 .  

132.  El señor Juan Ciriaco Millacheo Lic án estuvo prófugo  aproximadamente nueve años,  entre 

febrero de 2004 y febrero del 2013, cuando f ue detenido en Argentina y trasladado a Chile para que 

cumpliera la condena que le fue impuesta en esta causa 145 . En audiencia celebrada el 27 de febrero 

de 2013 el Juez Titular del Juzgado de Letras y Garantía de Collipulli resolvió, teniendo en cuenta los 

art²culos 103 y 100 del C·digo Penal, que al se¶or Huenchunao Mari¶§n se le ñaplica[ra] la media 

prescripci·n por cumplir con los per²odos de tiempo establecido para el casoò, con lo cual modificó la 

pena  impuesta  y le concedi ó del beneficio de la  remisión  condicional de la pena, correspondiéndole 

                                           

142   Cfr. Transcripción del acta del consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo de Angol realizada el 13 de marzo de 
2008; Transcripción del acta del consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo de Angol realizada el 23 de abril de 2009;  
Resolución Exenta N° 379 emitida el 14 de diciembre de 2010 por la Secretaría Regional Ministerial de Justicia de la Región de la 
Araucanía; Comunicación de 14 de diciembre de 2010 suscrita por el Jefe del Centro de Educación y Trabajo de Angol dirigida a l 
Dire ctor Regional de Gendarmería de Chile, Región de la Araucanía; Decreto Exento N°. 2857 de 15 de junio de 2011 emitido por 
el Ministerio de Justicia de Chile ; Informe sobre condiciones de reclusión de las personas relacionadas con el Caso Norín Catrimán 
y otros Vs. Chile (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 63 a 66 y 1505 a 1521) , y Sentencia 
emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, resolutivo tercero (expediente de anexos  al 
Informe de Fondo 176/10, anexo 18, folios 608 a 687).  

143   El señor Huenchunao Mariñán declaró :  ñ[e]n [el] mes de agosto de 2004, despu®s que se desarroll· el juicio oral, al cual 
asisti[ó] a todas las audiencias, como imputado, decidi[ó] no asistir a la lect ura de la sentencia[.] Siempre pen sé que el tribunal 
superior de C hile podía resolver a favor nuestro anulando el juicio, y que mi clandestinidad no duraría mucho, pero 
lamentablemente no fue así, por lo que tuve que asumir por un largo tiempo la ilegalida d o clandestinidad como se dice 
normalmente. [é] En marzo de 2007 fui apresado para cumplir con la condena [é]ò.Cfr. Declaración rendida el 17 de mayo de 
2013 por José Benicio Huenchunao Mariñán ante fedatario público ( affidávit ) (expediente declaraciones de presuntas víctimas, 
testigos y peritos, folios 201 a 211).  

144   Cfr.  Acta de reunión ordinaria del consejo técnico del Centro de Educación y Trabajo de Angol realizada el 4 de junio de 
2009; Acta de reunión ordinaria del consejo técnico del Centro de Educ ación y Tranajo de Angol realizada el 17 de marzo de 2011; 
Resolución Exenta N° 217 emitida el 23 de junio de 2011 por la Secretaría Regional Ministerial de Justicia de la Región de la  
Araucanía; Resolución Exenta N° 311/2011 emitida el 24 de agosto de 201 1 por la Secretaría Regional Ministerial de Justicia de la 
Región de la Araucanía ; Informe sobre condiciones de reclusión de las personas relacionadas con el Caso Norín Catrimán y otros 
Vs. Chile  (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 63 a 66 y 1256 a 1284),  y Sentencia emitida 
el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, resolutivo tercero (expediente de anexos al Info rme de 
Fondo 176/10, anexo 18, folios 608 a 687).  

145   El señor Millacheo Lic§n declar· que ñ[se] fue antes de la sentencia, porque no ten²a participaci·n en el incendio y [é] 
pens[·] que [lo] iban a condenar de dejar preso[,] por eso [se] fue de la causa. [é] Termin[·] 10 a¶os en clandestinidad [y] 
nuevamente ca[yó] detenido en  Argentina[.] Cuando [lo] detuvieron en Argentina, rápidamente lo [llevaron] a Chile, al tribunal y 
a la cárcel. Después de 20 días se hizo de nuevo audiencia y [su] defensor explicó que había que bajar[l]e la condena. Así [l e] 

dieron la libertad y [lo] ma ndaron a firmar [é] una vez al mesò. Cfr.  Declaración rendida el 14 de mayo de 2013 por Juan Ciriaco 
Millacheo Licán ante fedatario público ( affidávit ) (expediente de declaraciones declaraciones de presuntas víctimas, testigos y 
peritos, folios 194 a 200).  
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presentarse mensualmente a  firma r ante la autoridad penitenciaria durante el tiempo  restante  de la 

condena 146 .  

3.  El proceso penal contra el señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe 147  

Imputación  

133.  El señor Víctor Ancalaf Llaupe  era Werkén de varias  comunidades indígenas mapuche al 

momento en que ocurrieron los hechos por los cuales fue procesado. Al señor Ancalaf Llaupe le 

fueron imputados los siguientes delitos 148 :  

a)  autor del ñdelito terrorista contemplado en el art²culo 2Á NÁ 4 de la Ley N° 18.314, en 

relación con el artículo 1 °  del mismo texto legalò por la quema de dos camiones 

propiedad de la Empresa Fe Grande (que trabajaba en la construcción de la represa 

Ralco) el 29 de septiembre de 2001 en el sector Las Juntas, Alto Bío B ío;  

b)  autor del ñdelito terrorista contemplado en el art²culo 2Á NÁ 4 de la Ley NÁ 18.314, en 

relaci·n con el art²culo 1Á del mismo texto legalò por la quema de un camión propiedad 

de la Empresa Fe Grande el 3 de marzo de 2002 en el sector Las Juntas, Alto B ío Bío, y  

c)  autor del ñdelito terrorista contemplado en el art²culo 2Á NÁ 4 de la Ley NÁ 18.314, en 

relaci·n con el art²culo 1Á del mismo texto legalò por la quema de un camión propiedad 

de la Empresa Brotec S.A. el 17 de marzo de 2002 en el sector Las Junta s, Alto Bío 

Bío149 .  

 

134.  El 19 de noviembre de 2001 la Juez Subrogante del Juzgado del Crimen de Santa Bárbara 

emitió la primera orden para investigar al señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  y se dispuso también 

una citación para que declarara en la investigación que se estaba llevando a cabo en relación con los 

hechos del 29 de septiembre de 2001. El 26 de febrero de 2002 el señor Ancalaf Llaupe compareció 

ante el Juzgado de Letras de Santa Bárbara  a rendir declaraci·n, indicando que ñ[d]escono[c²a] el 

motivo de [ su] citación a [ese t]ribunal[, y que n]o h[abía] tenido ninguna participación en los 

hechos que [ el t ribunal ] [le] da[ba] a conocerò. 

135.  El 19 de marzo de 2002 el Gobernador Provincia l de Bío Bío formuló un requerimiento  ante la 

Corte de Apelaciones de Concepción por ñinfracci·n a la Ley 18314 sobre conductas terroristasò en 

contra de ñquienes resulten responsables, sea en calidad de autores, cómplices o encubridores, de 

los hechos [ocurridos los días 3, 5 y 17 de marzo d e 2002]  y considerando que ñen el mes de 

[s]eptiembre de 2001 se produjo otro atentado similar a los [ocurridos en marzo de 2002] ò. El 22 de 

marzo de 2002 se asignó el rol N° 1 -2002 a la causa cuyo conocimiento asumió el Ministro Instructor 

de la Corte de Apelacio nes de Concepción, juez de esa c orte, y se ñagreg[· a dicha causa] el proceso 

rol n° 3466 -2 y acumulados  del Juzgado del Crimen de Santa Bárbara ò. 

                                           

146   Cfr. Transcripción de parte de la audiencia celebrada el 27 de febrero de 2013 ante el Juez Titular del Juzgado de Letras y 
Garantía de Collipulli; Orden de libertad del señor Juan Ciriaco Millacheo Licán emitida el 27 de febrero de 2013 por el Juez  Titular 
del Juzgado de Letras y Garantía de Collipulli, e Informe sobre condiciones de reclusión de las personas relacionadas con el Caso 
Norín Catrimán y otros Vs. Chile  (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 63 a 66 y 1497 a 
1502) . 

147   La prueba referente a los hechos relativos al proceso penal seguido contra Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, establecidos en los 
párrafos 133 a 151  se encuentra en el expediente judicial del proceso penal interno seguido contr a el señor Ancala f Llaupe, cuya 
copia fue aportada en este proceso como anexos al Informe de Fondo 176/10 (apéndice 1), al escrito de solicitudes argumentos y 
pruebas de CEJIL, así como en la prueba para mejor resolver presentada por el Estado.   

148   Cfr. acusación fiscal (e xpediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 2617 -2621).  

149   En relación con los hechos ocurridos el 17 de marzo de 2002, el tribunal penal estableció que el camión  propiedad de la 
empresa Brotec S.A.  fue interceptado por un grupo de individuos encapuchados , un o de l os cuales portaba un arma de fuego , y 
que por medio de disparos al aire obligaron al conductor de dicho camión a alejarse del lugar, y procedieron a  quebrar  con palos 

los focos  del camión y posteriormente a tirar un  mechero al interior  de la cabina, lo que provocó que se  quem ara. Cfr.  Sentencia 
emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción, considerando  décimo  
cuarto (expediente de ane xos al Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios  718 a 759).  
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136.  En junio de 2002 el señor Víctor Ancalaf Llaupe  fue citado a declarar ante la Corte de 

Apelaciones de  Concepción. El 5 de julio de 2002 rindió declaración ante dicho tribunal . 

Procesamiento  y reserva de las actuaciones  

137.  El 17 de octubre de 2002 el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción dictó 

auto de procesamiento en contra del señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  y ñ[d]esp[ach·] orden de 

aprehens i·n en [su] contraò por los hechos ocurridos los d²as 29 de septiembre de 2001, y 3 y 17 de 

marzo del 2002. El señor Ancalaf Llaupe fue detenido el 6 de noviembre de 2002  e ingres ó al Centro 

Peni tenciario ñEl Manzanoò, en la ciudad de Concepción . 

138.  Previo a que concluyera la etapa del sumario, el 8 de enero de 2003 la defensa del señor 

Víctor Ancalaf Llaupe  solicitó conocimiento del mismo . En esa misma fecha, e l Ministro Instructor 

rechazó dicha petición al consid erar que ñes imprescindible a la presente fecha mantener la reserva 

del sumario para el éxito de la investigación, en atención que se encuentran pendientes importantes 

diligenciasò. El 13 de enero de 2003 la defensa apel· esa decisi·n. El 5 de febrero de 2003 la Corte 

de Apelaciones de Concepción confirmó la resolución  que denegó el conocimiento del sumario . 

139.  Mediante escrito de 21 de enero d e 2003, la señora Karina Prado, esposa del señor Anc alaf 

Llaupe, solicitó el traslado de é ste a la c árcel de Temuco, señalando, entre otras cosas , que la 

duración y el costo del traslado al centro penitenciario donde se encontraba en Concepción ñ[é] 

significa[ban] un desgaste físico y económico porque no c[ontaba] con ingresos, ya que el único 

sustento d e [su] familia lo aportaba [su] marido trabajando [é] y tanto ella como sus hijos se 

encontraban en una situación crítica sin recursos ò. El 24 de ese mes el Ministro Instructor de la Corte 

de Apelaciones de Concepción emitió una resolución, en la cual dene gó la solicitud indicando 

solamente ñ[n]o ha lugar por ahoraò. El se¶or Ancalaf Llaupe fue traslado a una cárcel más cercana a 

su domicilio recién un mes antes de que terminara de cumplir su condena 150 .  

140.  El 17 de abril de 2003 concluyó la etapa de sumario. El  24 de ese mes la defensa solicitó 

nuevamente que se le otorga ra conocimiento del sumario y requirió  además la libertad provisional 

del señor Ancalaf Llaupe. Ese mismo día  el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de 

Concepción denegó la solicitud de conocimiento del sumario y  al día siguiente declaró no ha lugar la 

libertad provisional solicitada . El 30 de abril de 2003 se interpuso recurso de apelación contra la 

resolución que denegó la libertad provisional, la cual fue confirmada por la Corte de Apelaciones de 

Concepción mediante resolución de 5 de mayo de 2003.  

141.  El 15 de mayo de 2003 el señor Ancalaf Llaupe reiteró la solicitud previamente realizada por 

su esposa ( supra  párr. 139 ) para su traslado a l Centro de Cumplimiento P enitenciario de Temuco , ya 

que ñsu grupo familiar se enc[ontraba] en una muy dif²cil situaci·n social y econ·micaò, y con su 

traslado ñpodr²a ser visitado con mayor frecuenciaò, puesto que este centro penal estaba más 

cercano a su lugar de residencia. En esa misma fecha, el Alc alde del Centro de Cumplimiento 

Penitenciario de Concepción remitió dicha solicitud al Director Regional de Gendarmería de Chile, 

Región del Bío Bío, Concepción , se¶alando que ñno exist[²an] inconvenientes para que el interno 

[fuera] trasladado a la Unidad  Penal de Temuco, ya que [é] vive y cuenta con apoyo familiar en 

dicha ciudadò. La petici·n fue denegada mediante resoluci·n del Ministro Instructor de la Corte de 

Apelaciones de Concepci·n de 23 de mayo de 2003, manifestando que ñno ha lugar por ahora  a l a 

solicitud de traslado efectuada por el procesado ò. 

142.  El 23 de mayo de 2003 la Fiscal Judicial de la Primera Fiscalía formuló  acusación formal ante 

la Corte de Apelaciones de Concepción en contra el señor Ancalaf Llaupe ñcomo autor de los delitos 

terroristas cometidos los días 29 de septiembre de 2001, 3 de marzo y 17 de marzo del 2002, 

contemplados en el artículo 2° N° 4 de la ley 18314 en relación con el artículo 1° del mismo texto 

                                           

150   Además del expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf Llaupe ver: Declaración 
rendida por la presunta víctima Víctor Manuel Ancalaf LLaupe ante la Corte  Interamericana en la audiencia pública celebrada los 
días 29 y 30 de mayo de 2013 .  
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legalò. La acusación fue notificada a la defensa del señor Ancalaf Llaupe el 9 de junio de 2003. El 12 

de junio de 2003 la defensa del señor Ancalaf Llaupe  requirió nuevamente que se le otorgaran  copias 

de todo lo obrado en autos , petición que fue concedida, entregándoseles copias del expedien te , con 

excepción de los ñ[c] uadernos [ r] eservados ò que conten²an las declaraciones rendidas por testigos de 

identidad reservada.  

143.  El 7 de julio de 2003 la defensa del señor Ancalaf Llaupe presentó la contestación a  la 

acusación fiscal, solicitando la ñabsoluci·n en los delitos que se le imputanò y requiri· nuevamente la 

libertad provisional del inculpado por considerar que estaba ñagotada la investigaci·nò. Por resoluci·n 

de 8 de julio de 2003, el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción  declaró que 

ñno hab[ía] lugar  a la libertad provisional solicitada ò.  

a)  Sentencia condenatoria emitida el 30 de diciembre de 2003 por el 

Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción  

144.  El 30 de diciembre de 2003 el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción 

emitió sentencia condenatoria en contra del señor Ancalaf Llaupe ñcomo autor de delitos terroristas ò, 

de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 2, N°  4 de la Ley N°  18.314, en relación con el artículo 1 de 

dicha Ley ( supra  párr. 98 ),  por los acontecimientos ocurridos los días 29 de septiembre de 2001, 3 y 

17 de marzo de 2002. Le impuso la pena de ñdiez a¶os y un d²a de presidio mayor en su grado 

medioò, el pago de las costas de la causa y las siguientes penas accesorias 151 :  

[é] inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación 
absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena [é]. 

También de conformidad con el artículo 9 de la Constitución Política de la R epública el sentenciado Ancalaf 
Llaupe queda inhabilitado por el plazo de quince años para ejercer funciones o cargos públicos, sean o no de 

elección popular, o de rector o director de est ablecimiento de educación, o para ejercer en ellos funciones 
de enseñanza, para explotar un medio de comunicación social o ser director o administrador del mismo, o 
para desempeñar en  él funciones relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o infor maciones; ni 
podrá ser dirigente de organizaciones políticas o relacionadas con la educación o de carácter vecinal, 
profesional, empresarial, sindical, estudiantil o gremial en general, durante dicho plazo.  

b)  Sente n cia parcialmente revocatoria dictada el 4 de junio de 2004 por  la 

Corte de Apelaciones de Concepción  

145.  Tanto el señor Víctor Ancalaf Llaupe como su abogado apelaron de forma separada  la 

sentencia condenatoria ( supra  párr. 144 ) . El 30 de diciembre de 2003, en el acto de notificación 

personal del fallo condenatorio, el se¶or Ancalaf Llaupe ñexpres· que apelaba [é] la sentenciaò. Su 

abogado defensor interpuso el recurso  de apelación  el 3 de enero de 2004 . Mediante auto de 2 de 

enero  de 2004 el Ministro Instructor Subrogante concedió el recurso de apelación  interpuesto por el 

señor Ancalaf Llaupe . El 5 de enero de 2004 el Ministro Instructor Subrogante dictó un auto 

mediante el cual desestimó el recurso interpuesto por el abogado defe nsor, con base en que 

ñ[a]tendido lo dispuesto en el art²culo 27, letra g) de la Ley 12.927, no ha[b²a] lugar a la apelaci·n 

deducida en contra de la sentencia definitiva [é] por extempor§neoò. 

146.  El 6 de enero de 2004 la señora Karina Prado, esposa del señor  Ancalaf Llaupe, reiteró la 

solicitud de copias integrales del expediente. Ese mismo día el Ministro Instructor de la Corte de 

Apelaciones de Concepción concedió copia del expediente, pero no permitió  el acceso a los 

ñcuadernos reservados ò.  

147.  El 4 de junio d e 2004 la Corte de Apelaciones de Concepción emitió la sentencia de segunda 

instancia, por medio de la cual 152 :  

                                           

151   Cfr.  Sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones  de Concepción, 

considerandos dé cimo  tercero y dé cimo  cuarto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios 718 a 759).  

152   Cfr.  Sentencia emitida el 4 de junio de 2004 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones de Concepción (expediente de 
anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJI L, anexo A, folios 1723 a 1733).  
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a)  revocó  la sentencia de 30 de diciembre de 2003  en la parte en que se condena ba 

al  señor Ancalaf Llaupe a la pena de diez años y un día de presidio  mayor en su grado 

medio, como a utor de los delitos terroristas  cometidos los días 29 de septiembre de 2001 y 

3 de marzo de 2002, y en su lugar lo absolvió  ñde dichos cargos formulados en la 

acusaci·nò, y  

b)  confirmó la condena del señor Ancalaf Llaupe ñ¼nicamente como autor del delito 

terrorista establecido en el artículo 2º N° 4 de la ley 18.314 en relación al artículo 1º del 

mismo texto legal, cometido el 17 de marzo de 2002 ò, y lo condenó a la pena de cinco años 

y un día de presido mayor en su grado m²nimoò, y a las dem§s penas accesorias 

establecidas en el fallo de primera instancia ( supra  párr. 144) .  

148.  En relación con las penas accesorias cabe señalar que el Estado aportó, como parte de la 

prueba para mejor resolver, un informe emitido por el Directo r Regional de la Gendarmería de Chile, 

Región de la Araucanía, que contiene un cuadro en el cual  se detallan las penas accesorias impuestas 

a las presu ntas víctimas del presente caso. En este cuadro el señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  

aparece sin penas accesorias. Ello no coincide con las sentencias ni con lo declarado por el señor 

Ancalaf Llaupe  en la audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana el 29  de mayo de 

2013, en la que manifestó  lo siguiente: ñyo he quedado por ejemplo de por vida sin poder ejercer 

cargos públicos, no he podido ejercer el derecho cívico de dirigir algún directorio en alguna 

determinada empresa, o en este caso asumir cargos en algún municipio o en cualquiera otro 

organismo del Estadoò. Asimismo, declar· que no puede votar (ñaunque quisiera uno participar de 

las elecciones tampoco podr²a hacerloò)153 . Por lo ta nto, la Corte entiende que la s entencia de la 

Corte de Apelaciones de Concepción confirmó las penas accesorias establecidas en el fallo de primer a 

instancia ( supra  párr s. 144  y 147 in fine ) . 

149.  En cuanto a la intención terrorista, l a condena del señor Ancalaf Llaupe se fundó en la 

presunción legal de intención de infundir temor en la población en general.  Si bien en el texto de las 

decisiones emitidas  por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción, en primera 

instancia, y por la Corte de Apelaciones de Concepción, en segunda instancia, no aparece 

expresamente que la presunción de intención terrorista haya sido aplicada, de las refe rencias al 

artículo 1 de la Ley N° 18.314 y el contexto en que esa disposición fue adoptada, se infiere que el 

elemento subjetivo terrorista fue presumido en virtud de los medios empleados para cometer la 

conducta.  

c)  Los recursos de casación y de queja an te la Corte Suprema de Justicia  

150.  El 22 de junio de 2004 el defensor del señor Ancalaf Llaupe interpuso ante la Corte de 

Apelaciones de Concepci·n ñun recurso de casaci·n en el fondoò contra la sentencia emitida por la 

Tercera Sala de dicha c orte el 4 de jun io de 2004  (supra  párr. 147) 154 . El 2 de agosto de 2004 la 

Segunda Sala de la Corte Suprema de Justicia declaró inadmisible el recurso de casación, 

concluyendo que ñe[ra] improcedente en conformidad a la remisi·n que el art²culo 10 de la ley 

18.314 hace al artículo 27 letra j) de la ley 12.927, vigente para [el] proceso [seguido en contra del 

se¶or Ancalaf Llaupe] en conformidad a lo dispuesto en el art²culo transitorio de la ley 19.806ò. 

                                           

153   Cfr. Oficio del Director Regional de la Gendarmería de Chile, Región de la Araucanía dirigido al Subdirector Técnico de la 
Dirección Nacional en el cual se remiten los antecedentes procesales y penitenciarios (prisión pr eventiva, tiempo total de la 
condena y penas accesorias) de las presuntas víctimas de este caso (expediente de prueba para mejor resolver presentada por e l 
Estado, folios 1376 a 1381), y declaración rendida por la presunta víctima Víctor Manuel Ancalaf LLa upe ante la Corte 
Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 .  

154   En el recurso, el defensor del se¶or Ancalaf Llaupe sostuvo que ñla sentencia recurrida cont[en²a] errores de derechoò 
puesto que, en la referida ella,  ñ[se] hab[²a] determinado, transgrediendo las normas reguladoras de la prueba, la supuesta 

participación de[l señor] Ancalaf Llaupe en los ilícitos cometidos, en circunstancias que no tuvo participación alguna en ell os y, [é] 
transgrediendo también las no rmas reguladoras de la prueba, [se] calificó, en conciencia, un delito común como delito especial, 
con penalidad agravada y sujeta a un procedimiento especial m§s restrictivo de los derechos de la defensaò.  
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151.  El 19 de agosto de 2004 se puso en conocimiento de las partes que el d efensor del señor 

Ancalaf Llaupe interpuso un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia solicitando la 

invalidación del fallo condenatorio por falta o abuso grave en la adopción de la resolución. El 22 de 

noviembre de 2004 la C orte Suprema de Just icia rechazó  el recurso con fundamento en que ñlos 

sentenciadores no ha[bían] incurrido en las faltas o abusos graves que se les reprocha susceptibles 

de ser enmendados por [é] v²a [de un recurso de queja]ò. 

 

d)  Cumplimiento de la condena de presidio  

152.  El señor Ancalaf Llaupe inició su condena el 16 de noviembre de 2002, se le concedió un 

abono en virtud del tiempo que había permanecido en prisión preventiva, desde el 6 de noviembre 

de 2002 hasta la sentencia de 4 de junio de 2004. Durante el cumplimiento d e su condena se le 

otorgaron los beneficios intrapenitenciarios de ñsalida de fin de semanaò y ñsalida controlada al 

medio libreò. El 15 de febrero de 2007 el Ministerio de Justicia emitió el Decreto Exento No. 633, 

mediante el cual se redujo en ocho meses  la condena inicial del señor Ancalaf Llaupe, lo cual permitió 

que quedara en libertad el 7 de marzo de 2007 155 . 

 

VII ï FONDO  

153.  El presente caso se refiere a alegadas violaciones en perjuicio de las ocho presuntas víctimas 

relacionadas con su procesamiento y c ondena penal por delitos de carácter terrorista . Tales personas 

eran dirigentes, miembros o acti vista del Pueblo indígena M apuche. La Corte deberá resolver si la 

ley p enal que les fue aplicada (Ley A ntiterrorista) era violatoria del principio de legalidad así como 

también deberá pronunciarse sobre si en los procesos penales se configuraron alegadas violaciones 

a varias garantías judiciales , y si la prisión preventiva decretada violó su derecho a la libertad 

personal. El Tribunal  deberá pronunciarse también sobre los alegatos efectuados por la Comisión 

Interamericana y los intervinientes comunes respecto de la supuesta consideración del origen 

étnico de las presuntas víctimas para aplicarles de forma discriminatoria la referida ley p enal en el 

marco de un ale gado contexto  de ñaplicaci·n selectiva de la legislaci·n antiterrorista en perjuicio 

de miembros del p ueblo ind²gena mapucheò, mediante lo cual alegadamente se criminaliz· la 

protesta social de miembros de ese pueblo indígena 156 .  

154.  El análisis de las presuntas  violaciones de la Convención Americana se dividirá en las cuatro  

partes  siguientes, relacionadas con los artículos que en cada caso se indican :   

VII. 1:  Principio de legalidad y presunción de inocencia (artículo s 9 y 8.2 de la Convención ) ,  

VII. 2:  Igualdad ante la ley (artículo 24 de la Convención) y Garantías judiciales  (artículo  8.1 , 

8.2.f y 8.2.h de la Convención) ;  

VII. 3:  Derecho a la libertad personal  respecto de  la prisión preventiva ( artículos 7.1, 7.3, 7.5 y 

8.2 de la Convención Americana) , y 

                                           

155   Cfr. Acta de reunión del consejo técnico del Centro de Cumplimiento Penitenciario de Victoria realizada el 22 de diciembre 
de 2006; Acta de reunión del consejo técnico del Centro de Cumplimiento Penitenciario de Victoria realizada el 17 de enero de  
2007; Decreto Exento N° 633 de 15 de febrero de 2007  emitido por el Ministerio de Justicia de Chile ;  Informe sobre condiciones de 
reclusión de las personas relacionadas con el Caso Norín Catrimán y otros Vs. Chile  (expediente de prueba para mejor resolver 
presentada por el Estado, folios 63 a 66 y 1523 a 15 31) , y sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor 
de la Corte de Apelaciones  de Concepción, considerandos dé cimo  tercero y dé cimo  cuarto (expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, anexo 20, folios 718 a 759).  

156   Informe de Fondo 176/10, párrs. 1, 5, 211 y 289 ; escrito de solicitudes, argumentos  y pruebas de CEJIL, y escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas de la FIDH (expediente de fondo, Tomo I, folios 2, 10, 11, 67, 76, 97 , 269, 270, 351, 352, 401 , 
425, 507,  y 515).   
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VII. 4:  Libertad de pensamiento y de expresión, derechos políticos, derecho a la integridad 

personal y derecho a la protecc ión de la familia (artículos  13, 23, 5.1 y 17 de la Convención 

Americana).  

Cuando corresponda, se relacionarán los referidos derechos  con la obligación de respetar y 

garantizar los derechos  así como con el deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículos 

1.1 y 2 de la Convención Americana).  

155.  La Corte destaca que en este caso contra Chile no se ha sometido a su consideración n inguna 

alegada violación del derecho a la propiedad comunal en relación con el artículo 21 de la Convención 

Americana. No obstante, este Tribunal  recuerda la importancia de los criterios jurisprudenciales que 

ha desarrollado en sentencias de casos contra Nicaragua 157 , Paraguay 158 , Surinam 159  y Ecuador 160  en 

relación con el contenido y alcance del derecho a la propiedad comunal, tomando en cuenta la 

estrecha relación de los pueblos indígenas con sus territorios . El Tribunal se ha pronunciado sobre las 

obligaciones estatales para garantizar dicho derecho,  tales como el reconocimiento oficial de la 

propiedad a través de su delimitación, demarcación y titulación, la devoluci ón de los territorios 

indígenas y  la regulación de un recurso efectivo para resolver los reclamo s correspondientes 161 . 

Asimismo, la Corte ha establecido que ñla obligación de consulta [a las comunidades y pueblos 

indígenas y tribales], además de constituir una norma convencional, es también un principio general 

del Derecho Internacionalò y ha enfatizad o la impor tancia del reconocimiento de ese  derecho como  

ñuna de las garant²as fundamentales para garantizar la participaci·n de los pueblos y comunidades 

indígenas en las decisiones relativas a medidas que afecten sus derechos, y en particular su derecho 

a la propiedad comunalò162 . Se trata de criterios que los Estados deben o bservar al respetar  y 

garantizar los derechos de los pueblos indígenas  y sus miembros  en el ámbito interno.  

 

VII. 1  ï PRINCIPIO DE LEGALID AD  (ARTÍCULO 9 DE LA CO NVENCIÓN AMERICANA)  Y 

DERECHO A LA PRESUNC IÓN DE INOCENCIA (AR TÍCULO 8.2  DE LA CONVENCIÓN  

AMERICANA ) , EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE RES PETAR Y GARANTIZAR L OS 

DERECHOS Y EL DEBER DE ADOPTAR DISPOSICI ONES DE DERECHO INTE RNO  

A)  Argumentos de la Comisión y de las partes  

156.  La Comis ión señaló que los tipos penales deben estar formulados con tal pre cisión desde sus 

elementos que permita n su distinción de otros comportamientos que no son sancionables o lo son 

bajo otras figuras penales. Indicó que la falta de precisión de los tipos pen ales crea el riesgo de 

                                           

157   La cual inicia fundamentalmente a partir de la sentenci a emitida en el año 2001 en el Caso de la Comunidad Mayagna 
(Sumo Awas Tingni) Vs. Nicaragua , en la cual a través de una interpretación evolutiva del artículo 21 de la Convención Americana , 
se afirm ó que dicha norma protege el derecho a la propiedad comunal de los miembros de las comunidades indígenas. Cfr . Caso 
de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 31 de agosto de 2001. 
Serie C No. 79.  

158   Cfr . Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay , párrs. 125 y 137; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. 
Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párrs. 118 y 121, y Caso 
Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay.  Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 24 de agosto de 2010 Serie C No. 
214, párrs. 85 a 87.  

159   Cfr . Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam . Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 
15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 131, y Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam . Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas . Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, párrs. 87 a 91.  

160   Cfr . Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y Reparaciones.  Sentencia de 27 de junio de 2012. 
Serie C No. 245 , párrs. 145 a 147 . 

161   Cfr . Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua.Fondo, Reparaciones y Costas,  párr. 153; Caso de la 

Comunidad Moiwana Vs. Surinam , párr. 209; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay , párrs. 95 y 96; Caso Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay , párr. 108, y Caso Comunidad Indí gena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay , párr. 131.  

162   Cfr . aso Pueblo Indígena  Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, párrs. 160 y 164.  

http://joomla.corteidh.or.cr:8080/joomla/es/casos-contenciosos/38-jurisprudencia/1711-corte-idh-caso-pueblo-indigena-kichwa-de-sarayaku-vs-ecuador-fondo-y-reparaciones-sentencia-de-27-de-junio-de-2012-serie-c-no-245
http://joomla.corteidh.or.cr:8080/joomla/es/casos-contenciosos/38-jurisprudencia/1711-corte-idh-caso-pueblo-indigena-kichwa-de-sarayaku-vs-ecuador-fondo-y-reparaciones-sentencia-de-27-de-junio-de-2012-serie-c-no-245
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ñarbitrio de la autoridadò, ñrestricciones [a] las garant²as del debido proceso seg¼n si se trata de un 

delito u otro, y una variaci·n de la pena a imponerò. El artículo 1° de la Ley Antiterrorista ñno incluye 

una explicación sobre c uáles medios pueden considerarse de naturaleza tal o con efectos tales que 

conviertan un delito com¼n en un delito terroristaò, y que ñ[ esa] amplitud no puede considerarse 

subsanada [por la lista deé] algunos medios que implican una presunci·n [de intenci·n terrorista]ò. 

Expresó que no existe una definic ión de terrorismo en el derecho internacional pero sí  un consenso 

respecto de ñalgunos elementos mínimos ò que deben servir a los Estados para la tipificaci·n de esos 

delitos. La Comisión realizó consideracio nes sobre la imposibilidad de determinar cuándo una 

conducta constituye delito de carácter terrorista u ordinario a partir del elemento subjetivo especial 

terrorista y, asimismo, se refirió a  la incompatibilidad de la presunción de intención terrorista con el 

principio de legalidad y otras garantías como la presunción de inocencia. Consider· que ñel uso de 

presunciones en la definición de tipos penales, resulta no solamente incompatible con el pr incipio de 

estricta legalidad, sino con [é] la presunci·n de inocenciaò. Expresó que la Ley N° 18.314 tipifica 

conductas que no tendrían la naturaleza y gravedad terrorist a bajo el derecho internacional . Indicó 

que todas las consideraciones precedentes ñse extiendenò a las figuras de ñamenazaò y ñtentativaò y 

que la amplitud de la primera tuvo efectos en el caso de los señores Norín Catrimán y Pichún 

Paillalao . La Comisión indicó también que la reforma a la Ley A ntiterrorista  del año 2010 no implicó 

una mod ificación sustancial que la hiciera compatible con el principio de legalidad, que se trató de un 

cambio de estructura en la que se conserva una terminología idéntica a la anterior y que las 

alteraciones se redujeron al orden de las frases y conectores util izados para unir las tres  hipótesis 

que har²an ñpresumir la finalidad terrorista ò. Sostuvo, además, que la Ley Antiterrorista  en su 

artículo 1 , aplicado a las presuntas víctimas , estableci ó, al lado de la finalidad de infundir  temor, otra 

finalidad consist ente en ñarrancar resoluciones o imponer exigencias a las autoridadesò, y sostuvo 

que esta podr²a ñoperar aisladamenteò y ñcon independencia de los medios utilizados o sus efectosò, 

lo que podr²a conllevar que se cubran ñhip·tesis que no necesariamente se asocian con la violencia 

terroristaò y se haga dif²cil de diferenciar de tipos de ñnaturaleza extorsiva, o agravados por [esa] 

finalidadò. Asimismo , sostuvo que los delitos y actos consagrados en el artículo 2 de la refer ida ley no 

necesariamente son los m ás graves  y que contempla conductas que exclusivamente afectan la 

propiedad, lo que contraviene el consenso internacional en cuanto que ñdicha violencia atenta 

principal mente contra la vida humanaò. Adicionalmente, la Comisión sostuvo que se configuró una 

violación al principio de responsalidad invididual  debido a que en las tres sentencias condenatorias de 

las presuntas v²ctimas ñlos [t]ribunales hicieron referencia a actos cometidos por terceros con 

anterioridad o de manera contemporánea a las conductas q ue se les imputaron a las [presuntas] 

v²ctimasò, y por que en los procesos penales seguidos en su contra ñse llamaron a declarar una serie 

de testig os que narraron [é] hechos no relacionados con las [presuntas] v²ctimasò, las cuales ñfueron 

determinantes pa ra la convicción de los jueces respecto del elemento suljetivo del tipo penal de 

terrorismoò, a pesar de que el ñ¼nico v²nculo de estos hechos con de terceros con las [presuntas 

v²ctimas [era] el origen ®tnico de quienes los habr²an cometidoò. 

157.  Los dos inte rvinientes comunes  afirmaron que la Ley N° 18.314, que fue aplicada a las 

presuntas víctimas, vulnera el principio de legalidad protegido por el artículo 9 de la Convención.  

Asimismo , expusieron objeciones relacionadas con la amplitud del tipo penal y la consiguiente 

posibilidad de cubrir eventos en los que no hubiera existido la intención especial terrorista . 

a)  La FIDH  afirmó que los artículos 1, 2, 3 y 7 de la Ley Antiterrorista tienen ñcontornos 

vagos e imprecisos, que [dejan] margen a la discrecionalidad  y a la introducción de 

supuestos f§cticos que no emergen de la descripci·n legalò y consider· que ciertas 

expresiones utilizadas en dicha ley son indeterminadas y  no permiten  distinguir las conductas 

reprochadas bajo la misma y la legislación penal común,  con lo cual la Ley A ntiterrorista  no 

otorga seguridad jurídica a los individuos. Igualmente, expresó que todas sus consideraciones 

se extendían al delito de amenaza terrorista. Asimismo, indic· que ñla existencia de un tipo 

penal difuso [é] se ve refrendado por la existencia de [por] lo menos tres juicios posteriores, 

por el mismo incendio que el caso Poluco Pidenco ò, en los qu e se aplicó otros tipos penales . 

Consider· que las expresiones del art²culo 1 no ñhacen referencia [a su] contenidoò y que ñse 
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trat a de tipos penales abiertos a la discrecionalidad judicial, más allá [é] de un propio 

ejercicio interpretativoò. Precis· que cualquier delito ordinario podr²a producir temor, de 

manera que la finalidad establecida en el artículo 1  de la Ley Antiterrorista , al no distinguir 

esa intenci·n de una de ñproducir terror o intimidar a una poblaci·n o una expresi·n similarò,  

no permite distinguir delitos ordinarios de los de carácter terrorista puesto que la ley debe 

establecer e l grado de temor necesario para que u n delito sea terrorista. Expresó que el tipo 

penal no establece ñcu§les son los [medios] que merecen sanci·nò y que ñno queda claro a 

partir de la norma cu[á]l es el nivel de premeditación y planeación que hace que un delito 

ordinario se convierta en terro ristaò. Asimismo , se¶al· que ñ¼nicamente la intenci·n de 

causar la muerte o lesiones corporales graves debe ser incluida como intención en los delitos 

de terrorismoò.  Asimismo, la FIDH  alegó que debido a que las condenas se basan  ñen 

inferencias contextuales sobre la intenci·n terroristaò resultan incompatibles con el principio 

de responsabilidad penal individual, ya que se hizo responsable a las presuntas v²ctimas ñde 

hechos ejecutados por personas indeterminadas, deduciendo [su]  culpabilidad por la 

pertenencia [é] al pueblo mapucheò. 

b)  CEJIL sostuvo que los tipos penales terroristas deben formularse ñde tal forma que se 

evite interpretaciones arbitrarias y subjetivasò. Manifest· que no hay una definici·n de 

terrorismo en el derecho  internacional pero sí  ñelementos b§sicosò que permiten ñdescribir 

determinados actos relacionados con diversas dimensiones de este crimen internacionalò que, 

bajo una ñnecesaria rigurosidad t®cnica excluir§ la posibilidad de una aplicaci·n tergiversada 

del t®rmino óterrorismoô, us§ndolo, por ejemplo, como respuesta a reivindicaciones o 

movimientos socialesò. Asimismo, realiz· consideraciones sobre la incompatibilidad con el 

principio de legalidad del delito de ñ[c]olocar, lanzar o disparar bombas o artefactos 

explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o puedan afectar la integridad física 

de personas o causar da¶oò y su relaci·n con la presunci·n de intenci·n terrorista del art²culo 

1 de la Ley 18.3 14 .  Sostuvo que la presunción d e la intención  de causar temor tuvo el efecto 

de invertir la carga de la prueba  ñy liber· al Estado chileno de su deber de probar [é] la 

culpabilidad del acusadoò, y que la misma no ñbrind[aé] seguridad jur²dicaò. Manifestó que la 

vinculaci·n de ñla naturaleza y efectos de los medios empleadosò deja al ñcriterio del ente 

persecutor la determinación ad hoc  de qu® medios [son terroristas]ò. Asimismo , expresó que 

ñla formulaci·n de las circunstancias alternativas que determinan la calificación terrorista de 

los delitos contemplados en el art²culo 2 de la ley [é] tampoco se ajusta al principio de 

legalidadò. Además, CEJIL realizó consideraciones concretas respecto de la conducta descrita 

en el numeral 4 del artículo 2 de  la Ley N° 18.314, conducta delictiva por la cual fue 

condenado Víctor Ancalaf Llaupe , y afirm· que la expresi·n ñartefactos incendiarios de 

cualquier tipoò es imprecisa, que no se acoge a la formulaci·n modelo propuesta por el 

Relator Especial de Naciones  Unidas que ñhace foco en la protecci·n a la vida y a la integridad 

personalò. Expres· que, en la medida en que todo incendio causa da¶o ñpor m²nimo que seaò 

a la vez que se aplicaría la presu nción del artículo 1 de la Ley A ntiterrorista, el efecto de esa 

norma es que ñtodo incendio necesariamente constituir²a delito terroristaò.  

158.  El Estado sostuvo que la Ley A ntiterrorista  cumple con el principio de legalidad y que con 

arreglo al artículo  1 de la misma se exige un ñdolo terroristaò expresado en una ñmotivaci·n 

especialò del autor ñde producir temor justificado en la poblaci·n o a una parte de ella, de ser 

v²ctima de delitos de la misma especieò,  y que ese elemento subjetivo terrorista, aun ado a la 

comisión de alguna de las conductas delictivas relacionadas en el artículo 2 de esa ley, es lo que 

constituye el delito terrorista. Dijo que aunque no existe ñconsenso en la doctrina ni en el derecho 

internacional respecto a una definici·n de [é] terrorismoò, la más aceptada es aquella de la 

Resolución 1566 del Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones Unidas . Consideró que 

es aceptado que delitos ya descritos por la ley penal ordinaria, cuando sean cometidos en 

concurrencia de otros elem entos o circunstancias, configuren ñun delito distinto y de mayor 

gravedad, denominado terrorismoò. Realiz· consideraciones sobre los bienes jur²dicos protegidos 

bajo el delito de incendio terrorista, as² como respecto de las expresiones t²picas ñnaturaleza de los 
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medios y sus efectosò y al ñplan premeditadoò y su diferencia con otras figuras penales. Chile 

sostuvo que ñ[e]l principio de tipicidad y legalidad [é] penal contempla que existan conceptos 

sujetos a interpretación judicial, pues es imposible legi slar sobre la pura base de la casu²sticaò, 

pero que ello no implica arbitrariedad. Afirmó que el ñactual textoò del artículo 1 de la Ley N° 

18.314 ñre¼ne los requisitos exigidos por el derecho internacional respecto de la tipicidad de los 

hechos y la sanci ·n, respetando, por tanto, el principio de legalidadò. Al respecto ,  el Estado se 

refirió a las modificaciones realizadas a la Ley A ntiterrorista  en el año 2010 en lo relativo a la 

presunción de la intención terrorista  y la aplicabilidad de esa ley a menores de edad,  y manifestó 

que la eliminación de la presunción de la intención de causar temor  se hizo con el fin de ñproteger 

el principio de presunci·n de inocencia [é] de modo que [é] cualquier acusaci·n de terrorismo 

debe ser probada por quien la plantee y no, como era antes de la modificación legal, en que los 

imputados de tales delitos debían desvirtuar la presunción de la intenci·n terroristaò. Agregó que la 

definición actual de terrorismo en Chile respeta el princi pio de legalidad y es más restrictiva que en 

otros países y que la reforma de  la Ley A ntiterrorista efectuada en el 2010 implicó modificación de 

penas y ñeliminaci·n de presuncionesò, pero que la reforma no obedeci· a incumplimiento de 

estándares internaci onales . Asimismo , expres· que ñla jurisprudencia chilena ha avanzado hacia un 

interpretación de la Ley A ntiterrorista  que es completamente acorde con los estándares 

internacionales [y que] la modificación [del ] año  2010 s·lo profundiz· [ese] fen·menoò. Manifestó, 

asimismo, que el delito de incendio terrorista es ñpluriofensivoò, lo que implica que el mismo 

proteja ñdiversos bienes jur²dicos [ siendo ]  uno de ellos la propiedad, [ además de ]  la vida e 

integridad personal ò. 

B)  Consideraciones de la Corte  

159.  Previo  a emitir su pronunciamiento, la Corte recuerda que, en cuanto al marco normativo 

penal aplicado a las presuntas víctimas de este caso en los procesos penales a los que fueron 

sometidos, Chile ha tipificado en una ley especial  los delitos de carácter terro rista (Ley N° 18.314 

que ñ[d]etermina conductas terroristas y fija su penalidadò) (supra  párrs. 98 y 99 ). Al momento de 

los hechos que les fueron imputados, dicha ley estipulaba la siguiente tipificación :  

a)  en su artículo 1 disponía lo relativo al elemento subjetivo del tipo, es decir, la especial 

intención terrorista ( supra  párr. 98 ),  e incluía una presunción de la finalidad de 

producir  temor en la población en general cuando el hecho hubiere sido cometido, 

inter alia , ñmediante artificios explosivos o incendiariosò;  

b)  en el artículo 2 preveía el elemento objetivo del tipo, es decir las conductas o actos 

criminales que, al cometerse acumulativamente con la referida finalidad o intención 

especial, serían considerados delitos terroristas  (supra  párr. 98 ) . Para  establecer ese 

elemento objetivo, dicho artículo 2 contenía:  

b.i)  por una parte, en su numeral primero (n°1) establecía una lista específica de 

delitos ordinarios tipificados en el Código Penal 163 , entre ellos  el delito de 

incendio tipificado en el artículo 476 n°3 del Código Pen al164 , que  tipifica la 

                                           

163   ñ1.- Los de homicidio sancionados en los artículos 390 y 391; los de lesiones penados en los artículos 395, 396, 397 y 399; 
los de secuestro, sea en forma  de encierro o detención, sea de retención de una persona en calidad de rehén, y de sustracción de 
menores, castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de efectos explosivos del artículo 403 bis; los de incendio y es tragos, 
reprimidos en los artícu los 474, 475, 476 y 480; las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316; el de 
descarrilamiento, contemplado en los art²culos 323, 324, 325 y 326, todos del C·digo Penalò. 

164   Artículo 476 del Código Penal vigente al momento de los hechos por los cuales fueron procesados las presuntas víctimas del 
presente caso dispon²a que: ñSe castigar§ con presidio mayor en cualquiera de sus grados: 

1°. Al que incendiare un edificio destinado a servir de morada, que no estuviere actualmente ha bitado.  

2°. Al que dentro de poblado incendiare cualquier edificio o lugar, aun cuando no estuviere destinado ordinariamente a la 
habitación.  

3Á. El que incendiare bosques, mieses, pastos, montes, cierros, plant²osò. 
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conducta de ñincendiar[é] bosques, mieses, pastos, montes, cierros o plant²osò. Los 

señores Juan Patricio y Florencio Jaime Marileo Saravia, Huenchunao Mariñán, 

Mill acheo Licá n y la señora Troncoso Robles  fueron condenados como autores del 

delito de incendio terrorista por el hecho de incendio ocurrido en el predio Poluco 

Pidenco ( supra  párr s. 126  y 128 ). Los Lonkos Norín Catrimán y Pichún Paillalao 

fueron condenados por la ñamenazaò165  de cometer la conducta de incendio 

(ñamenaza de incendio terroristaò) (supra  párr s. 116  y 118 ) ,  y 

b.ii)  por otr a parte, en los  numerales segund o a quinto (n°2 a n°5) del referido 

artículo 2 se tipificaba como delitos  una serie de conductas o actos  sin remitirse 

a los tipos preexistentes en el Código Penal  (supra  párr. 98) . A l señor Ancalaf 

Llaupe se le consideró responsable por las conductas delictivas descritas en el 

numeral 4 (ñColocar, lanzar o disparar bombas o artefactos explosivos o 

incendiarios de cualquier tipo, que afecten o puedan afectar la integridad física 

de personas o causar da¶oò). 

160.  La Corte efectuará consideraciones sobre el contenido del principio de legalidad, con particular 

énfasis en la necesaria di stinción entre los tipos penales ordinarios y los tipos penales de carácter 

terrorista, para luego pasar a pronunciarse sobre las alegaciones de violación de dicho principio por 

la tipificación de la Ley Antiterrorista , en lo que considere más pertinente para  resolver el presente 

caso.  

1.  El p rincipio de legalidad  en general y en relación con el tipo terrorista  

161.  El principio de legalidad , según el cual  ñ[ n] adie puede ser condenado por acciones u 

omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos seg ¼n el derecho aplicableò (artículo  

9 de la Convención Americana)  constituye uno de los elementos centrales de la persecución penal en 

una sociedad democrática 166 . La calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos 

jurídicos deben ser preex istentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor  pues, de no 

ser así, las personas  no podrían orientar su comportamiento conforme a un orden jurídico vigente y 

cierto, en el que se expresan el reproche social y las consecuencias de este 167 .  

162.  La elaboración de tipos penales supone una clara definición de la conducta incriminada, que 

fije sus elementos y permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas 

sancionables con medidas no penales 168 . Es necesario  que el ámbito de apli cación de cada uno de los 

tipos esté delimitado de la manera más clara y precisa que sea posible 169 , en forma  expresa, precisa, 

taxativa y previa 170 .  

163.  Tratándose de la tipificación de delitos de carácter terrorista , el principio de legalidad impone 

una necesar ia distinción entre dichos delitos y los tipos penales ordinarios, de forma que tanto cada 

persona  com o el juez penal cuenten con suficientes elementos jurídicos para prever si una conducta 

                                           

165   El artículo 7 de la Ley Antiterroris ta dispon²a, en lo pertinente, que ñla amenaza seria y veros²mil de cometer alguno de los 
mencionados delitos, ser§ castigada como tentativa del mismoò.  

166   Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 2 de febrero  de 2001. Serie C 
No. 72, párr. 107, y  Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 23 
noviembre de 2012 Serie C No. 255, párr. 130.  

167   Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panam á. Fondo, Reparaciones y Costas , párr. 106, y  Caso Mohamed Vs. Argentina , 
párr. 131 . 

168   Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 
52, párr. 121,  y Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones  y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012 Serie 
C No. 241, párr. 105.   

169   Cfr. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 
126, párr. 90, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 61.  

170   Cfr. Caso Kimel Vs. Argentina , párr. 63,  y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 61.  
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es sancionable bajo uno u otro tipo penal. Ello es  particularmente importante en lo tocante a  los 

delitos terroristas  porque respecto de ellos suele preverse ï como lo hace  la Ley N° 18.314 ï la 

imposición de penas privativas de libertad más grav es y de penas accesorias e inhabilitaciones con 

efectos impo rtantes respecto del ejercicio de otros derechos fundamentales. Adicionalmente, la 

investigación de delitos terroristas tiene consecuencias procesales que, en el caso de Chile, p ueden  

comprender la restricción de determinados derechos en las etapas de inve stigación y juzgamiento 171 .  

164.  Existe consenso en el mundo, y en particular en el continente americano , respecto de ñla 

amenaza que el terrorismo representa para los valores democráticos y para la pa z y seguridad 

internacionales[, así como para é] el goce de los derechos y libertades fundamentalesò172 . El 

terrorismo es un fenómeno que pone en peligro los derechos y libertades de las personas que se 

encuentran bajo la jurisdicción de los Estados Parte s en  la Convención Americana . Por lo tanto , los 

artículos 1.1 y 2 de dicha  Convención obliga n a los Estados Partes a adoptar todas aquellas medidas 

que resulten adecuadas, necesarias y proporcionales para prevenir y, en su caso, investigar, juzgar y 

sancionar ese tipo de actos. Según la Convención Interamericana contra  el Terrorismo, ñla lucha 

contra  el terrorismo  debe realizarse con pleno respeto al derecho nacional e internacional, a los 

derechos humanos y a las instituciones democráticas, para preservar el estado de derecho, las 

libertades y los valores democráticos en el Hemisferioò173 .  

165.  En particular,  cuando los Estados adopta n las medidas necesarias para prevenir y sancionar el 

terrorismo tipifi cando como delitos las  conductas de ese carácter, están obligados a respetar el 

principio de legalidad en los términos arrib a señalados ( supra párrs. 161  a 164 ).  Varios órganos y 

expertos internacionales de la Organización de Naciones Unidas han puesto de relieve la necesidad 

de que las tipificaciones y definiciones internas relativas a l terrorismo no sean formuladas de manera 

imprecisa que facilite interpretaciones amplias con las cuales se sancione n conductas que no tendrían 

la gravedad y naturaleza de ese tipo de delitos 174 .  

166.  Al rendir peritaje ante esta Corte, l os expertos  Scheinin y An dreu -Guzmán se refirieron tanto 

a la Resolución 1566 emitida por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en el 2004 175  como a 

                                           

171   Art²culos 3, 3 bis, 5, 11, 13, 15, 16 y 21 de la Ley No. 18.314 que ñdetermina conductas terroristas y fija su penalidadò Cfr.  
Ley N° 18.314, que determina cond uctas terroristas y fija su penalidad, publicada en el Diario Oficial de 17 de mayo de 1984 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 1, folios 5 a 11, expediente de anexos al escrito de solicitudes y 
argumentos de CEJIL, anexo B 1.1, folios 1740 a 1746, expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, 
anexo 27, folios 817 a 823, y anexos al escrito de contestación del Estado, anexo 3, folios 84 a 87); Ley N° 19.027  de 24 de enero 
1991 que ñ[m]odifica la Ley NÁ18.314, que determina conductas terroristas y su penalidadò (expediente de anexos al escrito de 
solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 29, folios 825 a 827); declaracio nes rendida s ante fedatario público ( affidávit ) el 21 de 
mayo de 2013 po r el perito Manuel Cancio Meliá, y el 27 de mayo de 2013 por el perito Federico Andreu -Guzmán (expediente de 
declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos,  folios 158 a165, y 621 a 624).  

172   Cfr.  Convención Interam ericana contra el Terrorismo, AG/RES. 1840 (XXXII -O/02), aprobada en el primera sesión plenaria 
celebrada el 3 de junio de 2002, párrafos segundo y sexto del preámbulo. Disponible en: 
http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/agres1840_02.htm  

173   Cfr.  Convención Interamericana contra el Terrorismo, AG/RES. 1840 (XXXII -O/02), aprobada en el primera sesión plenaria 
celebrada el 3 de junio de 2002, párrafo octavo del preámbulo.  

174   Cfr.  UN Doc. CCPR/C/CHL/C0/5, 17 de abril de 2007,  Comité de Derechos Humanos, Examen de los Informes presentados 
por los Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos , Chile, párr. 7 
(expediente de anexos al Informe de Fo ndo 176/10, anexo 8, folios 310 a 315 ), y UN Doc. A/HRC/6/17/Add.1, 28 de noviembre 
de 2007, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Martin Scheinin, Adición,  párr. 20 ( expediente de anexos al Informe 
de Fondo 176/10, anexo 10, folios 369 a 373 ).  

175   La Resolución 1566 (2004) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 8 de octubre de 2004, en su párrafo 3,  

Recuerda  que los actos criminales, inclusive contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones 
corporales graves o de tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en un 
grupo de personas o en de terminada persona, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización 

internacional a realizar un acto, o a abstenerse de realizarlo, que constituyen delitos definidos en los convenios, las 
convenciones y los protocolos internacionales relativos al terrorismo y comprendidos en su ámbito, no admiten justificación 
en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra simi lar e 

http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/agres1840_02.htm
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la ñdefinici·n modelo de terrorismoò desarrollada en el 2010 por Martin Scheinin como  Relator 

Especial sobre la promoción y prote cción de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 

la lucha contra el terrorismo y mantenida por Ben Emmerson , siguiente R elator en la materia 176 . 

Ambos expertos c onsideran que desarrollan estándares relevantes para evaluar las tipificaciones 

nacionales ya que permiten distinguir elementos mínimos o características que determinan las 

conductas graves que tengan un carácter terrorista 177 . 

167.   No obstante, dichos peritos y el perito Cancio Meliá 178  coincidieron en que en la normativa 

internaciona l no exist e una definición de terrorismo completa, concisa y aceptada 

universalmente 179 .  

                                                                                                                                        

insta a todos los Estados a prevenirlos y, si o curren, a cerciorarse de que sean sancionados con penas comp atibles con su 
grave naturaleza.  

Cfr . UN Doc. S/RES/1566  (2004), Consejo de Seguridad, Resolución 1566 (2004), aprobada por el Consejo de Seguirdad en su 
5053ª sesión, celebrada el 8 de octubre d e 2004.  

176   En su informe sobre ñDiez esferas de mejores pr§cticas en la lucha contra el terrorismoò, el Relator Especial sobre la 
promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra terrorismo, Martin Scheinin 
formul· la siguiente ñdefinici·n modeloò como ñpr§ctica ·ptima en la lucha contra el terrorismoò. En ese sentido, indic· que ñ[s]e 
entenderá por terrorismo todo acto o tentativa de acto en que:  

 1.  El acto:  

a)  Está constituido por toma de rehenes intenciona da; o  

b)  Se proponga causar la muerte o lesiones corporales graves a una o más personas o a partes de la población; o  

c)  Entrañe el recurso a la violencia física con efecto mortal o contra una o más personas o partes de la población; y  

2.  El acto o la tent ativa deben ejecutarse con la intención de:  

a)  Provocar un estado de terror entre la población en general o partes de ella; u  

b)  Obligar a un gobierno o a una organización internacional a hacer algo o abstenerse de hacerlo;  

3.  El acto:  

a)  Debe corresponder  a la definición de delito grave contenida en la legislación nacional promulgada con el propósito de 
ajustarse a los convenios y protocolos internacionales relativos al terrorismo o a las resoluciones del Consejo de 
Seguridad relativas al terrorismo; o  

b)  Debe contener todos los elementos de delito grave definido por la legislaci·n nacionalò. 

Asimismo, destac· que: ñlas normas y principios de la lucha contra el terrorismo deber§n limitarse a combatir los delitos que se 
ajusten a las características de la co nducta que ha de reprimirse en la lucha contra el terrorismo internacional, según lo establecido 
por el Consejo de Seguridad en su [R]  esoluci·n 1566 (2004), p§rrafo 3ò, y expres· que: ñcada Estado afectado por formas de 
terrorismo puramente nacionales pue de también legítimamente incluir en su definición de terrorismo conductas que correspondan 
a todos los elementos de un delito grave definido así por la legislación nacional, cuando se combinen con las otras caracterí sticas 
acumulativas establecidas en la [ R]  esoluci·n 1566 (2004)ò. Cfr. UN Doc.  A/HRC/16/51 , 21 de diciembre de 2010,Consejo de 
Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Sr. Martin Scheinin, Diez esferas de mejores prácticas en la lucha contra el 
terrorismo, párrs. 23, 27 y 28.  

177   Cfr . D eclaración rendida el 27 de mayo de 2013 por el perito Federico Andreu -Guzmán ante fedatario público ( affidávit ) 
(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folios 601 a 624), y declaración rendida por el perit o Martin 
Scheinin ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 .  

178   Cfr . Decla raciones  rendida s ante fedatario público ( affidávit ) el 21 de mayo de 2013 po r el perito Manuel Cancio Meliá, y el 
27 de mayo de 2013 por el perito Federico Andreu -Guzmán (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos,  
folios 114 a 166, y 601 a 624 );  declaración rendida por el perito Martin Scheinin ante la Corte Interamericana en la audiencia 
pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 , y UN Doc.  A/HRC/16/51 , 21 de diciembre de 2010,Consejo de Derechos 
Humanos, Informe del Re lator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
en la lucha contra el terrorismo, Sr. Martin Scheinin, Diez esferas de mejores prácticas en la lucha contra el terrorismo, párr . 27.  

179   No obstante, numerosos instrumentos internacionales califican como actos terroristas a determinadas conductas. Tal es el 
caso de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, la cual fue  adoptada el 3 de junio de 2002 por la Asamblea General de 
la OEA, la cual  no define el terrorismo pero considera como delitos terroristas los contenidos en diez convenciones internacionales 

sobre la materia. La referida Convención establece en su art²culo 2.1 (Instrumentos internacionales aplicables) que: ñPara los 
propósitos de es ta Convenci·n, se entiende por ñdelitoò aquellos establecidos en los instrumentos internacionales que se indican a 
continuación:  
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2.  Aplicación al caso concreto  

168.   Para dirimir la controversia en el presente caso respecto de si a las ocho presuntas víctimas 

se les aplicó una ley (Ley N° 18.314) incompatible  con el artículo 9 de la Convención, la Corte estima 

fundamental pronunciarse sobre las alegaciones relativas a que la presun ción de la intención de 

ñproducir [é] temor en la población en generalò estipulada  en el artículo 1 de dicha ley entrañaría la 

viol ación conjunta del principio de legalidad y de la presunción de inocencia.  

169.  Tal c omo se expuso oportunamente ( supra  párr. 98 ),  el artículo  1° de la Ley N° 18.314 

regulaba lo relativo al  elemento subjetivo del tipo de la siguiente forma :  

Artículo 1°. ï Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando en ellos concurriere 
alguna de las circunstancias siguientes:  

1ª Que el delito se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor 
justificado de s er víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios 
empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o 
grupo determinado de personas.  

Se presumirá la finalidad de prod ucir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo 
contrario, por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas 
de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren oc asionar grandes 
estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.  

2ª. Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.  

[Énfasis añadido]  

170.  Corresponde a la Co rte determinar si la presunción le gal  del elemento subjetivo del tipo 

resaltada en dicho artículo 1 , que establec²a que ñ[s]e presumir§ la finalidad de producir dicho temor 

en la poblaci·n en general, salvo que const[ara] lo contrarioò, cuando el delito se cometiera 

mediante el uso de los medios o artificios indicados (entre ellos ñartificios explosivos o incendiariosò), 

entraña una violación al principio de legalidad y al principio de presunción de inocencia .  

171.  La Corte reitera que la tipificación de delito s implica que la conducta incriminada esté 

delimitada de la manera más clara y precisa posible ( supra párr. 162 ) . En  esa tipificación, la especial 

intención o finalidad de producir  ñtemor  en la población  en general ò es un elemento fundamental 

para distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo es  y sin el cual la conducta no sería 

                                                                                                                                        

a. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970.  

b. Conveni o para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de 
septiembre de 1971.  

c. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los 
agentes diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973.  

d. Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de 
diciembre de 1979.  

e. Convenio sobre l a protección física de los materiales nucleares, firmado en Viena el 3 de marzo de 1980.  

f. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil 
internacional, complementario del Convenio p ara la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado 
en Montreal el 24 de febrero de 1988.  

g. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo 
de 1988.  

h. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma 
continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.  

i. Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.  

j. Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999 . 

Cfr . Convención Interamericana contra el Terrorismo, AG/RES. 1840 (XXXII -O/02), aprobada en el primera sesión plenaria 
celebrada el 3 de junio de 2002.  
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típica . La Corte considera que la referida presunción de que existe tal intención cuando se dan 

determinados elementos objetivo s (entre ellos ñel hecho de cometerse el delito mediante artificios 

explosivos o incendiariosò) es violatoria del principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la 

Convención, y asimismo de la  presunción de inocencia prevista  en el  artículo 8.2  de l a misma . El 

principio de presunción de inocencia , que según  ha determin ado la Corte  constituye un fundamento 

de las garantías judiciales 180 , implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea 

preconcebida de que el acusado ha cometido el delito qu e se le imputa, por lo que la carga de la 

prueba está a cargo de quien acusa , y no del acusado,  y cualquier duda debe ser usada en beneficio 

del acusado 181 . La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable 

para la sanción p enal 182 . 

172.  Al respecto, el Estado  manifestó que con la reforma de  la Ley N° 18.314 del  a¶o 2010 ñse 

elimin· la presunci·n de la intenci·n de causar temorò con el fin de ñproteger el principio de 

presunci·n de inocencia [é,] de modo que [é] cualquier acusaci·n de terrorismo debe ser probada 

por quien la plantee y no, como era antes de la mod ificación legal, en que los imputados de tales 

delitos deb²an desvirtuar la presunci·n de intenci·n terroristaò. En similar sentido explic· tal reforma 

el testigo Acosta Sánchez, propuesto por Chile , quien indicó en la audiencia pública que esa 

presunción ñcompromet[²a en] buena medida el principio de culpabilidadò183 . El perito S cheinin 184 , 

propuesto por la Comisión, la FIDH y CEJIL, opinó en similar sentido, indicando que las presunciones 

en los tipos penales van en detrimento del acusado e invierten el razon amiento de l tribunal  en 

cuanto que todos los elementos del delito deben ser probados más allá de toda duda razonable.  El 

perito Cancio Meliá, propuesto por CEJIL, consideró que esa presunción ñimp[usoé] una extensi·n 

irrestricta del alcance de terrorismo, al [é] invertir la carga de la prueba, y fijar el [é] principio de 

que cualquier conducta realizada con un artefacto incendiario [é] se consideraba, en principio, 

terrorista ò, lo que, en su opini·n, es ñcompletamente incompatible no s·lo con el principio de 

legalidad[,] (pues hace [é] imprevisible cuando se estimar²a que óconsta lo contrarioô, es decir, la 

ausencia de la finalidad [de producir temor] ) , sino también con los más elementales postulados del 

debido procesoò185 . Asimismo, el perito An dreu -Guzmán, p ropuesto por la FIDH , indicó que la 

presunción del artículo 1 de la Ley N° 18.314 ñri¶[e] con el principio de presunci·n de inocencia, toda 

vez que da por probado prima facie  el dolo específico por el simple hecho del uso de ciertos métodos 

o armasò, y que  es ñun claro y bien anclado principio del derecho penal contempor§neo que el dolo, y 

a fortiori,  el dolo específico[,] es un elemento de la conducta ilícita que debe ser p robado y no puede 

presumirseò. Adem§s, precisó que ñla redacci·n del art²culo 1 al establecer presunciones de la 

intencionalidad (dolo específico)  pone la carga de la prueba en el acusado de demostrar que no tenía 

tal intenci·nò186 .  

                                           

180   Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador . Fondo . Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77, y Caso 
López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 128.   

181   Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 184, y  Caso López Mendoza Vs. Venezuela , párr. 128.  

182   Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 
111, párr. 204,  y Caso López Mendoza Vs. Venezuela , párr. 128.  

183   El referido testigo declar· sobre ñsu participaci·nò en las modificaciones de la Ley Antiterrorista en Chile y su proceso de 
adecuación con estándares internacionales. Cfr . Declaración rendida por el testigo Juan Domingo Acosta Sánchez ante la Corte 
Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 .  

184   Cfr.  Declaración rendida por el perito Martin Scheinin ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los 
días 29 y 30 de mayo de 2013 . 

185   Cfr.  Declaración rendida el 21 de mayo de 2013 por el perito Manuel Cancio Meliá ante fedatario público ( affidávit )  

(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, fol io 161).  

186   Cfr.  Declaración rendida el 27 de mayo de 2013 por el perito Federico Andreu -Guzmán ante fedatario público ( affidávit ) 
(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 622).  
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173.  La consagración legal de dicha presunción podía condicionar la lógica de análisis con la que los 

tribunales i nternos se aproximaban a confirmar en las causas penales la existencia de la intención.  La 

Corte considera acreditado que tal presunción del elemento subjetivo del tipo terrorista fue aplicada 

en las sentencias que determinaron la responsabilidad penal de las ocho presuntas víctimas de este 

caso: a) para condenar a los señores Norín Catrimán y Pichún como autores del delito de amenaza 

de incendio terrorista  (supra  párr. 116 ) ; b) para condenar a los señores Millacheo  Licán , Huenchunao  

Mariñá n, los hermanos Marileo Saravia y la señora Troncoso Robles como autores del delito de 

incendio terrorist a (supra  párr . 128 ) , y c) para condenar al señor Ancalaf Llaupe como autor de la 

conducta terrorista de ñ[c]olocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos 

explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran pod er destructivo, o de efectos 

t·xicos, corrosivos o infecciososò, por hechos en que, despu®s de obligar a descender de un cami·n a 

su conductor, fue lanzado un ñmechero encendidoò al referido veh²culo (supra  párr. 149 ) .  

174.  En consecuencia, la Corte concluye q ue la aplicación de la presunción de intención terrorista 

respecto de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Hue nte queo Pichún Paillalao, 

Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Sara via, 

Juan Ciriaco Millacheo Licá n, Patricia Roxana Troncoso Robles y  Víctor Manuel Ancalaf Llaupe  vulneró 

el principio de legalidad y el derecho a la  presunción de inocencia , previstos  en los artículos 9 y 8.2 

de la Convención  Americana , en relación con la obligació n de respetar y garantizar los derechos , 

establecida  en el artículo  1.1 de ese tratado .  

 3 . Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno (artículo 2 de la 

Convención Americana ),  en relación con el principio de legalidad  (artículo 9 de la 

Convención) y el derecho a la presunción de inocencia  (artículo 8.2)  

175.  El artículo 2 de la Convención Americana contempla el deber general de los Estados Parte de 

adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para garantizar los derechos en ella 

consagrados . La Corte ha establecido que dicho deber implica la adopción de medidas en dos 

vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que 

entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por otra, la expedi ción de normas y el 

desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías 187 . 

176.  La Corte ha concluido que en la época de los hechos  estaba vigente  una norma penal  

comprendi da en la Ley A ntiterrorista contraria  al principio de legali dad y al derecho a la presunción 

de inocencia, en los térmi nos indicados en los párrafos 169 a 174 . Esa norma fue aplicada  a las 

víctimas del presente caso para determinar su responsabilidad penal como autores de delitos de 

carácter terrorista . 

177.  Por lo tant o, la Corte concluye que Chile violó el deber de adoptar disposiciones de derecho 

interno , establecido en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con los artículo s 9 

(principio de legalidad) y 8.2 (derecho a la presunción de inocencia)  de la misma,  en perjuicio de los 

señores Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 

Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 

Mariñán, Juan Ciriaco Milla cheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles .  

178.  La Corte no encuentra necesario pronunciarse en este caso sobre las dem ás alegadas 

violaciones relacionadas con  el elemento subjetivo del tipo 188 , ni las alegaciones relativas al elemento 

objetivo del t ipo terrorista 189 , puesto que ya concluyó que l a presunción de la finalidad de infundir 

                                           

187   Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Per ú. Fondo, Reparaciones y Costas , párr. 207, y  Caso Mendoza y otros Vs. 
Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013 Serie C No. 260, párr. 293.   

188   Relativas a la alegada amplitud e imprecisión del eleme nto subjetivo del tipo y la redacción alternativa de los elementos del 
aspecto subjetivo del tipo.  

189   Relativas a la insuficiente gravedad de las conductas consideradas delictivas en el artículo 2 de la Ley 18.314 , y la falta de 
precisión en la descripción de las conductas tipificadas como delitos por los que fueron condenadas las presuntas víctimas (e l delito 
de ñincendio terroristaò tipificado en el art²culo 2 nÁ1 de la Ley Antiterrorista en relaci·n con el art²culo 476 numeral 3 del Código 
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temor en la población en general es incompatible con la Convención , y en los procesos contra las 

presuntas víctimas d el presente caso se aplicó dicha presunción .  

179.  No obstante, la Corte destaca que los hechos por los cuales fueron juzgadas y condenadas las 

víctimas de este caso no implicaron la afectación de la integridad física ni la vida de ninguna persona. 

El Tribunal estima relevante hacer notar que el delito de inc endio o de amenaza de incendio por los 

cual es fueron condenadas siete de las víctimas se refiere a la conducta tipificada en el numeral 3 del 

artículo 476 del Código Penal  (supra  párr. 159.b.i ) . En el Código Penal de Chile  la tipificación de los 

delitos de  incendio a los que se remite la  Ley A ntiterrorista (supra  nota s al pie de página 16 3 y 16 4)  

contempla diferentes supuestos, ordenados de mayor a menor según la gravedad de la afectación a 

diferentes bienes jurídicos 190 , siendo que el del referido numeral 3 del artículo 476 se ubica entre los 

de menor gravedad 191 . En similar sentido, al señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe se le condenó como 

auto r del delito previsto en el numeral 4 del artículo 2° de la Ley A ntiterrorista  por l a conducta 

consistente en lanzar ñun mechero encendidoò a un cami·n de una empresa privada despu®s de 

obligar a descender del mismo a su conductor.  

180.  La Corte reitera la importancia de que en la investigación, juzgamiento y sanción de 

conductas penalmente ilícitas no se utilice la tipificación penal especial sobre terrorismo cuando el 

ilícito podría ser investigado y juzgado bajo el tipo penal ordinario por tratarse de una conducta de 

menor reprochabilidad ( supra  párr. 163 ).  

181.  Adicionalmente , varios medios de prueba aportados al Tribunal coinciden en referirse a 

problemas de inconsistencia en la aplicación de la Ley Antiterrorista en Chile. Como fue indicado 

(supra párr. 83 ),  el Relator Especial sobre la promoción y protección de derechos humanos en la 

lucha co ntra el terrorismo sostuvo que la ñopinión política ò en Chile coincide  en que la aplicación de 

esa ley penal a los mapuche  en el contexto de su protesta social es ñinsatisfactoria e inconsistenteò. 

Asimismo, en su ñInforme en Derechoò, presentado como prueba documental por  ambos 

intervinientes comunes , Cecilia Medina Quiroga efectuó un análisis comparativo de casos penales 

similares que considera que fueron resueltos por los tribunales chilenos ñde manera totalmente 

                                                                                                                                        

Penal y sobre la conducta descrita en el numeral 4 del artículo 2 de la Ley 18.314 -su relación con la presunción de intención 
terrorista, por un lado, y la alegada ñfalta de determinaci·nò de la expresi·n ñartefactos incendiariosò, por el otro-).  

190   Art. 474. El que incendiare edificio, tren de ferrocarril, buque u otro lugar cualquiera, causando la muerte de una o más 
personas cuya presencia allí pudo prever, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio perp etuo.  

 La misma pena se impondrá cuando del incendio no resultare muerte sino mutilación de miembro importante o lesión grave 
de las comprendidas en el número 1° del artículo 397.  

 Las penas de este artículo se aplicarán respectivamente en el grado infer ior de ellas si a consecuencia de explosiones 
ocasionadas por incendios, resultare la muerte o lesiones graves de personas que se hallaren a cualquier distancia del lugar del 
siniestro.  

Art. 475. Se castigará al incendiario con presidio mayor en su grado m edio a presidio perpetuo . 

 1° Cuando ejecutare el incendio en edificios, tren de ferrocarril, buque o lugar habitados o en que actualmente hubiere una 
o más personas, siempre que el culpable haya podido prever tal circunstancia.  

 2° Si lo ejecutare en buques mercantes cargados con objetos explosivos o inflamables, en buques de guerra, arsenales, 
astilleros, almacenes, fábricas o depósitos de pólvora o de otras sustancias explosivas o inflamables, parques de artillería,  
maestranzas, museos, bibliotecas, archivos, oficinas o monumentos públicos u otros lugares análogos a los enumerados.  

Art. 476. Se castigará con presidio mayor en cualquiera de sus grados :  

 1° Al que incendiare un edificio destinado a servir de morada, que no estuviere actualmente habitado.  

 2° Al que dentro de poblado incendiare cualquier edificio o lugar, aun cuando no estuviere destinado ordinariamente a la 
habitación.  

 3° El que incendiare bosques, mieses, past os, montes, cierros o plantíos.  

191   La conducta descrita en el numeral  3 del artículo 476 es diferenciable de las demás conductas criminalizadas como incendio 
por el Código Penal por el contenido material de la misma y por la no inclusión de la exigencia de que el incendio produzca u n 
resultado concreto.  
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diferenteò pese a que ñ[l]os antecedentes de hecho, el alcance de las acusaciones y el contexto en el 

que se desarrolla[ron] ambos casos present a[ban] numerosas coincidenciasò. Indicó que dichos 

casos se ñinsertan en el contexto de conflictividad social de rivado de las demandas irresue ltas de las 

comunidades mapuche  sobre sus territorios ancestralesò, en los que se imput· la comisi·n de 

conductas terroristas vinculadas a la quema de predios a personas que integran y lideran dichas 

comunidades 192 . En similar s entido, el Tribunal ha notado que en otra de las causas penales abiertas 

por el hecho del incendio ocurrido en el predio Poluco Pidenco el 19 de diciembre de 2001, por el que 

fueron con denados cinco de las ví ctimas del presente caso como autores del delito  de incendio 

terrorista, el Tribunal Oral de Angol dio aplicación al tipo penal ordinario de incendio previsto en el 

artículo 476 n° 3 y no al de carácter terrorista (supra párr. 123 ).   

182.  La Corte constata que varios órganos  y expertos internacionales han afirmado que Chile no ha 

resuelto de forma efectiva las causas que dan lugar a la protesta social mapuche en las regiones de 

Bío Bío y la Araucanía  (supra  párr . 90 ) . Al respecto, Ben Emmerson,  Relator Especial sobre la 

promo ción y protección de derechos humanos en la lucha contra el terrorismo sostuvo que cuando el 

Estado no cumple con las expectativas de solucionar las reivindicaciones territoriales indígenas 

mapuche permanece latente el riesgo de que las protestas sociales escalen de nivel 193 . En este 

sentido,  resulta prioritario que el Estado garantice una atención y solución adecuada y efectiva a 

tales reclamaciones para proteger y garantizar tanto los derechos del pueblo indígena como los del 

resto de los miembros de la soc iedad en dichas regiones.  

 

VII. 2  ïIGUALDAD ANTE LA LEY  (ARTÍCULO 24 DE LA C ONVENCIÓN AMERICANA)  Y 

GARANTIAS JUDICIALES  (ARTÍCULO  8 .1 , 8.2. f  Y 8.2. h  DE LA CONVENCIÓN  AMERICANA ) , 

EN RELACIÓN CON EL A RTÍCULO  1.1  

183.  Las disposiciones pertinentes de l artículo 8 de  la Convención establece n lo siguiente:  

Artículo 8  
Garantías Judiciales  

1.  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anteri oridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  

2.  Toda persona inculpada de delito tiene derech o a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas:  

[é] 

f)  derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes  en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;  

[é] 

h)  derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.  

184.  El artículo 1.1 de la Convención estipula que:   

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 
ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

                                           

192   Cfr. Informe en D erecho elaborado por Cecilia Medina Quiroga a solicitud de la Defensoría Penal Pública de Chile, el cual 
tiene por objeto ñanalizar la adecuaci·n a los tratados de derechos internacionales sobre derechos humanos de la Ley NÁ 18.314 
que sanciona conductas t erroristas y su apliaci·n en el marco del denominado óconflicto mapucheôò (anexos al escrito de solicitudes 
y argumentos de CEJIL, anexo C, folios 2007 a 2061, y anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 13, fol ios 
456 a 510).  

193   Cfr. UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2,  14 de abril de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre 
la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben 
Emmerson, Adición, Misión  a Chile, párr. 25 (expediente de fondo, tomo V, folios 2566 a 2587).  
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alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

 

185.  El artículo 24 (Igualdad ante la L ey)  de la Convención Americana dispone  que :  

 

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la ley.  

186.  El esclarecimiento de si el Estado ha violado o no sus obligaciones internacionales por virtud 

de las actuaciones de sus órganos judiciales , puede hacer necesario  para esta Corte examinar los 

respectivos procesos internos 194  para establecer su compatibilidad con la Convención Americana 195 , 

pero no constituye una instancia de revisión de sentencias dictadas en procesos internos 196 , ni hace 

que actúe  como un tribunal penal en el que pueda analizarse la responsabilidad penal de los 

individuos. Su función es determinar la compatibilidad de las actuaciones realizadas en dichos 

procesos con la Convención Americana 197  y, en particular, analizar las actuacion es y omisiones de los 

órganos judiciales internos a la luz de las garantías protegidas en el artículo 8 de ese tratado 198 . 

187.  Para que en un proceso se respeten verdaderamente las garantías judiciales protegidas en el 

artículo 8 de la Convención es preciso que se observen todos los requisitos que ñsirv[a]n para 

proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derechoò199 , es decir, las 

ñcondiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u 

obligaciones e st§n bajo consideraci·n judicialò200 . El referido artículo 8 contempla un sistema de 

garantías que condicionan el ejercicio del ius puniendi  del Estado buscando asegurar que el inculpado 

o imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias 201 . 

188.  El examen de las alegadas violacio nes de las garantías judiciales  se dividirá en tres partes:  

a)  Derecho a la igualdad ante la ley y derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial , 

respecto de las alegadas violaciones en perjuicio de las ocho presuntas víctimas   

b)  Derecho de la defensa a interrogar a  los testigos, respecto de las alegadas violaciones en 

perjuicio de los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe;  

c)  Derecho de recurrir del fallo ante un juez o tribunal superior , respecto de las  alegadas 

violaciones en perjuicio de siete de las presuntas víctimas . 

 

                                           

194   Cfr . Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagr§n Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 
1999. Serie C No. 63, párr. 222, y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 79.  

195   Cfr . Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 
2004. Serie C No. 107, párr. 146, y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 79.  

196   Cfr. Ca so Fermín Ramírez Vs. Guatemala , pár r. 62,  y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 81.  

197   Cfr.  Caso Castillo Petruzzi y otros Vs.  Perú. Excepciones Preliminares , párr. 83; Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Per ú. 
Fondo, Reparaciones y Costas , párr. 90, y  Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 81.  

198   Cfr.  Caso de los ñNi¶os de la Calleò (Villagr§n Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, párr. 220, y Caso Mohamed Vs. 
Argentina , párr. 81.  

199   Cfr.  Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 
junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 147, y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 80.  

200   Cfr.  Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC -9/87 del 6 de  octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 28, y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 80 . 

201   Cfr. Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC -11/90 del 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11, párr. 28, y Caso Mohamed Vs. 
Argentina , párr. 80.  
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A)  Derecho a la igualdad ante la ley (artículo 24 de la Convención) y derecho a ser 

juzgado por un juez o tribunal imparcial (artículo 8.1 de la Convención), en 

relación con el artículo 1.1 de la C onvención  

1.  Argumentos de la Comisión y de las partes  

189.  La Comisión  sostuvo que Chile incurrió en violaciones a los artículos 8.1 y 24 y de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma,  por los siguientes tipos de razones:  

a)  consideró que había existido una aplicación selectiva de la ley penal  en contra de 

integrantes del P ueblo indígena Mapuche . En su Informe de Fondo sostuvo  que ñexist[ía]  una 

serie de pronunciamientos de distintos organismos internacionales apuntando a la existencia 

de u n contexto de aplicación selectiva de la Ley antiterrorista  frente a personas 

pertenecientes al pueblo ind²gena Mapucheò y se refiri· a esos pronunciamientos. Sostuvo 

que ñ[es]e contexto se encontraba vigente a la fecha en que las [presuntas] v²ctimas fueron 

procesadas y condenadasò y destac· que ñsi la raza o el origen ®tnico de una persona es 

tomado en cuenta como elemento para calificar un hecho normalmente considerado delito 

común como un delito terrorista, se estaría también ante un escenario de aplica ción selectiva 

de la ley penalò. Afirm· que se encontraba acreditada ñla diferencia de trato basada en el 

origen étnico y/o su vínculo con el pueblo Mapuche, en tanto la consideración de estos 

elementos tuvo el efecto de contaminar la decisi·nò, sin que el Estado haya justificado dicha 

diferencia de trato ;   

b)  por otro lado,  en particular en los alegatos  finales escritos  (en los que indicó que en el 

presente caso ñla metodolog²a para determinar si existi· o no discriminaci·n, debe centrarse 

en el an§lisis de la motivaci·n del fallo judicial en cuesti·nò), afirmó que en el presente caso 

la discriminaci·n ñtuvo lugar en los  fallos judiciales ò y solicitó que la Corte analizara  la 

motivación de los mismos. Sostuvo que se produjo una violación del derecho a un juez o 

tribunal imparcial, protegido en el artículo 8.1 de la Convención, debido a que los tribunales 

ñefectua[ron] una valoración y calif icación de los hechos con base en conceptos pre -

construí dos sobre el contexto que los rode·, y [é]  adopta [ ron] su decisión condenatoria 

aplicando dichos prejuiciosò. Sostuvo que Chile incurri· en ñdiscriminaci·n [é] directa por 

estar pre sente de manera expl²cita en los fallos judiciales condenatoriosò. Indic· que la Ley N° 

18.314 no es en sí misma discriminatoria y que tampoco corresponde analizar ñsi ha sido 

aplicada a otras personas no pertenecientes al pueblo ind²gena Mapucheò. Para analizar ñsi la 

persecución y condena de las [presuntas] víctimas con arreglo a la Ley antiterrorista fue 

discriminatoriaò, la Comisi·n sostuvo que los tres fallos judiciales condenatorios contienen 

referencias discriminatorias ñexpl²citas y directasò y se refirió a cada una de ellas. Destacó, 

entre otras cosas, que ñla motivaci·n [de los fallos] empieza a incorporar elementos relativos 

a la pertenencia ®tnica, liderazgo tradicional o vinculaci·n con el pueblo ind²gena Mapucheò en 

el análisis del tribunal int erno respecto del elemento subjetivo o la intención te rrorista, y  

c)  se configuró una violación a la imparcialidad debido a que los jueces que dictaron las 

sentencias condenatorias de las ocho presuntas v²ctimas ñefectua[ron] una valoraci·n y 

calificación de los hechos con base en conceptos preconstituidos sobre el contexto que los 

rode·, y al haber adoptado su decisi·n condenatoria aplicando dichos prejuiciosò. Seg¼n la 

Comisi·n ñlos jueces del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal guardaban nociones preconcebidas 

sobre la situaci·n de orden p¼blico asociada al as² llamado óconflicto Mapucheô, prejuicios que 

los llevaron a dar por probado que en la IX Región se desarrollaban procesos de violencia 

dentro de los cuales se óinsertabanô los hechos investigados, y asimismo a reproducir, en 

forma casi textual, el razonamiento que ya se había aplicado a la valoración de la conducta 

individual en otro proceso penal previoò. 

190.  La FIDH alegó que Chile ñvioló el derecho a la igualdad ante la ley y no discriminación, 

estableci do en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento, en perjuicio de Segundo Aniceto N orín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, 
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Florencio Jaime Marileo Saravia, José Huenchunao Mariñán, Juan Patr icio Marileo Sara via, Juan 

Ciriaco Millacheo Licá nò. Asimismo, sostuvo que Chile ñvioló el derecho a un juez imparcial 

consagrado en el artículo 8.1 de la Convención en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento ò, en perjuicio de dichas presuntas víctimas . 

a)  En relación con el  principio  de igualdad y no discriminación,  se refirió a l procesamiento 

de las referidas presuntas víctimas y destacó que las sentencias condenatorias en su contra 

ñse han basado en razonamientos de car§cter discriminatorio en razón de la  pertenencia 

®tnicaò, refiri®ndose a varias consideraciones de las mismas.  Con respecto a la alegada 

aplicación selectiva de la Ley N° 18.314, la FIDH indic· que ñ[l]a prueba de la diferencia de 

tratoò result· de la aplicación de la referida l ey  ñpara hechos que no son constitutivos de 

terrorismoò y de ñla aplicaci·n de penas m§s severas e inadecuadasò. Sostuvo que ñtodos los 

poderes del Estado chileno estuvieron involucrados en la decisión de no aplicar el derecho 

común sino la ley de excepción [é] a miembros del pueblo mapucheò sin una justificaci·n 

objetiva y razonable. Se¶al· que ñlas estad²sticas de la justicia penal, la desproporci·n entre 

el delito y la pena, el irrespeto de la presunción de inocencia, las valoraciones prejuiciadas de 

los j ueces, los discursos de la Fiscalía y del M inisterio del Interior, demuestran un claro patrón 

de discriminaci·n ®tnicaò. En relación con los  ñdatos estad²sticosò sobre la aplicaci·n de la 

referida ley entre 2000 y 2005, solicit· que fueran ñinterpreta[dos] conjuntamente con el 

efecto de la indebida aplicaci·n de tipos penales de terrorismo a [sus] representadosò. 

Asimismo, argument· que ñhasta hoy se sigue aplicando la Ley antiterrorista de forma 

discriminatoria a los Mapucheò y que ñsi bien aplica este r®gimen en la fase de investigación y 

de juicio, luego el juez condena  por delitos de derecho com¼nò.  

b)  En relación con la alegada violación del derecho a un juez o tribunal imparcial, 

argument· que ñexisti· una imparcialidad (sic ) subjetiva en las sentencias de condena del 

caso de los Lonkos y del caso Poluco Pidencoò y que se adher²a a la conclusi·n de la Comisión 

en su Informe de F ondo .También sostuvo que  ñla aplicaci·n de una pena indebida a los 

Lonkos tambi®n demuestra el prejuicioò. Argument· adem§s que la referencia a conceptos 

como ñhecho p¼blico y notorioò y ñes de p¼blico conocimientoò en las sentencias 

condenatorias muestran que los tribunales inte rnos se ñaproximaron al caso con un prejuicio o 

estereotipoò y que el tribunal interno habría  copiado la parte respecto de la calificación de los 

hechos como terroristas de la sentencia absolutoria emitida en el caso de los señores Norín 

Catrimán y Pichún Paillal ao y en la sentencia condenatoria en el caso Poluco Pidenco.  

191.  CEJIL alegó la violación del ñderecho a la igualdad [é] en relaci·n con la obligaci·n general de 

respetar [los] derechosò (artículos 24 y 1.1 de la Convención ) , y de las garantías judicial es (artículos 

8.1, 8.2.c, 8.2.d  y 8.5  de la Convención ) , en perjuicio de Víctor Manuel Ancalaf Llaupe :  

a)  En relación con los principios de igualdad y no discriminación , indic· que ñhac[²a] 

propiasò las observaciones formuladas al respecto por la Comisi·n. Refiriéndose al proceso 

penal seguido contra el señor Ancalaf , aleg· que se ñevidencia[ba] la existencia [de] un sesgo 

discriminatorio durante su tramitaci·nò, y que su caso era ñuna expresi·n de [la] pr§cticaò del 

Estado de ñaplica[ci·n] selectiva[é de] la legislación antiterrorista contra los integrantes del 

pueblo mapucheò. Argument· que ñ[e]l estereotipo del ind²gena mapuche, no solo se manifest· 

en el curso de la investigación [en el caso del señor Ancalaf] sino que se reflej [ ó]  en las 

sentencias dictada s por los tribunales nacionales como elemento determinante para la condena 

de los Lonkos, el Werk®n y en general de los l²deres y activistas mapuchesò. Sostuvo que 

ñ[t]ener en cuenta la pertenencia de una persona a un grupo ®tnico y derivar de ello la 

calificaci·n de un hecho como terroristaò sin que la ñdiferencia de tratoò sea motivada 

constituye ñun acto de discriminaci·n racialò. Se¶al· que ñes la aplicaci·n de la Ley 

Antiterrorista , lo que produce la discriminaci·n y no la ley en s² mismaò. Argument· que dicha 

aplicaci·n en el caso del se¶or Ancalaf debe ñnecesariamente entenderse en un contexto de 

criminalizaci·n del reclamo del pueblo mapucheò y que ñ[d]iversos organismos nacionales o 

internacionales han reconocido la existencia de ese contexto de discriminaci·nò. Sostuvo que el 
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Estado ñha utilizado el óorigen ®tnicoô como criterio para realizar diferencias entre personas, en 

tanto la aplicación selectiva se dirigió a los miembros de un grupo étnic o particularò sin 

justificación ;  

b)  En cuanto a las referidas garantías judiciales ,  CEJIL alegó que en el proceso penal 

seguido contra el s eñor Víctor Ancalaf Llaupe  se violaron en su perjuicio las garantías 

contenidas en el artículo 8.1 (der echo ser oído por juez o tribunal imparcial y el deber de 

motivación), 8.2.c (concesión de medios adecuados para la preparación de la defensa), 8.2.d 

(derecho a ser asistido por un defensor de su elección) y 8.5 (publicidad del proceso) de la 

Convención, a sí como el deber establecido en el artículo 2 de la misma . Expuso las razones por 

las cuales considera que ñel procesamiento y posterior condena de Ancalaf Llaupe bajo un 

régimen de características inquisitivas ïcomo el que se encontraba vigente a la época  de los 

hechos -  se tradujo en una serie de violaciones a las garant²as de debido procesoò. Con 

respecto a  la alegada violación del  artículo 8.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención, alegó  que e n ese sistema,  ñ[l]a estructura y regulaci·nò del sistema penal 

inquisitivo e stablecido en é l no garantizó su derecho a ser oído por un juez o tribunal 

imparcial, pues ñla acusaci·n se constitu²a por una resoluci·n judicial del mismo juez que 

había conducido la instrucción y que luego dict aba el falloò. Sostuvo que en el proceso penal 

contra el señor Ancalaf Llaupe el mismo juez que llevó a cabo la investigación, realizó el 

procesamiento y dictó la sentencia condenatoria. Por otra parte, indicó que la Corte de 

Apelaciones de Concepci·n ñno cumpli· [é] con el deber de motivaci·n suficiente para 

salvaguardar el derecho [del se¶or V²ctor Ancalaf] a un debido procesoò, pues determin· su 

participaci·n en los hechos y estableci· su responsabilidad penal por los mismos ñcon base 

determinante en dec laraciones de testigos con identidad reservadaò. Los argumentos de 

CEJIL respecto de la alegada violación del artículo 8.2.c y 8.5, en relación con los artículos 

1.1 y 2 de la Convención, están referidos a la aplicación del secreto sumarial previsto en el 

antiguo Código de Procedimiento Penal y a que todas las actuaciones del proceso fueron 

escritas. Acerca de  la alegada violación del artículo 8.2.d en relación con el artículo 1.1 de la 

Convención, CEJIL sostuvo que en ninguna de las dos ocasiones en que el  señor Ancalaf 

Llaupe declar· previo a que se dictara el auto de procesamiento en su contra, se le indic· ñen 

qué calidad era convocado a comparecer ante el t ribunal ni lo hizo acompañado de un 

abogado defensor, aun  cuando a ese momento se estaban desarrol lando diligencias 

procesales en las que se lo investigaba puntualmenteò.  

192.  El Estado,  al controvertir la alegada ñaplicaci·n selectivaò de la Ley A ntiterrorista , afirmó que 

ñreconocer un error, ex post, en una sentencia, o en la aplicaci·n de una norma procesal, no implica 

asignar a dicho error una cierta motivación oculta compartida no sólo por quien ha incurrido 

propiamente en el error (un juez, un fiscal, un abogado), sino por todos los poderes del Estadoò. 

Asimismo, expres· que ñ[s]e ha pretendido se¶alar, sobre la base de las sentencias emanadas de 

estos casos, y su negativo impacto en quienes se habrían visto directamente perjudicados por ellas -  

naturales y propios de cualquier persona que es víctima de algún error judicial o administrativo - , que 

el Es tado de Chile habría incurrido en dichos errores (de existir tales) en forma voluntaria y 

planificadaò. Sostuvo que ñ[n]o existe un aparataje estatal focalizado en reprimir y condenar a 

miembros de las comunidades Mapuche con arreglo a la Ley  Antiterrorism o, con el objeto de 

criminalizar y asfixiar sus reivindicaciones ancestralesò,  y que ñ[s]i ello fuese efectivo, cada vez que 

los órganos encargados de la persecución criminal iniciasen acciones bajo dicha ley, los imputados 

ser²an condenadosò, lo cual no fue el caso. Afirm· que ñen b¼squeda de la paz social, el [é] 

Minis terio [del Interior y Seguridad Pública ] ha desistido de perseguir hechos de violencia cometidos 

en la zona de la Araucan²a como delitos terroristasò. Sostuvo que ñenfrentado a hechos que revisten 

el car§cter de delitos comunes o de la Ley Antiterrorismo [é] sea que provengan de comuneros 

mapuche o de cualquier otro ciudadano -, es inviable exigir que el Estado [é] no inicie la persecuci·n 

criminal, bajo el argumento de que tendrían como trasf ondo u na óreivindicaci·n ancestralôò. Se¶al· 

que la referida l ey no es ñuna ley óanti-mapucheôò y que ñ[l]as razones de la invocaci·n de [la misma ] 

no responde, por tanto, a un afán de perseguir o perjudicar a un grupo determinado de la población, 
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sino a la convicci·n del persecutor penalò de que las caracter²sticas de los hechos indicar²an una 

intención terrorista. El Estado no desarrolló alegatos con respecto a la alegada violación del derecho 

a un juez o tribunal imparcial.   

2.  Consideraciones de la  Corte  

193.  La imparcialidad de los tribunales actuantes en los distintos casos ha sido cuestionada por dos 

órdenes de argumentos. El primero de ellos se refiere exclusivamente al proceso seguido contra el 

señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, único en el cual  se aplicó el antiguo Código de Procedimiento 

Penal de 1906. La Corte no encuentra necesario pronunciarse en forma particular  sobre es os 

alegatos y los relativos al artículo 8.2.c, 8.2.d y 8.5 ( supra  párr. 191 .b) , pero los tomará en cuenta 

en lo pertinente al  pronunciarse sobre el derecho de defensa (artículo 8.2.f  de la Convención ) ( infra  

párrs. 253 a 260 )  y sobre la alegada violación a  la libertad personal en relación con la prisión 

preventiva a la que fue sometido el señor Ancalaf Llaupe (artículo 7  de la Convención ) ( infra  párrs. 

313 a 327 ).  

194.  El segundo orden de argumentos está relacionado con la alegada discriminación por razones 

de origen étnico en perjuicio de las presuntas víctimas, sea por la supuesta existencia de una 

ñaplicación selectiva de l a Ley A ntiterrorista ò en contra de integrantes del Pueblo indígena Mapuche, 

sea porque las sentencias penales internas contienen expresiones que se estima que constituyen o 

revelan discriminación de la índole indicada .  

195.  Para dirimir las controversias al re specto, las consideraciones de la Corte se ordenarán de la 

manera siguiente:  

a)  Consideraciones generales:  

i.  El principio de igualdad y no discriminación  y el derecho a la igualdad ante la ley ;  

ii.  El derecho a un juez o tribunal imparcial;  

b)  Aplicación al caso:  

i.  Aleg ada aplicación selectiva y discriminatoria de la Ley Antiterrorista a miemb ros 

del Pueblo indígena M apuche, y  

ii.  Alegada u tilización de estereotipos y pre juicios sociales en las sentencias  penales 

internas . 

a)  Consideraciones generales  

a. i ) El principio de igualdad y no discriminación  y el derecho a la igualdad 

ante la ley  

196.  Como ya se indicó , el artículo 1.1 de la Convención  dispone que los Estados Partes ñse 

compromete n a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar s u libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimien to o cualquier otra condición social ò. A su vez, el art²culo 24 

estipula que ñ[t] odas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 

discriminación, a igual protección de la ley ò (supra  párrs. 184 y 185 ) . 

197.  Sobre el principio de i gualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha señalado que la 

noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es 

inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, 

por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la 

inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce 
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de derechos que sí se reconocen a quienes  no se consideran incursos en tal situación 202 . La 

jurisprudencia de la Corte también ha indicado que e n la actual etapa de la evolución del derecho 

internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio 

del jus cogens . Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y 

permean todo el ordenamiento jurídico 203 .  

198.  En cuanto al concepto de discriminación , cabe tomar como base las definiciones contenidas en 

el artículo 1.1 de la Convenci ón Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial 204  y el Artículo 1.1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación contra la Mujer 205  para concluir que discriminación es  toda distinción, exclusió n, 

restricción o preferencia basada en los motivos prohibidos que tenga por objeto o por resultado 

anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los 

derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas políti ca, económica, social, cultural o 

en cualquier otra esfera 206 .  

199.  El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho o de hecho, 

no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las 

leyes  que apruebe el Estado y a su aplicación 207 . Es decir, no se limita a reiterar lo dispuesto en el 

artículo 1.1 de la misma, respecto de la obligación de los Estados de respetar y garantizar, sin 

discriminación, los derechos reconocidos en dicho tratado, sino  consagra un derecho que también 

acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de igualdad y no discriminación 

en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe 208 , pues protege el 

derecho a la ñigual protecci·n de la leyò209 , de modo que veda también la discriminación derivada de 

una desigualdad proveniente de la ley interna o de su aplicación 210 . 

                                           

202   Cfr . Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva 
OC-4/84  de 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 55, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile.  Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 79.   

203  Cfr . Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados.  Opinión Consultiva OC -18/03 de 17 de septiembre de 
2003. Serie A No. 18, párr. 101, Caso Comunidad Indíg ena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay , párr. 269 , y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. 
Chile , párr. 79.  

204   El Artículo 1.1 de la Convención Internacional sobre la E liminación de todas las Formas de Discriminación Racial señala que: 
ñ[e]n la presente Convenci·n la expresi·n ódiscriminaci·n racialô denotar§ toda distinci·n, exclusi·n, restricci·n o preferencia 
basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esfer as 
política, económica, social, cultural o en cualquier otra e sfera de la vida p¼blicaò. 

205   El Artículo 1.1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
se¶ala que: ñ[a] los efectos de la presente Convenci·n, la expresi·n ódiscriminaci·n contra la mujerô denotará toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejer cicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la muj er, de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales en las esferas pol²tica, econ·mica, social, cultural y civil o en cualquier otra esferaò. 

206   Esa caracterización es análoga a la hecha por el Comité de Derechos Humanos, el cual ha definido la disc riminación como: 
ñtoda distinci·n, exclusi·n, restricci·n o preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el 
idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la propiedad, el nacim iento o cualquier otra 
condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condici ones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personasò. Cfr.  UN Doc. CCPR/C/37 , Comité de 
Derechos Humanos, Observación General No. 18, No discriminación , 10 de noviembre de 1989, párr. 6.  

207   Cfr. Caso YATAMA Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 23 de junio de 
2005. Serie C No. 1 27, párr. 186, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 82.  

208   Cfr.  Caso YATAMA Vs. Nicaragua , párr. 186.  

209   Cfr.  Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984 , párr. 54, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 82.  

210   Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (ñCorte Primera de lo Contencioso Administrativoò) Vs. Venezuela. Excepci·n Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 209, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , 
párr. 82 . 
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200.  La Corte ha determin ado que una diferencia de trato es discriminatoria cuando la misma no 

tiene una justificación objetiva y razonable 211 , es decir, cuando no persigue un fin legítimo y no 

existe una relación razonable de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido 212 .  

201.  Además, la Corte ha establecido que los Estados deben abstenerse de r ealizar acciones que 

de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación 

de jure  o de facto 213 . Los Estados están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o 

cambiar situaciones discriminatorias exis tentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo 

de personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a 

actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o 

favorezcan las situaciones discriminatorias 214 . 

202.  Tomando en cuenta los criterios de interpretación estipulados en el artículo 29 de la 

Convención Americana y en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados,  la Corte 

considera que el origen étnico es  un criterio prohibido de discriminación que se encuentra 

comprendido dentro de la expresión "cualquier otra condición social" del artículo 1.1. de la 

Convención Americana. El Tribunal ha indicado que al interpretarse el contenido de dicha expresión 

debe ñelegirse la alternativa más favorable para la tutela de los derechos protegidos por dicho 

tratado, seg¼n el principio de la norma m§s favorable al ser humanoò215 . Los criterios específicos en 

virtud de los cuales está prohibido discriminar, según el referido  artículo, no son un listado taxativo o 

limitativo sino meramente enunciativo. La redacción de esa norma ñdeja abiertos los criterios con la 

inclusi·n del t®rmino óotra condici·n socialô para incorporar as² a otras categor²as que no hubiesen 

sido explícita mente indicadasò216 .  

203.  Varios tratados internacionales prohíben expresamente la discriminación por origen étnico 217 .  

Asimismo, otros instrumentos internacionales reafirman  que los pueblos indígenas deben estar libres 

de toda forma de discriminación 218 .  

                                           

211   Cfr.  Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC -17/02  del 28 de agosto de 2002. Serie A No. 
17, párr. 46; Opinión Consultiva OC -18/03  de 17 de septiembre de 2003 , párr. 84, y Caso YATAMA Vs. Nicaragua , párr. 185.  

212   Cfr . TEDH, Caso D.H. y otros  Vs. República Checa , No. 57325/00 . Sentencia del 13 de noviembre de 2007, párr. 196, y 
TEDH, Caso Sejdic y Finci Vs. Bosnia y Herzegovina , Nos. 27996/06 and 34836/06 . Sentencia del 22 de diciembre de 2009, 
párr.42.  

213  Cfr. Opinión Consultiva OC -18 /03 de 17 de septiembre de 2003 , párr. 103, y C aso Nadege Dorzema y otros Vs. República 
Dominicana. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012 Serie C No. 251, párr. 236.  

214  Cfr. Opinión Consultiva OC -18 /03 de 17 de septiembre de 2003 , párr. 104, y Caso Nadege Dorzema y  otros Vs. República 
Dominicana , párr. 236. En este sentido se ha expresado con anterioridad el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
en su Observación General No. 18, No Discriminación, del 10 de noviembre d e 1989, CCPR/C/37, párr. 10 . 

215   Cfr.  La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos).  Opinión 
Consultiva OC -5/85 del 13 de noviembre de 1985.  Serie A No. 5, párr. 52,  y Caso Atala Riffo y Niñ as Vs. Chile , párr. 84.   

216   Cfr.  Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 85.  

217   Entre otros, la Convención Internacional para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial establece en su 
art²culo 2 la obligaci·n de los Estados partes de ñno incurrir en ningún acto o práctica de discriminación racial contra personas, 
grupos de personas o institucionesò y, en su art²culo 1, determina que ñla expresi·n "discriminaci·n racial" denotar§ toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basa da en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o ®tnicoò que tenga por 
objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos 
humanos y libertades fundamentales en las esferas pol ítica, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida 
pública . La Convención sobre los Derechos del Niño enuncia en su artículo segundo que se respetarán los derechos enunciados en 
esa Convención y asegurarán su aplicación a cada niño su jeto a su jurisdicci·n, ñsin distinci·n alguna, independientemente de la 
raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, l a posición 
económica, los impedimentos físicos, el nacimie nto o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes 
legalesò, de forma tal que se incluye la categor²a de ñrazaò separadamente del ñorigen nacional, ®tnico o socialò. La Convención 

Internacional sobre la protección de los derecho s de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares dispone en su artículo 1 
que ñ[l]a [referida] Convenci·n ser§ aplicable, salvo cuando en ella se disponga otra cosa, a todos los trabajadores migratorios y a 
sus familiares sin distinción alguna p or motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, 
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204.  La Corte toma en cuenta que la etnia se refiere a comunidades de personas que comparten, 

entre otras, características de naturaleza socio cultural, tales como afinidades culturales, lingüísticas, 

espirituales y orígenes históricos y tradicionales. Dentro de e sta categoría se encuentran los pueblos 

indígenas, respecto de los cuales la Corte ha reconocido que tienen características propias que 

conforman su identidad cultural 219 , tales como su derecho consuetudinario, sus características 

económicas, sociales, sus v alores, usos y costumbres 220 .  

205.  El Pueblo indígena Mapuche está reconocido como etnia  indígena  en Chile por el artículo de la 

Ley N° 19.253  (ñLey Indígena ò), promulgada en septiembre de 1993 ( supra  párr. 88) , que dispone  

que :  

El Estado reconoce que los indígenas de Chile son los de scendientes de las agrupaciones  humanas que existen 
en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales 
propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su exi stencia y cultura.  

El Estado reconoce como principales etnias indígenas de Chile a: la Mapuche , Aimará , Rapa Nui o Pascuences, 
la de las comunidades Atacameñas, Quechuas y Collas del norte del país , las comunidades Kawas hkar o 
Alacalufe y Yámana o Yagá n de  los canales australes. El Estado valora su existencia por ser parte esencial de las 
raíces de la Nación chilena, así como su integridad y desarrollo, de acuerdo a sus costumbres y valores.  

Es deber de la sociedad en general y del Estado en particular, a t ravés de sus instituciones respetar, proteger y 
promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando las medidas adecuadas 
para tales fines y proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equi librio ecológico y 
propender a su ampliación.  [Énfasis añadid o]   

206.  El artículo 1.1. de la Convención Americana proscribe la discriminación, en general, e incluye 

categorías prohibidas de discriminación  (supra  párr. 196 ) . Tomando en cuenta los criterios 

desar rollados anteriormente, esta Corte deja establecido que  el origen étnico de las personas es una 

categoría protegida por la Convención. Por ello , está proscrita por la Convención Americana cualquier 

norma, acto o práctica discriminatoria basada en la etnia de la persona. En consecuencia, ninguna  

norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por 

particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alg uno, los derechos de una persona a partir de 

su origen étnico 221 . Ello es igualmente aplicable a que, de acuerdo al artículo 24 de dicho tratado, se 

proscribe una desigualdad basada en el origen étnico proveniente de la ley interna o de su aplicación . 

a.ii)  El derecho a un juez  o tribunal  imparcial  

207.  El artículo 8 de la Convenci·n Americana se titula ñGarant²as judicialesò. La primera de esas 

garantías es la del artículo 8.1 , que establece lo siguiente :  

1.  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por 

un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos  y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  

                                                                                                                                        

origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier o tra 
condici·nò.  

218   La Declaraci ón de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas reafirma en el párrafo quinto de su 
pre§mbulo ñque, en el ejercicio de sus derechos, los pueblos ind²genas deben estar libres de toda forma de discriminaci·nò, y 
dispone en el artículo 2  que ñ[l]os pueblos y los individuos ind²genas son libres e iguales a todos los dem§s pueblos y personas y 
tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de sus derechos, en particular la fundada en su 
origen o identidad in d²genasò. Cfr.  UN Doc. A/RES/61/295 , 13 de septiembre de 2007 , Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas , Resolución de la Asamblea Genera l de las Naciones Unidas 61/295.   

219   Cfr . Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay , párr. 51, y Caso de las Comunidades Afrodescendientes 
Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica ( Operación Génesis) Vs. Colombia , párr. 354.  

220   Cfr . Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay , párr. 63, y Caso de las Comunidades Afrodescendie ntes 

Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombi a, párr. 354.  

221   En igual sentido respecto de la prohibición de discriminación por orientación sexual. Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , 
párr. 91.  
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208.  En el presente caso  han sido sometidas a la consideración de la Corte alegaciones sobre  la 

supuesta falta de imparcialidad personal  de los jueces o tribunales que dictaro n las sentencias 

condenatorias. Al respecto, este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que 

interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo , de una 

manera subjetiva,  de todo prejuicio  y, asimi smo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva 

que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la 

ausencia de imparcialidad . La Corte ha destacado que la imparcialidad personal se presume a menos 

que  exista prueba en contrario, consistente por ejemplo en la demostración de que algún miembro 

de un tribunal o juez guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los litigantes. El juez 

debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia , aliciente, presión, amenaza o intromisión, 

directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a ïy movido por -  el Derecho 222 .  

209.  También ha determinado la Corte que ñuna violación del artículo 8.1  por la presunta falta de 

imparcialidad judicial de los jueces debe establecerse a partir de elementos probatorios específicos y 

concretos que indiquen que se está efectivamente ante un caso en el que los jueces claramente se 

han dejado influenciar por aspectos o criterios ajenos a las normas legalesò223 . 

210.  Las med idas eficaces de lucha contra el terrorismo deben ser complementarias y no 

contradictorias con la observancia de las normas de protección de los derechos humanos 224 . Al 

adoptar medidas que busquen proteger a las personas bajo su jurisdicción contra actos de 

terrorismo, los Estados tienen la obligación de garantizar que el funcionamiento de la justicia penal y 

el respeto a las garantías procesales se apeguen al principio de no discriminación 225 . Los Estados 

deben asegurar que los fines y  efectos  de las medidas que se tomen en la persecución penal de 

conductas terroristas  no discriminen  permitiendo que las personas se vean sometida s a 

caracterizaciones o estereotipos étnicos 226 .  

b)  Aplicación al caso concreto  

b.i) Alegada aplicación selectiva y discriminatoria de l a Ley A n titerrorista 

a miembros del P ueblo indígena Mapuche  

211.  Cuando los intervinientes comunes alegaron que exist²a una ñaplicaci·n selectiva de la ley 

Antiterroristaò se estaban refiriendo a datos estad²sticos correspondientes a la ®poca de los hechos. 

Asimismo, la Comisi·n y los representantes han mencionado un ñcontextoò de ñaplicaci·n selectivaò 

de la Ley A ntiterrorista ñfrente a personas pertenecientes al pueblo ind²gena mapucheò y a la 

ñcriminalizaci·n de la protesta socialò de dicho pueblo (supra párr s. 189 a 191 ).  

212.  Comenzando por este último punto, la Corte entiende que es preciso distinguir las actitudes 

que una parte importante de los medios de comunicación difunden acerca de las manifes taciones de 

                                           

222   Cfr . Caso Apitz Barbera y otros (ñCorte Primera de lo Contencioso Administrativoò) Vs. Venezuela, párr. 56, y  Caso Atala 
Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 189.   

223   Cfr.  Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr.190.  

224   Cfr. UN Doc.  A/HRC/16/51, 21 de diciembre de 2010,Consej o de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la 
promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Sr. Martin 
Scheinin, Diez esferas de mejores prácticas en la lucha contra el terror ismo, párrs. 12 y 13 . En similar sentido:  Caso Loayza 
Tamayo Vs. Perú . Fondo , párrs. 44 y 57; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo . Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C 
No. 69, párr. 95; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú . Fondo , Reparaciones y Costas . Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie 
C No. 119, párr. 91, y Caso Del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú . Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas.  Sentencia de 2 de agosto de 2008 Serie C No. 181, párrs. 76 a 80.  

225   Cfr. UN Doc. A/57/18 , 8 de marzo de 2001, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial , Declaración sobre la 
discriminación racial y las medidas para combatir el terrorismo , adoptada luego de los actos terroristas perpetrados en los Estados 
Unidos  de América el 11 de septiembre de 2001, pág. 102.  

226   Cfr.  UN Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 (Vol.II) , Instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos, Compilación de 
Observaciones y Recomendaciones Generales adoptadas por los órganos de derechos hum anos, Recomendación General no. XXX 
del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (2005) , párr. 10.  
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reivindicación del p uebl o m apuche  (supra  párr. 93) , así como las formas de actuación del Ministerio 

del Interior y Seguridad Pública y del Ministerio Público 227  -al determinar cuáles son los casos en que 

invocan la aplicación de la Ley Antiterrorista -  y la argumentación en que se fundan , de la decisión 

que e n definitiva han adoptado los tribunales chilenos al respecto. La Corte debe centrar su atención 

en las decisiones judiciales, sin dejar de considerar la posibilidad de que la forma en que los medios 

de comunicaci·n presenten el llamado ñconflicto mapucheò, o las presentaciones del Ministerio 

Público, hayan influido indebidamente en tales decisiones.  

213.  En particular, cabe destacar que en la época de esos procesos se encontraba vigente en la 

Ley N° 18.314 una presunción legal, que la Corte ya declaró incompati ble con los principios de 

legalidad y presunción de inocencia ( supra párrs. 168 a 177 ),  que estab lecía que la finalidad  de 

producir  temor en la población en general (especial intenci·n terrorista) se presumir²a ñpor el hecho 

de cometerse el delito mediante  artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, 

medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o 

mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de  efectos explosivos o t·xicosò. 

214.  En cuanto  al segundo punto, aunque quizás los intervinientes comunes no pretendieran que 

se efectuara un análisis sobre si la alegada violación a las presuntas víctimas de este caso se produjo 

por una discriminación indirecta derivada del impacto despropo rcionado o efectos discriminatorios 

indirectos de la referida ley penal, la Corte examinará con los medios a su alcance el denominado 

ñcontextoò de ñaplicaci·n selectivaò de la Ley Antiterrorista ñfrente a personas pertenecientes al 

pueblo indígena mapuche ò y ñcriminalizaci·n de la protesta socialò.  

215.  Efectivamente han sido procesados y, en ocas iones condenados, miembros del P ueblo 

indígena Mapuche o activistas vinculados con su causa por conductas presumidas legalmente como 

terroristas por el marco jurídico  vigente para la época 228 . Varios procesos han terminado con 

sentencia absolutoria. Es particularmente notable a ese respecto la absolución de la señora  Troncoso 

Robles y los señores Pichún Paillala o y Norín Catrimán y otras cinco personas, que fueron juzgad as 

por el delito de asociación ilícita terrorista acusados de haber conformado una organización para 

ejecutar delitos de carácter terrorista que actuaba ñal amparoò de la organizaci·n ind²gena 

ñCoordinadora Arauco Mallecoò (CAM) (supra  párr. 92 ) . 

216.  Tanto los  representantes como el Estado utilizaron o presentaron pruebas relativa s a 

estadísticas de aplicación de la Ley Antiterrorista que abordan lapsos temporales y zonas geográficas 

diversas o que tienen objetos de análisis distinto. Por ejemplo, en lo que res pecta a los lapsos 

temporales, entre otras, una prueba se refiere a los años 1997 a 2003 229 , otra a los años 2000 a 

                                           

227   En su escrito de contestaci·n el Estado explic· que ñel Ministerio del Interior y Seguridad P¼blica y el Ministerio P¼blico son 
los únicos órganos públicos legitimados para iniciar acciones contra personas que hayan cometido, a su juicio, delitos tipificados 
bajo la Ley Antiterrorismoò. Véase también: Esquema del procedimiento penal en Chile presentado por el Estado como prueba 
para mejor res olver (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folio 61).  

228   Seg¼n lo sostenido por Chile en sus alegatos finales escritos presentados en junio de 2013, ñ[d]esde [el] 2004, no 
han existido condenas por delitos terroristas, salvo una, en 2009, en una causa donde el mismo imputado reconoció los 
hechos con el único obj eto de someterse a una menor penaò. Asimismo, en la informaci·n proporcionada por Chile el 21 
de octubre de 2008 al Comit® de Derechos Humanos, el Estado afirm· que ñ[n]ueve personas de ascendencia ind²gena 
han sido condenadas por [l]a ley [18.314]ò. Cfr.  UN Doc. CCPR/C/CHL/CO/5/Add.1, 22 de enero de 2009, Comité de 
Derechos Humanos, Examen de los informes presentados por los Estados Partes de conformidad con el artículo 40 del 
Pacto,  Adición, Información proporcionada por Chile el 21 de octubre de 2008 en relación con la implementación de las 
observaciones finales del Comit® de Derechos Humanosò,p§g. 7, p§rr. 22.b). 

229   Cfr.  Art²culo de V²ctor Toledo Llancaqueo, ñPrima ratio  Movilización mapuche y política penal. Los marcos de la 
política indígena en Chile 1990 -2007ò, en Revista Observatorio Social de Am®rica Latina, a¶o VIII, nÁ 22, septiembre de 
2007, Buenos Aires  (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 9, folios 66 a 105). En 

la página 263 de dicha revista se incluye  un ñGr§ficoò titulado ñRegiones VIII y IX. Querellas presentadas por el Gobierno 
por actos de protesta mapuche, 1997 -2003ò en el cual se indica que la fuente de informaci·n es un ñOficio del Ministerio del 
Interior según informe del Senado (2003) y estadí sticas judiciales INEò. 
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2013 230 , otra a los años 2005 a 2012 231 , otra a los años 2008 a 2012 232  y otra a los años 2010 y 

2011 233 . En lo que respecta a objetos de análisis dis tinto, la Corte hace notar que, por ejemplo: a) un 

documento  se refiere al número de querellas presentadas por el Ministerio del Interior y Seguridad 

Pública  ñpor actos de protesta mapucheò en las ñRegiones VIII y IX ò entre 1997 y 2003, que visibiliza 

la i nvocación de la Ley Antiterrorista a partir del 2002 234 , en el cual no se incluye información sobre 

el resultado de dichos procesos ni tampoco sobre querellas en que se invocara dicha ley respecto de 

hechos no relacionados con dicha protesta; b) otra informa ción se refiere a las querellas presentadas 

por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública  del 2005 a junio de 2012  (sin especificar si se 

refiere a las presentadas en todo Chile), de la cual es posible determinar en cuántas se invocó la Ley 

Antiterro rista así como constatar que habría sido  invocada por hechos que prima facie  ïsegún la 

descripción que consta en el documento -  no tendrían relación con el contexto de la protesta social 

mapuche 235 , y c) otra información consiste en  cuadro s sobre las investig aciones formalizadas por el 

Ministerio Público por delitos previstos en la Ley An titerrorista entre el 2000 y jul io de 201 3236  y 

entre el 2000 y abril de 2013 237 , los cuales ïa diferencia de los dos documentos anteriormente 

referidos -  incluye n información sobr e el estado o resultado del proceso , pero no desagregan la 

información según el origen étnico 238 . Asimismo, en lo que respecta a las zonas geográficas a que se 

refiere la prueba, alguna de ella aborda datos solamente de la región de la Araucanía 239 , sin 

compar arlo con la invocación y aplicación de la Ley Antiterrorista en el resto del p aís, algunas 

                                           

230   Cfr.  Documento aportado por el Estado indicando que se trata de  ñLista con registro hist·rico de formalizados por la Ley 
Antiterrorista entre los a¶os 2000 y 2013 en todo Chileò. El cuadro aportado no tiene un título  (expediente de prueba para mejor 
resolver presentada por el Estado, folios 52 a 55).   

231   El documento  fue aportado por el Estado indicando que se trata de  ñListado de causas en que se ha invocado la Ley 
Antiterrorismoò (expediente de anexos al escrito de contestación, anexo 8, folios 180 a 190).  De los elementos probatorios 
ofrecidos no es posible constatar fehacientemente la fuente de este documento.  

232   El Estado aportó este documento indicando que se trata de  ñDocumento informativo sobre las investigaciones en la 
regi·n de la Araucan²a (Fuente: Ministerio P¼blico)ò (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios  56 
a 60) .  

233   Durante la audiencia pública el perito Jorge Contesse se refiri· a que, en ñel informe anual del Instituto Nacional de 
Derechos Humanos del año 2011, se da cuenta que entre el año 2010 y el año 2011 de [las] 48 personas que fueron sometidas al 
régimen especial de la legislación que sa nciona conductas terroristas [Ley N° 18.314] , 32 de ellas [é] pertenecen al pueblo 
Mapuche o tienen una vinculación con el mismo.  Cfr.  Declaración rendida por el perito Jorge Contese ante la Corte Interamericana 
en la audiencia pública celebrada los días 2 9 y 30 de mayo de 2013.   

234   Cfr.  Art²culo de V²ctor Toledo Llancaqueo, ñPrima ratio  Movilización mapuche y política penal. Los marcos de la 
política indígena en Chile 1990 -2007ò, en Revista Observatorio Social de Am®rica Latina, a¶o VIII, nÁ 22, septiembre  de 
2007, Buenos Aires  (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de la FIDH, anexo 9, folios 66 a 105 ). En 
la p§gina 263 de dicha revista se incluye un ñGr§ficoò titulado ñRegiones VIII y IX. Querellas presentadas por el Gobierno 
por act os de protesta mapuche, 1997 -2003ò en el cual se indica que la fuente de informaci·n es un ñOficio del Ministerio del 
Interior seg¼n informe del Senado (2003) y estad²sticas judiciales INEò. 

235   El documento fue aportado por el Estado indicando que se trata  de  ñListado de causas en que se ha invocado la Ley 
Antiterrorismoò (expediente de anexos al escrito de contestaci·n, anexo 8, folios180 a 190).  

236   Documento ofrecido por el Estado como ñlista con el registro histórico de los formalizados por Ley Antiterr orista entre 
los a¶os 2000 a 2013 en todo Chile (Fuente: Ministerio P¼blico)ò. El cuadro aportado no tiene un título (expediente de prueba 
para mejor resolver presentada por el Estado, folios 52 a 55). Se ha constatado lo afirmado por la FIDH en sus observ aciones a 
esta prueba presentada por Chile, en cuanto a que la información brindada en este documento es incompleta, ya que no contiene , 
entre otros, los datos de la causa seguida contra Victor Manuel Ancalaf Llaupe.  

237   Cfr.  documento entregado por el Ministerio Público en respuesta al pedido de acceso a información pública formulado por 
el representante Sergio Fuenzalida el 8 de abril de 2013 (anexo aportado por CEJIL junto con sus alegatos finales).  

238   Al respecto ver nota al pie de página 243.  

239   El Estado aportó este documento indicando que se trata de  ñDocumento informativo sobre las investigaciones en la 
región de la Araucanía  (Fuente: Ministerio Público) ò (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 
56 a 60).   
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abarcan todo el Estado de Chile sin desagregar la información por origen étnico 240  y otras no se 

indica la zona geográfica que abarcan 241 . Estas mismas diferencias en cu anto a la utilización de 

estadísticas se encuentran presentes en los informes de Relatores especiales y de órganos 

internacionales de protección de los derechos humanos.  

217.  No obstante, la Corte toma particul armente en cuenta la información  contenida en los 

ñcomentarios del Estado de Chile al informe de la visita del Relator Especialò sobre promoción y 

protección de derechos humanos en la lucha contra el terrorismo 242 , según la cual entre el 2000 y el 

2013 ñel Ministerio P¼blico ha formalizado un total de 19 causas bajo la Ley Antiterrorista, de las 

cuales 12 se relacionan a reivindicaciones de tierras de grupos mapucheò243 . 

218.  Con fundamento en esa información es posible constatar que en una mayoría de causas se ha 

invocado  dicha ley contra miembro s del Pueblo indígena M apuche: de las 19 caus as en que se 

formalizó la investigación penal  bajo la Ley Antiterrorista, en 12 de ellas los  imputados eran de 

origen mapuche  o se relacionan con reivindicaciones de tierras de  dicho  pueblo . A este respe cto, 

var ios de los informes de Relatores E speciales y C omités de Naciones Unidas han manifestado su 

preocupación por la aplicación de la Ley  Antiterrorista a miembros del P ueblo  indígena M apuche en  

relación con delitos cometidos en el contexto de la protesta socia l244  o han manifestado una 

aplicaci·n ñdesproporcionadaò de la referida ley a los m apuche 245 .  

                                           

240   Documento  aportado por el Estado indicando que se trata de  ñLista con registro hist·rico de formalizados por la Ley 
Antiterrorista entre los a¶os 2000 y 2013 en todo Chileò. El cuadro aportado no tiene un título  (expediente de prueba para mejor 
resolver  presentada por el Estado, folios 52 a 55).  

241   El documento  fue aportado por el Estado indicando que se trata de  ñListado de causas en que se ha invocado la Ley 

Antiterrorismoò (expediente de anexos a escrito de contestaci·n, anexo 8, folios 180 a 190).   

242   Cfr.  UN Doc. A/HRC/25/59/Add.3, 11 de marzo de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Comentarios del Estado de Chile 
al Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la 
lucha contra el  terrorismo, Ben Emmerson . Adición, Misión a Chile, párr. 12.  

243   Esa estadística es similar a la información aportada por las partes en el presente proceso:  

a)  el documento entregado por el Ministerio Público en respuesta al pedido de acceso a información pública formulado 
por el representante Sergio Fuenzalida el 8 de abril de 2013 (anexo aportado por CEJIL junto con sus alegatos finales), que 
consiste en un cuadro que contiene inform ación de un total de 21 causas formalizadas por el Ministerio Público en que se 
invocó la Ley Antiterrorista entre los años 2000 y abril de 2013 en todo Chile. Este documento no contiene información de 
los procesados desagregada por origen étnico. Sin emba rgo, en su escrito de alegatos finales, CEJIL indicó a la Corte que 
verificó directamente los números de radicación (RUC) de las referidas causas y encontró que en 11 de esas 21 causas los 
imputados eran ñpersonas del pueblo mapucheò. El Estado no objet· esa prueba ni tal afirmación de CEJIL, sino que ratificó 
esta ¼ltima sosteniendo en sus alegatos finales que ñlos casos formalizados por el Ministerio P¼blico por delitos terroristas 
que estarían relacionados con el conflicto mapuche, entre los años 2000 y 2013, son 11, en todo Chileò.  

b)  el documento aportado por el Estado a la Corte Interamericana en respuesta al pedido de prueba para mejor 
resolver indicando que se trata de ñLista con registro hist·rico de formalizados por la Ley Antiterrorista entre los años 2000 
y 2013 en todo Chileò, que consiste en un cuadro que contiene informaci·n de un total de 17 causas formalizadas por el 
Ministerio Público en que se invocó la Ley Antiterrorista entre los años 2000 y julio de 2013 en todo Chile y tampoco 
contien e información de los procesados desagregada por origen étnico (expediente de prueba para mejor resolver 
presentada por el Estado, folios 52 a 55). La Corte solicitó a Chile que complementara la información presentada en este 
documento indicando òen cu§les los imputados o condenados son de origen mapucheò. Sin embargo, el Estado respondi· 
que esa información no estaba desagregada y que no era posible hacerlo en el plazo concedido por el Tribunal. Al 
presentar sus observaciones a esa prueba, la FIDH afirmó qu e 12 de las 17 causas òest§n relacionadas con la protesta 
Mapucheò. Ello no fue objetado por Chile.  

244   El informe de 2007 del Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación en cuanto a que miembros del pueblo 
mapuche estarían siendo vinculados a proce sos penales por terrorismo por actos de protesta o demanda social en relación con la 
defensa de sus derechos territoriales, pero no se refirió a una aplicación selectiva de la Ley Antiterrorista, sino a la preo cupación 
por la indebida amplitud de la defini ción de ese tipo de delitos en la Ley N° 18.314 y a la limitación de garantías procesales bajo la 
referida ley.  

 El Informe de 2007 del Relator Especial sobre promoción y protección de derechos humanos en la lucha contra el 
terrorismo, Martin Scheinin ïqui en también rindió peritaje ante la Corte en este caso ïque manifestó su preocupación por la 
condena de nueve individuos mapuche entre los años 2003 a 2005 por delitos relacionados con actos de protesta social asociado s 
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219.  El Tribunal estima que la m ayor aplicación a miembros del Pueblo indígena M apuche de esa 

ley penal que tipifica conductas terroristas por sí misma no permite conclui r que se ha dado la 

alegada aplicaci·n ñselectivaò de car§cter discriminatorio. Asimismo, no fueron aportados a la Corte 

suficientes elementos de información sobre el universo de hechos de violencia o delictivos de 

naturaleza semejante en la época de los h echos del presente caso, supuestamente perpetrados por 

personas no pertenecientes al Pueblo indígena M apuche, a los que, con los criterios con los que se 

aplicó la Ley Antiterrorista en los casos de imputados mapuche, se debiera haber aplicado también 

en e sos otros casos.  

                                                                                                                                        

a las reivindicaciones de tierras trad icionales indígenas, en virtud de la definición de terrorismo que estaba contemplada en la 
legislación de Chile.  
 En el año 2009, el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
indígenas de Naciones Un idas, James Anaya, después de su vista a Chile los días 5 a 9 de abril de 2009, consideró como 
ñpreocupanteò la ñaplicaci·n, especialmente en a¶os pasados, de la Ley [A] ntiterrorista (Ley N° 18314) para procesar y condenar 

a individuo mapuche por delitos cometidos en el contexto de la protesta socialò.  
 En el a¶o 2009 el Comit® para la Eliminaci·n de la Discriminaci·n Racial, en sus observaciones finales sobre Chile, ñnot[·] 
con preocupación que la Ley [A]  ntiterrorista 18.314 ha sido aplicada principalme nte a miembros del pueblo mapuche, por actos 
ocurridos en el contexto de demandas sociales, relacionados con la reivindicación de los derechos sobre sus tierras ancestral esò. Al 
respecto, el referid· Comit® recomend·, inter alia, que Chile: ñse asegure de que la Ley Antiterrorista no sea aplicada a miembros 
de la comunidad Mapuche por actos de protesta o demanda socialò, y que ñponga en pr§ctica las recomendaciones formuladas en 
este sentido por el Comité de Derechos Humanos en 2007 y por los Relatores Espe ciales sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los pueblos ind²genas, con motivo de sus visitas a Chile en 2003 y en 2009ò. 
Asimismo, el Comité señaló a la atención del Estado parte su Recomendación general No. XXXI sob re la prevención de la 
discriminación racial en la administración y funcionamiento de la justicia penal (párrafo 5, inciso e). En sus observaciones con 
respecto a Chile de septiembre de 2013, el mismo Comit® expres· que ñsigue preocupado por informaci·n que indica la continua 
aplicación desproporcionada de la Ley [N° 18.314] a miembros del pueblo mapuche por actos ocurridos en el contexto de reclamo s 
por sus derechos, incluyendo sobre sus tierras ancestralesò, y recomend· nuevamente que el Estado ñ[a]segure que la Ley 
Antiterrorista no sea aplicada a miembros de la comunidad mapuche por actos de demanda socialòy que ñ[p]onga en pr§ctica las 
recomendaciones formuladas en este sentido por el Comité de Derechos Humanos (2007) y por el Relator especial sobre los  
derechos de los pueblos indígenas (2003 y 2007), y que además tome en cuenta las recomendaciones preliminares del Relator 
especial sobre la promoci·n y protecci·n de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismoò, as² como que ñ[monitoree los 
efec tos discriminatorios que la aplicación de la Ley Antiterrorista y prácticas relacionadas podrían tener sobre los pueblos 
ind²genasò.  

Cfr.  UN Doc. CCPR/C/CHL/C0/5, 17 de abril de 2007,  Comité de Derechos Humanos, Examen de los Informes presentados por los 
Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos , Chile, párr. 7 
(expediente de anexos al Informe de Fo ndo 176/10, anexo 8, folio 312); UN Doc. A/HRC/6/17/Add.1, 28 de noviembre de 2007, 
Consejo de D erechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Martin Scheinin, Adición,  párr. 9 ( expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, anexo  10, folio 370); UN Doc. A/HRC/12/34/ Add.6, 5 de octubre de 2009 , Informe del Relator Especial sobre la 
situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, Adición, La situación de los 
pueblos indígenas en Chile: seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior , párr. 46 (expediente de 
anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 12, folio 441); UN Doc. CERD/C/CHL/C0/15 -18, 7 de septiembre de 2009, Comité para 
la Eliminación de la Discri minación Racial, Examen de los Informes presentados por los Estados partes de conformidad con el 
Artículo 9 de la Convención, Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  Chile, párr. 15 
(expediente de anexos al Informe  de Fondo 176/10, anexo 14, folio 502), y UN Doc. CERD/C/CHL/CO/19 -21, Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones finales  sobre los informes periódicos 19º a 21º de Chile, aprobadas por el 
Comité en su 83º período de sesiones del  12 al 30 de agosto de 2013,  párr. 14.  

245   El Relator Especial  sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo, en su ñ[e]valuaci·n preliminarò sobre la visita que realiz· a Chile del 17 al 30 de julio de 2013 manifestó que 
las protestas por parte de miembros del pueblo mapuche relacionadas con ñla reivindicaci·n de sus territorios ancestralesò, ñse han 
caracterizado típicamente por la por la ocupación de predios además del incendio y otr as formas de ataques físicos dirigidos contra 
propiedades agr²colas, forestales e industriales asociadas a la colonizaci·n comercial del territorio Mapucheò, y que ñ[l]a legislación 
antiterrorista ha sido aplicada por los fiscales públicos locales y por el  Ministerio del Interior y Seguridad Pública en un número 
relativamente definido de casos emblemáticos, principalmente involucrando imputados múltiples. Las estadísticas demuestran qu e 
las protestas Mapuches representan la gran mayoría de procesamientos ba jo la legislaci·n antiterroristaò. En su informe final sobre 
la referida visita, el Relator Especial afirm· que ñno puede haber duda de que la Ley Antiterrorista se ha utilizado de forma 
desproporcionada contra personas acusadas por delitos relacionados co n las protestas de tierras mapucheò. Cfr . Declaración del 
Relator Especial  sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el 
terrorismo de 30 de julio de 2013 sobre su visita a Chile del 17 al 30 de  julio de 2013, y UN Doc. A/HRC/25/59/Add.2, 14 de abril 

de 2014, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos  y 
las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson, Adición, Misión a Chile, párr. 54 (expediente de 
fondo, tomo V, folios 2566 a 2587).  
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220.  Debe tenerse presente asimismo lo informado por el Gobierno de Chile en relación con una de 

las observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos  en abril de 2007 , que se refería , 

entre otros,  a la modificación de la Ley N° 18.314 :  

Modificación de la Ley 18314 ajustándola al artículo 27 del Pacto  [Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos]  

22.  Si bien esta ley es especial en cuanto a su materia, es general en cuanto se aplica a todos los 
ciudadanos sin distinción, es decir no implica una discriminación especial hacia las personas mapuches que 
fueron procesadas en virtud de ella. Más allá del caso específico de estas personas, se debe contextualizar esta 
situación la cual no responde a una persecución política hacia el movimiento indígena o mapuche. Al respecto es 
imprescindible tener en consideración los siguientes antecedentes:  

 a)  Sectores minoritarios ligados a la reivindicación de derechos territoriales indígenas, 
iniciaron a partir del año 1999, una ofensiva destin ada a ejecutar acciones contra empresas forestales y 
agricultores en algunas provincias de las regiones VIII y IX, consistentes en ocupaciones ilegales, 
robos, hurtos, incendios de bosques, plantíos, edificaciones y casas patronales, así como incendios de 
maquinaria agrícola y forestal, vehículos y ataques a trabajadores, brigadistas forestales, carabineros, 

propietarios de los predios afectados y sus familias, e incluso agresiones y amenazas a miembros de 
comunidades mapuches por no aceptar estos métodos d e acción. Estas acciones se diferenciaron del 
accionar de la gran mayoría de organizaciones indígenas quienes no recurrieron a la violencia para 
reivindicar sus legítimas aspiraciones;  

 b)  La aplicación de esta ley fue invocada frente a situaciones de extr ema gravedad, lo 
que ha ocurrido en nueve procesos desde el año 2001. La última oportunidad fue en el mes de julio del 
2003, en el caso del atentado cometido en contra del testigo don Luis Federico Licán Montoya, que lo 
dejaron con lesiones invalidantes de  por vida. Nueve personas de ascendencia indígena han sido 
condenadas por esta ley;  

 c)  Las acciones judiciales iniciadas estuvieron encaminadas a castigar a los autores de 
delitos y no al pueblo mapuche; sancionar a quienes cometen un delito no implica ñcriminalizarò una 
reivindicación social y menos a todo un pueblo;  

 d)  El Estado de Chile, ha reconocido como legítima la demanda de los pueblos indígenas, 
en especial del mapuche; estas demandas han sido permanentemente asumidas por los Gobiernos 
democrátic os y encauzadas por mecanismos y canales institucionales; es así que la protección al 
derecho a la tierra se encuentra consagrado por la Ley Indígena desde 1993, que ha permitido el 
traspasar a la fecha lo señalado en este informe (párr. 20 supra).  

23.  No obstante lo anterior, la Presidenta de la República estableció como parte de su política, el evitar la 
aplicación de dicha legislación a casos en que se vean involucradas personas indígenas, en razón de sus 
demandas y reivindicaciones ancestrales, en caso  de hechos futuros que pueden ser juzgados a través de la ley 
común; cabe hacer presente que en el caso concreto del delito de incendio, la pena que establece el Código 
Penal es tan alta como la de la Ley Antiterrorista 246 . 

221.  De lo expuesto en este apartado se  desprende que no existen elementos que permitan a la 

Corte determinar que ha existido una aplica ción discriminatoria de la Ley Antiterrorista en perjuicio 

del P ueblo Mapuche o de sus integrantes.  

 

b.ii) Alegada utilización de estereotipos y prejuicios soc iales en las 

sentencias penales internas  

222.  La Comisión y los representantes expresaron ( supra  párrs.  189 a 191 ) que en varios pasajes 

de las sentencias condenatorias de las presuntas víctimas se emplearon estereotipos y prejuicios  

étnicos , y sostuvieron que con ello se habrían configurado violaciones del principio de igualdad y del 

derecho a un juez o tribunal imparcial. En su Informe de F ondo, la Comisión concluyó a este respecto 

que el Estado había violad o el ñderecho a la igualdad ante la ley y no discrimi nación  establecido en el 

art²culo 24 de la Convenci·n Americana, en relaci·n con el art²culo 1.1 del mismo instrumentoò y ñel 

                                           

246   Cfr. UN Doc. CCPR/C/CHL/CO/5/Add.1, 22 de enero de 2009, Comité de Derechos Humanos, Examen de los informes 

presentados por los Estados Partes de conformid ad con el artículo 40 del Pacto,  Adición, Información proporcionada por 
Chile el 21 de octubre de 2008 en relación con la implementación de las observaciones finales del Comité de Derechos 
Humanosò, párrs. 22 y 23.   
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derecho de los procesados a un juez imparcial consagrado en el artículo 8.1 de la Convención en 

relación con el artículo 1.1 del mismo instrumentoò (supra  párr. 189 ).  

223.  Puede haber una aplicación discriminatoria de la ley penal si el juez o tribunal condena a una 

persona basándose en un razonamiento fundado en estereotipos negativos que asocien a un grupo 

étnico con el terrorismo para  determinar alguno de los elementos de la responsabilidad penal. 

Incumbe al juez penal verificar que todos los elementos del tipo penal hayan sido probados por la 

parte acusadora, puesto que, como ha expresado esta Corte, la demostración fehaciente de la 

culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la 

prueba recaiga, como corresponde, en la parte acusadora y no en el acusado 247 .  

224.  Los estereotipos constituyen pre -concepciones de los atributos, conductas, pap eles o 

características poseídas por personas que pertenecen a un grupo identificado 248 . Asimismo, la Corte 

ha indicado que las condiciones discriminatorias ñbasadas en estereotipos [é] socialmente 

dominantes y socialmente persistentes, [é] se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita 

o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de [las 

autoridades]ò249 .  

225.  Varios de los peritos hicieron importantes aportes a este respecto 250 . El perito Stavenhagen, 

propue sto por la Comisión  y la FIDH, señaló  que ñ[ l] a aplicación discriminatoria de una norma puede 

derivarse del sustento mismo de su aplicación o de si las razones invocadas para su aplicación son 

objetivas o contienen alg¼n elemento discriminatorioò. El perito Carlos del Valle Rojas, propuesto por 

la FIDH, hizo un an§lisis del ñdiscurso jur²dico-judicialò con el fin de determinar la eventual 

ñexistencia de estereotipos, prejuicios y discriminaci·n en las sentencias penalesò de las presuntas 

víctimas de este ca so. Al respecto, el perito concluy· que las sentencias ñutilizan expresiones 

discursivas cuya carga valorativa, moral y/o política, denota la aceptación y reproducción de 

estereotipos que incluyen fuertes prejuicios sociales y culturales contras las comuni dades mapuche y 

elementos valorativos en pro de la parte acusadoraò. El perito indic· que ñuna parte importante de la 

argumentaci·n jur²dicaò de dichas decisiones judiciales se desprende de ñestereotipos y prejuicios 

que recaen nocivamente sobre estas comu nidades , [é] sin que se desprenda de hechos probados en 

el procesoò. Además, s ostuvo que ñen diversos extractos de las sentencias [é se] usa[n] argumentos 

discriminatorios hacia las comunidades mapucheò y que ñen diversas ocasiones se sustentan 

decisiones jurídicas perjudiciales para miembros o dirigentes mapuche en cadenas de razonamientos 

que se sustentan, a su vez, en expresiones discriminatorias, estereotipos o prejuicios preconcebidos, 

en relaci·n al caso examinadoò. El perito analizó distintos extract os de las sentencias internas que 

considera ñdejan en evidenciaò tal ñasimilaci·n de estereotipos y prejuicios y el empleo recurrente de 

razonamientos discriminatoriosò por parte de los tribunales internos. 

226.  Para establecer si una diferencia de trato se fun damentó en una categoría sospechosa y 

determinar si constituyó discriminación, es necesario analizar los argumentos expuestos por las 

autoridades judiciales nacionales, sus conductas, el lenguaje utilizado y el contexto en que se 

produjeron las decisiones judiciales 251 .  

                                           

247   Cfr . Caso Cabrera García y  Montiel Flores Vs. México , párr. 182, y Caso J. Vs. Perú , párr. 233.   

248   Cfr.  Caso Gonz§lez y otras (ñCampo Algodoneroò) Vs. M®xico. Excepci·n Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 401, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 111.  

249   Cfr. Caso González y otras (ñCampo Algodoneroò) Vs. M®xico, párr. 401.  

250   Cfr. Declaración escrita rendida el 26 de mayo de 2013 po r el perito Rodolfo Stavenhagen , y declaración rendida el 17 de 

mayo de 2013 por el perito Carlos del Valle Rojas ante fedatario público ( affidávit ) (expediente declaraciones de presuntas 
víctimas, testig os y peritos, folios 288 a 290,  296  y 696 ).  

251   Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile , párr. 95.  
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227.  Entre las expresiones particularmente señaladas como discriminatorias por la Comisión y los 

intervinientes comunes de los representantes se destacan las siguientes, que con algunas variantes 

aparecen en las distintas sentencias condenatorias:  

ñ[é]  las acciones que causaron estos delitos demuestran que la forma, métodos y estrategias empleadas, 
tenían una finalidad dolosa de causar un estado de temor generalizado en la zona.   

Los ilícitos antes referidos  están insertos en un proceso de recuperac ión de tierras del pueblo mapuche, el que 
se ha llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la institucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a 
acciones de fuerza previamente planificadas, concertadas y preparadas por grupos exacerbados que buscan  
crear un clima de inseguridad, inestabilidad y temor en diversos sectores de la octava y novena regiones. 
Estas acciones se pueden sintetizar en la formulación de exigencias desproporcionadas, hechas bajo presión 
por grupos beligerantes a los dueños y pro pietarios, a quienes se les advierte que sufrirán diversos tipos de 
atentados en caso de no acceder a sus requerimientos, muchas de estas amenazas se han materializado 
mediante ataques a la integridad física, en acciones de robo, hurto, incendio, daños y o cupaciones de tierras, 
que han afectado tanto a los individuos y bienes de diversas personas dedicadas a las actividades agrícolas y 
forestales de esta zona del país.  

La finalidad perseguida es provocar en la gente un justo temor de ser víctima de atentad os similares, y con 
ello obligarlas para que desistan de seguir explotando sus propiedades y hacer que las abandonen. La 
sensación de inseguridad e intranquilidad que generan dichos atentados, ha traído como consecuencias la 
disminución y encarecimiento de  la mano de obra, aumento en el costo e hipotecas, tanto en la contratación 
de maquinarias para la explotación de los predios, como para cubrir las pólizas que aseguren las tierras, 
instalaciones y plantaciones. Es cada vez más frecuente ver trabajadores, maquinarias, vehículos y faenas 
instalados en los distintos predios, bajo protección policial que garantice la ejecución de las labores, todo lo 
cual afecta derechos garantizados constitucionalmente.  

Lo anterior fluye, aunque no necesariamente con los mism os caracteres, de los atestados contestes de Juan y 
Julio Sagredo Marín, Miguel [ Á] ngel Sagredo Vidal, Mauricio Chaparro Melo, Raúl Arnoldo Forcael Silva, Juan 
Agustín Figueroa Elgueta, Juan Agustín Figueroa Yávar, Armín Enrique Stappung Schwarzlose, Jorge  Pablo 
Luchsinger Villiger, Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli, Gerardo Jequier Shalhlí y Antonio Arnoldo Boisier 
Cruces, quienes expresaron haber sido víctimas directas o tener conocimiento de amenazas y atentados 
contra personas o bienes, perpetrados por  personas pertenecientes a la etnia mapuche; testigos que 
expresaron de diferente forma la sensación de temor que dichos actos les provocaron . Se relaciona lo anterior 
con los dichos del perito José Muñoz Maulen, quien refirió haber respaldado en un compac  disc computacional 
informaci·n obtenida de la pagina web denominada ñsitio htp/fortunecety.es/ò, en la cual se describen 
diversas actividades relacionadas al movimiento de reivindicación de tierras que parte del pueblo 
perteneciente a la etnia mapuche des arrolla en las regiones octava y nov ena del país; los antecedentes 
contenidos en el informe de la Sesión de la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del 
Honorable Senado de la República, realizada el 1 de julio del 2002 que concluyó en la constatación de la falta 
de servicio por parte del Estado; las informaciones no desvirtuadas y contenidas en el cuerpo C, páginas 10 y 
11 de la edición del diario El Mercurio del 10 de marzo de 2002 relativa a la cantidad de conflictos causados 
por grup os de mapuches en actos terroristas, publicaciones de la Tercera en Internet, [ l]a Segunda en 
Internet y E l Mercurio electrónico, publicadas los días 26 de marzo de 1999, 15 de diciembre de 2001, 15 de 
marzo de 2002 y 15 de jun io de 2002, respectivamente, y tres  cuadros gráficos extraídas de las páginas Web 
de la Comisión Nacional de Inversión Extranjera en Chile, dividido en sectores y por regiones, de acuerdo a la 
división político administrativa del país, que permite hacer comparaciones de dólares efecti vamente invertidos 
en las demás regiones y la Novena, y demuestran que la inversión privada en la región ha disminuido 252 . 

* * *  

[é] Respecto a la participación de ambos enjuiciados es preciso considerar lo siguiente:  

1. -  Como antecedentes generales y de acu erdo a la prueba aportada durante el juicio por el Ministerio Público 
y los querellantes particulares, es un hecho público y notorio que en la zona, desde hace un tiempo a la fecha, 
están actuando organizaciones de hecho que usando como argumento reivindic aciones territoriales, realizan 

                                           

252   Considerando décimo tercero de la sentencia condenatoria emitida el 27 de setiembre de2003 respecto de Segundo Aniceto 
Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao. Este pasaje es casi idéntico a uno cont enido en la anterior sentencia 
absolutoria, que fue anulada ( supra  párrs. 112 a 118);  y a otro pasaje contenido en el considerando d écimo  noveno de la 
sentencia condenatoria emitida el 22 de agosto de 2004 por el mismo tribunal respecto de los señores Juan  Patricio y Florencio 
Jaime Marileo  Saravia , José Benicio Huenchunao  Mariñán , Juan Ciriaco Millacheo Licán, y la señora Patricia Roxana Troncoso 
Robles en el proceso penal relativo al hecho de incendio del predio Poluco Pidenco ( supra  párr. 126).  Cfr.  sent encia emitida el 27 
de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo  Penal de Angol, considerando dé cimo  tercero ; s entencia emitida el 14 de 

abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de  Angol, considerando décimo, y s entencia emiti da el 22 de agosto de 
2004 por Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, consi derando segundo, considerando dé cimo  noveno (expediente de anexos 
al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, 16 y 18,  folios 537 a 540 , 569 a 571 , 679 y 680) . 
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actos de violencia o incitan a ellos. Entre sus métodos de acción se emplea la realización de diversos actos de 
fuerza que se dirigen contra empresas forestales, pequeños y medianos agricultores, todos los cuales tienen 
en c omún ser propietarios de terrenos contiguos, aledaños o cercanos a comunidades indígenas que 
pretenden derechos históricos sobre las mismas. Tales acciones apuntan a la reivindicación de tierras 

estimadas como ancestrales, siendo la ocupación ilegal un med io para alcanzar el fin más ambicioso, a través 
de ellas se irán recuperando parte de los espacios territoriales ancestrales y se fortalecerá la identidad 
territorial del Pueblo Mapuche. Así se desprende del testimonio conteste de los ofendidos Juan y Juli o Sagredo 
Marin, Juan Agustin Figueroa Elgueta y Juan Agustin Figueroa Yávar, sustentados por el atestado de Armin 
Stappung Schwarzlose, Gerardo Jequier Salí, Jorge Pablo Luchsinger Villiger, Antonio Arnaldo Boisier cruces y 
Osvaldo Moisés Carvajal Rondane lli, analizadas.  

2. -  No se encuentra suficientemente acreditado que estos hechos fueron provocados por personas extrañas a 
las comunidades mapuches, debido a que obedecen al propósito de crear un clima de total hostigamiento a 
los propietarios del sector, con el objeto de infundirles temor y lograr así que accedan a sus demandas, y que 
respondan a una lógica relacionada con la llamada "Problemática Mapuche", porque sus autores conocían las 
áreas reclamadas o por el hecho de que ninguna comunidad o propiedad  mapuche ha resultado perjudicada.  

3. -  Se encuentra probado que el acusado Pascual Pichún es Lonko de la Comunidad "Antonio Ñirripil" y 
Segundo Norín lo es de la Comunidad "Lorenzo Norín", lo que importa jerarquía en su interior y determinada 
capacidad de mando y liderazgo sobre ellas.  

4. -  Asimismo, es preciso resaltar que los imputados Pichún y Norín se encuentran condenados por otros 
delitos relativos a ocupaciones de tierras cometidos con anterioridad a estos hechos en contra de predios 
forestales, ubica dos en lugares aledaños a las respectivas comunidades, según consta de la causa Rol N° 
22.530 y acumuladas por la cual se condenó a Pascual Pichún a la pena de 4 años de presidio menor en su 
grado máximo y a Segundo Norín a una pena de 800 días de presidio  menor en su grado medio, en ambos 
casos, a las accesorias legales y costas por el delito de. [sic]  Además, Pichún Paillalao fue condenado a la 
pena de 41 días de prisión en su grado máximo y al pago de una multa de 10 unidades tributarias mensuales 
como a utor del delito de manejo en estado de ebriedad; así consta de sus respectivos extractos de filiación y 
antecedentes y de las copias de las sentencias definitiva debidamente certificada e incorporadas.  

5.  Las Comunidades mapuches de Didaico y Temulemu son col indantes con el predio Nancahue, y  

6. -  Ambos acusados pertenecerían, según lo declarado por Osvaldo Carvajal, a la Coordinadora Arauco 
Malleco C.A.M, organización de hecho ð según reitero -  y de carácter violentista 253 .  

* * *  

Que los hechos descritos en el considerando precedente son constitutivos del delito terrorista contemplado en 
el artículo 2º N° 4 de la Ley N°  18.314, en relación con el artículo 1º del mismo texto legal, desde que de 
ellos aparece que se realizaron accion es tendientes a producir en parte de la población temor justificado a ser 
víctima de delitos, teniendo presente las circunstancias y la naturaleza y efectos de los medios empleados, 
como por la evidencia de que ellos obedecen a un plan premeditado de atent ar contra bienes de terceros que 
se encuentran realizando labores para la construcción de la Central Ralco del Alto Bío Bío, todo con el objeto 
de arrancar resoluciones de la autoridad que tiendan a impedir la construcción de estas obras 254 .  

* * *  

19º. -Que los elementos de juicios referidos en los fundamentos primero, séptimo y decimotercero, del fallo 
de primera instancia, constituyen presunciones judiciales, que apreciadas en conciencia, acreditan que los 
incendios de los camiones y retroexcavadora se encuentran circunscritos dentro del conflicto Pehuenche , en la 
Octava Región, Provincia de Bio Bio, comuna de Santa Bárbara, sector cordillerano denominado Alto Bio Bio, 
lo que se relaciona con la oposición a la construcción de la Central Hidroeléctrica Ra lco, donde además, es de 
público conocimiento que las hermanas Berta y Nicolasa  Quintremán Calpán son las que se oponen al 
proyecto de Endesa, porque sus terrenos serán inundados con la construcción de la Central y en los cuales se 
encuentran sus ancestros , sus orígenes, su cultura y sus tradiciones.  

En este contexto han acontecidos los hechos, como una manera de exigir a las autoridades resoluciones o 
imponer exigencias para revertir la situación existente en la construcción de la Central.  

20º. -Que para ello, el 29 de septiembre de 2001, 03 y 17 de marzo de 2002, se incendiaron dos camiones y 
una retroexcavadora y posteriormente dos camiones, vehículos que trabajaban para Endesa. La primera vez 

                                           

253   Considerando décim o quinto  de la  Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal 
de Angol (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 513 y 514).  

254   Considerando décimo quinto de la Sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de 
Apelaciones de Concepción, considerando decimoquinto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios 751 
y 752).  
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actuaron varios individuos encapuchados, excepto uno, utiliza ndo un arma de fuego, lesionando al conductor 
del camión con un palo. La segunda vez participaron a lo menos dos individuos, con rostro cubierto, 
premunido uno de ellos con escopeta, efectuando dos disparos al aire, y en la tercera oportunidad fue un 
grupo  de personas encapuchadas, uno de los cuales portaba un arma de fuego, haciendo disparos al aire. En 

todos estos actos usaron combustible inflamable, como bencina u otro semejante.  

Las acciones ilícitas antes referidas se han llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la institucionalidad 
y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente planificadas, concertadas de acuerdo como 
acontecieron los hechos, lugar y modus operandi, con la finalidad de crear situaciones de inseguridad, 
ines tabilidad y temor, infundiendo miedo para la formulación, bajo presión delictual de peticiones a las 
autoridades imponiéndole exigencias para lograr sus fines 255 .  

228.  La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos que denotan estereotipos y 

pr ejuicios en la fundamentación de las sentencias configuraron una violación del principio de igualdad 

y no discriminación y  el dere cho a la igual protección de  la ley , consagrados  en el artículo  24 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1  del mismo instrumento.   

229.  Las alegaciones de violación del derecho a un juez o tribunal imparcial, consagrado en el 

artículo 8.1 de la Convención Americana, están estrechamente relacionadas con la presunción de la 

intenci·n terrorista de ñproducir [é] temor  en la poblaci·n en generalò (elemento subjetivo del tipo), 

que según ya se ha declarado ( supra  párr s. 168 a 177 )  vulnera el principio de legalidad y la garantía 

de presunción de inocencia previstos , respectivamente,  en los artículos 9 y 8.2 de la Convenci ón. La 

alegada violación del artículo 8.1 debe considerarse subsumida en la ya declarada violación de los 

artículos 9 y 8.2. En consecuencia, la Corte considera que no es necesario pronunciarse a su 

respecto.  

230.  La Corte concluy e que el Estado ha vulnerado el  principio de  igualdad y no discriminación y el 

dere cho a la igual protección de la ley, co nsagrados en el  artículo 24 de la Convención Americana , en 

relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Segundo Aniceto Norín Catrimán, 

Pascua l Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, 

José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán, Patricia Roxana Troncoso Robles y 

Víctor Manuel Ancalaf Llaupe .  

 

B)  Derecho de la defensa a interrogar a los testigos (artículo 8.2.f  de la Convención ) 

respecto de los procesos penales contra los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y 

Ancalaf Llaupe  

1.  Hechos pertinentes  

231.  En los procesos penales contra los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe 

se reservó la identidad de determinados testigos.  

a.  Proceso  contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao  

232.  En el proceso contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao el Juez de Garantía de 

Traig uén, a petición del Ministerio Público, decretó mantener en secreto la identidad de dos testigos y 

la prohibición de fotografiarlos o captar su imagen por otro medio 256 , fundándose en los artículos 307 

y 308  del Código Procesal Penal y los artículos 15 y 16 de la Ley N° 18.314.  

                                           

255   Considerandos décimo noveno y vigésimo de la  Sentencia emitid a el 4 de junio de 2004 por la Sala Tercera de la Corte de 
Apelaciones de Concepción (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, folios 1730 y 1731) . 

256   Cfr . Solicitud del Ministerio Público, Fiscalía Local de Traiguén d e 2 de septiembre de 2002 dirigida al Juez de Garantía de 
Traigu®n en la cual solicit·, entre otros, ñ[q]ue no conste en los registros de investigación el nombre, apellid o, profesión u oficio, 
lugar de trabajo ni cualquier otro dato que pudiera servir para  la identificación de los testigos signados en la investigación como 

óTESTIGO NÁ1 RUC 83503-6 y óTESTIGO NÁ2 RUC 83503-6ô, utiliz§ndose respecto de ellos, tales claves como mecanismos de 
verificación de identidad y eliminándose aquellos antecedentes de los  registros se¶aladosò, y Resoluci·n emitida el 3 de septiembre 
de 2002 por el Juez de Garantía de Traiguén (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4422 a 4424).  
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a)  El Código Procesal Penal de 2000 establece el deber del testigo de individualizarse con 

todos sus datos personales 257 , con exc epci·n de cuando la ñindicaci·n p¼blica de su domicilio 

pudiere  implicar peligro para [ éste ]  u otra persona ò, en cuyo caso ñel presidente de la sala o el 

juez , en su caso,  podrá autorizar  al testigo a no responder a dicha pregunta ò, y si el testigo 

hiciere uso de este derecho ñquedará prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su 

identidad o de antecedentes que condujeren a ella ò, la cual ser§ decretada por el tribunal 

(artículo 307). Asimismo, dicho código estipula que el tribunal  podr§ disponer ñmedidas 

especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo  que lo solicitare ò en ñcasos graves y 

calificad osò, las cuales ñpodr§n ser renovadas cuantas veces fuere necesarioò, y de igual 

manera establece que ñel ministerio p¼blico, de oficio o a petici·n del interesado, adoptar§ las 

medidas que fueren procedentes para conferir al testigo, antes o después de pr estadas sus 

declaraciones, la debida protecci·nò (artículo 308).  

b)  El artículo 15 de la Ley N° 18.314 contiene normas complementarias ñde las reglas 

generales sobre protección de testigos del Código Procesal Penal ò258 , conforme a las cuales  ñsi 

en la etapa de  investigación el Ministerio Público estimare por las circunstancias del caso , que 

existe un riesgo cierto para la vida o la integridad f²sica de un testigo o de un peritoò o de 

ciertas personas con quien éstos guarden relación de parentesco, afinidad o af ecto, ñdispon drá  

de oficio o a petición de parte las medidas especiales de protección que resulten adecuadas [é] 

para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y 

lugar de trab ajoò. El art²culo 16 de la Ley Ant iterrorista otorga la facultad al tribunal  de 

ñdecretar la prohibici·n de revelar, en cualquier forma, la identidad de testigos o peritos 

protegidos, o los antecedentes que conduzcan a su identificaci·nò, as² como ñla prohibici·n para 

que  sean fotografiado s, o se capte su imagen a trav®s de cualquier otro medioò.  

233.  El Ministerio P¼blico fund· su solicitud en que era ñabsolutamente necesaria la adopci·n de 

estas medidas para garantizar la debida protección de los testigos, así como de sus familiares y 

demás p ersonas ligadas a ellos por relaciones de afecto, en atención a la naturaleza del ilícito 

pesquisado y en especial considerando las características de los mismos, circunstancias éstas que 

revisten de particular gravedad al caso investigadoò. Tambi®n expresó el Ministerio Público que 

ñestas medidas no afectan el derecho de defensa, puesto que esta Fiscal²a ya puso en conocimiento 

de los abogados defensores los registros de la investigación, para que puedan hacer las 

alegaciones correspondientes en la audienc ia de preparación del juicio oral y preparar las 

contrainterrogaciones respectivas para el juicio oralò. El Juez de Garant²a de Traigu®n hizo lugar a 

todo lo solicitado 259 .  

234.  Dos testigos con identidad reservada declararon en las audiencias públicas celebradas  en los 

juicios seguidos contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillala o. Lo hicieron detrás de un 

ñbiomboò que ocultaba sus rostros de todos los asistentes, exceptuando a los jueces, y con un 

ñdistorsionador de vocesò. La defensa tuvo la oportunidad de interrogar a los mismos  en esas 

condiciones . En el segundo juicio, que fue celebrado en razón de la declaratoria de nulidad del 

primero, se permitió que los defensores de los imputados conocieran la identidad de los referidos 

testigos, pero bajo la proh ibición expresa de transmitir esa información a sus representados. Los 

defensores de l señor Norín Catrimán se negaron a conocer tal información sobre la identidad de los 

testigos porque no se la podían comunicar al imputado. Tanto en la sentencia absolutoria inicial 

                                           

257   El art²culo 307 del C·digo Procesal Penal establece que: ñ[l]a declaración del testigo comenzará por el señalamiento 
de los antecedentes relativos a su persona, en especial sus nombres, apellidos, edad, lugar de nacimiento, estado, 
profesi·n, industria o empleo y residencia o domicilio [é]ò. 

258   El artículo 15 de la Ley NÁ 18.314 establece que: ñ[s]in perjuicio de las reglas generals sobre protecci·n de testigos 
del C·digo Procesal Penal [é]ò. 

259   Cfr . Solicitud del Ministerio Público, Fiscalía Local de Traiguén de 2 de septiembre de 2002 dirigida al Juez de Garantía de 
Traiguén, y Resolución emitida el 3 de septiembre de 2002 por el Juez de Garantía de Traiguén (expediente de anexos al Inform e 
de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4422 a 4424).  
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como en la posterior sentencia condenatoria, se valoraron y tuvieron en cuenta las declaraciones 

de los testigos con reserva de identidad 260 . Esta marco fáctico hace rele vante, a su vez, referirse a 

que el último párrafo del artículo 18 de la Ley A ntiterrorista establecía en la época de dichos 

procesamientos que ñ[e]n ning¼n caso la declaraci·n de cualquier testigo o perito protegida podr§ 

ser recibida e introducida al jui cio sin que la defensa haya podido ejercer su derecho a 

contrainterrogarlo personalmenteò. 

b.  Proceso contra el señor Ancalaf Llaupe  

235.  El proceso penal contra el señor Víctor Ancalaf Llaupe se rigió por el Código de Procedimiento 

Penal de 1906 y sus reformas y tenía dos etapas, el sumario y el plenario, ambas de carácter escrito  

(supra  párr. 104 ) . De acuerdo con los  artículo s 76 y 78 de dicho código, en el sumario, cuyas 

actuaciones  era n secretas , se llevaba a cabo ñla investigación de los hechos que constituy[e ran] la 

infracci·nò y las ñdiligencias dirigidas a preparar el juicioò. De acuerdo con el artículo  449  del referido 

código , en el plenario, que tenía carácter contradictorio, no era necesario practicar nuevamente la 

prueba recabada en el sumario si el proc esado renunciaba a la práctica de diligencias probatorias en 

esa etapa y consent²a que el juez pronunciara sentencia ñsin m§s tr§mite que la acusaci·n y su 

contestación ò. Adicionalmente, el art²culo 189 contemplaba el ñderechoò de ñ[t]odo testigoò de 

ñrequerirò a los ñCarabineros de Chile, a la Polic²a de Investigaciones, o al tribunalò ñla reserva de su 

identidad respecto de tercerosò y ñen casos graves y calificadosò el juez pod²a ñdisponer medidas 

especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo  que lo solicit[ara]ò, las cuales durar²an ñel 

tiempo razo nable que el tribunal  disp[usiera] y podr [ían]  ser renovadas cuantas veces fueren 

necesariasò. 

236.  En el proceso contra el señor Ancalaf  Llaupe se mantuvo la reserva de identidad de ciertos 

testigos durante las dos etapas, y aún en el plenario la defensa no tuvo acceso a todas las 

actuaciones, pues se conformaron cuadernos secretos. Las medidas correspondientes se fundaron en 

la simple invocación de las normas aplicadas, sin ninguna motivación específ ica con respecto al caso 

en cuestión 261 . 

2.  Argumentos de la Comisión y de las partes  

237.  La Comisión  alegó la violación del artículo 8.2.f de la Convención, en relación con los 

artículos 1.1 y 2 de la  misma , respecto de los señores  Norín Catrimán, Pichún Paillala o y Ancalaf  

Llaupe, citando  jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos al respecto  y 

argumentando  que la justificación de medidas excepcionales como la reserva de identidad de 

declara ntes en procesos penales está dada por  la naturaleza de ciert o tipo de casos y en la medida 

en que pueda estar en riesgo la vida e integridad personal de los declarantes  y sean ñcompensadas 

con otras medidas [é] que reparen el desequilibrio en el ejercicio del derecho de defensa del 

acusadoò. En relación al proceso contra el señor Ancalaf  Llaupe , sostuvo que las declaraciones de 

testigos con identidad reservada se recibieron en el marco de un proceso inquisitivo, que ñestuvo 

bajo reserva del sumario durante gran parte de la investigaci·nò, de modo que no se pudo 

inte rrogar a esos testigos al momento de su deposición. Añadió que aunque  en ambos procesos  las 

declaraciones de esos testigos fueron apreciadas junto con otras pruebas, constituyeron ñfactores 

determinantesò para establecer la existencia de los delitos y la r esponsabilidad de los imputados. 

Consider· que ñlas restricciones al derecho de defensa [é] no fueron compensadas con otras 

                                           

260   Cfr . Resumen del registro de los audios de la audiencia de juicio oral celeb rada entre el 31 de marzo y el 8 de abril de 2001 
ante el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, foli os 424 
a 444), Sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Ju icio  Oral en lo Penal de Angol, y Sentencia emitida el 27 de 
septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anex o 
15  y 16 , folios 509 a 574).  

261   Cfr . Expediente judicial del proceso pena l interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (expediente de anexos al 
escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, folios 1203, 1204, 1235, 1236, 1246, 1435, 1444, a 1446, 1455, 1461, 
1477 a 1482 ). 
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medidas suficientes dentro de los respectivos procesos que pudieran equilibrar el desfase causa do 

por la reserva de identidadò. 

238.  La FIDH  afirmó que Chile ñvioló el derecho de defensa de los Lonkos Aniceto N orín y Pascual 

Pichún, específicamente su derecho a interrogar los testigos presentes en el tribunal  bajo el 

artículo 8.2.f de la Convención Americana, en relación con las obligacione s establecidas en los 

artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento ò. Manifestó que el nuevo sistema procesal penal consagra 

mecanismos para la protecció n de testigos ñdiferentes a los testig os sin rostroò contemplados en la 

Ley A ntiterrorista que fue aplicada en el caso de los señores Norín Catrimán y Pichún Paillala o. Dijo 

que era muy grave que el régimen de identidad re servada asegurara ñla impunidad [del] testigo 

que falt[ara] a la verdad e impid[iera] un contra interrogatorioò. Afirmó que la negativa a levantar 

la reserva en el caso de uno de esos testigos era una ñestrategiaò para asegurar que se pudiera 

ñmentir impunementeò.  Sostuvo que no se tom· ñninguna medida para compensar la existencia de 

testigos an·nimosò, aunque ñdurante el segundo juicio [ se]  pretendió salvar la violación al debido 

proceso cometid[a] en  el primer juicio anulado[, en el que ] se privó absolutamente de conocer el 

nombre de los testigos [reservados], revelando la identidad de los testigos secretos, pero sólo a los 

abogados, con la expresa prohibici·n de comunicarla a los lonkosò. Aleg· que se priv· de la 

facultad de realizar un ñcontrainterrogatorio serioò al ñno poder hacer preguntas que permitir²an 

deducir la identidad del testigoò. Tambi®n afirm· que la Ley N° 18.314 no atribuye a esta medida 

un carácter excepcional, puesto que solo se argumenta su necesidad fundándose en la gravedad de 

los delitos presuntamente cometidos, lo que constituye una ñargumentaci·n circularò. Dijo , 

además , que esa medida no e stá sometida a control judicial, y que los testigos podrían concurrir 

con intereses ilegítimos a declarar por la autorización que la Ley 18.314 hace en cuanto a que se 

les pagu en sumas de dinero.  

239.  CEJIL sostuvo que Chile violó el artículo 8.2.f de la Convención en perjuicio del señor 

Ancalaf  Llaupe, dentro de un argumento m§s amplio referido al ñacceso a una defensa efectivaò, 

expresando que el principio de contradictorio im plica el derecho del inculpado a examinar a los 

testigos que declaran en su contra y a su fa vor, en igualdad de condiciones . Indic· que ñ[e]l  

proceso inquisitivo seguido contra [el señor Ancalaf  Llaupe ] le impidió interrogar a los testigos 

inculpatorios al momento de que estos declararan, dejando a la defensa en una situación d e claro 

desequilibrio procesal ò, el cual ñse vio agravad[o] por el uso de testigos que declararon con reserva 

de identidad ò, y por haber sido ñcondenado sobre la base de declaraciones prestadas en cuadernos 

reservadosò. Expres· que ñno hay prueba en el expedienteò de que la defensa del se¶or Víctor 

Ancalaf Llaupe haya podido  interrogar y contrainterrogar a testigos que habían depuesto en la 

etapa del sumario. Manifestó que ñes necesario que el uso de t estigos de identidad reservada sea 

debidamente justifica do y contrabalanceado adecuadamente [para] proteger el derecho a la 

defensaò. Expres· que ñ[n]i la excepcionalidad del uso de la figura [ de la  reserva de identidad de 

testigos] ni la existencia de un peligro real fue probada en el curso del procesoò. Asimi smo, CEJIL 

sost uvo que el Estado violó el artículo 8.2.f de la Convención en perjuicio del señor Ancalaf LLaupe 

ya que la posibilidad de su defensa ñde diligenciar prueba durante el plenario fue prácticamente 

nulaò y ñno tuvo derecho real y efectivo de responder a los c argos y pruebas presentados en s u 

contraò.  

240.  El Estado  se¶al· que ñla posibilidad de determinar medidas de protecci·n de ciertos testigos 

en causas criminales [es] consecuente con la obligación de resguardar el derecho a la vida e 

integrida d física de [las] personasò, pero que ñen aras de [ello] no puede afectarse 

sustantivamente el derecho a la defensa, debiendo observarse condiciones mínimas que permitan 

resguardar, también, es te derechoò. Sostuvo que tanto la legislaci·n procesal general como la Ley 

Antiterrorista permiten ñla contrainterrogaci·n de los testigos y peritos, incluso aquellos cuya 

identidad se reservaò, con las limitaciones que impone el art²culo 18 de esta ¼ltima en el sentido de 

que no se realicen preguntas que ñimpliquen un riesgo de revelar [la] identidad [del te stigo]ò y 

aseguran que los tribunales  ñconozca n la identidad del testigo y pueda n evaluar la confiabilidad de 

su testimonio [puesto que, por el] principio de inmediación que rige en el sistema procesal penal, 

todo testigo o perito es inte rrogado en presencia de [los tribunales] ò. Tambi®n asegur· que esta 
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medida est§ sometida a un ñcontrol previoò, puesto que debe haber una solicitud al juez de 

garant²a junto con los antecedentes que la fundan ñen base al riesgo para la seguridad del testigo o 

su familiaò. Manifest· que este tipo de testimonios son valorados por el Tribunal de Juicio Oral en 

el marco de su obligaci·n de argumentar fundadamente sus conclusiones y que ñcabe la posibilidad 

cierta de que el tribunal  respe ctivo pueda confiar en el testimonio de uno o más testigos de 

identidad protegida que le permitan, junto con otra prueba rendida, si es el caso, adquirir plena 

convicción de la participación del acusado en los hechos que se le imputan, sin que ello sea, en  sí, 

contrario al derecho al debido proceso ni a los est§ndares internacionalesò. 

3.  Consideraciones de la Corte  

241.  La Corte se ha pronunciado en anteriores oportunidades acerca de violaciones del derecho de 

la defensa de interrogar testigos  en casos que trataba n de medidas que en el marco de la jurisdicción 

penal militar imponían una absoluta restricción para contrainterrogar testigos de cargo 262 , otros en 

los que hab²a no s·lo ñtestigos sin rostroò sino tambi®n ñjueces sin rostroò263 , y en otro que se refiere 

a un juicio político celebrado ante el Congreso en el cual a los magistrados inculpados no se les 

pemitió contrainterrogar a los testigos en cuyos testimonios se basó su destitución 264 .  

242.  El literal f) del art²culo 8.2 de la Convenci·n consagra la ñgarant²a m²nimaò del ñderecho de la 

defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como 

testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechosò, la cual materializa los 

principios de contradictorio e ig ualdad procesal. La Corte ha señalado que ent re las garantías 

reconocidas a quienes hayan sido acusados  está la de examinar los testigos en su contra y a su 

favor, bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa 265 . La reserva de identidad 

del testigo limita el ejercicio de este derecho puesto que impide a la defensa realizar preguntas 

relacionadas con la posible enemistad, prejuicio y confiabilidad de la persona misma del declarante, 

así como otras que permitan argum entar que la declaración es falsa o equivocada 266 .  

243.  El deber estatal de garantizar los derechos a la vida y la integridad, la libertad y la seguridad 

personales de quienes declaran en el proceso penal puede justificar la adopción de medidas de 

protección . En esta materia el ordenamiento jurídico chileno comprende tanto medidas procesales 

(como la reserva de datos de identificación o de características físicas qu e individualicen a la 

persona) como  extraprocesales ( como la protección de su seguridad personal ).   

244.  En el presente caso la Corte limitará su análisis a determinar si las medidas procesales de 

reserva de identidad de testigos aplicadas en los procesos penales seguidos contra tres de las 

presuntas víctimas (supra  párrs. 232 a 236 )  conllevaron una violación  del derecho de la defensa de 

interrogar los testigos.  Esta medida se encuentra regulada en Chile en los té rminos descritos en el 

párrafo  232  y sobre la misma la Corte Suprema ha afirmado  que  

[é] tan grave decisi·n s·lo puede adoptarse en cada caso particular y con completo conocimiento de las 
circunstancias concretas del mismo. Son medidas excepcionales para situaciones excepcionales y que se adoptan 
siempre con control absoluto de los intervi nientes para evitar que los costos a la práctica de alguno de los 

                                           

262   Cfr . Caso Palamara Iribarne Vs. Chile , párrs.178 y179 .  

263   Cfr . Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas , párrs. 153/155; Caso Lori Berenson Mejía Vs. 
Perú , párr.184; Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y C ostas . Sentencia de 
25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr.152, y Caso J. Vs. Perú , párrs. 208 a 210.  

264   Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C 

No. 71, párr. 83.  

265   Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas , párr. 154, y Caso J. Vs. Perú , párr. 208.  

266   Cfr.  TEDH, Caso Kostovski Vs. Países Bajos , No. 11454/85.  Sentencia de 20 de noviembre de 1989, párr. 42.  
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derechos que importa la defensa en juicio sea mínima y que en ningún evento entrabe o limite el ejercicio del 
núcleo esencial de esa garantía 267 . 

245.  La Corte pasará a analizar si en los procesos concretos de las referidas tres presuntas 

víctimas de este caso las medidas de reserva de identidad de testigos  se adoptaron sujetas a control 

judicial 268 , fundándose en los principios de necesidad y proporcionalidad, tomando en cuenta que se 

trata de una me dida excepcional  y verificando la existencia de una situación de riesgo para el 

testigo 269 . Al efectuar  tal evaluación la Corte tendrá  en cuenta la incidencia que tuvo la medida  en el 

derecho a la defensa del acusado . 

246.  Para pronunciarse en el presente caso , la Corte también tomará en cuenta si en los casos 

concretos el Estado  aseguró  que la afectación al derecho de defensa de los imputados que se derivó  

de la utilización de la medida de reser va de identidad de testigos estuvo  suficientemente 

contrarrestada por  medidas de contrapeso , tales como las siguientes 270 :  a) la autoridad judicial debe 

conocer la identidad del testigo y tener la posibilidad de  observar su comportamiento durante el  

interrogatorio con el objeto de que pueda formar su propia impresión sobre la confiabilidad del 

testigo y de su declaración 271 , y  b) debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de 

interrogar directamente al testigo en alguna de las etapas del proces o, sobre cuestiones que no 

estén relacionadas con su identidad o paradero actual; lo anterior con el objeto de que la defensa 

pueda apreciar el comportamiento del testigo bajo interrogatorio, de modo que pueda desacreditarlo 

o, por lo menos, plantear dudas  sobre la confiabilidad de su declaración 272 .  

247.  Incluso cuando se  hayan adoptado medidas de contrapeso que parecen suficientes , la 

condena no puede estar fundada únicamente o en grado decisivo en declaraciones realizadas por 

testigos de identidad reservada 273 . De lo contrario, se podría llegar a condenar al imputado utilizando 

desproporcionadamente un medio probatorio que fue obtenido en detrimento de su derecho de 

defensa. Por tratarse de prueba obtenida en condiciones en las que los derechos del inculpado han 

sido limitados, las declaraciones de testigos con reserva de identidad deben tratarse con extrema 

precaución 274 , ser valoradas en conjunto con el acervo probatorio, las observaciones u objeciones de 

                                           

267   En su escrito de alegatos finales el Estado transcribió partes de un fallo de la Corte Suprema de Justicia de 22 de marzo de 
2011 ñreca²da en recurso de nulidad de sentencia dictada por el Tribunal Oral en lo Penal de Ca¶eteò (expediente de fondo, folio 
2140 a 2142).  

268   Mutatis mut andi , TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos , No. 20524/92.  Sentencia de 26 de marzo de 1996, párrs. 70 y 71;  
Caso Visser Vs. Países Bajos , No. 26668/95.  Sentencia de 14 de febrero de 2002, párrs. 47 y 48; Caso Birutis y otros Vs. Lituania , 
Nos. 47698/99 y 48115/99.  Sentencia de 28 de junio de 2002, párr. 30, y Caso Krasniki Vs. República Checa , No. 51277/99.  
Sentencia de 28 de mayo de 2006, párrs. 79 a 83.  

269   Cfr.  TEDH, Caso Krasniki vs. República Checa , No. 51277/99.  Sentencia de 28 de mayo de 2006, párr. 83, y Caso Al -
Khawaja y Tahery vs. Reino Unido , Nos. 26766/05 y 22228/06.  Sentencia de 15 de diciembre de 2011, párrs. 124 y 125.  

270   Cfr. TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos , párr. 72; Caso Van Mechelen y otros Vs. Países Bajos , Nos. 21363/93,  
21364/93, 21427/93 y 22056/93.  Sentencia de 23 de abril de 1997, párrs. 53 y 54, y Caso Jasper Vs. Reino Unido , No. 27052/95.  
Sentencia de 16 de febrero de 2000, párr. 52.  

271   Cfr.  TEDH, Caso Kostovski Vs. Países Bajos , (no. 11454/85), Sentencia de 20 de n oviembre de 1989, párr. 43; TEDH, Caso 
Windisch Vs. Austria , (no. 12489/86), Sentencia de 27 de septiembre de 1990, párr. 29, y TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos , 
párr. 73.  

272   Cfr . TPIY, Prosecutor vs. Dusko Tadic a/k/a ñDuleò, Decision on the Prosecutorôs Motion Requesting Protective Measures for 
Victims and Witnesses, 10 de agosto de 1995, párrs. 67 y 72; TEDH, Caso Kostovski Vs. Países Bajos , No. 11454/85.  Sentencia de 
20 de novie mbre de 1989, párr. 42; Caso Windisch Vs. Austria , No. 12489/86. Sentencia de 27 de septiembre de 1990, párr. 28; 
Caso Doorson Vs. Países Bajos ,, párr. 73; Caso Van Mechelen y otros Vs. Países Bajos , Nos. 21363/93 , 21364/93, 21427/93 y 
22056/93.  Sentencia de 23 de abril de 1997, párrs. 59 y 60.  

273   Cfr.  TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos , párr. 76, y Caso Van Mechelen y otros Vs. Países Bajos , Nos. 21363/93, 

21364/93, 21427/93 y 22056/93. Sentencia de 23 de abril de 1997, párrs. 53 a 55.  

274   Cfr.  TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos ,, párr. 76, y Caso Visser Vs. Países Bajos , No. 26668/95.  Sentencia de 14 de 
febrero de 2002, párr. 44.  
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la defensa y las reglas de la sana crítica 275 . La determinaci ón de si este tipo de pruebas ha tenido un 

peso decisivo en el fallo condenatorio dependerá de la existencia de otro tipo de pruebas que 

corrobore aquellas de tal forma que, a mayor prueba corroborativa, menor será el grado decisivo que 

el fallador otorga al testimonio de identidad reservada 276 .  

a.  Proceso penal contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao  

248.  Seguidamente, la Corte analizará el control judicial ejercido respecto de la adopción de la 

medida de reservar la identidad de testigos, las medidas de contrapeso adoptadas para contrarrestar 

la afectación al derecho a la defensa de los procesados y, por último, si esas declaraciones de 

testigos bajo reserva de identidad, en las circunstancias concretas del proceso, tuvieron grado 

decisivo en las conde nas penales de los señores Norín Catrimán y Pichún Paillala o.  

249.  El control judicial de la reserva de identidad de testigos fue insuficiente. La resolución judicial 

que la dispuso no contiene una motivación explícita, y se limitó a hacer lugar a una solicitu d del 

Ministerio P¼blico que s·lo se refer²a a la ñnaturalezaò, las ñcaracter²sticasò, ñcircunstanciasò y 

ñgravedadò del caso, sin especificar cu§les eran los criterios objetivos, la motivaci·n y las pruebas 

verificables que, en el caso concreto, justifica ran el alegado riesgo para los testigos y sus familias 

(supra  párr s. 232 y 233 ).  La Corte entiende que dicha resolución no constituyó un efectivo control 

judicial porque no brindó criterios que razonablemente justificaran la necesidad de la medida 

fundándo se en  una situación de riesgo para los  testigo s. 

250.  Las medidas de contrapeso implementadas fueron adecuadas para salvaguardar el derecho de 

la defensa a interrogar testigos.  La defensa tuvo acceso a las declaraciones rendidas por esos 

testigos en la etapa de  investigación, de  manera que pudieran ser controvertidas y, en cuanto hubo 

ñtestigos de cargo de cuyos testimonios no hab²a constancia en la investigación [ , ello] motivó una 

decisión incidental dividida de los sentenciadores, con la prevención de que sus dichos serían 

considerados en la medida que no afectaran el debido proceso y que se apreciar²an con libertadò277 . 

La solicitud del Ministerio Público acompañó un sobre sellado con constancia de la identidad de los 

testigos objeto de la medida de reserva 278 , las declaraciones de los mismos fueron rendidas en la 

audiencia ante el Tribunal de Juicio Oral con la consecuente inmediación en la recepción de la 

prueba, los abogados defensores tuvieron la oportunidad de interrogarlos en la audiencia y de 

conocer su id entidad, con la limitación de no informársela a los imputados ( supra  párr. 234 ) . 

251.  En lo tocante al punto de vital importancia de si las condenas estuvieron fundadas 

únicamente o en grado decisivo en dichas declaraciones ( supra  párr. 247 ), hay d iferencias en tre 

cada uno de los condenados :  

a)  con respecto a la condena del señor Norín Catrimán , no se utilizó la declaración de 

testigos de identidad reservada para fundamentar la declaratoria de responsabilidad como 

autor del delito de amenaza de incendio terrorista en perjuicio de los propietarios del predio 

San Gregorio . Si bien la reserva de identidad del testigo se efectúo en la etapa de 

investigación en ausencia de un efectivo control judicial ( supra  párr. 249 ), en el presente caso 

ello no conlleva una  violación de la garantía prevista en el artículo 8.2.f  de la Convención ,  

debido a que la declaración de ese testigo no fue utilizada de forma decisiva y, en la etapa de 

                                           

275   Mutatis mutandis,  Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras . Fondo , párr. 146, y Caso Masacre de Santo Domingo Vs. 
Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259, párr. 44.  

276   Cfr.  TEDH, Caso of Al -Khawaja and Tahery Vs. Reino Unido , N os. 26766/05 and 22228/06.  Sentencia  de 15 de diciembre 
de 2011, párr. 131.  

277   Cfr . Sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo  Penal de Angol, considerando dé cimo  

tercero (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 16, folios 556 a 574).  

278   Cfr . Solicitud del Ministerio Público, Fiscalía Local de Traiguén, de 2 de septiembre de 2002 dirigida al Juez de Garantía de 
Traiguén  (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4422 a 4424) . 
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juicio, fueron garantizadas determinadas medidas de contrapeso para que su defensa pud iera 

interrogar al testigo reservado y controvertir su declaración ( supra  párrs. 234 y 250 ).  

b)   En cambio, la condena penal del señor Pichún Paillalao  como autor del delito de 

amenaza de incendio terrorista en perjuicio del administrador y dueños del Fundo Nancahue 

estuvo fundada en grado decisivo en la declaración de un testigo de identidad reservada (el 

ñtestigo protegido NÁ 1ò), pues si bien se hace referencia a otros medios de prueba, éstos por 

sí solos no hubiesen bastado para llegar a la condena, ya que las otras tres personas que 

rindieron testimonio solo tenían un conocimiento indirecto. La sentencia hizo además 

referencia a una carta sobre supuestas amenazas firmada por el señor Pichún, pero sin fecha, 

y a un cheque firmado por el administ rador del Fundo Nancahue a la orden  del acusado 279 . 

También mencionó una declaración testimonial en la que se señaló que la Coordinadora 

Arauco Malleco es una organización de hecho, de car ácter t errorista y que Pichún pertenecía  a 

ella , sin un análisis de su incidencia en la configuración del tipo penal 280 .   

252.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que para determinar la condena se otorgó valor 

decisivo a la declaración de un testigo de i dentidad reservada, lo que constituye una violación del 

derecho de la defensa a interrogar testigos, consagrado en el artículo 8.2.f de la Convención , en 

relación con el artículo 1.1 de la misma,  en perju icio del señor Pascual Huentequeo Pichún Paillala o.  

b.  Proceso penal contra el señor Ancalaf Llaupe  

253.  En relación con el proceso penal seguido contra el señor Ancalaf Llaupe se analizará la 

sentencia condenatoria de segunda instancia dictada el 4 de junio de 2004 por la Corte de 

Apelaciones de Concepción, que re vocó parcialmente la sentencia de primera instancia emitida por el 

Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción el 30 de diciembre de 2003 ( supra  

párrs. 144 a 147 ),  así como las partes pertinentes de la sentencia de primera instancia. En am bas 

sentencias se tuvieron en cuenta declaraciones de tres personas con identidad reservada.  

254.  Asimismo , se tendrá en cuenta la particular incidencia que sobre este punto tuvo el carácter 

inquisitivo del proceso penal, de conformidad con el antiguo Código de  Procedimiento Penal aplicable 

al caso  (supra  párrs. 101 a 104) . En particular, el señor Ancalaf Llaupe no solo desconoció la 

identidad de los referidos testigos, sino que ni siquiera tuvo conocimiento del contenido de sus 

declaraciones por el carácter res ervado del sumario y porque, cuando se le dio conocimiento de éste, 

se le negó el acceso a los cuadernos reservados . Recién el 12 de junio de 2003, casi dos meses 

después de que terminara la etapa del sumario y tres días después de notificada la acusación fiscal, 

se concedió la solicitud de expedición de copias del expediente, pero se excluyó expresamente de 

ella el acceso a los cuadernos reservados, sin ofrecer el Ministro Instructor ninguna justificación al 

                                           

279   En el considerando dé cimo  sexto de la sentencia emitida el 27 septiembre de 2003, el Tribunal de Jucio Oral en lo Penal de 
Angol se indic· que ñinculpan al acusado Pascual Pich¼n, por su responsabilidad de autor en el delito de amenazas a los due¶os y 
administrador del Fundo Nancahue los sigui entes antecedentes: [é] [c]arta firmada por Pascual Pich¼n Paillalao, en su calidad de 
Presidente de la Comunidad Antonio Ñirripil, sin fecha de expedición, dirigida a don Juan Agustín y señora Aída Figueroa Yáva r, por 
la cual solicita que se le conceda la  oportunidad de ralear el fundo de pino de su dominio, de pastar sus animales en los espacios 
vacíos del mismo, en el caso de carecer de bosques por ralear, solicitan permitirles explotar cien hectáreas del bosque grand e. 
Agregan que algunas empresas han a ccedido a ese beneficio, y algunas que se han negado, han tenido perjuicios que ha causado 
alarma en el sector de Lumaco, amplicamente conocido y que por motivo alguno desean que se produzca entre nosotros[, y c]opia  
del cheque N°.1182177 de la cuenta N° 6 2300040301 de don Juan A. Figueroa Yávar, firmado por Juan A. Figueroa Elgueta a la 
orden de Pascual Pich¼n por la suma de $130.000 y girado el 26 de febrero de 2001ò. El otro lugar de esta sentencia en donde se 
hace referencia a la carta y al cheque es en  el considerando octavo C)  relativo a la prueba rendida respecto de las ñamenazas de 
incendio terrorista contra los due¶os y administradores del Fundo Nancahueò. En el considerando octavo al referirse a ñ[l]a prueba 
documental [é] incorpora[da]ò, indica lo mismo que en el considerando dé cimo  sexto. Respecto del referido cheque, no consta que 
el tribunal hubiere realizado un análisis sobre la relación de ese documento con el análisis jurídico de la configuración de las 
supuestas amenazas cometidas por el señ or Pichún Paillalao. Cfr.  Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de 
Juicio Oral en lo Penal de  Angol, considerando octavo y dé cimo  sexto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 

15, folios 509 a 554).  

280   Cfr.  sentencia  emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo  Penal de Angol, considerando dé cimo  
sexto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 509 a 554).  
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respecto  (supra  párr s. 138 a 146 ) . Obviamente, e llo hizo imposible que se ejerciera control sobre la 

adopción y el mantenimiento de la reserva de identidad.  

255.  Asimismo, la regulación de la medida con arreglo al artículo 189 del Código de Procedimient o 

Penal, en yuxtaposición con los  artículo s 76 y 78 de e se código que establecía el c arácter secreto del 

sumario ( supra  párr. 235 ) , tuvo consecuencias en cuanto al deber de someter la adopción y 

mantenimiento de la medida a control judicial puesto que, por el desconocimiento que el inculpado 

tiene de la existencia misma de las actuaciones, estaba impedido de solicitar el control de su  

legalidad hasta el momento en que tenga acceso al sumario.  

256.  De esta forma, la defensa del señor Víctor Ancalaf Llaupe solo pudo conocer indirecta y 

parcialmente el contenido de las declaraciones de los testigos de identidad reservada por las 

referencias q ue el fallo condenatorio de 30 de diciembre de 2003 hizo de las mismas. En esa síntesis 

no se transcribieron íntegramente declaraciones, sino únicamente las partes que sirvieron de 

fundamento probatorio para emitir la condena contra el señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe por la 

comisión de un delito de carácter terrorista 281 .  

257.  Respecto a l derecho de la defensa del señor Ancalaf Llaupe de obtener la comparecencia de 

testigos  propuestos , el  10 de diciembre de 2002 la d efensa solicit·, ñcon el objeto de aclarar la  

situaci·n del procesadoò, que se ordenara la declaración de siete testigos . El Ministro Instructor 

denegó ese mismo día la solicitud, sin fundamentar su decisión , indicando solamente que ñ[n]o ha 

lugar por ahoraò282 . Asimismo, el 7 de julio de 2003 la defen sa solicit· que, ñ[c]on el objeto de 

equiparar en lo mínimo la situación probatoria de[l señor Ancalaf Llaupe,] se orden[ara] cit[ar] a  

declarar a [dos] testigosò a los cuales identificó , para ser interrogados sobre si habían visto directa y 

personalmente o si les constaba por algún medio directo y personal que el señor Ancalaf Llaupe 

había quemado los camiones en el Alto Bío Bío . Al día siguiente el Ministro Instructor ordenó que se 

citaran dichos testigos 283 , pero el 28 de julio de 2003 el Capitán de Carabi neros de Sipolcar 

Concepción informó al Ministro Instructor que una de las testigos había sido citada para que 

compareciera a declarar y la otra no pudo ser citada personalmente porque ñse neg· a firmar la 

citación, manifestando que no c[ontaba] con dinero  para viajar a la ciudad de Concepci·nò284 . Del 

acervo probatorio no se desprende que dichas diligencias declaratorias se hayan llevado a cabo y 

advierte, asimismo, que el Estado no rindió explicación al respecto ni hizo referencia a pruebas 

concretas sobre ese punto.  

258.  En el presente caso la presunta víctima no tuvo a su alcance ningún medio que le posibilitara 

probar este hecho. Su alegación es de carácter negativo en cuanto señala la inexistencia de un 

hecho. La Corte ha establecido en otras oportunidades qu e ñen los procesos sobre violaciones de 

derechos humanos, la defensa del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante 

de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperaci·n del Estadoò285 . Por 

consiguiente, la carg a de la prueba incumbía al E stado, y éste no ha probado que se hubieran llevado 

a cabo las referidas diligencias, que habrían permitido a la defensa obtener la comparecencia de 

testigos propuestos . 

                                           

281   Cfr.  sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios 718 a 759).  

282   Cfr . e xpediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (expediente de anexos al 
escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, tomo III, folios 1146 a 1148).  

283   Cfr . Expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (expediente de anexos al 
escrito de solicitudes y argumentos d e CEJIL, anexo A, tomo IV, folios 1507 a 1520).  

284   Cfr . Expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (expediente de anexos al 

escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, tomo IV, folio 1526).  

285   Cfr . Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo , párr. 135, y Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 73.  



-90 -  

 

259.  Las pruebas por las que se concluy· de forma ñsuficienteò sobre la participación del señor 

Ancalaf Llaupe en los hechos por los que fue condenado son cuatro declaraciones testimoniales, tres 

de las cuales fueron rendidas por testigos con reserva de identidad, a las que no tuvo acceso su 

defensa 286 . Ello sig nifica q ue se asignó a las declaraciones de testigos con identidad reservada un 

peso decisivo que es inadmisible en virtud de los argu mentos oportunamente expuestos .  

260.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que Chile violó el derecho de la defensa d  

interrogar testigos  y de obtener la compare cencia de testigos  que pudieran arrojar luz sobre los 

hechos , protegido en el artículo 8.2.f de la Convención  Americana , en relación con el artículo 1.1 del 

mismo instrumento, en perjuicio del señor Víctor Manuel  Ancalaf Llaupe .  

* * *  

261.  La Corte constata que, aun cuando la Comisión y la FIDH 287  afirmaron  que se violó el artículo 

8.2.f de la Convención, en relación con los  artículos 1.1 y 2 de la misma  y la Comisión recomendó al 

Estado ñ[a] decuar la legislación proces al penal interna , de manera que sea compatible con [ ese 

derecho ]ò ( infra  párr . 434 ),  no presentaron  argumentos de derecho sobre la violación del deber 

general de adecuar el derecho interno que permitan a esta Corte hacer un examen del mérito de los 

mismos respecto de una violación al artículo 2 de la Convención.   

 

C)  Derecho de  recurrir del fallo penal condenatorio ante juez o tribunal superior 

(artículo 8.2.h  de la Convención ), en relación con las obligaciones de los artículos 1.1 y 2  

de dicho tratado , respec to de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual 

Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo 

Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora 

Patricia Roxana Troncoso Robles  

262.  Sólo se han a legado violaciones del derecho de  recurrir del fallo ante juez o tribunal superior 

en relación con los dos procesos en que se aplicó el nuevo Código Procesal Penal, en el cual el medio 

de impugnación de la sentencia penal es el recurso de nulidad. Ni la Comisión ni los representantes 

aleg aron violación alguna del artículo 8.2.h de la Convención respecto del señor Ancalaf Llaupe, en 

cuyo proceso se aplicó el Código de Procedimiento Penal de 1906 en el que se preveía el recurso de 

apelación, así como la posibilidad de interponer un recurso d e casación . 

1.  Argumentos de la Comisión y de las partes  

263.  La Comisión  realiz· diversas ñ[c]onsideraciones generales sobre el derecho a recurrir del 

falloò. Expres· que, ñen el caso de los sistemas procesales penales en los cuales rigen 

primordialmente los principios de la oralidad y la inmediación, los Estados están obligados a asegurar 

que dichos principios no impliquen exclusiones o limitaciones en el alcance de la revisión que las 

autoridades judiciales est§n facultadas a realizarò y, al mismo tiempo, so stuvo que ñla revisión del 

fallo por un tribunal superior no deber²a desnaturalizar la vigencia de [dichos] principiosò. Se¶al· que 

el Código Procesal Penal de Chile excluyó el recurso de apelación respecto de las sentencias penales 

dictadas por un tribuna l de  juicio oral y estableció que c ontra las sentencias de estos tribunales 

únicamente procede el recurso de nulidad por las causales expresamente señalada s en la ley . La 

Comisión  sostuvo , a su vez,  que el derecho a recurrir del fallo penal condenatorio ñfue vulnerado por 

el sistema jur²dico chileno, tal y como les fue aplicado por los tribunalesò. Asimismo, consideró que 

                                           

286   Cfr. Sentencia emitida el 4 de junio de 2004 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones de Concepción, considerandos 
primero, décimo sexto y décimo séptimo (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, folios  
1723 a 1733) , y sentenci a emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción, 

considerando décimo séptimo  (expediente de anexos al Informe de Fondo, a nexo 20, f olios 753 y 754).  

287   Con respecto a los argumentos expuestos por la FIDH sobre violación del artículo 2 de la Convención recién en sus 
alegatos finales, la Corte los consideró extemporáneos ( supra  párr. 49).   
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los tribunales nacionales ñefectuaron una interpretaci·n particularmente restrictiva de su 

competencia para pronunciarse sobre los referi dos fallos, en el sentido de que únicamente podían 

[decidir] sobre asuntos de derecho, en el marco de las causales estri ctamente delimitadas en la leyò. 

En su Informe de F ondo, la Comisión hizo  consideraciones generales relativas a las dos sentencias 

desestimatorias de los recursos de nulidad, sin analizarlas por separado. En respuesta a una 

pregunta de la Corte al respecto, aclar· que ñen su informe de fondo analiz· la aplicaci·n de los 

art²culos 373 y 374 del C·digo Procesal Penalò y ñ[e]n ese sentido, dado que al se¶or Ancalaf no le 

fueron aplicadas dichas normas, la conclusión del informe de fondo debe entenderse respecto de las 

dem§s v²ctimas del casoò.  

264.  En el escrito de solicitudes y argumentos, la FIDH  sostuvo que Chile violó el  artículo 8.2.h de 

la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, en perjuicio de seis de las 

presuntas víctimas 288. Indic· que el r®gimen recursivo de las sentencias penales en Chile ñno es 

conforme al artículo 8.2.h ò de la Convención , puesto que excluyó el recurso de apelación frente a las 

sentencias de los tribunales o rales en lo  penal y estableció como único recurso contra las mismas el 

recurso de nulidad, cuyas causales ñcorresponden meramente a una revisi·n formal de la resolución 

[pero que e]n ninguna circunstancia es posible la evaluaci·n integral de los hechosò. La FIDH 

consideró  que se vulner· el derecho a recurrir del fallo ñpor no existir una verdadera posibilidad de 

revisión int egral de los hechosò. Se refirió a la caus al de nulidad dispuesta en el artículo 374.e del 

C·digo Procesal Penal, indicando que, aunque ñ[a]lgunos autores de la doctrinaò sostienen que esa 

causal permite evaluar la existencia de errores en la valoración o recepción de las pruebas y, por 

ende, podr²a satisfacer las obligaciones del art²culo 8.2.h, ñla pr§ctica demuestra lo contrarioò. 

Manifest· que, aun cuando suele usarse esa norma ñpara ampliar el §mbito del recurso de nulidad de 

una sentencia de un tribunal oral en lo penal, ésta no es una causal  de revisi·n de los hechosò y que 

existe ñuna grave inseguridad jur²dicaò frente al alcance de la misma. La FIDH  sostuvo que la 

sentencia emitida por la Corte de Apelaciones de Temuco desestimando los recursos de nulidad 

interpuestos por cada uno de los co ndenados no efectuó una revisión integral del fallo condenatorio 

debido a que: frente al reclamo de omisión e indebida valoración de la prueba, que fundaron en la 

causal de nulidad del referido art²culo 374.e, realiz· ñun an§lisis formal de la sentenciaò, e hizo una 

interpretaci·n con el fin de aclarar y ñ[darle] validez legalò a los t®rminos en que el Tribunal de Juicio 

Oral descartó determinada prueba que la defensa consideró exculpator ia, y no se pronunció sobre el 

agravio relativo a la violaci·n ña la igualdad de las partesò en cuanto a la aplicaci·n de criterios para 

la valoración probatoria.  

265.  CEJIL no alegó una violación del artículo 8.2.h de la Convención.  

266.  El Estado  sostuvo que el sistema recursivo del C·digo Procesal Penal ñse conformaò con el 

artícul o 8.2.h de la Convención y afirmó que el recurso de nulidad es sólo uno de los mecanismos 

para evitar el error judicial 289 . Expresó que la Convención es respetuosa de aquellos sistemas 

procesales penales ñde corte acusatorio, basado[s] en los principios de la oralidad, la inmediación y 

la concentración, entre otros, donde la resolución del caso en única instancia es consustancial al 

modeloò y que ñel derecho al recursoò no implica una ñapelaci·nò en la que se discutan tanto los 

hechos como el derecho. Señaló que las causales del recurso de nulidad permiten una revisión 

integral de la sentencia, ñque incluy[e] tanto el derecho como la revisi·n del m®rito f§ctico de la 

sentenciaò, lo que ñsupone tanto un an§lisis de los hechos probados, as² como tambi®n el an§lisis de 

las razones por las cuales dichos hechos fueron dados por ciertos, esto es, un control de la valoración 

                                           

288   Los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 
Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y Juan Ciriaco Millacheo Licán.  La FIDH  formuló argumentos relativos a 
la sentencia relativa a los señores Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, Huenchunao Ma riñán, Millacheo 
Licán y la señora Troncoso Robles, pero  no realizó un análisis de la sentencia que desestimó los recursos de nulidad interpuestos 

por los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao . 

289   Se refirió también  al juicio oral, a la conformación co legiada del tribunal oral en lo penal y a la adopción del estándar 
de convicci·n judicial de ñm§s all§ de toda duda razonableò. 
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de la pruebaò. Sostuvo que la causal del art²culo 374.e del C·digo Procesal Penal permite ñ[e]n la 

práctica la re visi·n de cuestiones f§cticasò. Manifestó que, aun cuando se estimaran las sentencias 

desestimatorias de los recursos de nulidad emitidas respecto de las presuntas víc timas como de 

ñinsuficiente fundamentaci·nò, la evoluci·n de la jurisprudencia nacional sobre la causal del art²culo 

374. e ñabre un nuevo espacio para que el recurso de nulidad permita la revisión de hechos [por] el 

tribunal  superior [é] por medio del control de [la] fundamentaci·n del falloò y cit· extractos de 

sentencias de 2009, 2012 y 2013 para fundar esa afirmación . Res pecto del fallo emitido por la Corte 

de Apelaciones de Temuco el 13 de octubre de 2004, expresó que ñen efecto[,] puede parecer 

insuficiente la profundidad de la fundamentaci·n de la revisi·nò y que, ñaun cuando se puede 

cuestionar es[a] sentencia, esto no  puede ser causal para pedir una modificaci·n legal del recursoò.  

 

2.  Consideraciones de la Corte  

267.  La controversia sobre la alegada violación al artículo 8.2.h de la Convención se refiere 

fundamentalmente a la eficacia del recurso de nulidad. El examen del punto se dividirá en tres 

partes: a) alcance y contenido del derecho a recurrir del fallo ; b) sist ema recursivo establecido en el 

Código Procesal Penal  de Chile , y c) análisis de las sentencias desestimatorias de los recursos de 

nulidad a la luz del artículo 8.2.h de la Convención.  

a) A lcance y contenido del derecho de  recurrir del fallo  

268.  La disposición pertinente está contenida en el artículo 8.2.h de la Convención, que dispone lo 

siguiente:  
Artículo 8  

Garantías Judiciales  
[é] 
2.  Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas:  
[é] 
h)  derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.  

 

269.  El alcance y el contenido del derecho de recurrir del fallo han sid o precisados en numerosos 

casos resueltos por esta Corte 290 . En general, ha determinado que es una garantía primordial que se 

debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa 

pueda ser revisada por un juez o t ribunal distinto y de superior jerarquía orgánica 291 . Toda persona 

sometida a una investigación y p roceso penal debe ser protegida  en las distintas etapas del proceso, 

que abarca la investigación, acusación, juzgamiento y condena 292 .  

270.  En particular, considerand o que la Convención Americana debe ser interpretada teniendo en 

cuenta su objeto y fin 293 , que es la eficaz protección de los derechos humanos, la Corte ha 

determinado que debe ser un recurso ordinario, accesible y eficaz, que permita un examen o revisión 

in tegral del fallo recurrido, esté al alcance de toda persona condenada y respete las garantías 

procesales mínimas:  

                                           

290   Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros. Fondo, Reparaciones y Costas , párr. 161; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica , párrs. 157 a  
168; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206, 
párrs. 88 a 91; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179; Caso Mohamed Vs. Argentina , párrs. 88 a 117 ;  Caso Mendoza y otros Vs. 
Argentina , párrs. 241 a 261, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párrs. 83 a  111.  

291   Cfr.  Caso Herrera Ulloa Vs. Cost a Rica , párr. 158, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 84.  

292   Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 91, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 47.  

293   De acuerdo con el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, ñ[u]n tratado deber§ 
interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de e stos y 
teniendo en cuenta su objeto y finò. 



-93 -  

 

a)  Recurso ordinario:  el derecho de interponer un recurso contra el fallo debe ser 

garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de c osa juzgada, pues busca 

proteger el derecho de defensa evitando que quede firme una decisión adoptada en un 

proc edimiento viciado y que contenga  errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los 

intereses de una persona 294 .  

b)  Recurso accesible: su presentación no debe requerir mayores complejidades que tornen 

ilusorio este derecho 295 . Las formalidades requeridas para su admisión deben ser mínimas y 

no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver 

los agravi os sustentados por el recurrente 296 . 

c)  Recurso eficaz:  no basta con la existencia formal del recurso, sino que éste debe 

permitir que se obtengan resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido 297 . 

Independientemente del régimen o sistema recursivo que  adopten los Estados Partes y de la 

denominación que den al medio de impugnación de la sentencia condenatoria, debe constituir 

un medio adecuado para procurar la corrección de una condena errónea 298 . Este requisito está 

íntimamente vinculado con el siguiente :  

d)  Recurso que permita un examen o revisión integral del fallo recurrido:  debe asegurar la 

posibilidad de un examen integral de la decisión recurrida 299 . Por lo tanto, debe permitir que 

se analicen las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se ba sa la sentencia 

impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las 

determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea 

determinación de los hechos implica una errada o indebida aplicaci ón del derecho. 

Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control 

amplio de los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria 300 . De tal modo se podrá 

obtener la doble conformidad judicial, pues la revisión íntegra del  fallo condenatorio permite 

confirmar el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, al paso 

que brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado 301 .  

e)  Recurso al alcance de toda persona condenada: el derecho a recurr ir del fallo no podría 

ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya que la condena 

es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado . Debe ser garantizado inclusive 

frente a quien es condenado mediante una sente ncia que revoca una decisión absolutoria 302 .  

f)  Recurso que respete las garantías procesales mínimas:  los regímenes recursivos deben 

respetar las garantías procesales mínimas que, con arreglo al artículo 8 de la Convención, 

resulten pertinentes y necesarias par a resolver los agravios planteados por el recurrente, sin 

que ello implique la necesidad de realizar un nuevo juicio oral 303 .  

                                           

294   Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica , párr. 158, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 85.  

295   Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica , párr. 164, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 55 .  

296   Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 99, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr.86.  

297   Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica , párr. 161, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 52.  

298   Cfr. Caso Mohamed Vs. Ar gentina , párr.100, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 86.  

299   Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica , párr. 165, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 56.  

300   Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina , párr.100, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 86.  

301   Cfr. C aso Barreto Leiva Vs. Venezuela , párr. 89, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 49.  

302   Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina , párr.92, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 84.  

303   Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina , párr.101, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname , párr. 87.   
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b) El sistema recursivo en el Código Procesal Penal de Chile (Ley N° 

19.696 de 2000)  

271.  El Código Procesal Penal también introdujo variantes sustanciales en el régimen recursivo 

adoptado. Determinó la ñinapelab [ ilidad ]  de las resoluciones dictadas por un tribunal de juicio oral 

en lo penalò (art²culo 364) y estableci· el recurso de nulidad como único medio de impugnación 

(ñpara invalidarò) del juicio oral y la sentencia definitiva (artículo 372).  

272.  A continuación se transcriben las principales disposiciones pertinentes sobre recursos, así 

como el artículo 342  del Código Procesal Penal , que es ta blece los requisitos que debe  cumplir el 

contenido de las sentencias so pena de nulidad, y el artículo 297, relativo a la valoración de la 

prueba, al que se remite el artículo 342 -c del referido código ):  

Artículo 297. -  Valoración de la prueba. Los tribunal es apreciarán la prueba con libertad, pero no podrán 
contradecir los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente 
afianzados.  
 El tribunal deberá hacerse cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, incluso de 
aquélla que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que hubiere tenido en cuenta para 
hacerlo.  
 La valoración de la prueba en la sentencia requerirá el señalamiento del o de los medios de 
prueba mediante los cuales se dieren por a creditados cada uno de los hechos y circunstancias que se 
dieren por probados. Esta fundamentación deberá permitir la reproducción del razonamiento utilizado para 
alcanzar las conclusiones a que llegare la sentencia.  

[é] 

Artículo 342. -  Contenido de la sent encia. La sentencia definitiva contendrá:  
 a) La mención del tribunal y la fecha de su dictación; la identificación del acusado y la de el o los 

acusadores;  

 b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la 
acusación; en su caso, los daños cuya reparación reclamare en la demanda civil y su pretensión 
reparatoria, y las defensas del acusado;  

 c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que se 
dieren por probados, fueren ellos favo rables o desfavorables al acusado, y de la valoración de 
los medios de prueba que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 297;  

 d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar jurídicamente cada uno de  los 
hechos y sus circunstancias y para fundar el fallo;  

 e) La resolución que condenare o absolviere a cada uno de los acusados por cada uno de los 
delitos que la acusación les hubiere atribuido; la que se pronunciare sobre la responsabilidad 
civil de los  mismos y fijare el monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar;  

 f) El pronunciamiento sobre las costas de la causa, y  
 g) La firma de los jueces que la hubieren dictado.  

 La sentencia será siempre redactada por uno de los miembros del tribunal coleg iado, designado 
por éste, en tanto la disidencia o prevención será redactada por su autor. La sentencia señalará el nombre 
de su redactor y el del que lo sea de la disidencia o prevención.  

Artículo 372. -  Del recurso de nulidad. El recurso de nulidad se con cede para invalidar el juicio oral y la 
sentencia definitiva, o solamente ésta, por las causales expresamente señaladas en la ley.  
 Deberá interponerse, por escrito, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia 
definitiva, ante el t ribunal que hubiere conocido del juicio oral.  

Artículo 373. -  Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de la sentencia:  
 a) Cuando, en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren 

infringi do sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los 
tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y  

 b) Cuando, en el pronunciamiento de la sentencia, se hubiere hecho una errónea aplicación del 
derecho que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo.  

Artículo 374. -  Motivos absolutos de nulidad. El juicio y la sentencia serán siempre anulados:  
a) Cuando la sentencia hubiere sido pronunciada por un tribunal incompetente, o no integ rado 
por los jueces designados por la ley; cuando hubiere sido pronunciada por un juez de garantía o 
con la concurrencia de un juez de tribunal de juicio oral en lo penal legalmente implicado, o 
cuya recusación estuviere pendiente o hubiere sido declarada por tribunal competente; y cuando 
hubiere sido acordada por un menor número de votos o pronunciada por menor número de 
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jueces que el requerido por la ley, o con concurrencia de jueces que no hubieren asistido al 
juicio;  
b) Cuando la audiencia del juicio or al hubiere tenido lugar en ausencia de alguna de las 
personas cuya presencia continuada exigen, bajo sanción de nulidad, los artículos 284 y 286;  

c) Cuando al defensor se le hubiere impedido ejercer las facultades que la ley le otorga;  
d) Cuando en el juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre 
publicidad y continuidad del juicio;  
e) Cuando, en la sentencia, se hubiere omitido alguno de los requisitos previstos en el artículo 
342, letras c), d) o e);  
f) Cuando la s entencia se hubiere dictado con infracción de lo prescrito en el artículo 341, y  

g) Cuando la sentencia hubiere sido dictada en oposición a otra sentencia criminal pasada en 
autoridad de cosa juzgada.  

(é) 304  

Artículo 381. -  Antecedentes a remitir concedido el recurso. Concedido el recurso, el tribunal remitirá a la 
Corte copia de la sentencia definitiva, del registro de  la audiencia del juicio oral o de las actuaciones 
determinadas de ella que se impugnaren, y del escrito en que se hubiere interpuesto el rec urso.  
 
(é) 
 
Artículo 384. -  Fallo del recurso. La Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes a la 
fecha en que hubiere terminado de conocer de él.  
 En la sentencia, el tribunal deberá exponer los fundamentos que sirvieren de base a su decisión; 
pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas, salvo que acogiere el recurso, en cuyo caso podrá 
limitarse a la causal o causales que le hubieren sido suficientes, y declarar si es nulo o no el juicio oral y la 
sentencia definitiva reclamad os, o si solamente es nula dicha sentencia, en los casos que se indican en el 
artículo siguiente.  
 El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte 
resolutiva o de una breve síntesis de la misma 305 . 

Artículo 385. -  Nulidad de la sentencia. La Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva 
audiencia pero separadamente, la sentencia de reemplazo que se conformare a la ley, si la causal de 
nulidad no se refiriere a formalidades del juicio ni a los hechos y circunstancias que se hubieren dado por 
probados, sino se debiere a que el fallo hubiere calificado de delito un hecho que la ley no considerare tal, 
aplicado una pena cuando no procediere aplicar pena alguna, o impuesto una superior a la qu e legalmente 
correspondiere.  
 La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de 
derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puentos que hubieren sido 
objeto del recurso o que fueren incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado 
por establecidos en el fallo recurrido 306 .  
 
Artículo 386. -  Nulidad del juicio oral y de la sentencia. Salvo los casos mencionados en el artículo 385, si la 
Corte acogiere el recurso anu lará la sentencia y el juicio oral, determinará el estado en que hubiere de 
quedar el procedimiento y ordenará la remisión de los autos al tribunal no inhabilitado que correspondiere, 
para que éste disponga la realización de un nuevo juicio oral.  
 No será obstáculo para que se ordene efectuar un nuevo juicio oral la circunstancia de haberse 
dado lugar al recurso por un vicio o defecto cometido en el pronunciamiento mismo de la sentencia.  

Artículo 387. -  Improcedencia de recursos. La resolución que fallare un  recurso de nulidad no será 
susceptible de recurso alguno, sin perjuicio de la revisión de la sentencia condenatoria firme de que se 
trata en este Código 307 . 

                                           

304   Los artículos 376 a 383 del Código  Procesal Penal  regulan la interposición y requisitos del escrito que plantea el 
recurso, la determinación del tribunal competente, las causales de inadmisión, los efectos de la admisión , los antecedentes a 
remitir al tribunal superior una vez se admita el recurso y  las actuaciones previas a la resolución del  mismo.  

305   Este inciso final del artículo 384 del Código Procesal Penal fue agregado mediante una reforma realizada en el 2005 
por la Ley NÁ 20074 que ñmodifica los C·digos Procesal Penal y Penalò publicada el 14 de noviembre de 2005. Disponible en: 
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=243832&buscar=20074  

306   Este inciso segundo del artículo 385 Código Procesal Penal fue agregado mediante una reforma realizada por la Ley 

N° 20074 que ñmodifica los C·digos Procesal Penal y Penalò publicada el 14 de noviembre de 2005. Disponible en: 
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=243832&buscar=20074  

307   Se refiere al recu rso de revisión previsto en los artículos 473 y siguientes. El artículo 473 se transcribe a continuación, a 
título informativo):  

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=243832&buscar=20074
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=243832&buscar=20074
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 Tampoco será susceptible de recurso alguno la sentencia que se dictare en el nuevo juicio que 
se re alizare como consecuencia de la resolución que hubiere acogido el recurso de nulidad. No obstante, si 
la sentencia fuere condenatoria y la que se hubiere anulado hubiese sido absolutoria, procederá el recurso 
de nulidad en favor del acusado, conforme a las  reglas generales.  

273.  En resumen, el régimen recursivo del Código Procesal Penal es el siguiente:   

a)  hay una distinci·n entre las ñcausales del recursoò de nulidad en general (art²culo 373) y 

los ñmotivos absolutos de nulidadò (art²culo 374). En el segundo caso serán siempre anulados 

el juicio y la sentencia. En las demás situaciones, aunque se prevé en general que 

ñ[p] roceder§ la declaraci·n de nulidad del juicio oral y de la sentenciaò, el art²culo 385 habilita 

a la Corte pa ra ñinvalidar s·lo la sentenciaò.  

b)  Si se invalidan tanto el juicio oral como la sentencia es aplicable el artículo 386 y se 

remitirá el asunto al tribunal oral no inhabilitado correspondiente para que realice un nuevo 

juicio oral.  

c)  Si se invalida solamente la sentencia y se cumplen las condici ones del artículo 385, el 

tribunal superior  debe dictar sentencia de remplazo.  

d)  La sentencia en que se declare la nulidad deber§ (art²culo 384 p§rr. 2Á) ñexponer los 

fundamentos que sirvieren de base a su decisión; pronunciarse sobre las cuestiones 

controve rtidas, salvo que acogiere el recurso, en cuyo caso podrá limitarse a la causal o 

causales que le hubieren sido suficientes, y declarar si es nulo o no el juicio oral y la sentencia 

definitiva reclamados, o si solamente es una dicha sentenc ia, en los casos  que se indicanò en 

el artículo 385 . 

e)  La sentencia de reemplazo ñreproducir§ las consideraciones de hecho, los fundamentos 

de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que 

hubieren sido objeto del recurso o que fueren incompatibles con la resolución recaída en él, 

tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurridoò (art²culo 385 p§rr. 2Á). 

c) Análisis de las sentencias desestimatorias de los recursos de nulidad 

interpuestos por las presuntas víctima s a l a luz del artículo 8.2.h de la 

Convención  

274.  Corresponde ahora analizar si el sistema  recursivo del Código Procesal P enal, tal como fue 

aplicado en el presente caso, se ajusta a las exigencias del artículo 8.2.h de la Convención.  Para ello 

no es necesari o pronunciarse sobre cada uno de los aspectos impugnados en los recursos de nulidad, 

sino evaluar si el examen efectuado por los tribunales superiores que resolvieron los recursos fue 

compatible con la exigencia de eficacia del recurso que requiere la Conv ención Americana. Tampoco 

corresponde pronunciarse sobre otros aspectos en los que el examen en abstracto de las normas 

                                                                                                                                        

Artículo 473. - Procedencia de la revisión. La Corte Suprema podrá rever extraordinariamente las sentencias firmes en que se 
hub iere condenado a alguien por un crimen o simple delito, para anularlas, en los siguientes casos:  

 a) Cuando, en virtud de sentencias contradictorias, estuvieren sufriendo condena dos o más personas por un mismo delito 
que no hubiere podido ser cometido más  que por una sola;  

 b) Cuando alguno estuviere sufriendo condena como autor, cómplice o encubridor del homicidio de una persona cuya 
existencia se comprobare después de la condena;  

 c) Cuando alguno estuviere sufriendo condena en virtud de sentencia fundad a en un documento o en el testimonio de una 
o más personas, siempre que dicho documento o dicho testimonio hubiere sido declarado falso por sentencia firme en causa 
criminal;  

 d) Cuando, con posterioridad a la sentencia condenatoria, ocurriere o se descubr iere algún hecho o apareciere algún 
documento desconocido durante el proceso, que fuere de tal naturaleza que bastare para establecer la inocencia del condenado,  y 

 e) Cuando la sentencia condenatoria hubiere sido pronunciada a consecuencia de prevaricació n o cohecho del juez que la 

hubiere dictado o de uno o más de los jueces que hubieren concurrido a su dictación, cuya existencia hubiere sido declarada p or 
sentencia judicial firme.  
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vigentes en Chile sobre recursos en el proceso penal pudiera revelar alguna colisión con las garantías 

procesales mínimas establecidas e n la Convención Americana . 

c.i) Proceso penal contra los señores Norín Catrimán y Pichún 

Paillalao (sentencia desestimatoria de los recursos de nulidad 

emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia  el 15 

de diciembre de 2003 )  

275.  Los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao interpusieron independientemente recursos de 

nulidad contra la sentencia parcialmente condenatoria del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol 

de 27 de septiembre de 2003, solicitando la anulación del juic io con respecto a los delitos por los 

cuales fueron condenados y la realización de un nuevo juicio. Subsidiariamente, solicitaron que se 

anulara la sentencia y se emitiera una sentencia de reemplazo en la cual se absolviera a los 

condenados; que se declara ra que los delitos no tenían carácter terroris ta, y que se modificara la 

pena ( supra  párr. 118).  

276.  El 15 de di ciembre de 2003  la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia emitió sentencia , 

en la cual desestimó todos los agravios expuestos por los recurren tes y mantuvo la sentencia 

parcialme nte condenatoria respect o de los señores Pichún Paillala o y Norín  Catrimán ( supra  párr. 

118) .  

277.  En la sentencia desestimatoria de los recursos la Sala Segunda hizo una síntesis de los 

agravios de los recurrentes Norín Cat rimán y Pichún  Paillalao , e indic· que ñambos reprochan 

básicamente los siguientes aspectos: a) vulneración a garantías constitucionales y Tratados 

Internacionales, b) ciertos defectos formales que creen ver en la sentencia, c ) disienten en que los 

hechos que se dan por probados constituyen delitos de amenazas, y d) que estas amenazas no 

tienen el car§cter de terroristasò. Concluyó que ninguno de ellos estaba fundado, por lo cual no 

pod²an prosperar. A¶adi· que ñque la prueba rendida en la vista de los recursos no ha tenido la 

significaci·n procesal que altere lo decididoò. En consecuencia, rechaz· los recursos y declaró que la 

sentencia recurrida ñno es nulaò. 

278.  En ninguna parte de la sentencia de la Sala Segunda consta que se haya hecho un examen de 

los hech os del caso ni de  las consideraciones jur ídicas sobre tipicidad para verificar que las 

afirmaciones en que se había basado la sentencia recurrida hubiesen estado basadas en pruebas 

convincentes y en un análisis jurídico adecuado. Simplemente pretendió hace r un análisis de 

coherencia interna  de la sentencia, indicando que:  

[é] las declaraciones ya analizadas emanan de personal vinculado directamente con los hechos o que 
adquirieron un conocimiento por diversos motivos, testimonios que resultan coherentes con  las pericias y 
evidencias documentales incorporadas durante la audiencia que constituyen antecedentes que en su conjunto 
y libremente apreciados conducen al convencimiento de tener por acreditados, más allá de toda duda 
razonable, los hechos materia de la  acusación fiscal y particular.  [é] 

Asimismo dijo que:  

[é] el estándar de convicción más allá de toda duda razonable es propio del derecho anglosajón y no del 
europeo continental, por lo que resulta una novedad para el ordenamiento jurídico chileno. Sin embargo, es 
un concepto útil, toda vez que está suficientemen te decantado y elimina las discusiones relativas al grado de 
convicción que se requiere, dejando en evidencia que no se trata de una convicción absoluta, sino de aquella 

que excluya las dudas más importantes. En razón de lo anterior se reemplazó la frase l a suficiente convicción 
por la oración más allá de toda duda razonable. (E. Pfeffer U. Código Procesal Penal, Anotado y Concordado, 
Editorial Jurídica de Chile, 2001, pág. 340). [é] 

Sobre esas bases, concluyó que :  

[é] no se observa que la sentencia impugna da por los recursos no cumpla con los requisitos de la letra c) y 
d) del artículo 342 del Código Procesal Penal, toda vez que se aprecia una exposición clara, lógica y completa 
de los hechos, y las razones que sirven para calificar jurídicamente cada uno d e los hechos, más allá de toda 
duda razonable.  [é] 

279.  Es posible constar que, después de hacer una referencia descriptiva a los hechos que el 

Tribunal de Juicio Oral en lo Penal dio por probados, al juicio de tipicidad respecto de l os mismos y 
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citar partes de l análisis probatorio del referido tribunal , la referida Sala se limitó a concluir las tres 

líneas indicadas en el párrafo 278 . La Corte ha constatado que la decisión de la Sala Segunda no 

realizó un análisis de fondo para concluir que la sentencia condena toria cumplía con las exigencias 

legales para dar probados los hechos ni sobre las razones de derecho que sustentaron la calificación 

jurídica de los mismos. La simple descripción de los argumentos ofrecidos por el tribunal inferior , sin 

que el tribunal su perior que resuelve el recurso exponga un razonamiento propio que soporte 

lógicamente la parte resolutiva de su decisión, implica que éste no cumple con el requisito de eficacia 

del recurso protegido por el artículo 8.2.h de la Convención que asegura que s ean resueltos los 

agravios o inconformidades expuestas por los recurrentes, esto es, que se tenga acceso efectivo al 

doble conforme ( supra párr. 270.d ).  Tales falencias tornan ilusoria la garantía protegida por el 

artículo 8.2.h de la Convención en perjuic io del derecho a la defensa de quien ha sido condenado 

penalmente.   

280.  De lo expuesto se infiere claramente que la sentencia de la Sala Segunda no realizó un 

examen integral de la decisión recurrida, ya que no analizó todas las cuestiones fácticas, probatoria s 

y jurídicas impugnadas en que se basaba la sentencia  condenatoria  de los señores Norín Catrimán y 

Pichún Paillalao . Ello indica que no tuvo en cuenta la interdependencia que existe entre las 

determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de 

los hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. En consecuencia, el recurso de 

nulidad de que dispusieron los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao no se ajustó a los requisitos 

básicos necesarios p ara cumplir con el artículo 8. 2.h de la Convención Americana , de modo que se 

violó su derecho a recurrir del fallo condenatorio.  

c.ii) Proceso penal contra los señores Florencio Jaime Marileo Saravia, 

Juan Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán y 

Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso 

Robles (sentencia desestimatoria de los recursos de nulidad emitida 

por la Corte de Apelaciones de Temuco el 13 de octubre de 2004)  

281.  Las cinco perso nas condenadas por el delito de i ncendio terrorista (supra párr. 128 )  

interpusieron independientemente recursos de nulidad. Los cinco recursos fueron desestimados 

conjuntamente por la Corte de Apelaciones de Temuco en sentencia de 13 de octubre de 2004  (supra  

párrs. 126 a 128 ) . 

282.  Los recurr entes p resentaron argumentos referidos tanto a la indebida apreciación de la 

prueba como a la errónea aplicación del derecho. Concretamente, sostuvieron que varios testimonios 

ofrecidos por la acusación no fueron valorados, o no lo fueron de manera indepen diente, y que 

determinadas pruebas propuestas por la defensa fueron desestimadas indebidamente. También 

alegaron que el elemento subjetivo del tipo penal terrorista no se acreditó y que se vulneró el 

principio de culpabilidad puesto que la calificación ter rorista de los hechos fue concluida a partir de 

hechos ejecutados por terceros 308 . 

283.  El fallo de la Corte de Apelaciones  de Temuco , al pronunciarse sobre los argumentos 

invocados por los recurrentes, afirmó que el tribunal  que resuelve el recurso de nulidad  

[é] debe constre¶irse jur²dicamente a evaluar si la sentencia [é] del Tribunal de Juicio Oral [é] se basta a s² 
misma, efectuando una adecuada valoración de los medios de prueba que fundamentan sus conclusiones, 
como si señala las razones por las cuales des estima la prueba no valorada, sin entrar por ello a revisar los 
hechos que fueron fijados en ella , ya que de lo contrario, se afectaría el principio de la inmediatez, y se 
desnaturalizaría el recurso de nulidad que no incide en los aspectos de hecho  tal y como fueron fijados por el 
Tribunal de Juicio O ral en lo Penal . (Considerando 5) [ Cursiva añadida ]  

                                           

308   Cfr. Recursos de nulidad interpuestos por Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Roxana Troncoso Robles contra la sentencia emitida el 22 de agosto d e 

2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente de p rueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 
208 a 321 y 1166 a 1199), y Sentencia emitida el 13 de octubre de 2004 por la Corte de Apelaciones de Temuco (expediente de 
anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 19, folios 688 a 716).  
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En otro pasaje dijo que determinada conclusión del Tribunal de Juicio Oral constaba  

[é] en el considerando décimo cuarto número uno, dos y tres, que fija los hechos, y que por lo mismo no 
puede ser revisado por este Tribunal. (Considerando 20)  [Cursiva añadida]  

284.  Asimismo expresó que:  

[é] La sentencia debe bastarse a sí misma, para lo cual debe contener un análisis racional y explícito del 
resultado de la actividad probatoria, y estar dotada de la claridad necesaria para que pueda resultar 
comprensible al lector, que puede ser otro [t]ribunal que conozca de ella a través de un recurso, sin que sea 
necesario que éste se tenga que remontar al estudio de l proceso y hacerlo objeto de una nueva valoración, 
por desconocimiento de los elementos en que se funda  la decisi·n [é]. (Considerando tercero) 

Ahora bien, esta exigencia no implica que toda la prueba deba ser valorada, ya que lo que el art. 342 letra 
c.- ) del Código Procesal Penal expre samente requiere es que el [t]ribunal  haga una valoración de los medios 
de prueba que fundamentan sus conclusiones, lo que conform[e] al artículo 297 del mismo cuerpo legal[,] 
cuando señala que la valoración de la prueba en  la sentencia requerirá el señalamiento del o de los medios 
de prueba mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se 
dieren por probados.  

Por lo mismo, no toda la prueba es objeto de valoración, sino solo aquel la que se sirve de fundamentación a 
las conclusiones [a] que llega el [t]ribunal. Respecto de la demás prueba rendida en autos, y que no es 
objeto de valoración, lo que el art. 297 del Código Procesal Penal establece es que el [t]ribunal debe señalar 
las r azones por las cuales la desestima. (Considerando cuarto)  

285.  En relación con el argumento de los recurrentes en el sentido de que no se valoró prueba 

testimonial de descargo, la Corte de Apelaciones afirmó que los agravios expresados al respecto 

ñcorresponden a prueba que no fue empleada por el [t]ribunal para fundamentar sus conclusionesò y 

que ñ[s]e trata, por lo mismo, de prueba respecto de la cual [é] no [se] impone la exigencia de 

valoración, sino solo de expresar la razó n por la cual fue desestimadaò (Considerando octavo).  

286.  El perito Claudio Fuentes Maureira, propuesto por el Estado, manifestó que el considerando 

quinto de la sentencia de la Corte de Apelaciones ( supra  párr. 283 )  implic· ñuna interpretaci·n 

demasiado restrictiva de las normas del Código Pr ocesal Penalò309 .  

287.  No corresponde a la Corte Interamericana analizar si una sentencia de un tribunal interno 

interpretó y aplicó correcta o incorrectamente la normativa interna, sino sólo determinar si con ello 

violó o no violó una disposición de la Convenci ón Americana. De lo expuesto surge con total claridad 

que la Corte de Apelaciones de Temuco no realizó un examen integral de la decisión recurrida, ya 

que no analizó todas las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas impugnadas en que se basaba la 

sent encia cond enatoria . Ello indica que no tuvo en cuenta la interdependencia que existe entre las 

determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de 

los hechos implica una errada o indebida aplicación del derec ho  (supra  párr.  270.d ) .  

288.  Adicionalmente, este Tribunal nota que el fallo denegatorio de nulidad realizó una 

interpretación del Código Procesal Penal ( supra  párr. 284 )  que permitió que medios probatorios que 

los recurrentes consideraban como relevantes para sostener su defensa no fueran valorados sino 

apenas se¶alados los motivos para ser ñdesestimadosò. Al respecto es preciso destacar que al 

resolver las inconformidade s expuestas por el recurrente, el juez o tribunal superior que conoce del 

recurso a que tiene derecho un condenado bajo el artículo 8.2.h de la Convención Americana  debe 

asegurar que el fallo de condena proporcione una fundamentación clara, completa y lógi ca en la cual, 

además de realizar una descripción del contenido de los medios de prueba, exponga su apreciación 

de los mismos y se indiquen las razones por las cuales los mismos le resultaron, o no, confiables e 

idóneos para acreditar los elementos de la r esponsabilidad penal y, por lo tanto, desvirt uar la 

presunción de inocencia.  

289.  También es posible constatar que con respecto al argumento de la defensa sobre la indebida 

valoración de prueba (alegaba que una pluralidad de testimonios no fueron valorados de m anera 

                                           

309   Cfr. Declaración rendida por el perito Carlos Fuentes Maureira ante la Corte Interamericana en la audiencia pública 
celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013.  
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individual, de manera que las conclusiones derivadas de los mismos no tuvieron en cuenta las 

particularidades de cada una de esas declaraciones y las supuestas contradicciones entre unas y 

otras), la Corte de Apelaciones manifest· que ñcomparte lo señalado por el Ministerio Público, en 

cuanto a que la [l]ey obliga al análisis de toda prueba, pero no al análisis particular de cada una de 

ella[s], siendo por  ello correcto el criterio del t ribunal de plantear el testimonio en aquellos aspectos 

en los cua les los mismos est§n contestesò. Con tal proceder el tribunal superior  no resolvió el agravio 

o inconformidad de naturaleza probatoria planteada por los recurrentes, que no sólo estaba referida 

al alegado deber de valoración individual de esos medios de pr ueba sino, también, a objeciones y 

observaciones concretas sobre el contenido de determinadas pruebas y las conclusiones derivadas 

por el tribunal inferior de esos medios probatorios. En ese sentido , este Tribunal subraya que el 

tribunal superior que resue lve el recurso  debe controlar, en virtud del recurso contra el fallo 

condenatorio y para no hacer ilusorio el derecho a ser oído en condiciones de igualdad, que el 

tribunal inferior  cumpla con su deber de exponer una valoración que tenga en cuenta tanto la  prueba 

de cargo como de descargo. Aún si el tribunal inferior  optara por valorar la prueba de manera 

conjunta, tiene el deber de exponer claramente en qué puntos existen coincidencias y en cuáles 

contradicciones en la misma, así como ocuparse de las objec iones que la defensa hiciere sobre 

puntos o aspectos concretos de esos medios de prueba. Esos aspectos planteados por la defensa en 

el recurso contra la condena  no fueron suficientemente resueltos por parte del tribunal superior en el 

presente caso.  

290.  En co nsecuencia, el recurso de nulidad de l que dispusieron los señores Florencio Jaime 

Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio 

Maril eo y Juan Ciriaco Millacheo Licá n y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles no se ajustó a los 

requisitos básicos necesarios para cumplir con el artículo 8. 2.h de la Convención Americana , de modo 

que se violó su derecho a recurrir del fallo condenatorio.  

*   *   *  

291.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que el Estado violó el derecho de  recurrir del 

fa llo, consagrado en  el artículo 8.2.h de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 

ese tratado, en perjuicio de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 

Paillalao, Juan Patric io Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 

Mariñán y Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles .  

3.  Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno  

292.  El Tribunal observa que la controversia resp ecto del diseño normativo del recurso de nulidad 

está circunscrita a la amplitud de las causales del mismo establecidas en el Código Procesal Penal  

(supra  párrs. 263 a 266) . Chile  mantuvo que la causal del artículo 374.e) del referido código permite 

el exa men de aspectos fácticos por medio de la revisión del juicio probatorio realizado por el a quo , 

sin que ello implique la posibilidad de fijar nuevamente los hechos por parte del ad quem 310 , y en su 

escrito de alegatos finales sostuvo, adicionalmente, que la causal del artículo 373.b )  tiene por objeto 

asegurar la correcta aplicación del derecho y permite ñla revisi·n de aspectos f§cticos, por ejemplo 

cuando el tribunal examina los hechos ya acreditados y les da una calificaci·n jur²dica distintaò. Por 

su parte , los representante s entienden que la causal del artículo 374.e )  de ese código, tal como está 

establecida, no permite la revisi·n de ñhechos[ o] supuesto f§ctico de los fallosò y est§ limitado a 

                                           

310   Sostuvo que dicha causal permite ñ[e]n la pr§ctica la revisi·n de cuestiones f§cticas [por medio del] control de la valoración 
de la prueba y del razonamiento probatorio efectuado por el tribunal inferiorò, tanto desde la lectura de sentencias que transcriben 
íntegramente las declaraciones de testigos y peritos, como desde la posibilidad de presentar pr ueba de la casual invocada, lo que 
se traduce en que el ñad quem , entre otras prácticas, escuche las pistas de audio que constituyen el registro oficial de la audiencia 
de juicio oralò. Esa causal del artículo 374.e) implica, para el Estado, un ñcontrol sobre el razonamiento probatorioò en el sentido de 
hacer no un ñjuicio sobre el hechoò sino un ñjuicio sobre el juicioò, particularmente respecto de ñla motivaci·nò el cual ñconsiste 

más bien en un reproche de derecho, sobre la falta o inadecuada fundamentac ión de los hechos, basada entre otras disposiciones, 
en las reglas de la sana crítica y el deber del tribunal de fundamentar sus resoluciones, pero con una evidente relación sobr e los 
hechosò. 
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ñaspectos de derechoò. La Comisión no ofreció argumentos espe cíficos sobre la compatibilidad de las 

causales del recurso de nulidad con el derecho a recurrir del fallo.  

293.  Respecto del argumento estatal sobre el artículo 373.b )  del Código Procesal Penal, la Corte 

observa que bajo la referida causal de nulidad se puede  controvertir la sentencia por ñerr·nea 

aplicaci·n del derechoò. La Corte no puede concluir desde el an§lisis del texto de esa disposici·n que 

la misma satisface la exigencia de eficacia del recurso, puesto que su formulación normativa no 

impone al juez o tribunal el deber de realizar un examen de tal naturaleza que permita resolver los 

argumentos propuestos por los recurrentes sobre determinaciones de los hechos que se imputan al 

condenado y que constituyen el presupuesto fundamental del repro che penal hec ho por el Estado al 

inculpado. Se trata de una causal que, si bien podría conllevar implicaciones indirectas respecto de la 

base fáctica del caso en virtud de la interdependencia que en la actividad jurisdiccional existe entre 

las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho ( supra párr. 270.d ),  por su redacción no 

otorga seguridad jurídica al condenado respecto de la posibilidad de presentar agravios sobre 

cuestiones fácticas.  

294.  En cuanto a si la causal de nulidad establecida en el literal e) del ar tículo 374 del Código 

Procesal Penal es conforme con el criterio de eficacia del recurso a que tiene derecho todo condenado 

en virtud del artículo 8.2.h de la Convención, la Corte advierte que los peritajes que obran en el 

expediente sobre el alcance de es a causal llegan a conclusiones contrarias 311 .  Es posible constatar 

que dicha causal otorga la posibilidad de impugnar el fallo cuando en la sentencia no se observen los 

requisitos que el artículo 342 de ese mismo código le impone al juez, entre los cuales se encuentra 

aqu®l de hacer una ñexposici·n clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias 

que se dieren por probados, fueren ellos favorables o desfavorables al acusado, y [ el ]  de la 

valoración de los medios de prueba que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo 

dispue sto en el art²culo 297ò (supra párr. 272 ). El artículo 297 del Código Procesal Penal, a su vez, 

fija como criterios de apreciaci·n de la prueba ñlos principios de la l·gica, las m§ximas de la 

experiencia y los conocimientos cient²ficamente afianzadosò, establece la obligaci·n de ñhacerse 

cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, incluso de aquella que hubie [ se]  

desestimado, indicando en tal caso las razones que hubiere tenido en cuenta para hacerloò e impone 

ñel se¶alamiento del o de los medios de prueba mediante los cuales se dieren por acreditados cada 

uno de los hechos y circunstancias que se dieren por probadosò y que ñes[a] fundamentaci·n deber§ 

permitir la reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar las concusiones a que llegare  la 

sentenciaò (supra  párr. 272 ) .  

295.  La Corte advierte que el texto del artículo 374.e )  del Código Procesal Penal establece una 

causal de nulidad absoluta con base en los deberes de motivación y valoración probatoria 

                                           

311   Por una parte, e l perito Fuentes Maureira, propuesto por el Estado, afirm· que bajo la referida causal, ñsi un juez [é] 
invocase un criterio de valoraci·n [de la prueba] contrario a la sana cr²tica [éo] si derivara de los medios de prueba presentados 
conclusiones contrari as a la raz·nò, a ñlas m§ximas de la experiencia, los conocimientos cient²ficamente pensados en la regla de la 
l·gicaò, y ello ñderivar[a en] una cuesti·n inveros²mil o imposibleò, se podr²a obtener ñla anulaci·n del juicioò. Explic· que ñen Chile 
existe u na jurisprudencia creciente en donde cada vez se exige que los tribunales de juicio oral escriban con mayor nivel de detalle 
todo lo que han dicho los testigos en el contexto del juicio, es decir, no sólo uno encuentra en los fallos la resolución que  hace o no 
una valoración probatoria, sino que también encuentra una especie de descripción completa y detallada de cada cosa que han 
dicho los testigos, desde esta perspectiva junto con la posibilidad de acompañar el audio de la audiencia en aquello que sea 
necesario [é] permite que el tribunal superior mediante la lectura del fallo o escuchar los audios, pueda volver a ver ciertos 
aspectos probatorios que se dieron en la audiencia de juicioò. Al contrario, el perito Fierro Morales, propuesto por la FIDH, 
manife st· que ñla concepci·n misma del recurso de nulidad [é] como recurso de car§cter óextraordinarioô y de derecho estricto, 
con causales taxativamente señaladas en la ley, con una serie de requisitos para su interposición que la jurisprudencia de lo s 
tribunal es superiores de justicia han esgrimido de modo excesivamente formalista para declarar inadmisible los recursos y, 
especialmente, la idea de que no es posible, directa o indirectamente, revisar ningún aspecto referido a los hechos por ser e llos de 
atribuci ón exclusiva del tribunal de juicio, son algunas de las objeciones que, crecientemente, se alzan en contra del recurso de 
nulidad como veh²culo apto y suficiente para garantizar el derecho al recurso del condenadoò. Cfr. Declaración rendida por el perito 

Carlos Fuentes Maureira ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013 , y 
declaración rendida el 17 de mayo de 2013 por el perito Claudio Alejandro Fierro Morales ante fedatario público ( affidávit ) 
(expedient e de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 20).  
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consagrados en esa misma normativa proces al. Además de lo anterior, le consta a este Tribunal que 

de acuerdo al artículo 381 del Código Procesal Penal, al tribunal superior que resuelve el recurso se 

le debe remitir no sólo la sentencia recurrida y el escrito de interposición del recurso, sino ta mbién 

las actuaciones determinadas impugnadas o el registro de la audiencia del juicio oral (supra párr. 

272) que , según el perito Fuentes Maureira, se corresponde con los audios de la audiencia pública. 

En ese sentido, la causal del artículo 374.e de ese código permite que el recurrente interponga 

argumentos que no sólo se refieran a la rectitud interna de la fundamentación del fallo condenatorio 

y su apreciación de la prueba, sino que también posibilita que se ofrezca como parámetro para 

sustentar esos ar gumentos aquellas actuaciones y pruebas rendidas en el juicio oral que, según 

estime el recurrente, fueron indebidamente valorados y sus conclusiones indebidamente 

fundamentadas en la sentencia condenatoria.  

296.  En cuanto a la posición sostenida por las parte s relativa a la interpretación que tribunales 

nacionales habrían dado a la causal de nulidad absoluta del artículo 374.e )  del Código Procesal Penal, 

los extractos de sentencias citados por el Estado 312  demuestran que en esos casos el tribunal 

superior  hizo u n análisis que supera cuestiones estrictamente jurídicas en relación con la valoración 

de la prueba y que, al contrario, involucran un examen que contrasta el acervo probatorio del caso 

con la valoración y consecuencias jurídicas que el tribunal inferior h izo del mismo. Al respecto, la 

Corte nota que se trata de sentencias recientes de los años 2009, 2012 y 2013. La Corte advierte 

que, a su vez, los representantes llamaron la atención respecto de la existencia de otros fallos 

internos en los que el alcance de la referida causal de nulidad es restrictivo sobre este punto y 

afirman la imposibilidad de analizar cuestiones relativas a la fijación de los hechos en el juicio oral. 

Estas decisiones datan de los años 2010, 2011 y 2012.  En esas sentencias se sostuvo una 

interpretación que reduce el ámbito de revisión a cuestiones eminentemente relativas a la debida 

aplicación de las reglas del derecho probatorio.  

297.  La Corte considera que los elementos aportados no son suficientes para concluir que la causal 

del artículo 374.e) del Código Procesal Penal no cumple con el estándar de recurso eficaz garantizado 

en el artículo 8.2.h de la Convención  en lo que respecta a su amplitud para comprender la 

impugnación de cuestiones fácticas por medio de argumentaciones referidas al juicio probatorio 

realizado por el tribunal inferior . Tomando en cuenta que existen mutuas implicaciones entre las 

dimensiones fáctica, probatoria y jurídica de la sentencia penal (supra  párr. 270.d ), la Corte 

considera que, no siendo una conc lusión derivable del texto de la causal referida, no ha sido probado 

que bajo la misma no sea posible impugnar cuestiones relativas a la base fáctica del fallo por medio 

del examen del juicio probatorio del mismo . Por lo tanto, la Corte concluye que en el presente caso el 

Estado no violó  el deber de adoptar disposiciones de derecho interno , establecido en el artículo 2 de 

la Convención Americana, en relación con el derecho de  recurrir del fallo consa grado en el artículo 

8.2.h de la misma , en perjuicio de la s ocho presuntas víctimas del presente caso . 

298.  No obstante, esta Corte insiste en que la interpretación que los tribunales internos realicen de 

la referida causal debe asegurar que se garanticen el contenido y criterios desarrollados por este 

Tribunal respec to del derecho a recurrir el fallo ( supra  párr. 270 ).  El Tribunal reitera que las causales 

de procedencia del recurso asegurado por el artículo 8.2.h )  de la Convención deben posibilitar que se 

impugnen cuestiones con incidencia en el aspecto fáctico del fallo condenatorio  ya que el recurso 

debe permitir un control amplio de los aspectos impugnados, lo que requiere que se pueda analizar 

cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en las que está fun dada la sentencia condenatoria.  

 

                                           

312   Tanto el Estado como los representantes citaron extractos de sentencias internas resolutorias de recursos de nulidad en 
apoyo de sus respectivas posiciones, mismos que están referi dos al alcance de la mencionada causal en relación con su posibilidad 
de examinar cuestiones de naturaleza fáctica en el marco del juicio sobre conductas reprochadas penalmente. El Tribunal tomar á 

en consideración dicha información sobre decisiones interna s en la medida en que no fue controvertida por las partes en cuanto a 
la veracidad de su contenido, pero tendrá en cuenta que no fue aportado el texto completo de esas decisiones sino citas de pa rtes 
de las mismas, por lo cual serán valoradas dentro del ac ervo probatorio ante esta Corte.   
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VII.3 ï DERECHOS A LA LI BERTAD PERSONAL Y A LA PRESUNCIÓN DE  

INOCENCIA ( ARTÍCULOS 7.1,  7.3, 7.5 Y 8.2 313  

DE LA CONVENCIÓN AME RICANA)  

A)  Argumentos de la Comisión y de las partes  

299.  La Comisión  no se pronunció sobre este tema .  

300.  La FIDH  alegó la  violación del derecho a la libertad personal en perjuicio de Aniceto Norín 

Catrimá n, Pascual Pichún Paillalao, Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, José 

Huenchunao Mariñá n y Juan Ciriaco Millacheo Licá n, refiriéndose de manera conjunta a l a 

arbitrariedad de la prisión preventiva, la vio lación del derecho a ser juzgado  dentro de u n plazo 

razonable o a ser puesto en libertad  y la violación del principio de presunción de la inocencia. Señaló 

que ñ[h]aber sido encarcelad[o]s por un per²odo superior a un año, por ser considerados un peligro 

para la seguridad de la sociedad, constituye un encarcelamiento arbitrarioò y que ñ[n]o existe 

resolución en el proceso que se refiera al peligro para la investigación ni al peligro de fuga de los 

imputadosò.  

301.  CEJIL alegó que la violación al derecho a la libertad se produjo debido a la arbitrariedad de la 

detención y la prisión preventiva decretada en contra de Víctor Ancalaf Llaupe, y sostuvo que ello 

conllevó una violación del principio de presunción de inoce ncia  y la violación del derecho a ser 

juzgado dentro de u n plazo razonable o a ser puesto  en libertad . Sostuvo que ñla detenci·n y prisi·n 

preventiva decretada contra Víctor Ancalaf Llaupe adoleció de 2 irregularidades fundamentales: (i) la 

medida decretada no fue motivada, y (ii) la prisi·n preventiva no respondi· a fines procesalesò. 

Alegó que se ordenó s u detenci·n ñsin justificar un objetivo leg²timo, y sin individualizar los medios 

probatorios que ameritaban la adopción de una medida tan restrictiva como la privación de la 

libertad de un procesadoò. Asimismo, argument· que el auto de procesamiento ñse sustentó sobre 

prueba producida bajo secreto sumarial, en violaci·n del principio contradictorioò. CEJIL alegó que el 

auto de procesamiento en contra del señor Ancalaf y las desestimaciones de las solicitudes de 

libertad provisional fueron fundados únicamen te en la causal de ñpeligro para la seguridad de la 

sociedadò, lo cual implic· ñuna presunci·n legal absoluta de peligrosidadò que ñcontraviene la 

Convenci·n Americana, tornando arbitraria la medidaò y que por tratarse de un ñcriterio no 

procesalò, esto ñvioló el principio de inocencia de Ancalaf y convirtió en arbitraria la prisión 

preventiva decretada en su contraò. Se¶al· que la prisi·n preventiva fue ñuna consecuencia 

autom§tica del auto de procesamientoò, reflejando ñla particularidad del sistema inquisitivo donde no 

aparecen claramente separadas las nociones de proceso y castigoò. Adicionalmente, aleg· que ñ[e]l 

procesamiento con arreglo a la Ley antiterrorista convierte en regla general el establecimiento y 

vigencia de la prisi·n preventivaò, ñpr§ctica [que] vulnera la garant²a de presunci·n de inocenciaò. 

CEJIL alegó que se violó el artículo 2 de la Convención en relación con la regulación de la causal de 

ñpeligro para la seguridad de la sociedad ò.  

302.  El Estado  no se refirió específicamente a la prisión  preventiva de las presuntas víctimas, pero 

se refirió en términos generales a la normativa interna vigente que rige la prisión preventiva y su 

aplicaci·n en Chile. Se¶al· que dicha medida cautelar ñno infringe el principio de presunci·n de 

inocencia, dado  su carácter excepcional y preventivo, constituyendo, asimismo, una medida 

imprescindible para salvaguardar la seguridad de la investigación, del ofendido y de la sociedad, en 

ciertos casosò. Sostuvo que ñel juez no est§ obligado a decretar la prisión prev entiva , ni siquiera 

cuando se trata de delitos graves con altas penasò, ñincluyendo los delitos terroristasò y que el ñalto 

estándar de evidencia que debe presentarse al tribunal para que dé lugar a la prisión preventiva, es 

argumento suficiente para desec har las alegaciones que se han planteado respecto de esta medida 

cautelarò. Sostuvo que ñla Ley antiterrorista no posee ninguna norma especial que permita extender 

                                           

313   Las disposiciones pertinentes de la Convención Americana se transcriben infra  párr. 307.  
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la prisión preventivaò. Se refirió a la causal de prisión preventiva relativa al ñpeligro pa ra la seguridad 

de la sociedad o del ofendido ò ( infra párr. 359 ).   

B)  Marco normativo interno  

303.  Constitución  Política . ï En su artículo 19, numeral 7, literal es e y f , la Constitución Política de 

la República de Chile establece :  

e)  La libertad provisional proce derá a menos que la detención o la prisión preventiva sea considerada por 
el juez como necesaria para las investigaciones del sumario o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. 
La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.  

 La re solución que otorgue la libertad provisional a los procesados por los delitos a que se refiere el 
artículo 9º , deberá siempre elevarse en consulta. Esta y la apelación de la resolución que se pronuncie sobre la 
excarcelación serán conocidas por el Tribunal  superior que corresponda integrado exclusivamente por 
miembros titulares. La resolución que apruebe u otorgue la libertad requerirá ser acordada por unanimidad. 
Mientras dure la libertad provisional el reo quedará siempre sometido a las medidas de vigilan cia de la 
autoridad que la ley contemple;  

f)  En las causas criminales no se podrá obligar al inculpado a que declare bajo juramento sobre hecho 
propio; tampoco podrán ser obligados a declarar en contra de éste sus ascendientes, descendientes, cónyuge y 
dem ás personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley;  

 

304.  Código de Procedimiento Penal . La prisión preventiva del señor Víctor Ancalaf Llaupe estuvo 

regida por lo dispuesto en el Código de Procedimiento Penal de 1906. El artículo 274 de la referida 

normativa regulaba el sometimiento al proceso del imputado y el artículo 363 de la misma regulaba 

los motivos por los cuales pod ²a ñdenegarse la libertad provisionalò y los motivos o fines por los 

cuales ñ[s]e entend[ía] que la detención o prisión  preventiva e[ra] necesariaò314 . Asimismo, el 

art²culo 277 de dicho C·digo dispon²a que ñ[p]or el procesamiento la detenci·n se convierte en 

prisi·n preventivaò. Seguidamente se transcriben las normas del referido código relevantes sobre la 

materia.  

2. DE LA  DETENCIÓN 

I. Régimen General  

Art. 251. Para asegurar la acción de la justicia, podrán los jueces decretar la detención de una persona en la forma y en 
los casos determinados por la ley.   

Art. 252. Por la detención se priva la libertad por breve tiempo a u n individuo contra quien aparecen fundadas sospechas 
de ser responsable de un delito, o a aquel contra quien aparece motivo que induzca a creer que no ha de prestar a la 
justicia la cooperación oportuna a que lo obliga la ley, para la investigación de un h echo punible.   

Art. 253. Ningún habitante de la República puede ser detenido sino por orden de funcionario público expresamente 
facultado por la ley y después de que dicha orden le sea intimada en forma legal, a menos de ser sorprendido en delito 
flagrante , y, en este caso, para el único objeto de ser conducido ante el juez competente.  

Art. 254. La detención podrá verificarse: 1° Por orden del juez que instruye un sumario o conoce del delito;  

(é)  

Art. 255. El juez que instruye un sumario podrá decretar la detención:   

                                           

314   El perito Mauricio Duce explicó que el artículo 10 inciso segundo de la Ley 18.314 hizo aplicable al caso las 
disposiciones del Título VI de la Ley 12.927 (Sobre Seguridad del Estado de 26 de agosto de 1975), la cual en su artículo 27 inciso 
segundo hizo aplicable el Título II del Libro II del Código de Justicia Militar, vigente a la época. Finalmente, dicho Código en sus 
artículos 137, 138, 140 y 142, hizo aplicables ciertas disposiciones del Código de Procedimiento Penal relacionadas con, inter alia , 
el auto de procesamient o y la libertad provisional.  El artículo 140 del Código de Justicia Militar hizo aplicable el artículo 274 del 
Código de Procedimiento Penal, mientras que el artículo 142 del Código de Justicia Militar hizo aplicables las disposiciones del 
Código de Proced imiento Penal con respecto a la libertad provisional. Cfr.  Declaración rendida el 15 de mayo de 2013 por el perito 

Mauricio Alfredo Duce Julio ante fedatario público (affidávit)  (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, 
folio 38). Adicionalmetne, la Corte constata que el Ministro Instructor se refirió al artículo 275 del Código de Procedimiento Pena l 
en el auto de procesamiento emitido en contra del señor Ancalaf LLaupe.  
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1° Cuando, estando establecida la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito, tenga el juez fundadas 
sospechas para reputar autor, cómplice o encubridor a aquel cuya detención se ordene;   

(é)  

3. DEL PROCESAMIENTO Y LA PRIS ION PREVENTIVA  

Artículo 274. - Después que el juez haya interrogado al inculpado, lo someterá a proceso, si de los antecedentes resultare:  

1° Que está justificada la existencia del delito que se investiga, y  

2° Que aparecen presunciones fundadas para estim ar que el inculpado ha tenido participación en el delito como autor, 
cómplice o encubridor.   

El juez procesará al inculpado por cada uno de los hechos punibles que se le imputen, cuando concurran las 
circunstancias señaladas.   

Artículo 275. - La resolución en que el inculpado sea sometido a proceso o mandado poner en libertad será fundada y 
expresará si se han reunido o no las condiciones determinadas en el artículo 274.   

La que lo somete a proceso enunciará, además, los antecedentes tenidos en consideración  y describirá sucintamente los 
hechos que constituyan las infracciones penales imputadas.   

En la misma resolución, el juez ordenará la filiación del procesado por el servicio correspondiente y concederá la 
excarcelación al procesado, fijando en su caso la cuantía de la fianza, cuando el delito por el 047 cual se le enjuicia haga 
procedente ese beneficio en alguna de las formas previstas en los artículos 357 ó 359, a menos que exista motivo para 
mantenerlo en prisión preventiva, el que deberá expresar.   

Si f uere necesario, las decisiones a que se refiere el inciso precedente podrán ser dictadas en resoluciones separadas.   

Artículo 276. - La resolución que somete a proceso al imputado será notificada al privado de libertad en la forma 
establecida en el artículo  66.  

Si el procesado se encontraré en libertad y tuviere apoderado o mandatario constituido en el proceso, se notificará a éste 
por cédula. De no tenerlo, el tribunal arbitrará las medidas para su más pronta notificación personal.  

Artículo 277. - Por el pro cesamiento la detención se convierte en prisión preventiva.  

4. DISPOSICIONES COMUNE S A LA DETENCIÓN Y A  LA PRISIÓN PREVENTIV A 

Art. 280. (302) Toda orden de detención o de prisión será expedida por escrito, y para llevarla a efecto, el juez o la 
autoridad q ue la dictare despachará un mandamiento firmado, en que dicha orden se encuentre transcrita literalmente.   

Art. 281. (303) El mandamiento de detención o de prisión contendrá:   

1° La designación del funcionario que lo expide;   

2° El nombre de la persona a q uien se encarga su ejecución, si el encargo no se hiciere de un modo genérico a la fuerza 
pública representada por la policía de seguridad o por algún cuerpo de ejército, o de otro  modo;   

3° El nombre y apellido de la persona que debe ser aprehendida o, en  su defecto, las circunstancias que la individualicen 
o determinen;   

4° El motivo de la detención o prisión siempre que alguna causa grave no aconseje omitirlo;   

5° La determinación de la cárcel o lugar público de detención a donde deba conducirse al apreh endido, o de su casa 
cuando así se hubiere decretado.   

6° La circunstancia de si debe o no mantenérsele en incomunicación; y   

7° La firma entera del funcionario y del secretario, si lo tuviere.  

[  ]  

Título IX  

DE LA LIBERTAD PROVISIONAL  

Art. 356. La libertad  provisional es un derecho de todo detenido o preso. Este Derecho podrá ser ejercido siempre, en la 
forma y condiciones previstas en este Título.  

La prisión preventiva sólo durará el tiempo necesario para el cumplimiento de sus fines. El juez, al resolver una solicitud 
de libertad, siempre tomará en especial consideración el tiempo que el detenido o preso haya estado sujeto a ella.  

El detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que aparezca su inocencia.  

Todos los funcionario s que intervengan en un proceso están obligados a dilatar lo menos posible la detención de los 
inculpados y la prisión preventiva de los procesados.  
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(é) 

Art. 363. Sólo podrá denegarse la libertad provisional, por resolución fundada, basada en antecedentes calificados del 
proceso, cuando la detención  o prisión sea estimada por el j uez como necesaria para el éxito de las investigaciones del 
sumario, o cuando la libertad del detenido o preso sea peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.  

Se en tenderá que la detención o prisión preventiva es necesaria para el éxito de las investigaciones, sólo cuando el juez 
considerare que existe sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación, mediante 
conductas tales como la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere 
inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o 
reticente.  

Para estimar si la libertad del i mputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el juez deberá considerar 
especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que 
se le imputare y el carácter de los mismos ; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna 
medida cautelar personal, en libertad condicional o cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas en la ley N° 
18.216; la existencia de condenas anteriores cuyo cump limiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de 
los delitos de que trataren, y el haber actuado en grupo o pandilla.  

Se entenderá que la seguridad de la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando 
existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste pueda realizar atentados en contra de ella o de su grupo 
familiar. Para la aplicación de esta norma, bastará que esos antecedentes le consten al juez por cualquier medio.  

El tribunal deberá de jar constancia en el proceso, en forma pormenorizada, de los antecedentes calificados que hayan 
obstado a la libertad provisional, cuando no pueda mencionarlos en la resolución, por afectar el éxito de la investigación.  

(é)  

Art. 364.  315  La libertad provis ional se puede pedir y otorgar en cualquier estado del juicio.  

 

305.  Código Procesal Penal . La prisión preventiva está regulada en los artículos 139 a 154 del 

Código Procesal Penal de 2000  (supra  párr. 101) . La prisión preventiva de Juan Patricio Marileo 

Sarav ia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo 

Licán, Patricia RoxanaTroncoso Robles, Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún Paillalao  estuvo 

regida por este código. Se transcriben a continuación las disposici ones pertinentes para el presente 

caso:  

Artículo 139. -  Procedencia de la prisión preventiva. Toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la 
seguridad individual. La prisión preventiva sólo procederá cuando las demás medidas cautelares personales 
fueren insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento.  

Artículo 140. -  Requisitos para ordenar la prisión preventiva. Una vez formalizada la investigación, la Corte, a 
petición del ministerio público o del Querellante, podrá decretar la pris ión preventiva del Imputado siempre que el 
solicitante acreditare que se cumplen los siguientes requisitos:  

a) Que existen antecedentes que justificaren la existencia del delito que se investigare;  

b) Que existen antecedentes que permitieren presumir fundadamente que el imputado ha tenido participación en el 
delito como autor, cómplice o encubridor, y  

c) Que existen antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar que la prisión preventiva es 
indispensable para el éxito de diligencias pr ecisas y determinadas de la investigación, o que la libertad del imputado 
es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.  

Se entenderá que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de la investigación cuando existiere sospecha 
grav e y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, modificación, 
ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o 
terceros para que informen falsamente  o se comporten de manera desleal o reticente.  

 Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, la Corte deberá 
considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asig nada al delito y el 
número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho 
de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de algunos de los 
beneficios alt ernativos a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley; la 
existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de los 
delitos de que trataren, y el hecho de haber  actuado en grupo o pandilla  
                                           

315   Texto estable cido por el Decreto Ley 2.185, de 12 de abril de 1978.  
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Artículo 141. ï Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando esta aparezca 
desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción pro bable. No 
procederá la prisión preventiva:  
[é]  

c) Cuando el tribunal considerare que, en caso de ser condenado, el imputado pudiere ser objeto de alguna de las 
medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y éste ac reditare tener vínculos 
permanentes con la comunidad, que den cuenta de su arraigo familiar o social [é]. 
Artículo 142. ï Tramitación de la solicitud de prisión preventiva. La solicitud de prisión preventiva podrá plantearse 
verbalmente en la audiencia de formalización de la investigación, en la audiencia de preparación del juicio oral o en la 
audiencia del juicio oral. También podrá solicitarse en cualquier etapa de la investigación, respecto del imputado contra 
quien se hubiere formalizado ésta, caso en e l cual el juez fijará una audiencia para la resolución de la solicitud, citando a 
ella al imputado, su defensor y a los demás intervinientes. La presencia del imputado y su defensor constituye un 
requisito de validez de la audiencia en que se resolviere la  solicitud de prisión preventiva. Una vez expuestos los 
fundamentos de la solicitud por quien la hubiere formulado, el tribunal oirá en todo caso al defensor, a los demás 
intervinientes si estuvieren presentes y quisieren hacer uso de la palabra y al imput ado.  
Artículo 143. - Resolución sobre la prisión preventiva. Al concluir la audiencia el tribunal se pronunciará sobre la prisión 
preventiva por medio de una resolución fundada, en la cual expresará claramente los antecedentes calificados que 
justificaren l a decisión.  
Artículo 144. ï Modificación y revocación de la resolución sobre la prisión preventiva. La resolución que ordenare o 
rechazare la prisión preventiva será modificable de oficio o a petición de cualquiera de los intervinientes, en cualquier 
estad o del procedimiento. Cuando el imputado solicitare la revocación de la prisión preventiva el tribunal podrá rechazarla 
de plano; asimismo, podrá citar a todos los intervinientes a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre la subsistencia 
de los requi sitos que autorizan la medida. En todo caso, estará obligado a este último procedimiento cuando hubieren 
transcurrido dos meses desde el ¼ltimo debate oral en que se hubiere ordenado o mantenido la prisi·n preventiva. [é] 
Artículo 145. ï Substitución de la  prisión preventiva y revisión de oficio. En cualquier momento del procedimiento el 
tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá substituir la prisión preventiva por alguna de las medidas que se 
contemplan en las disposiciones del Párrafo 6 de este Tít ulo [Otras medidas cautelares personales]. Transcurridos seis 
meses desde que se hubiere ordenado la prisión preventiva o desde el último debate oral en que ella se hubiere decidido, 
el tribunal citará de oficio a una audiencia, con el fin de considerar su  cesación o prolongación.  
Artículo 146. - Caución para reemplazar la prisión preventiva. Cuando la prisión preventiva hubiere sido o debiere ser 
impuesta para garantizar la comparecencia del imputado al juicio y a la eventual ejecución de la pena, el tribu nal podrá 
autorizar su reemplazo por una cauci·n econ·mica suficiente, cuyo monto fijar§. [é] 
[é] 
Artículo 149. - Recursos relacionados con la medida de prisión preventiva. La resolución que ordenare, mantuviere, negare 
lugar o revocare la prisión preventiv a será apelable cuando hubiere sido dictada en una audiencia. En los demás casos no 
será susceptible de recurso alguno.  
Artículo 150. ï Ejecuci·n de la medida de prisi·n preventiva. [é] El imputado ser§ tratado en todo momento como 
inocente. La prisión pre ventiva se cumplirá de manera tal que no adquiera las características de una pena, ni provoque 
otras limitaciones que las necesarias para evitar la fuga y para garantizar la seguridad de los demás internos y de las 
personas que cumplieron funciones o por c ualquier motivo se encontrar§n en el recinto [é] 
[é] 
Artículo 152. ï Límites temporales de la prisión preventiva. El tribunal, de oficio o a petición de cualquiera de los 
intervinientes, decretará la terminación de la prisión preventiva cuando no subsistie ren los motivos que la hubieren 
justificado [é]. 
[é] 
Artículo 154. ï Orden judicial. Toda orden de prisión preventiva o de detención será expedida por escrito por el tribunal y 
contendr§ [é] b) El motivo de la prisi·n o detenci·n [é]. 

C)  Consideraciones de la  Corte  

306.  El análisis jurídico de esta alegada violación se di vidirá en las siguientes partes:  

a)  Consideraciones generales sobre l ibertad personal, prisión preventiva  y presunción de 

inocencia , y  

b)  Examen de las alegadas violaciones:  

i.  Prisión preventiva impuesta a Víctor Manuel Ancalaf Llaupe ;  

ii.  Prisión preventiva impuesta a Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, 

Juan Ciriaco Mil lacheo, José Huenchunao Mariñá n y Patricia Troncoso Robles  

iii.  Prisión preventiva impuesta a Aniceto  Norín Catrimán y Pascual Pichún Paillalao.  
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1. Consideraciones generales sobre l ibertad personal , prisión preventiva  y 

presunción de inocencia  

 

a)  La prisión preventiva en la Convención Americana  

307.  Las disposiciones pertinentes de la Convención Americana son las siguientes:  

Artículo 7.  

Derecho a la Libertad Personal  

1.  Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.  

2.  Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por l as Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.  

3.  Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.  

[é]  

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otr o funcionario autorizado 
por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías 
que ase guren su comparecencia en el juicio.  

[é] 

Artículo 8.  Garantías Judiciales  

[é] 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca  
legalmente su culpabilidad.  

[é] 

308.  Así pues, el numeral 1 del artículo 7  consagra en términos generales el derecho a la libertad y 

la seguridad personales, y los demás numerales consagran aspectos específicos de ese derecho. La 

violación de cualquiera de dichos numerales entrañará la violación del artículo 7.1 de la Convención , 

ñpuesto que la falta de respeto a las garant²as de la persona privada de la libertad desemboca, en 

suma, en la falta de protecci·n del propio derecho a la libertad de esa personaò316 .  

309.  El principio general en esta materia es que la libertad es siempre la regla y la limitación o 

restricción siempre la excepción 317. Tal es el efecto del art²culo 7. 2, que dispone: ñNadie puede ser 

privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las 

Constituciones Políticas de lo s Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas ò. Pero el solo 

cumplimiento de las formalidades legales no es suficiente pues el artículo 7.3 de la Convención 

Americana, al disponer que ñ[n]adie puede ser sometido a detenci·n o encarcelamiento arbitrariosò, 

prohíbe la detención o encarcelamiento por métodos que pueden ser legales, pero que en la práctica 

resultan irrazonables, imprevisibles o carentes de proporcionalidad 318 .  

310.  La aplicación de ese principio general a los casos de detención o prisión  preventiva surge 

como efecto combinado de los artículos 7.5 y 8.2. En virtud de ellos, la Corte ha establecido que la 

regla general debe ser la libertad del imputado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad 

                                           

316   Cfr. Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 54, y Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela , párr. 116.  

317   Cfr. Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 53; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 106, y  Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela , 

párr. 121.  

318  Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 
16, párr. 47, y Caso J. V s Perú , párr.127.  
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penal 319 , ya que éste goza de un estado j urídico de inocencia que impone que reciba del Estado un 

trato acorde con su condición de persona no condenada. En casos excepcionales, el Estado podrá 

recurrir a una medida de encarcelamiento preventivo a fin de evitar  situaciones que pongan en 

peligro la  consecución de los fines del proceso 320 . Para que una medida privativa de libertad se 

encuentre en concordancia con las garantías consagradas en la Convención, su aplicación debe 

conllevar un carácter excepcional y respetar el principio de presunción de ino cencia y los principios 

de legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática 321 .  

311.  La Corte ha precisado también las características que debe tener una medida de detención o 

prisión preventiva para ajustarse a las disposicion es de la Convención Americana:   

a)  Es una medida cautelar y no punitiva: debe estar dirigida a lograr fines legítimos y 

razonablemente relacionados  con el proceso penal en curso . No  puede convertirse en una 

pena anticipada  ni basarse en fin es preventivos -gene rales o preventivo -especiales atribuibles 

a la pena 322 .  

b)  Debe fundarse en elementos probatorios  suficientes : Para disponer y mantener medidas 

como la prisión preventiva deben existir elementos probatorios  suficientes que permitan 

suponer razonablemente que la  persona sometida a proceso ha participado en el ilícito que se 

investiga 323 . Verificar este presupuesto material constituye un primer paso necesario para 

restringir el derecho a la libertad personal por medio de una medida cautelar, pues si no 

existiesen mí nimamente elementos que permitan vincular a la persona con el hecho punible 

investigado, tampoco habrá necesidad de asegurar los fines del proceso. Para la Corte, la 

sospecha tiene que estar fundada en hechos específicos, esto es, no en meras conjeturas o 

intuiciones abstractas 324 . De allí se deduce que el Estado no debe detener para luego 

investigar, por el contrario, sólo está autorizado a privar de la libertad a una persona cuando 

alcance el conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio 325 . 

c)  Está sujeta a revisión periódica : La Corte ha puesto de relieve que no debe prolongarse 

cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción. También ha observado que son 

las autoridades nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenim iento de 

las medidas cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, 

las autoridades nacionales deben ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer 

los motivos por los cuales se mantiene la restricción de la libe rtad 326 , la cual, para que no se 

erija en una privación de libertad arbitraria, de acuerdo con el artículo 7.3 de la Convención 

Americana, debe estar fundada en la necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el 

desarrollo eficiente de las investigacion es ni eludirá la acción de la justicia 327 . La Corte resalta, 

                                           

319   Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 200 6. Serie C No. 141, 
párr. 67, y Caso J. V s Perú , párr.157.  

320   Cfr.  Caso S uárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo , párr. 77; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 144, y Caso J. V s. Perú , párr. 157.  

321   Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" vs. Paraguay . Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  
Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, p árr. 228, y Caso J. Vs. Perú , párr. 158.  

322   Cfr. Caso S uárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo , párr. 77 ; Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 103; Caso 
Barreto Leiva Vs. Venezuela , párr. 111, y Caso J. V s. Perú , párr. 159.  

323   Cfr. Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 101 -102;  Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela , párr. 111 y 115, 
y Caso J. V s. Perú , párr. 159.  

324   Cfr.  Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 103.  

325   Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 103.  

326   Cfr. Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 107; y Caso J. Vs Perú , párr. 163.  

327   Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 30 de octubre de 2008. 
Serie C No. 187, párr. 74, y Caso J. V s. Perú , párr. 163.  
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además, que el juez no tiene que esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria  

para que una persona detenida recupere su libertad, sino que debe valorar periódicamente si 

se mantienen la s causas de la medida y la necesidad y la proporcionalidad  de ésta , así como  

si el plazo de la detención ha sobrepasado los límites que imponen la ley y la razón. En 

cualquier momento en que aparezca que la prisión preventiva no satisface estas condiciones , 

deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que el proceso respectivo continúe 328 .  

312.  De conformidad con lo indicado, no es suficiente con que sea legal; además, es necesario que 

no sea arbitraria, lo cual implica que la ley y su aplicación deben respetar  los requisitos siguientes:  

a)  Finalidad compatible con la Convención: la finalidad de las medidas que priven o 

restrinjan la libertad debe ser compatible con la Convención ( supra  párr. 311 .a ).  La Corte ha 

indicado que ñla privaci·n de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo -

generales o preventivo -especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar 

[é] en un fin leg²timo, a saber: asegurar que el acusado no impedir§ el desarrollo del 

procedimiento ni eludirá la acción de la  justiciaò329 . En este sentido, la Corte ha indicado 

reiteradamente que las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito 

que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva 330 . 

Asimismo, ha destac ado que el peligro procesal no se presume, sino que debe realizarse la 

verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso 

concreto 331 .  

b)  Idoneidad: las medidas adoptadas deben ser idóneas para cumplir con el fin 

perseguido 332 .  

c)  Necesidad: deben ser necesarias, es decir, es preciso que sean absolutamente 

indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa con 

respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la mis ma idoneidad para 

alcanzar el objetivo propuesto 333 . De tal manera, aun cuando se haya determinado el extremo 

relativo a los elementos probatorios suficientes que permitan suponer la participación en el 

ilícito  (supra  párr. 311.b) , la privación de la liberta d debe ser estrictamente necesaria para 

asegurar que el acusado no impedirá dichos fines procesales 334 .  

d)  Proporcionalidad: deben ser estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio 

inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte e xagerado o desmedido frente a 

las ventajas que se obtienen mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad 

perseguida 335 .  

e)  Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que 

permita evaluar si se ajusta a las condici ones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el 

artículo 7.3 de la Convención 336 . De este modo, para que se respete la presunción de inocencia 

al ordenarse medidas cautelares restrictivas de la libertad es preciso que el Estado fundamente 

                                           

328   Cfr.  Caso Bayarri Vs. Argentina , párr. 76.   

329   Cfr.  Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador . Fondo , párr. 77, y Caso J. V s. Perú , párr. 157.  

330  Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, 
párr. 69, y Caso J. V s. Perú , párr. 159.   

331   Cfr.  Caso Barreto Leiva Vs. Venezue la, párr.  115, y Caso J. V s. Perú , párr.159.  

332   Cfr.  Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 93.  

333   Cfr.  Caso Chaparro Álvar ez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 93.  

334   Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 103, y Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela , párr. 111.  

335   Cfr.  Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 93.  

336   Cfr.  Caso García Asto y Ramírez Rojas V s. Perú , párr. 128, y Caso J. Vs. Perú , párr.158.  
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y acredite,  de manera clara y motivada, según cada caso concreto, la existencia de los 

referidos requisitos exigidos por la Convención 337 .  

2.  Examen de las alegadas violaciones  

a)  La prisión preventiva de Víctor Ancalaf Llaupe 338  

a.i)   Hechos pertinentes  

313.  Como ya se ha indicado ( supra  párr. 137 ),  el 17 de octubre de 2002 el Ministro Instructor de 

la Corte de Apelaciones de Concepción dictó el auto de procesamiento  en contra del señor Víctor 

Ancalaf Llaupe y tambi®n se ñ[d]esp[ach·] orden de aprehensi·n en [su] contraò. El señor Ancalaf 

Llaupe fue aprehendido el 6 de noviembre de 2002 y , como ya estaba procesado , quedó en prisión 

preventiva. No se hicieron consideraciones específicas con respecto a la prisión preventiva, que se 

produjo como consecuencia del procesamiento.   

314.  El auto de procesamiento incluyó un listado de prueba recabada y un resumen de los hechos 

investigados y, con respecto a la vinculación de Víctor Manuel Ancalaf Llaupe con los referidos 

hechos, indicó lo siguiente en el séptimo párrafo :  

7º. Que d e estos  mismos antecedentes y de las propias declaraciones indagatorias de Víctor Manuel Ancalaf 
Llaupe, en fojas 318 y 967, aparecen presuncion es fundadas para estimar que a é ste le ha correspondido 
participación en calidad de autor de los tres delitos anteriorm ente escritos. Por estas consideraciones y visto, 
además, lo dispuesto en los artículos 15 del Código Penal, 274, 275 y 276 del Código de Procedimiento Penal, 
y 10 y 14 de la Ley No 18.314, se declara que Víctor Manuel Ancalaf Llaupe queda sometido a proce so como 
autor de los delitos terroristas reseñados en los considerandos precedentes, cometidos los días 29 de 
septiembre de 2001, 3 y 17 de marzo del presente año, contemplados en el artículo 2 No 4 de la Ley No. 
18.314 en relación con el artículo 1 del mi smo texto legal.  

315.  El 24 de abril de 2003 la defensa del señor Ancalaf Llaupe presentó una solicitud de libertad 

provisional, ñ[c]onsiderando el tiempo de privaci·n de libertad de [su] representado y que no es 

posible pensar que su libertad pueda alterar la s diligencias del sumarioò. La referida solicitud fue 

denegada al día siguiente por el Ministro Instructor 339 . El 30 de abril de 2003 la defensa del señor 

Ancalaf presentó una apelación de dicha resolución, la cual fue denegada el 5 de mayo de 2003 por 

la Co rte de Apelaciones de Concepción sin fundamentación expresa .  

316.  Ocho meses después del inicio de la privación de libertad, el 7 de julio de 2003, la defensa del 

señor Ancalaf presentó una nueva solicitud de libertad provisional tomando en consideración que 

ñ[e]st[ aba] agotada la investigaci·nò. Al d²a siguiente, el Ministro Instructor deneg· dicha solicitud en 

los mismos términos que la dene gación del 25 de abril de 2003 . 

317.  El señor Ancalaf permaneció detenido en prisión preventiva hasta el 30 de diciembre de 2 003, 

fecha en la cual se emitió la sentencia condenatoria en su contra ( supra párr. 144 ).  

 

 

                                           

337   Cfr.  Caso Palamara Iribarne Vs. Chile , párr. 198, y Caso J. V s. Perú , párr. 159.  

338   La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva del señor Ancalaf Llaupe se 
encuentra en el expediente del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe, cuya copia fue aportada en 
este proceso  (expediente de anexos al esc rito de solicitudes y  argumentos de CEJIL, anexo A, folios 990 a 1018, y 1444 a 1520 ), y 
en la prueba para mejor resolver presentada por el Estado mediante escritos de 17 y 23 de octubre de 2013, con los cuales aportó 
una copia  del expediente del proceso penal seguido en contra del señor Ancalaf  LLaupe . Asimismo, dicha prueba fue aportada 
durante el trámite del caso ante la Comisión (expediente de anexos al Informe de Fondo, anexo 6 y apéndice 1 ).  

339   ñAl cuarto otros², atendido el mérito de autos, número de delitos que se le imputan al encausado, el carácter de los mismos 
y de conformidad con el artículo 363, inciso 1 y 3 del Código de Procedimiento Penal, artículos 142 del Código de Justicia Mi litar y 

27 de la Ley 12.927, no ha lugar a la libertad provisional solicitada por el encausado Victor Manuel Ancalaf, por estimarse peligrosa 
para la seguridad de la sociedad ò. Cfr.  Resolución emitida el 25 de abril de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de 
Apelaciones de Concepción  (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, folio  1446).  
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  a.ii)  Consideraciones de la Corte  

318.  Del examen del auto de procesamiento emitido el 17 de octubre de 2002 en contra de Víctor 

Ancalaf Llaupe, a partir del cual se le privó de la libertad, la Corte constata que dicha decisión no 

cumplió con el primer extremo necesario para restringir el derec ho a la libertad personal por medio 

de la medida cautelar, relativo a señalar la existencia de elemento s probatorios suficientes sobre la 

participación en el ilícito que se investiga ( supra  párr. 311.b ).  El listado de medios de prueba 

recabados y la afirma ci·n de que los antecedentes y ñlas propias declaraciones indagatorias de V²ctor 

Manuel Ancalaf Llaupeò constituir²an ñpresunciones fundadas para estimar que a é ste le ha 

correspondido participaci·n en calidad de autor de los tres delitosò investigados ( supra  párr. 314 ), no 

permitían constatar que se cumpliera con dicho extremo. Debe recordarse que el señor Ancalaf 

Llaupe no tuvo conocimiento del expedie nte hasta junio de 2003, meses  después de finalizado el 

sumario, cuyas actuaciones se mantuvieron en rese rva, en aplicación del artículo 78 del Código de 

Procedimiento Penal  (supra  párrs. 138 a 140). Fue recién en l a etapa  de plenario  que pudo tener 

acceso al expediente, pero ello fue con excepción de los cuadernos reservados ( supra  párrs. 142  a 

144 ).   

319.  El Tri bunal Europeo de Derechos Humanos al pronunciarse sobre la detención en un caso 

relacionado con la investigación de un delito de carácter terrorista, sostuvo que se puede presentar 

la situación de que un imputado es detenido fundándose en información fiabl e pero que dicha 

información no pueda ser revelada al imputado ni producida ante un tribunal para no poner en riesgo 

la fuente de la misma. El Tribunal Europeo determinó que, aún si por las dificultades propias a la 

investigación y procesamiento de delitos  de terrorismo lo ñrazonableò no siempre puede ser evaluado 

correspondiendo a los mismos estándares que un crimen convencional,  ñlas exigencias derivadas de 

enfrentar la delincuencia terrorista  no pueden justificar la expansi·n de la noci·n de ñrazonabilidadò 

hasta el punto de afectar a la esencia de la salvaguardia garantizada por el art²culo 5 1 c)ò del 

Convenio Europeo 340 .  

320.  En el presente caso no consta que el secreto de todas las actuaciones del sumario durante 

toda esa etapa procesal (ni de los ñcuadernos reservadosò a¼n despu®s de ella) respondiera a una 

medida necesaria para proteger información que pudiera afectar la investigación. Consecuentemente, 

la defensa del imputado no tuvo la oportunidad de conocer ninguna de las actuaciones y pruebas en 

que se fundó su privación de libertad. Adicionalmente, la afirmación efectuada por el Ministro 

Instructor en el auto de procesamiento de que exist²an ñpresunciones fundadas para estimar que [al 

señor Ancalaf] le ha correspondido participación en calidad  de autor de los tres delitosò investigados, 

no estuvo acompañada de información específica que el imputado y su defensa pudieran 

controvertir 341 . En consecuencia, la Corte determina que el Estado no cumplió el requisito de 

                                           

340   TEDH, Caso OôHara Vs. Reino Unido , No. 37555/97. Sentencia de 16 de octubre de 2001, párrs. 33  a 35. El Tribunal 
Europeo ha se¶alado que ñthe exigencias of delaing with a terrorist crimen cannot justifiy stretching the notion of óreasonablenessô 
to the point where the essence of the safeguard secured by  Article 5 § 1 (c) (art. 5 -1-c) is impaired ò. 

341   TEDH, Caso A y otros Vs. Reino Unido,  No. 3455/05. Sentenci a de  19 de febrero de 2009, párr. 220. El Tribun al Europeo ha 
señalado que: "[l] a Corte considera, además, que el defensor especial podría desempeñar un papel importante para contrarrestar 
la falta de información completa y de la falta de una audiencia ple na, abierta y contradictoria, evaluando la prueba y presentando 
argumentos a favor del detenido durante las audiencias a puerta cerrada. Sin embargo, el defensor especial no puede realizar esta 
función de una manera útil a menos que el detenido contara con  suficiente información sobre los alegatos en su contra, para que él 
pueda dar instrucciones eficaces al defensor especial. Si bien esta cuestión debe decidirse en cada caso, la Corte observa qu e 
generalmente, cuando la prueba fue en gran medida revelada y  el material público jugó un papel preponderante en la 
determinación, no se podría decir que al imputado se le negó la oportunidad efectiva de impugnar la razonabilidad de las cree ncias 
y sospechas que el Ministro de Relaciones Exteriores tenía sobre él. E n otros casos, aun cuando todas o la mayor parte de la 
prueba subyacente permaneció sin revelarse, si las alegaciones contenidas en el material público eran suficientemente específ icas, 
debería haber sido posible para el imputado de presentar a sus represe ntantes y al defensor especial la información con la cual se 
puede refutar dichas alegaciones, si esta información existiera, sin la necesidad de que él conociera los detalles o las fuen tes de la 
prueba que constituy· la base de las alegaciones". ñSin embargo, si el material público fue constituido completamente por 
aseveraciones generales y la decisi·n [del ·rgano competente] de [é] mantener la detenci·n fue basada solamente o en grado 

decisivo en material secreto, los requisitos procesales del artículo 5 Ä 4 no ser²an cumplidosò. En este caso el Tribunal Europeo 
consideró que algunos imputados no estaban en la posición de impugnar de manera efectiva las alegaciones en su contra y, por lo 
tanto, encontró una violación del artículo 5 § 4 del Convenio Europeo . 



-113 -  

 

establecer la existencia de elemen tos de convicción suficientes que permitan suponer 

razonablemente que personas ha participado en el delito que se investiga  (supra  párr. 312.b) .  

321.  La prisión preventiva de Víctor Ancalaf Llaupe tampoco fue dispuesta para alcanzar un fin 

legítimo, pues en el  auto de procesamiento no se hizo referencia a la necesidad de la privación de 

libertad ni al fin que se buscaba en el caso concreto con ella . La finalidad perseguida con la prisión 

preventiva quedó clara cuando se denegaron todas las solicitudes de libert ad provisional formuladas 

por el señor Ancalaf Llaupe, lo mismo que las  correspondientes apelaciones. L a única motivación de 

las resoluciones denegatorias fue la de que ello se hac²a ñpor estimarse peligrosa para la seguridad 

de la sociedadò, ñ[t]eniendo presente el número de delitos que se imputan al procesado [y] el 

car§cter de los mismosò. Las apelaciones fueron desestimadas de plano y sin motivación.  

322.  La Corte consider a que e l referido fin de impedir que la libertad del imputado resultara 

peligrosa ñpara la seguridad de la sociedadò tiene un sentido abierto que puede permitir fines no 

acordes con la Convención . Al respecto, el perito Duce, propuesto por CEJIL, explicó que dicha causal 

tiene un carácter abierto a diferentes interpretaciones que pueden comp render no solo fines 

procesales y legítimos, pero también fines que la Corte en su jurisprudencia ha considerado 

ilegítimos para ordenar y mantener la prisión preventiva 342 .  

323.  Ello hace indispensable verificar si en el caso concreto la referencia a impedir qu e la libertad 

del imputado resultara ñpeligrosa para la seguridad de la sociedadò estuvo acompa¶ada de un factor 

o criterio que pudiera considerarse que busca un fin cautelar y que justifica la necesidad de la 

medida en el caso concreto. En este sentido , e n el caso al referirse a la peligrosidad sólo se aludió a 

dos de los criterios que el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal disponía que debían ser 

tenidos ñespecialmenteò en cuenta: ñla gravedad de la pena asignada al delitoò y ñel n¼mero de delitos 

que se le imputare y el car§cter de los mismosò. La Corte reitera que no alcanza con la utilización de 

esos criterios, por sí solos, para justificar la prisión preventiva ( supra  párr.  312.a ).  

324.  Por otra parte, la falta de motivación de las decisiones judiciales, agravada por el secreto 

sumarial, impidió que la defensa conociera las razones por las cuales se  mantenía la prisión 

preventiva  y ello le impidió presentar pruebas y argumento s enc aminados a impugnar prueba de 

cargo determinante  o lograr su lib ertad provisional 343 . Al respecto, el perito Fierro Morales indicó que 

ñ[e]s en este contexto que el Ministro Instructor, y desde el absoluto secreto, determin· que sobre 

Ancalaf existían presunciones fundadas que lo vinculaban en calidad de autor en los hec hos 

investigados como delitos terroristasò344 . 

325.  Asimismo, ni en el auto de procesamiento ni en las denegaciones de las sol icitudes de libertad 

provisional  se valoró que Víctor Ancalaf Llaupe se había presentado voluntariamente cuando fue 

citado a declarar y q ue, cuando su defensa presentó la segunda solicitud, la investigación en su 

contra ya había concluido.  

326.  Como no se había establ ecido legalmente su responsabilidad penal , el señor Ancalaf Llaupe 

tenía derecho a que se le presumiera inocente, con arreglo al artículo 8.2 de la Convención 

Americana. De ello derivaba la obligación estatal de no restringir su libertad más allá de los límites 

estrictamente necesarios, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. En 

consecuencia, el Estado restri ngió la libertad del señor Ancalaf sin respetar el derecho a la 

presunción de inocencia y violó su derecho a no ser sometido a detención arbitraria consagrado en el 

artículo 7.3 de la Convención.  

                                           

342   Cfr.  Declaración rendida el 15 de mayo de 2013 por el perito Mauricio Alfredo Duce Julio ante fedatario público (affidávit)  
(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio s 70 y 71 ).  

343   Cfr. Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 118.  

344   Declaración rendida el 17 de mayo de 2013 por  el perito  Claudio Alejandro Fierro ante fedatario público  (affidávit) 
(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 8).  
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327.  Por las razones que anteceden , corresponde concluir  que el Estado violó los derechos a la 

libertad personal, a no ser sometido a detención arbitraria y a no sufrir prisión preventiva en 

condiciones no ajustadas a los estándares internacionales, consagrados en el artículo 7.1, 7.3 y 7.5 

de la Convención Ame ricana, y el derecho a la presunción de inocencia, consagrado en el artículo 8.2 

de la Convención Americana, todo ello en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana,  en 

perjuicio del señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe.  

b) La prisión preventiv a de Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio 

Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo  Lic án , José Benicio Huenchunao Mariñ án 

y Patricia  Roxana  Troncoso Robles 345  

   b.i)  Hechos pertinentes  

a)  Sometimiento a prisión preventiva de Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licá n, 

José Benicio Huenchunao Mariñá n y Patricia Troncoso Robles   

328.  El 28 de enero de 2003, se llevó a cabo en el Juzgado de Garantía Tutelar de Collipulli la 

audiencia de fo rmalización de la investigación que con respecto a, entre otros, Jaime Marileo Sara via, 

Juan Ciriaco Millacheo Licá n, José Benicio Huenchunao Mariñá n y Patricia Troncoso Robles. En ella, el 

Ministerio Público solicitó que se les impusi era la prisión preven tiva y la j ueza así lo dispuso. 

Fundament· su resoluci·n expresando que consideraba que ñlas declaraciones reservadas tenidas a 

la vista por esta Juez constituyen presunciones fundadas de la participación de l os imputados en 

dichos hechosò y que ñen estos momentos por el hecho de que los imputados se encuentran 

sometidos a medida cautelar personal en otros procesos pendientes, sin perjuicio de la revisión de 

cautelares posterior procede conceder la prisi·n preventiva solicitada por el Ministerio P¼blicoò. La 

medida cautelar a que estaban sometidos era también la de prisión preventiva 346 .  

b)  Sometimiento a prisión preventiva de Juan Patricio Marileo Saravia  

329.  En la audiencia de control de la detención y formalización de la investigación respecto de Juan 

Patricio Mar ileo Saravia, que se llevó a cabo en el respectivo juzgado el 16 de marzo de 2003, el 

Ministerio Público solicitó la prisión preventiva y, mediante decisión emitida ese mismo día, el 

Juzgado de Garantía Subrogante de Collipulli así la  dispus o. Fundamentó su decisi·n en que ñen 

mérito de lo s antecedentes invocados, este j uez estima que se encuentra suficientemente acreditada 

en esta etapa procesal tanto la existencia del delito, materia de la formalización, como asimismo la 

participación y responsabilidad q ue en ®l cabe al imputadoò. Asimismo, indic· que ñatendida la forma, 

circunstancia de comisión del ilícito investigado, la entidad del mal causado por el mismo y la pe na que 

este trae consigo, este j uez estima que en esta etapa procesal la libertad del imp utado resulta ser un 

peligro para la seguridad de la sociedad, de modo de hacer procedente a su respecto la cautelar de 

prisi·n preventivaò. Asimismo, indic· que ñno concurr[²a] en la especie ninguna de las circunstancias 

consideradas por las normas del ar tículo 141 del Código Procesal Penal en orden a la exclusión de la 

prisi·n preventivaò y que ñtampoco se ha[b²a] acreditado en [l]a audiencia el arraigo social y familiar 

que señala la referida disposición como condicionante para la exclusión de la prisión  preventivaò.  

                                           

345   La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva de Jaime Marileo Saravia, Juan 
Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán , José Benicio Huenchunao Mariñán  y Patricia Roxana Troncoso Robles se 
encuentra  en el expediente del proceso penal interno cuya copia fue aportada durante el trám ite del caso ante la Comisión 
(expediente de anexos al Informe de Fondo, apéndice 1, folios 7804 a 10016).  

346   En el texto de la decisi·n consta que ñlas respectivas defensas se opusieron a la medida cautelar de prisión preventiva 
señalando que no se encontraba acreditada la letra b) del artículo 140 del Código procesal penal, es decir, que no se encontr aba 
acreditada la participación de cada uno de ellos en [los ]  hechosò. Después de referirse a antecedentes presentados por el 
Ministerio Público, entre los cuales figuraban declaraciones de testigos de identidad reservada, la Jueza consideró acreditad a la 
existencia del delito y que ñlas declaraciones reservadas tenidas a la vista por esta Juez constituyen presunciones fundadas de la 
participación de los imputados en [los ]  hechosò. Asimismo se¶al· ñque en esta altura del procedimiento no corresponde [que se]  

valore dichos antecedentes como prueba, lo que será materia de discusión  en la oportunidad procesal que correspondeò, es decir, 
ñen el juicio oralò. Finalmente, tuvo en cuenta que los imputados ya estaban en prisi·n preventiva en otros procesos pendientes. 
(expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10 , a péndice 1, folios 86 66 y 8667).  
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c)  Revisión de la necesidad de mantener la prisión preventiva de las cinco presuntas víctimas  

330.  Actuando separada o conjuntamente, las presuntas víctimas solicitaron en reiteradas 

ocasiones (1 de abril, 30 de mayo, 18 de junio, 12 y 24 de septiem bre, 7 y 13 de octubre y 24 de 

noviembre de 2003) la revisión de la medida cautelar de prisión preventiva  al Juzgado de Letras y 

Garantía de Collipulli . En todos los casos la decisión judicial fue denegatoria, y las apelaciones 

correspondientes fueron dene gadas. La argumentación en que se basaron las denegatorias fue, en 

general, que la libertad ser²a ñpeligrosa para la seguridad de la sociedadò o que no hab²an variado las 

circunstancias que hicieron aconsejable la prisión preventiva. En un caso  se agregó, ña mayor 

abundamientoò, que ñen estos momentos no hay otra medida cautelar que permita asegurar los fines 

del procedimiento ahora ò347 . Respecto de las solicitudes de 12 de septiembre de 2003 y fechas 

posteriores, no se llegó a adoptar resolución porque la Corte de Apelaciones de Temuco había 

decretado, a solicitud del Ministerio Público, una medida de no innovar.  

331.  Mediante escrito de  8 de enero de 2004, los defensores de las cinco presuntas víctimas 

solicitaron  una audiencia de  revisión de sus medidas cautelar es ñseg¼n lo ordena el art²culo 145 

inciso 2 del Código Procesal Penal, toda vez que han transcurrido más de 6 meses desde la última 

vez que se revisó esta gravosa medida cautelar [y sus] representados se encuentran privados de 

libertad por m§s de un a¶oò. Al día siguiente, el Juzgado  Mixto de Letras y Garantía de Collipulli 

resolvi· que ñ[e]xistiendo orden de no innovar en este procedimiento, no ha lugar, por ahoraò. El 28 

de enero de 2004 la Corte Suprema de Justicia de Chile resolvi· que ñno ha lugar a dejar sin efecto 

la orden de no innovar sin perjuicio de limitarse la misma a la tramitación de los antecedentes, sin 

que ello obste a que se decida sobre la prisión preventiv a que afecta a los imputadosò. El juzgado fijó 

la audiencia de revisión de la medi da cautelar impuesta a los cinco imputados para el 13 de febrero 

de 2004.  

332.  Despu®s de la referida audiencia, invocando, entre otros fundamentos, ñlos Tratados 

Internacionales a que se ha referido la Defensora Penal Públic [ a]ò, el juzgado resolvi· sustituir la 

prisión preventiva por otras medidas cautelares consistentes en la obligación de presentarse 

peri·dicamente ante la autoridad correspondiente y la prohibici·n de salir del pa²s, y se dict· ñorden 

de inmediata libertadò. El 18 de febrero de 2004 el Fiscal y dos querellantes interpusieron una 

apelación en contra de la referida resolución y el 24 de febrero de 2004 se llevó a cabo una audiencia 

ante la Corte de Apelaciones de Temuco que, invocando, entre otros fundamentos, los artículos 7.1 y 

7.2 ñdel Pacto de San Jos® de Costa Ricaò, resolvi· por unanimidad confirmar la resoluci·n recurrida 

e imponer a los imputados, adicionalmente, la ñmedida cautelar de arresto domiciliario nocturno [é] 

con la obligación de presentarse [é] personalmente ante la autoridad  encargada de vigilar el 

cumplimiento ef ectivo de la medida decretadaò. 

  b.ii)  Consideraciones de la Corte  

333.  La Corte estima que las decisiones de adopción y mantenimiento de la prisión preventiva no 

se ajustaron a los requisitos de la Convención Americana en cuanto a la necesidad de basarse en 

elementos probatorios suficientes ïcon excepción de la de Juan Patric io Marileo  Saravia  que sí 

cumple con este elemento  ( infra  párr. 336) -  y perseguir un fin legítimo y a la obligación de revisión 

periódica.  

a)  Elementos probatorios  insuficientes  

334.  La decisión judicial que inicialmente dispuso la prisión preventiva de Jaime Mari leo Saravia , 

José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licá n y Patricia Troncoso Robles no cumplió 

con la exige ncia de estar fundada en elementos probatorios  suficientes para suponer razonablemente 

                                           

347   Resolución emitida el 23 de junio de 2003 por el Juzgado de Collipulli sobre la audiencia de revisión de medida cautelar 
celebrada ese mismo día  (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10 , Apéndice 1 , Anexo 7, folios 8421 -8424).  
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que dichas personas habían participado en el  hecho delictivo investigado, pues se fundó únicamente 

en ñdeclaraciones reservadasò, sin exponer elementos que pudieran corroborar tal conclusi·n (supra  

párr. 328) . Tales declarac iones se refieren a testimonios  cuyo contenido no podía ser conocido por la 

defensa, ya que en esa etapa de la investigación en que se solicitó y ordenó la prisión preventiva se 

había decretado el secreto de las actuaciones de la investigación de conformidad con el artículo 182 

del Código Procesal Penal por cuarenta días. Inclusiv e, cuando la jueza evaluó en audiencia la 

solicitud de prisión preventiva interpuesta por el Ministerio Público, la defensa hizo notar que se 

estaban utilizando ñantecedentes a los cuales no ha[b²a] podido tener accesoò.  

335.  Dicha referencia a las ñdeclaraciones reservadasò no estuvo acompa¶ada de argumentos o 

explicaciones adicionales que, aun sin revelar datos que requerían ser resguardados temporalmente 

respecto del medio de prueba, bridaran mayor información que permitiera conocer la justificación de 

la de cisión judicial e hicieran posible para los imputados y su defensa controvertir la adopción de la 

medida  cautelar de prisión preventiva . Consecuentemente, la defensa de los imputados no conocía la 

prueba ni información sobre los elementos que aquella supue stamente aportaba al juez para fundar 

sus consideraciones sobre la posible participación en el hecho delictivo.  

336.  Con respecto a Juan Patricio Marileo  Saravia , la decisión judicial de adopción de la prisión 

preventiva ( supra  párr. 329 ) proporciona elementos  suficientes para concluir que cumplió con la 

primera exigencia de señalar los indicios que permitan suponer razonablemente que la persona ha 

participado en el ilícito que se investiga.  

b)  Falta de fin legítimo  

337.  En cuanto al requerimiento de motivar la necesid ad de la prisión preventiva en un fin legítimo 

(supra  párr. 312.a ),  las decisiones que dispusieron la prisión preventiva no se ajustaron a la 

Convención Americana:  

a)  La decisión relativa a Jaime Marileo Saravia , José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan 

Ciriaco Millacheo Licá n y Patricia Troncoso Robles no se refirió a si la medida cautelar 

perseguía algún fin procesal y era necesaria en relación con la investigación, sino que se 

limitó a ordenarla fundándose en que los imputados estaban sometidos a ese tipo de m edida 

en relación con otros procesos. Tal razonamiento no sustenta la necesidad de la medida en 

relación con la investigación y procesamiento en el caso concreto.   

b)  La decisión relativa a Juan Patricio Marileo  se fundó en que su libertad constituía un 

ñpeligro para la seguridad de la sociedadò, causal abierta que, como ya se indic· (supra  párrs. 

322 y 323 ), hace necesario verificar si en el caso concreto la referencia a esa causal estuvo 

acompañada de un factor o criterio que pudiera considerarse que busca u n fin cautelar y que 

justificara la medida en el caso concreto . Al respecto, la decisión que ordenó la prisión 

preventiva se limitó a indicar que lo consideraba necesario ñen [la] etapa procesalò en que se 

encontraba la causa ñatendi[endo a]  la forma, circ unstancia de comisión del ilícito investigado, 

la entidad del mal causado por el mismo y la pena que este trae consigoò. En cuanto al criterio 

o factor relativo a ñla forma [y] circunstancia de comisi·n del il²cito investigadoò, la Corte 

constata que dicho  factor no estuvo acompañado de una explicación sobre cómo ello incidiría en 

algún riesgo procesal. El juez no fundamentó si ello repercutía de alguna forma en la 

obstrucción de diligencias específicas pendientes de efectuar en la etapa en que se encontrab a 

el proceso. En cuanto a la referencia a criterios como la pena y el ñmal causado por el delitoò, la 

Corte reitera que la gravedad del delito no es, por sí mismo, justificación suficiente de la prisión 

preventiva ( supra  párr. 312.a ). Por consiguiente, la Corte estima que el tribunal no motivó la 

necesidad de ordenar la prisión preventiva en base de un riesgo procesal en el caso concreto.   

338.  Las decisiones denegatorias de las solicitudes de revisión no invocaron ningún fin legítimo 

para mantener la prisión pr eventiva, de modo que quedó incambiada la situación indicada en el 

párrafo anterior.  
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339.  Por consiguiente, la Corte estima que los jueces  no motivaron  la necesidad de fundamentar la 

decisión de imponer o mantener la prisión preventiva en un fin legítimo como la existencia de un 

riesgo procesal en el caso concreto.  

c)  Inadecuada revisión periódica  

340.  Las decisiones judiciales denegatorias de las solicitudes d e revisión no cumplieron 

adecuadamente la función de analizar si era pertinente mantener las medidas privativas de libertad. 

Las afirmaciones de que ñno hay nuevos antecedentes que revisarò y que ñno existen antecedentes 

que permitan presumir que han varia do las circunstancias que hicieron aconsejable la prisión 

preventivaò, denotan una concepci·n errónea que parte de que tendría que comprobarse  que las 

circunstancias iniciales variaron, en lugar de entender que es tarea del juez analizar si subsisten 

circu nstancias que hagan que la prisión preventiva deba mantenerse y sea una medida proporcional 

para alcanzar el fin procesal perseguido. Las decisiones judiciales desconocieron la necesidad de 

justificar de manera motivada el mantenimiento de la medida cautel ar impuesta y no se refirieron a 

ningún fin procesal que hiciera necesario que se mantuviera la misma. Inclusive en algún caso la 

resolución de mantener la prisión preventiva se adoptó sin motivación alguna.  

341.  En cuanto a la decisión judicial de 23 de junio de 2003 que mantuvo la prisión preventiva de 

Jaime Marileo Sara via, Juan Ciriaco Millacheo Licá n, Juan Patricio Marileo y Patricia Troncoso Robles, 

la misma no contiene una explicaci·n respecto a cu§les antecedentes se refer²a que ñno hacen variar 

las circ unstancias que hicieron aconsejable la prisi·n preventivaò, y desconoci· que la revisi·n de la 

prisión preventiva impuesta implica justificar de manera motivada la necesidad del mantenimiento de 

la misma. Ello resulta particularmente grave en este caso pue sto que la adopción inicial de la medida 

cautelar no cumplió con ninguno de los requerimientos convencionales para su adopción ( supra  

párr s. 334 , 335 y 337 ). Asimismo, al mantener la medida el juzgado no explicó a cuáles fines 

procesales se refería y por q u® no exist²a otra medida cautelar que ñpermit[iera] asegurar los fines 

del procedimientoò. Al respecto, el art²culo 155 del C·digo Procesal Penal, al cual hizo referencia la 

defensa,  dispone otras siete medidas cautelares personales que pueden ser impuest as de manera 

aislada o conjunta, entre otras cosas, para ñgarantizar el ®xito de las diligencias de investigaci·nò y 

ñasegurar la comparecencia del imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecuci·n de la 

sentenciaò, las cuales al parecer no fueron c onsideradas por la autoridad judicial.  

d)  Presunción de inocencia  

342.  Como todavía no se había establ ecido legalmente su responsabilidad penal , las presuntas 

víctimas tenían derecho a que se les presumiera inocentes, con arreglo al artículo 8.2 de la 

Convención A mericana. De ello derivaba la obligación estatal de no restringir su libertad más allá de 

los límites estrictamente necesarios, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. 

En consecuencia, el Estado restringió la libertad de Juan Patric io Marileo Saravia, José Benicio 

Huenchunao Mariñ án, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Lic án y la señora 

Patricia Roxana Troncoso Robles  sin respetar el derecho a la presunción de inocencia y violó su 

derecho a no ser sometidas a deten ción arbitraria consagrado en el artículo 7.3 de la Convención.  

*  *  *  

343.  Por las razones expuestas, corresponde concluir que el  Estado violó los derechos a la libertad 

personal, a no ser sometido a detención arbitraria y a no sufrir prisión preventiva en condiciones no 

ajustadas a los estándares internacionales, consagrados en el artículo 7.1, 7.3 y 7.5 de la 

Convención Americana,  y el derecho a la presunción de inocencia, consagrado en el artículo 8.2 de la 

Convención Americana, todo ello en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en 

perjuicio de los señores Juan Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao M ariñ án, Florencio 

Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Lic án y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles.  
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c) La prisión preventiva de Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún  Paillalao 348  

344.  La prisión preventiva de  los señores Norí n Catrimán y Pichún Paillalao también estuvo regida 

por lo dispuesto en los artículos 139 a 154 del Código Procesal Penal de 2000 (supra  párr. 305 ). A 

ambos se les investigó y juzgó en relación con dos delitos de incendio de carácter terrorista y por el 

delito de amenazas de incendio terrorista. Fueron condenados como autores del delito de amenazas 

y absueltos por los delitos de incendio terrorista ( supra  párrs. 106 a 119 ).  

c.i )  Hechos pertinentes  

a)  Sometimiento a prisión preventiva a Aniceto Norín Catrimán P ascual y a Pascual Pichún 

Paillalao  

345.  El 11 de enero de 2002 se realizó ante el Juzgado de Garantía de Traiguén la audiencia de 

control de la detención y formalización de la investigación respecto de Aniceto Norín Catrimán, en la 

cual el Ministerio Público s olicitó que se dictara la medida de prisión preventiva. La defensa hizo 

notar, entre otras cosas, que ñel se¶or Fiscal no ha fundamentado cu§les son los antecedentes y no 

puede basarse en que sus antecedentes han sido declarados secretos en esta parte porq ue su Ssa. 

debe fundamentar precisamente su resolu ci·n en esos antecedentesò. El fiscal sostuvo que ñen 

relación a la participación hay un conjunto de testimonios que están en este momento en reserva, 

pero si [la jueza]  quiere examinarlos los p[od ría] pone r a su disposici·nò y la jueza decret· un receso 

ñpara efecto de revisar los antecedentesò. Ese d²a dicho juzgado orden· la medida solicitada 

fundándose en que:  

se reúnen los requisitos del artículo 140, se encuentra acreditado el delito, hay antecedentes fundados que 
permiten presumir que el imputado ha tenido participación de autor, además hay antecedentes también que 
permiten al Tribunal que hizo la revisión y estudio de los antecedentes que le fueron exhibidos en la carpeta 
de los antecedentes de investigación que me exhibió la Fiscalía que permiten estimar que la prisión 
preventiva  es indispensable para el éxito de las diligencias de la investigación  y además por estimar que la 
libertad del imputado en este momento constituye un peligro grave para la sociedad especialmente en 
atención al número de de litos por los cuales se [ h] a formalizado y a la gravedad de la pena asignada por lo 
menos a uno de ellos que sería el delito de incendio que merece una pena de presidio menor en cualquiera 
de sus grados mayor a 5 años y un día.   

346.  El 14 de enero de 2002 la d efensa del señor Norín Catrimán apeló la resolución judicial 

dictada el 11 de enero de 2002, alegando que ñ[s]e ha argumentado que existen antecedentes 

declarados secretos, pero no se ha señalado en caso alguno si en ellos se contienen antecedentes en 

contra de mi representadoò y que ñal no dar a conocer cu§les son los antecedentes que justifican 

esta medida cautelar tan grave se atenta contra  sus posibilidades de defensaò. El 18 de enero de 

2002 se realizó una audiencia para resolver la referida apelación,  después de la cual la Corte de 

Apelaciones de Temuco resolvió confirmar la resolución recurrida, con excepción del fundamento 

ñrelativo a que la prisi·n preventiva ser²a indispensable para el ®xito de las diligencias de la 

investigaci·nò, el cual orden· ñelimin[ar]ò.  

347.  El 4 de marzo de 2002 se llevó a cabo la audiencia de control de detención y formalización en 

contra de Pascual Pichún Paillalao ante el Juzgado de Garantía de Traiguén, en la cual el Ministerio 

Público soli citó la prisión preventiva. El j uzgado la concedi· fund§ndose en que ñexisten antecedentes 

que justifican la existencia del delito, además q ue hay presunciones fundada[s]  que el imputado [ h] a 

tenido una participación en [ é] l y además que existen antecedentes calificados que permiten 

conside rar al Tribunal que la prisión preventiva es indispensable par a el ®xito de la investigaci·nò. El 

9 de marzo de 2002 la defensa del señor Pichún Paillalao apeló la resolución de 4 de marzo de 2002. 

El 13 de ese mes se realizó una audiencia para resolver la  referida apelación, luego de la cual la 

Corte de Apelaciones de Temuco resolvió confirmar la resolución recurrida en los siguientes 

términos:  

                                           

348   La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva de Segundo Aniceto Norín 
Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao se encuentra en el expediente  del proceso penal interno  cuya copia fue aportada 
durante el tr ámite del caso ante la Comisión (expediente de anexos al  Informe de Fondo , apéndice 1 , folios 4319 a 5159 ). 
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[t]eniendo presente las circunstancias del hecho, lo expuesto por los comparecientes a estrados, la 
gravedad del delito investigado y los antecedentes personales del imputado y visto, además, lo dispuesto 
por el artículo 140 del Código Procesal Penal SE CONFIRMA la resolución apelada de cuatro de marzo en 
curso, por estimar peligrosa para la seguridad de la sociedad la libertad del inculpado Pascual Pichún 

Paillalao .  

b)  Revisión de la necesidad de mantener la prisión preventiva  

348.  Actuando separada o conjuntamente, las presuntas víctimas solicitaron en reiteradas 

ocasiones (22 de febrero, 14 de junio, 4 de julio, y 9 de ag osto de 2002) la revisión de la medida 

cautelar de prisión preventiva ante el Juzgado de Garantía de Traiguén. En todos los casos la 

decisión judicial fue denegatoria  y las apelaciones interpuestas fueron denegadas por la Corte de 

Apelaciones de Temuco (sa lvo en un caso en que fue declarada abandonada por no comparecencia 

de la defensa 349 ). La argumentación en que se basaron las denegatorias fue, básicamente, que se 

mantenía el peligro para la seguridad de la sociedad, sobre la base de la gravedad de los deli tos 

imputados. En una de las resoluciones denegatorias se dijo adem§s que ñcomo dice la Defensa el 

Tribunal de Garantía debe de velar por la inocencia del imputado, este Tribunal también debe de 

velar por los derechos de la v²ctimaò350 . En otra de ellas se e xplicit· que ñse re¼nen a su respecto las 

tres letras del artículo 140[:] el delito está acreditado[,] también hay presunciones fundadas para 

estimar que tiene la calidad de autores y además por la gravedad de los delitos por los cuales 

encuentran en prisi ·n preventiva y por la gravedad de la pena asignada al delitoò351 . En una 

resolución posterior se dijo que  ñanalizado lo que se ha dicho y adem§s los antecedentes de los 

cuales tiene conocimiento vistos en la carpeta que no han variado los requisitos para ma ntener la 

prisión en orden a que se ha formalizado por un delito de la Ley No 18.314, que merece una 

penalidad grave, y por lo tanto, la libertad constituy e un peligro para la sociedadò352 .  

  c.ii)  Consideraciones de la Cort e 

349.  La Corte estima que las decisiones de adopción y mantenimiento de la prisión preventiva no 

se ajustaron a los requisitos de la Convención Americana en cuanto a la necesidad de basarse en 

pruebas suficientes y perseguir un fin legítimo y a la obligación de revisión periódica.  

a)  Elementos probatorios insuficientes  

350.  La decisión de imponer la prisión preventiva a Aniceto Norín Catrimán (supra  párr s. 345 y 

346 )  se fund· en testimonios que estaban ñen reservaò porque se hab²a decretado el secreto de una 

parte de las a ctuaciones de la i nvestigación . Tampoco se dieron argumentos o explicaciones 

adicionales que, aun sin revelar datos que requerían ser resguardados temporalmente respecto del 

medio de prueba, brindaran mayor información que permitiera conocer la justificación de la decisión 

judicial e hicieran posible para el imputado y su defensa controvertir la adopción de la medida  

cautelar de prisión preventiva . Por lo tanto, no se ajustó a uno de los requisitos de la Convención 

Americana . 

351.  La decisión judicial que ordenó la prisión preven tiva de Pascual Pichún Paillalao se fundó en 

que exist²an elementos y ñpresuncionesò sobre la ocurrencia del hecho delictivo y la participaci·n del 

imputado en el mismo ( supra  párr. 347 ). Aun  cuando la decisión judicial escrita no detalla en cuáles 

                                           

349   Resolución emitida el 28 de junio de 2002 por la Corte de Apelaciones de Temuco (expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, apéndice 1, folio 4370).  

350   Resolución emitida el 11  de julio de 2002 por el Juzgado de Garantía de Traiguén (expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4354 -4364).  

351   Resolución emitida el 8 de abril de 2002 por el Juzgado de Garantía de Tra iguén (expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, apéndice 1, folio 4551).  

352   Resolución emitida el 19 de junio de 2002 por el Juzgado de Garantía de Traiguén (expediente de anexos al Informe de 
Fondo 176/10, apéndice 1, folio 4345).  
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indicios y pruebas está fundando tal conclusión, en la audiencia celebrada se hizo referencia a 

elementos que en esa etapa podría considerarse que vinculaban al señor Pascual Pichún con el hecho 

investigado. La defensa no impugnó este extremo en su apelaci ón. Por consiguiente, la Corte no 

encuentra que se hubiere incumplido con este primer requerimiento de fundarse en la existencia de 

elementos suficientes que vincularan al imputado con el hecho punible investigado.  

b)  Falta de fin legítimo  

352.  Está probado que  las decisiones de sometimiento y mantenimiento de la prisión preventiva 

respecto de los señores Norín Catrimán y Pichún Paillala o se fundaron en que su libertad constituía 

un ñpeligro grave para la sociedadò o ñpor estimar [su libertad] peligrosa para la seguridad de la 

sociedadò (supra  párrs. 345 a 347 ).  Para ello se tuvieron en cuenta criterios tales como el ñn¼mero de 

delitos investigadosò, la ñgravedad de la penaò, la ñgravedad del delito investigadoò y los ñantecedentes 

personales del imputadoò, que no justifican por sí mismos la prisión preventiva, y que no fueron 

valorados en el contexto de la evaluación de la necesidad de la medida en las circunstancias del caso 

concreto. Aun cuando en la resolución que dispuso  la prisión preventiva de l señor Pascua l Pichún  se 

indicó  que la misma era ñindispensable para el ®xito de la investigaci·nò, no se motivó  tal afirmación 

de modo que permitiera conocer si consideraron que la libertad del imputado afectaba de alguna forma 

la realización de diligencias específica s.  

c)  Inadecuada revisión periódica  

353.  En ninguna de las decisiones judiciales adoptadas en relación con las solicitudes de revisión 

del mantenimiento de la prisió n preventiva de los señores Norí n Catriman y Pichún Paillalao (supra  

párr. 348 )  se efectuó un a nálisis de la necesidad de justificar de manera motivada el mantenimiento 

de la medida cautelar impuesta. Tampoco se hizo refe rencia a ningún fin procesal legítimo que 

hiciera necesario dicho mantenimiento. En ninguna de las decisiones judiciales se realiz ó una 

valoración de factores o criterios que pudieran conectarse con la búsqueda de un fin legítimo y 

justificaran la necesidad de la medida en el caso concreto.  

d)  Presunción de inocencia  

354.  Como todavía no se había establ ecido legalmente su responsabilidad  penal , las presuntas 

víctimas tenían derecho a que se les presumiera inocentes, con arreglo al artículo 8.2 de la 

Convención Americana. De ello derivaba la obligación estatal de no restringir su libertad más allá de 

los límites estrictamente necesarios, p ues la prisión preventiva es una medida cautelar, no 

punitiva 353 . En consecuencia, el Estado restringió la libertad de las presuntas víctimas sin respetar el 

derecho a la presunción de inocencia y violó su derecho a no ser sometidas a detención arbitraria 

consagrado en el artículo 7.3 de la Convención.  

*  *  *  

355.  Por las razones que anteceden, corresponde concluir que el Estado violó los derechos a la 

libertad personal, a no ser sometido a detención arbitraria y a no sufrir prisión preventiva en 

condiciones no ajustadas a los estándares internacionales, consagrados  en el artículo 7.1, 7.3 y 7.5 

de la Convención Americana, y el derecho a la presunción de inocencia, consagrado en el artículo 8.2 

de la Convención Americana, todo ello en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en 

perjuicio de los señore s Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún  Paillalao . 

*  *  *  

356.  Toda vez que la prisión preventiva a la cual fueron sometidas las presuntas víctimas ha sido 

arbitraria, la Corte no considera necesario entrar a considerar si el tiempo de más d e un año, en 

                                           

353   Cfr.  Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador . Fondo , párr. 77, y Caso J. Vs. Perú , párr. 371.  
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todos los casos, durante el cual estaban sometidos a prisión preventiva sobrepasó los límites de lo 

razonable 354 . 

357.  A todo lo ya expresado cabe añadir que tampoco se tuvo en cuenta en ninguno de los casos la 

condición de siete de las presuntas víc timas como  miembros de un pueblo indígena  y, en particular , 

la posición de autoridades tradicionales que ocupaban los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao 

como Lonkos y el señor Ancalaf Llaupe como Werkén de sus respectivas comunidades. Los Estados, 

para garantizar efectivamente los derechos consagrados en el artículo 7 de la Convención, en 

relación con el artículo 1.1 de la misma, al interpretar y aplicar su normativa interna deben tomar en 

consideración las características propias que diferencian a l os miembros de los pueblos indígenas de 

la población en general y que conforman su identidad cultural 355 . La duración prolongada de la 

prisión preventiva puede afectar de manera diferenciada a los miembros de pueblos indígenas  por 

sus características económi cas, sociales y culturales , que, en el caso de dirigentes de la comunidad, 

puede también tener consecuencias negativas en los valores, usos y costumbres de la comunidad o 

comunidades en que ejerce liderazgo 356 .  

358.  Por las razones expuestas en el presente capítu lo, la Corte concluye que el Estado violó los 

derechos a la libertad personal, a no ser sometido a detención arbitraria y a no sufrir prisión 

preventiva en condiciones no ajustadas a los estándares internacionales, consagrados en el artículo 

7.1, 7.3 y 7.5  de la Convención Americana, y el derecho a la presunción de inocencia, consagrado en 

el artículo 8.2 de la Convención Americana, todo ello en relación con el artículo 1.1 de la Convención 

Americana, en perjuicio de Víctor Ancalaf Llaupe, Jaime Marileo Sar avia, Juan Patricio Marileo 

Saravia , José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licá n, Patricia Troncoso Robles, 

Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao.  

3. Alegado incumplimiento de la obligación consagrada en el artículo 2 de la 

Convención Americana (Deber de adecuar el derecho interno)  

359.  CEJIL aleg· que se viol· el art²culo 2 de la Convenci·n en relaci·n con la regulaci·n de ñ[l]a 

causal de peligro para la seguridad de la sociedadò, pues considera que ñcontraviene las garantías 

convencionales, tanto por sus alca nces como por la falta de adecuación a los estándares 

intern acionales en la materiaò. CEJIL se refirió a la reforma del Código Procesal Penal en el 2008 

respecto de dicha causal, pero sostuvo que ñla ambig¿edad de la causal [é] no fue subsanadaò y que 

m§s bien se incluyeron ñciertas hip·tesis en donde el juez estar²a obligado a presumirla (inciso 3, 

art²culo 140, C·digo Procesal Penal)ò. La FIDH  no alegó una violación del artículo 2 de la Convención, 

pero soli cit· a la Corte que ordene que en la normativa interna relativa a la prisi·n preventiva ñse 

elimine la causal  de peligro para la seguridad de la sociedadò ( infra  párr. 462) . Por su parte, Chile  

controvirti· tales alegaciones, argumentando que ñen cuanto a la procedencia de la prisión 

preventiva por riesgo de la sociedad o del ofendido, resulta [é] irresponsable alegar que no deber²an 

tomarse medidas de resguardo frente a casos donde antecedentes calificados indiquen que una 

persona podría, estando en libert ad, no solo fugarse o afectar la investigación, sino, además, poner 

en peligro al ofendido por el delito investigado o a otras personasò. Sostuvo que ñno ve por qu® la 

seguridad de la investigación sería bien jurídico suficientemente digno como para fundam entar que 

se decrete una medida cautelar que involucre prisión preventiva de un imputado, pero no así la 

seguridad de las personasò. 

                                           

354   Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador , párr. 120, y Caso Chaparro Álva rez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador , párr. 142.  

355   Cfr . Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay , párrs. 59  y 60, y Caso Pueblo Indígena  Kichwa de Sarayaku Vs. 
Ecuador , párr. 162.  

356   Mutatis mutandis , Caso Comunidad In dígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay , párr. 154, y Caso Masacres de Río Negro Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de septiembre de 2012 Serie C No. 250, párr. 
177.  
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360.  Para pronunciarse sobre la alegada violación al artículo 2 de la Convención, como lo ha hecho 

en otros casos 357 , la Corte úni camente se referirá a la normativa interna aplicada a las presuntas 

víctimas y no analizará la reforma del Código Procesal Penal efectuada en el año 2008, a la cual se 

refirieron CEJIL y el perito Duce 358 . Asimismo, la Corte sólo se pronunciará sobre la caus al de ñpeligro 

para la seguridad de la sociedadò puesto que es sobre la cual radica la controversia en el presente 

caso. El Tribunal  constata que dicha causal se encontraba estipulada en el artículo 363 del Código de 

Procedimiento Penal, aplicado al señor Ancalaf, al regular los motivos por los cuales podía 

ñdenegarse la libertad provisionalò y los motivos o fines por los cuales ñ[s]e entend[ía] que la 

detenci·n o prisi·n preventiva e[ra] necesariaò (supra  párr. 304) . Con la reforma procesal penal del 

2000, dicho motivo se mantuvo como una causal de prisión preventiva en el artículo 140.c) del 

Código Procesal Penal como un posible fin para  decretar la prisión preventiva  (supra  párr. 305) . El 

texto de la causal es casi idéntico en ambos Códigos. El perito Duce se refirió a la regulación que ha 

tenido en Chile la causal  de ñpeligro para la seguridad de la sociedadò y a su interpretaci·n 

ju dicial 359 .  

361.  El Tribunal considera que la causal de ñpeligro para la seguridad de la sociedadò tiene una 

redacción que admite varias interpretaciones en cuanto a la consecución tanto de fines legítimos 

como de fines no cautelares. En cuanto a una interpretaci ón en este último sentido, la Corte reitera 

su jurisprudencia constante en materia de los estándares que deben regir la prisión preventiva en 

cuanto a su excepcionalidad, carácter temporal limitado, estricta necesidad y proporcionalidad y, 

fundamentalmente , los relativos a que los fines que busque alcanzar deben ser propios de su 

naturaleza cautelar (fines de aseguramiento procesal de acuerdo a las necesidades que se justifiquen 

en el proceso concreto) y no puede constituirse como una pena anticipada que co ntravenga el 

principio de presunción de inocencia que protege al imputado ( supra  párrs. 307 a 312 ). La Corte 

estima que no está en discusión que los Estados Parte pueden adoptar medidas de derecho interno 

para prevenir la delincuencia, una parte de ellas a  través de su ordenamiento jurídico y 

particularmente del Derecho Penal a través de la imposición de penas, pero estima necesario 

enfatizar que ello no es función de la prisión preventiva.  

362.  Asimismo , la Corte constata que al estipular dicha causal en el ref erido artículo 140.c )  del 

C·digo Procesal Penal se establec²a que para estimar si se configuraba la misma ñel juez deb[²a] 

considerar especialmente alguna de las [é] circunstanciasò descritas en la norma (supra  párr. 305 ).  

De los elementos aportados a esta  Corte, es posible sostener que dicha regulación no prohibía la 

posibilidad de que el juez tomara en cuenta otros criterios que le permitieran valorar la necesidad de 

la medida en el caso concreto para la obtención de fines procesales. Sin embargo, la Cort e toma en 

                                           

357   Cfr . Caso "Instituto de Reed ucación del Menor" Vs. Paraguay , párr. 214 , y Caso Mohamed Vs. Argentina , párr. 162.  

358   Cfr . Declaración rendida el 15 de mayo de 2013 por el perito Mauricio Alfredo Duce Ju lio ante fedatario público (affidávit)  
(expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 39).  

359   Entre otros puntos explic· el perito Duce que óósi bien la cl§usula de ópeligro para la seguridad de la sociedadô admit²a la 
posibilidad de una interpretación consistente con el derecho internacional de los derechos humanos, la forma en que 
tradicionalment e fue interpretada y aplicada en el contexto de vigencia del sistema inquisitivo y, particularmente, en el caso sobre 
el que recae [su] pericia, da cuenta de un problema de compatibilidad con el derecho internacional de los derechos humanosôô. 
Asimismo, so bre la aplicaci·n judicial de la referida causal, explic· que óólos tribunales entienden habitualmente que el ópeligro para 
la seguridad de la sociedadô se constituir§ por la concurrencia objetiva de una o algunas de las circunstancias enumeradas en los 
incisos tercero y cuarto del artículo 140 del CPP [Código de procesal Penal] (por ejemplo que el delito imputado tenga pena 
asignada de crimen o sea un delito grave como se fundamenta el caso en comento) sin necesidad de justificar en qué sentido 
concreto en  el caso especifico objeto de decisión la libertad del imputado constituirá un peligro para esa seguridad de la sociedad. 
[é] Efectivamente, si se interpreta que en los delitos graves o los que tienen asignadas pena de crimen se configura 
necesariamente el  peligro para la seguridad de la sociedad (sin significado concreto alguno) lo que corresponde es que en todos 
esos casos, sin importar sus circunstancias espec²ficas, se d® lugar a la prisi·n preventivaò. Asimismo, indic· que óó[a]l no 
explicitarse un sen tido específico de [los] alcances concretos de esta causal en los casos en que se discute, ello impide que las 
defensas puedan hacerse cargo de las razones de fondo por las cuales se pide o decreta esta medida cautelar y se favorece una  

justificación de la s decisiones de los jueces tambi®n bastante formalesò. Cfr . Declaración rendida el 15 de mayo de 2013 por el 
perito Mauricio Alfredo Duce Julio ante fedatario público (affidávit)  (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y 
peritos, folio s 37 a 80).  
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cuenta lo explicado por el perito Duce en el sentido de que ñlos tribunales [chilenos] entienden 

habitualmente que el peligro para la seguridad de la sociedad se constituirá por la concurrencia 

objetiva de una o algunas de [esas] circunstanciasò, lo cual resulta particularmente grave si se toma 

en cuenta que entre ellas est§n ñla gravedad de la pena asignada al delitoò y ñel car§cter de los 

[delitos imputados]ò. La Corte reitera que ambos constituyen criterios que no son, por si mismos , 

justificac ión suficiente de la prisión preventiva ( supra  párr. 312.a ) y agrega que fundar la prisión 

preventiva únicamente en tales criterios conlleva una vulneración de la presunción de inocencia. 

Criterios de esa naturaleza deben ser valorados en el contexto de la  evaluación de la necesidad de la 

medida en las circunstancias del caso concreto.  

363.  Al ordenarse y mantenerse las medidas de prisión preventiva a las ocho víctimas de este 

caso, repetidamente se aplic· la causal de ñpeligro para la seguridad de la sociedadò en la forma 

señala por el perito Duce, sin motivarse la necesidad de la medida en las circunstancias del caso 

concreto y con base fundamentalmente en criterios relativos a la gravedad del delito investigado y la 

gravedad de la pena ( supra  párrs. 321 -327, 3 37 -339 y 352 ).  

364.  Con base en los anteriores razonamientos, el Tribunal estima que el artículo 363 del Código 

de Procedimiento Penal aplicado al señor Ancalaf y el artículo 140.c del Código Procesal Penal de 

2000 aplicado a las restantes siete presuntas víctimas que regulab an la causal de prisión preventiva 

relativa al ñpeligro para la seguridad de la sociedadò no eran normas per se  contrarias a la 

Convención Americana, puesto que podían ser interpretadas de una manera acorde a la misma, 

siempre y cuando se aplicaran buscand o un fin procesal y los criterios tomados en cuenta fueran 

valorados en relación con la evaluación de la configuración de un riesgo procesal en las circunstancias 

del caso concreto. Por consiguiente, Chile no violó el deber de adoptar disposiciones de  dere cho 

interno, consagrado en el artículo 2 de la Convención Americana , en relación con el artículo 7  de la 

Convención Americana, en perjuicio de las ocho presuntas  víctimas del presente caso. Las violaciones a 

su derecho a la libertad personal se derivan de la interpretación y aplicación judicial de dichas normas . 

 

VII.4  ï LIBERTAD DE PENSAMIE NTO Y DE EXPRESIÓN, DERECHOS POLÍTICOS Y  

DERECHOS A LA INTEGR IDAD PERSONAL Y A LA  PROTECC IÓN DE LA  

FAMILIA (ARTÍCULOS  13, 23, 5 .1  Y 17 DE LA CONVENCIÓ N AMERICANA )  

365.  Las al egadas violaciones examinadas en el presente capítulo son consecuencia de la prisión 

preventiva y las penas principales y accesorias impuestas a las presuntas víctimas. Corresponde 

determinar si con tales consecuencias se han conf igurado violaciones autóno mas a  la Convención 

Americana.  

A)  Argumentos de la Comisión y de las partes  

366.  La Comisión sostuvo que Chile violó los derechos consagrados en los artículos 13 y 23 de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las ocho presuntas víctimas 

por ñlas implicaciones [ que tuvo ]  la calificación de un delito como terrori staò en ñla imposición de las 

penas  [accesorias  é] que , por su contenido , tienen efectos en el ejercicio de [éstos] derechos ò. La 

Comisión no hizo referencia a la alegada  violación de los derechos contenidos en los artículos 5 y 17 

de la Convención.  

367.  En cuanto a la s alegada s violaciones  al derecho a la libertad de pensamiento y expresión y a 

los derechos políticos , los intervinientes comunes  formularon los argumentos siguientes:  

a)  CEJIL señaló que el Estado violó dichos derechos en perjuicio del señor Vícto r Manuel 

Ancalaf  Llaupe, en relaci·n con los art²culos 1.1, 2 y 8 de la misma. Sostuvo que las ñpenas 

restrictivas de la libertad de expresi·n [é] derivan de una condena impuesta 

arbitrariamenteò. Asimismo, se¶al· que el art²culo 9 de la Constituci·n Pol²tica de Chile 

establece ñuna causal de censura previa genérica y absoluta para todos aquellos que sean 

condenados por el delito de terrorismo, en tanto prohíbe a priori  la emisión o divulgación de 
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una informaci·n u opini·nò. Al aplicar la referida norma al señor Ancalaf  Llaupe , quien 

ñcumpl²a tareas relativas a la difusi·n y distribuci·n de informaciones en su comunidad y de 

portavozò, se  caus· ñuna violaci·n a la libertad de expresi·n en su dimensi·n socialò. Tambi®n 

sostu vo que la imposición de penas al se ñor Ancalaf en aplicación de la Ley A ntiterrorista 

ocasion· una ñviolaci·n indirecta de[l derecho a] la libertad de expresi·n del pueblo mapuche 

en tanto caus[ó] un efecto amedrentador e inhibidor sobre sus integrantes impidiéndoles el 

pleno ejercicioò del mismo. Por otra parte, sostuvo que Chile al condenar arbitrariamente al 

señor Ancalaf  Llaupe, ®ste tambi®n ñsufri· la imposici·n de penas accesorias que a¼n 

restringen el pleno ejercicio de sus derechos pol²ticosò, con lo cual las comunidades 

representada s por ®l ñven deteriorada su relaci·n pol²tica con las autoridades estatales y 

consecuentemente su capacidad de participar en las decisiones p¼blicas que les conciernenò.  

b)  La FIDH  se adhirió a los alegatos de CEJIL respecto de la alegada violación de los 

artículos 13 y 23 de la Convención en cuanto a la aplicación de penas accesorias 360  y agregó 

que ñla expresi·n de reivindicaciones de recuperaci·n de tierras ancestrales es un derecho 

protegido por el art²culo 13.1 [é] y la utilizaci·n discriminatoria del derecho penal de 

excepción con el efecto de limitar esa expresión infringe [lo disp uesto en  el ]  artículo 13.3 [ de 

la Convención ]ò ya que al obstaculizar ñel libre debate de ideas y opiniones se limita la 

libertad de expresi·n y efectivo desarrollo del proceso democr§ticoò. Seg¼n la FIDH  ñ[l] as 

condenas, y la política de aplicación de la [L]ey Antiterrorista ò restringieron  el derecho a la 

libertad de expresi·n al ñobstaculizar la expresi·n de reivindicaciones en torno a la ampliaci·n 

del territorio ind²genaò y al ñestigmatizar [é] de terroristas a los mapuche militantes por el 

respeto de l os derechos indígenas y el acceso a su territori alidadò, as² como porque 

ñgolpear [on] la protesta mapuche con el objetivo de silenciarlaò.  

368.  En cuanto a los derechos a la integridad personal y a la protección de la familia , los 

intervinientes comunes  alegar on lo siguiente:  

a)  CEJIL sostuvo que Chile incurrió en una violación de los artículos 5 y 17 de la 

Convención en perjuicio del señor Víctor Ancalaf Llaupe.  Se¶al· que ñel tratamiento de 

terrorista que le dio el Estado lo colocó bajo un régimen legal especial  que afectó y afecta 

todavía hoy de manera radical su vida, la de su familia, la de su comunidad y el ejercicio de 

su rol como autoridad tradicional del pueblo Mapucheò. Adem§s, indic· que el se¶or Ancalaf 

ñpermaneci· durante toda su privaci·n de libertad[ ,]  que se prolongó por más de cuatro 

a¶os,ò en un centro penitenciario ubicado ña m§s de 300 kil·metrosò de su comunidad, el cual 

ñhab²a sido denunciado por diversos organismos de derechos humanos por las condiciones de 

detenci·n indignasò, las cuales ñafectaron [al señor] Ancalaf, tanto a nivel físico como 

ps²quicoò. Estas afectaciones se agravaron ñpor la distancia a la que se encontraba el centro 

de detenci·n de su comunidadò, pues ñse ve[²a] prácticamente imposibilitado de recibir la 

visita y el apoyo e mocional y material de sus amigos y familiares durante sus años de prisión; 

[e  é] igualmente, sus hijos e hijas y su esposa se ve[ían] privados del contacto con su padre 

y esposoò, al contar con escasas posibilidades y tener que enfrentar obst§culos dif²ciles para 

poder visitarlo. Dicha situación se agravó por la negativa de las autoridades estatales a las 

solicitudes de éste y su esposa para que fuera trasladado a una cárcel más cercana  a su 

comunidad . 

b)  La FIDH  sostuvo que el Estado violó el derecho a la integridad personal protegido en el 

artículo 5 de la Convención debido a que ñlas sentencias y los juicios que se llevaron a cabo 

en con tra de sus representadosò afectaron su integridad personal. Refiri· que ñ[l]a 

persecució n, detenci·n y encarcelamientoò y, en el caso de algunos, la clandestinidad les 

produjo  ñun sufrimiento, un menoscabo a la integridad f²sica, [ y]  la integridad moralò. Dicha 

                                           

360   La FIDH alegó la violación en perjuicio de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 
Paillalao, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Mill acheo 
Licán y la señora Patricia RoxanaTroncoso Robles.  






















































